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largo plazo, indicadores que explican el resultado de acciones 
pasadas e indicadores que anticipan los resultados futuros, etc. 
Así mismo, la literatura ha identifi cado los factores que llevan 
a las empresas a hacer un mayor uso de estos sistemas. No 
obstante el uso de estos modelos de medida del performance en 
los sistemas de incentivos es todavía muy escaso. En la práctica, 
la mayor parte de los planes de bonus y remuneración variable 
siguen ligados a una o pocas medidas de naturaleza fi nanciera.

En segundo lugar, la literatura se ha ocupado de los esquemas de 
remuneración. Frente a los sistemas de recompensa basados en 
salario fi jo, la literatura ha propuesto ligar la recompensa al nivel 
de desempeño. Esta ligazón puede hacerse con multitud de es-
quemas diferentes, siendo los más conocidos la retribución va-
riable (piece -rate) y la retribución proporcional a las desviacio-
nes entre desempeño real y desempeño previsto (budget-based). 
Las investigaciones sobre la elección óptima de esquema de re-
compensa parte de la siguiente premisa que establece la teoría 
de la agencia: dos agentes desempeñando una misma tarea, bajo 
la supervisión del mismo principal en las mismas circunstancias, 
deben tener el mismo sistema de incentivos. En consecuencia 
los trabajos de investigación se han dirigido a identifi car las cir-
cunstancias (principalmente tipos de actividades y niveles jerár-
quicos de la organización) que convierten uno u otro sistema en 
más adecuado para cada situación.

En tercer lugar, unido al esquema Budget-based anterior, muchas 
investigaciones han demostrado que poner objetivos logra ex-
traer de las personas niveles de desempeño superiores a los que 
se obtienen cuando simplemente se les anima a aplicar el mayor 
esfuerzo posible. Más aun, cuanto más difíciles son los objeti-
vos, mayor es el desempeño.Ahora bien, hay dos variables que 
median esta relación: i) la confi anza en el logro (Self-effi cacy) o 
medida en que el empleado ve el objetivo como alcanzable (si 
nos pasamos en la difi cultad, el esfuerzo y el performance puede 
bajar), y ii) el compromiso con el objetivo (Goalcommitment) o 
medida en que alcanzar el objetivo es importante para la perso-
na. La relación objetivos-rendimiento es más fuerte cuanto ma-
yor sea el compromiso. El uso de incentivos económicos es un 
medio por el que las empresas pueden aumentar el compromiso 
de los empleados con el cumplimiento del objetivo. La conse-
cuencia es que podemos poner objetivos más difíciles cuando 
utilizamos un sistema de incentivos. Por ejemplo, mediante el 
pago de un bonus por rendimiento.

Desde un punto de vista dinámico, los objetivos se revisan de un 
período a otro, y el objetivo de dicha revisión consiste en establecer 
un nivel de difi cultad óptimo. Para ello, los supervisores revisan los 
objetivos con base en la información disponible. En este contexto, 
la literatura ha identifi cado un fenómeno conocido con el nombre 
de “Ratcheting”. Según los investigadores, la fi jación de objetivos 
que se realiza en cada revisión presupuestaria se hace (al menos en 
parte) con base en la información disponible sobre el desempeño 
histórico del individuo: cuanto mayor es el exceso de performance 
de un año en relación con el objetivo previsto, mayor es el incre-
mento en el objetivo para el año próximo y viceversa, cuando los 
objetivos previos no se han alcanzado tiende a reducirse el objetivo 
para el año siguiente (Leone y Rock, 2002).

Lo que la literatura aún no ha determinado es si existe o no un ni-
vel óptimo de ratcheting. Un nivel de ratcheting reducido (un in-
cremento en el nivel del objetivo probado que el agente es capaz 
de superarlo con creces) lleva a mantener objetivos de difi cultad 
reducida (que llevan a su vez a rendimientos bajos). No obstante 
niveles altos de ratcheting tienen un efecto negativo sobre el es-
fuerzo de los agentes. Algunas investigaciones han demostrado 
la existencia de un fenómeno conocido como “RatchetEffect” 
(Bouwens y Kroos, 2011). Según el mismo, cuando los directi-
vos hacen ratcheting, los empleados tienden a ajustar su nivel de 
esfuerzo al nivel del objetivo establecido. En consecuencia, los 
empleados realizan el esfuerzo necesario para cumplir pero no 
sobrepasar el objetivo, puesto que el exceso de desempeño so-

Carmen Aranda León
Javier Arellano Gil
Universidad de Navarra

Control de gestión: 
entre la estandarización
y la personalización

Uno de los puntos clave en el desarrollo de la ciencia médica 
consiste en el descubrimiento de nuevas moléculas,cada vez 
más útiles, para el tratamiento de las distintas patologías. Una 
buena parte del trabajo científi co en la disciplina médica consiste 
en testar la efi cacia de esos nuevos medicamentos para curar 
enfermedades, así como medir y controlar sus efectossecunda-
rios. Ahora bien, ese trabajo científi co ha permitido también des-
cubrir que la efi cacia relativa de los distintos medicamentos no 
depende únicamente(y en mucha ocasiones ni principalmente) 
de su composición, sino de la forma en que dichas moléculas se 
adecúan a las características propias de cada paciente. Es decir, 
que el avance científi co no depende sólo de la posibilidad de 
descubrir los mejores medicamentos para atacar enfermedades 
concretas sino también de la capacidad de descubrir los medica-
mentos más adecuados para enfermos concretos.

Algo parecido ocurre, en nuestra opinión,en el ámbito del con-
trol de gestión. Uno de los objetivos más relevantes en este 
ámbito en los últimos años consiste en proporcionar medios 
efi caces que permitan mejorar el rendimiento de las personas 
y, en consecuencia, los resultados de las empresas. Entre esos 
medios efi caces se encuentran los sistemas de incentivos. Estos 
sistemas son muy conocidos y aplicados en la práctica. Sin 
embargo,tienen todavíaun gran potencial de mejora ya que su 
nivel de personalización es aún muy reducido.

En este artículo ofrecemos una breve refl exión sobre el enfo-
que que ha adoptado la investigación en esta área del control 
de gestión en las últimas décadas y sobre los nuevos enfoques 
que comienzan a adoptarse por parte de los investigadores y que 
pueden proporcionar mejoras muy signifi cativas en la efi cacia de 
estos sistemas.

Estandarización

Se dice que existe información asimétrica cuando el directivo 
(supervisor) no tiene medios para conocer a priori la capacidad 
productiva (nivel de output) de un empleado (agente) que tra-
bajabajo sus órdenes. Cuando existe información asimétrica, el 
empleado actuará de forma oportunista, ocultando su verdadera 
capacidad con el fi n de evitar altos niveles de exigencia y esfuer-
zo. El directivo tiene dos opciones para garantizar que el agente 
apliqueun nivel de esfuerzo adecuado: supervisar el trabajo del 
agente o establecer un incentivo que ligue su retribución al des-
empeño.El establecimiento de un incentivo implica tomar deci-
siones en los siguientes ámbitos:i) forma de medir el desempeño 
ii) criterios para establecer y revisar objetivos (individuales o de 
equipo) en los presupuestos; ii) forma de recompensar el des-
empeño.

Primero, la forma de medir el desempeño ha dado lugar a la lite-
ratura más prolífi ca en control de gestión en las últimas décadas. 
Numerosas investigaciones han demostrado que el desempeño 
es un concepto multidimensional y que la orientación exclusiva 
a medidas fi nancieras de corto plazo lleva a decisiones no óp-
timas y rendimientos bajos a largo plazo. En consecuencia la 
literatura se ha centrado en la defi nición de modelos de medida 
del desempeño, tales como el BalancedScorecard, que combinan 
indicadores fi nancieros y no-fi nancieros, indicadores de corto y 
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de tenerse en cuenta el perfi l de la persona. En función de cómo 
sea la personalidad de alguien será distinta su reacción ante los 
objetivos: cada empleado tendrá un nivel de difi cultad óptimo, 
diferente del resto de empleados, que le lleve a aplicar el máximo 
esfuerzo del que es capaz.

Algo similar ocurre con los esquemas de retribución. La literatura 
hasta ahora se hacentrado en identifi car el tipo de tarea o el nivel 
organizativo al que se asocia óptimamente un contrato Piece-rate 
o un contrato Budget-based. Más aún, la práctica empresarial ha 
ido ligada a esta conclusión. Así,se observa que, generalmente, 
cada empresa establece una fórmula general (pay-performance) 
que considera adecuada y la aplica por igual a todos los emplea-
dos. Por el contrario, en la actualidad las investigaciones están 
haciendo esfuerzos para tratar de identifi car el perfi l psicológico 
al que deben asociarse los distintos esquemas. Igualmente, se 
estudia cómo distintos individuos ajustan de forma diferente su 
nivel de esfuerzo, como reacción a la recompensa concedida y a 
los objetivos impuestos.

Ser capaces de identifi car el perfi l de las personas que reducen 
en mayor medida su nivel de esfuerzo en escenarios deratche-
ting elevado, o el perfi l de los que mantienen el compromiso y la 
confi anza en niveles de difi cultad alta o la combinación de ambas 
puede proporcionar una información muy valiosa. El reto fi nal 
consiste en encontrar la combinación óptima de distintos es-
quemas de recompensa, distintas relaciones pay-performance, 
distintos patrones (simétricos/asimétricos) y niveles de ratche-
ting, etc., óptima a nivel individual, con el fi n de lograr el mayor 
compromiso y esfuerzo por parte de cada empleado. 

Conclusiones

Existe una extensa literatura (que utiliza tanto metodología ana-
lítica como estudios de campo y experimentos) orientada a de-
terminar la forma óptima de defi nir los sistemas de incentivos. 
Ahora bien, esta literatura no ha tomado en consideración las 
diferencias entre los individuos sobre los que se aplica el siste-
ma.Al igual que la mejora en la efi cacia para curar determinadas 
enfermedades no pasa tanto por dar con la composición mejor 
para una u otra enfermedad, como por descubrir que compo-
sición es adecuada para un determinado paciente enfermo, los 
sistemas de incentivos deben adaptarse a las circunstancias 
concretas de los individuos a los que se aplica para aportar todo 
su potencial.

El camino andado por la literatura de control en este sentido es 
muy escaso. Los estudios hasta la fecha se han limitado a discu-
tir la efi cacia de los distintos sistemas de incentivos en distintos 
niveles de la organización (en estudios de campo), o para dis-
tintos escenarios de aversión al riesgo (estudios analíticos). Es 
decir han identifi cado las circunstancias que parecen mediar la 
efi cacia de los sistemas. El nuevo camino emprendido debe ana-
lizar la forma en que esos sistemas y circunstancias interactúan 
con las características propias de cada agente.
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bre el objetivo lleva aparejado, además de un mayor bonus este 
año, un objetivo más difícil para el año próximo, lo que reduce la 
probabilidad del bonus futuro.

Personalización

Frente a la teoría de la agencia que, a través dela estandariza-
ción, centra su interés en identifi car los hechos y circunstancias 
que determinan el potencial de los distintos sistemas de incen-
tivos, la teoría del comportamiento incide en que los agentes 
reaccionan de forma diferente ante los mismos estímulos. En 
consecuencia, lo que es benefi cioso para un empleado puede no 
serlo para otro, dependiendo de las características psicológicas 
de uno y otro.

La literatura sobre psicología ha desarrollado un gran número de 
modelos para captar los diferentes rasgos de la personalidad de los 
individuos. El más comúnmente aceptado es el modelo conocido 
como “modelo de los cinco factores” (Five Factor Modeló Big Five)
que describe a cada individuo según el nivel de cinco factores:

Responsabilidad (Conscientiousness): que permite al indivi-i) 
duotener un alto grado de auto-disciplina, a ser sistemático 
y constante en sus esfuerzos, a tener una alta orientación al 
logro de sus objetivos, ser puntual y ordenado, actuar de ma-
nera obediente, etc.

Neurotismo (Neuroticisn): refl eja la estabilidad emocional del ii) 
individuo y su tendenciaa experimentar emociones desagra-
dables, tales como ira, ansiedad, depresión o vulnerabilidad.

Amabilidad(Agreebleness): refl eja la capacidad del individuo iii) 
para establecer relaciones interpersonales amistosas y, en 
general sus tendencias interpersonales hacia el altruismo/
egocentrismos, confi abilidad/escepticismo, solidaridad/com-
petitividad, etc.

Extraversión (Extraversion): refl eja el grado de sociabilidad o iv) 
tendencia a evitar la soledad y buscar la compañía de otros. 
Los extrovertidos son personas activas y cordiales que tienen 
un alto grado de asertividad.

Apertura (Openess): que lleva al individuo a la preferencia por v) 
por ideas nuevas y valores no convencionales. Refl eja el gusto 
por la variedad de ideas y experiencias, curiosidad intelectual 
e independencia de juicio, tendencia a la aventura, etc.

La identifi cación de los factores anteriores, ha permitido a los 
investigadores poner en cuestión principios que hasta el mo-
mento se consideraban como ciertos de forma universal. Por 
ejemplo, hasta fechas recientes se consideraba que la existen-
cia de información asimétrica llevaba al individuo a comporta-
mientos oportunistas. Sin embargo, recientemente se ha podido 
demostrar que la propensión al oportunismo es signifi cativa-
mente menor en individuos con altos niveles de responsabilidad 
(Conscientiousness) (Fong&Tosi, 2007). Estos individuos tende-
rán en menor medida a ocultar información de forma ventajosa 
o tomarán menos decisiones que maximicen el benefi cio a corto 
plazo a costa de comprometer el desempeño de la empresa a 
largo plazo.

Estos descubrimientos han abierto la puerta a una completa línea 
de investigación que revisa las conclusiones de la literatura pre-
via del control de gestión. Por ejemplo, en materia de fi jación de 
objetivos: las empresas pueden plantear objetivos diferentes a 
personas que desempeñan la misma tarea. Los objetivos pueden 
tener un grado de difi cultad diferente para distintos individuos 
porque los individuos pueden tener un grado de compromiso 
diferente, pueden tener también distinta percepción de la difi cul-
tad de un objetivo y de su capacidad para alcanzarlo: lo que es 
retador para uno puede ser desmotivador para otro. En conse-
cuencia, los nuevos trabajos sugieren que para fi jar objetivos ha 
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podrían explicar la imposibilidad de tal medición con las herramien-

tas convencionales disponibles hasta el momento, se basen en el 

coste histórico o en el valor razonable, el resto del presente ensayo 

está dedicado a exponer dos de los vectores más determinantes a 

la hora de explicar la necesidad de una nueva teoría del valor.

Subjetividad y singularidad en el trabajo inmaterial

A diferencia de la producción industrial, la producción inmaterial de 

conocimiento se nutre de elementos subjetivos difícilmente mensu-

rables como creatividad, imaginación, atención, potencial humano, 

conocimiento previo, sinergia, emoción, etc., por lo que la propia 

naturaleza del trabajo inmaterial lleva implícita la singularidad del 

mismo y la difi cultad de establecer equivalencias entre la medida 

del tiempo de trabajo social y el valor de cambio de cada producto 

o servicio individual (Vercellone, 2009).

El análisis clásico de la teoría del valor efectuado por la econo-

mía política, y claramente expuesto por Marx, asignaba el valor 

de cambio en función del tiempo de trabajo social empleado en 

la producción de una mercancía. Este planteamiento, que ha pre-

sidido toda la época del capitalismo industrial en la que el trabajo 

se localizaba en una planta concreta y se materializaba en un pro-

ducto determinado, parece inadecuado cuando estamos en la era 

del capitalismo cognitivo. En la época de la producción inmaterial 

de conocimiento, donde el lugar de trabajo es más difuso y no hay 

una clara frontera entre tiempo de trabajo y tiempo de ocio, la ley 

del valor fundada sobre el tiempo del trabajo social entra en crisis. 

Muchos activos inmateriales, especialmente los relacionados con 

el conocimiento, el saber y la propiedad intelectual se originan fue-

ra del lugar de trabajo, puede que incluso durmiendo, dando un 

paseo o en la ducha. A este respecto, resulta sintomático el ejemplo 

del programador informático expuesto por Fleming (2013, p. 119) 

que, incluso durmiendo, “sueña con soluciones a los problemas 

complejos planteados en su trabajo de programador”.

En la época del capitalismo cognitivo, la imposibilidad de sepa-

rar el valor de uso de la fuerza de trabajo del valor de cambio en 

referencia a la jornada laboral individual, con un predominio del 

trabajo cognitivo (no medible) sobre el material (medible), obliga 

a considerar lo que Fumagalli (2010) denomina “el arco comple-

to de la vida” como unidad de medida de la prestación laboral. El 

trabajo lo permea todo y ya “no es algo que nosotros solamente 

hacemos, sino que es también algo que defi nitivamente somos, 

algo que incluso llega a impregnar nuestro ADN” (Cederström y 

Fleming, 2012, p. 43). 

Así pues, el trabajo de fabricación de una mercancía estandarizada 

ya no es la única fuente de valor, sino que el mismo se confi gura 

también del trabajo en una actividad, servicio o conocimiento con 

un valor propio y, en ocasiones, único a lo largo de un periodo de 

tiempo que queda fuera de la clásica jornada del trabajo fordista. En 

palabras de Rullani (2004), el conocimiento tiene un valor de uso, 

“pero no tiene un valor coste de referencia que pueda ser empleado 

como referente para determinar el valor de cambio” (p. 101), me-

nos todavía cuando en el capitalismo cognitivo lo que se captura 

no es el tiempo de trabajo (acotado y medible), sino todo el tiempo 

de vida.

La artifi cialidad del principio de escasez 

en la economía del conocimiento

Aunque la mayor parte de las defi niciones en economía hacen 

referencia a la asignación efi ciente de recursos escasos, la apli-

cación del principio de escasez a la economía del conocimiento 

resulta evidentemente artifi cial, sobre todo cuando nos referimos a 

la transmisión del conocimiento. El conocimiento actúa como tal, 

en la medida en que se transmite y se propaga, esto es, cuando 

se convierte en un bien social. A este respecto, Marx utilizaba la 

expresióngeneral intellect para referirse al conocimiento social ge-

Pablo Archel Domench
Profesor Titular de Universidad. Universidad Pública de Navarra.

Problemas de valoración 
en el capitalismo cognitivo: 
hacia una nueva teoría del valor

Los últimos treinta años han sido testigos de profundas transfor-
maciones sociales que han alterado de manera profunda el modo 
de producir y de vivir. El modelo fordista característico de la pro-
ducción en masa, localizado en la clásica planta industrial y ma-
terializado en un producto claramente defi nido y, por lo tanto, de 
valoración previsible, entra en crisisal tiempo que emergen otros 
modelos en los que la producción inmaterial de conocimiento apa-
rece como una de las principales fuentes de creación de valor. 

Ya de manera temprana, desde la corriente de investigación mains-
tream fueron surgiendo proyectos de investigación que se ocupa-
ron en plantear modelos y criterios que permitieran la medición 
del trabajo inmaterial y su contribución a la generación de valor 
para la fi rma. En este sentido, la literatura sobre capital intelectual 
(ver Petty y Guthrie, 2000, para una revisión) recoge de manera 
prolija las propuestas efectuadas para su conceptualización, me-
dición y difusión. Sin embargo, en vista de que la mayor parte de 
los trabajos constatan la difi cultad de asignar un valor monetario 
al capital intelectual, las propuestas posteriores se encaminaron a 
proporcionar modelos de información y de gestión del intangible 
(AECA, 2012).

No obstante lo anterior, existe un signifi cativo número de autores 
que recelan no sólo de las propuestas de valoración de la produc-
ción inmaterial de conocimiento, sino que sus críticas llegan a 
cuestionar, incluso, la idoneidad de los informes de capital intelec-
tual, dada la difi cultad de encapsular en un rígido formato toda la 
versatilidad de un ser humano, cuestión que trasciende cualquier 
marco economicista al pretender reconocer al ser humano en el 
informe de capital intelectual, “lo que directamente plantea la cues-
tión ética de la apropiación del recurso” (Mouritsen y Roslender, 
2009, p. 802). 

Pero son autores postmarxistas los que han efectuado un análisis 
más profundo y global sobre el signifi cado de la producción inma-
terial de conocimiento a partir de las transformaciones de las rela-
ciones económicas industriales propias del fordismo, en relaciones 
económicas que tienen como objeto de intercambio, acumulación 
y valorización, no tanto unas mercancías estandarizadas, sino las 
facultades vitales y cognitivas de los seres humanos. A los prime-
ros análisis efectuados desde el operaísmo italiano de los años 60 
y 70 del pasado siglo, que pusieron de manifi esto las profundas 
mutaciones que estaba experimentado el mundo del trabajo, le su-
ceden los más recientes análisis de Hardt y Negri (2004, 2012) y 
otros autores, que constatan el desplazamiento del centro de gra-
vedad de la producción capitalista, que ya no reside en la fábrica, 
sino que se ve arrastrada fuera de sus muros llegando a ocupar la 
sociedad entera. En este mismo sentido, autores como Cederström 
y Fleming (2012) nos advierten de la paulatina desaparición de los 
muros delimitadores de la planta industrial y de una jornada de tra-
bajo acotada en el tiempo y en el espacio, de manera que tiempo de 
trabajo y tiempo de vida tienden a solaparse, y la planta industrial 
da paso a la factoría social. Es en este contexto cuando cobra sen-
tido el término capitalismo cognitivo, entendido como “la valoriza-
ción de las capacidades cognitivas y relacionales de los individuos 
como último estadio de la evolución de las formas capitalistas de 
producción” (Fumagalli, 2010).

Sin embargo, la práctica totalidad de los trabajos anteriores dejan 
sin resolver el espinoso asunto de la valoración de la producción 
inmaterial de conocimiento. Aunque serían varios los factores que 
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Acceso al crédito en el nuevo 
entorno regulatorio

La economía española está en proceso de desapalancamiento gra-
dual, tal como indicó BBVA en su pasada presentación de resulta-
dos del primer semestre. Desde el año 2000 hasta 2008, el crédito 
al sector privado sobre el PIB se duplicó en nuestro país, alcanzado 
niveles superiores al 170%. Desde entonces se ha reducido hasta 
el 145%, sin embargo este nivel sigue siendo todavía elevado cuan-
do se compara con los de nuestros principales socios comerciales; 
la media europea (UEM) está en torno al 100% del PIB (último dato 
disponible diciembre 12: 103% UEM; 90% Alemania; 60% Bélgica; 
96% Francia). La situación económica consecuencia del necesario 
ajuste que estamos experimentando nos conduce a un necesario 
proceso de disminución de la magnitud del crédito. 

Por otro lado, el sector fi nanciero está a su vez ajustando su in-
fraestructura, consolidándose en un número menor de entidades, 
empujado por la reforma que poco a poco va dando sus frutos.

Este camino se está recorriendo conjuntamente con el desarrollo 
de un nuevo marco regulatorio para la industria fi nanciera, donde 
los reguladores buscan fórmulas para evitar “errores del pasado” 
que lleven a los contribuyentes a soportar rescates de entidades 
fi nancieras, donde los millonarios impactos queden socializados a 
través de ayudas públicas, tal como hemos visto en Europa y USA. 
La naturaleza de los rescates ha tenido distintos orígenes, desde 
la crisis subprime (USA, Alemania, UK), crisis soberana (Grecia, 
Chipre), la burbuja inmobiliaria (Irlanda, España), así como impac-
tos signifi cativos con origen en operaciones de banca de inversión 
(Lehman Brothers) y tensiones de liquidez (Bancos franceses, ve-
rano del 2011).

La consecuente reacción de los reguladores está siendo omnicom-
prensiva, intentando dotar a la industria fi nanciera de una rotunda 
solidez a prueba de cualquier tipo de shock. Las principales inicia-
tivas que están en marcha son las siguientes:

Nuevos requerimientos de Capital:  —

Basilea III. Actualmente la industria está sometida a los re-• 
querimientos de Basilea II, la evolución a Basilea III lleva a 
una elevación de los ratios, tanto vía redefi nición de la base 
de capital de las entidades, como incremento de los reque-

neral que se convierte en el actor fundamental del proceso social 
de producción. 

Ahora bien, a diferencia de lo que ocurre la economía industrial, 
la transmisión de conocimiento no empobrece a su poseedor, ni 
su consumo supone la desaparición del mismo, sino más bien su 
expansión.Cuanto más conocimiento se transmite, cuanta más in-
formación se consume, mayor es el conocimiento y mayor es la 
información disponible. El conocimiento esun recurso social y no 
individual, por lo tanto no apropiable por un único individuo que 
pueda excluir a los demás de su usufructo. En consecuencia, su 
valor no está fundado en su escasez intrínseca, idea asociada a 
las mercancías físicas, sino a mecanismos artifi ciales encamina-
dos a provocar su escasez. Como gráfi camente lo explica Blondeau 
(2004, p. 36), “si transmites una información, no la pierdes y si 
la utilizas no se destruye”. Estaríamos, por tanto, en presencia de 
incoherencias y constreñimientos que implicarían problemas en el 
proceso de valoración del conocimiento debido, en parte, a que su 
valor no es fruto de su escasez sino de limitaciones al acceso del 
conocimiento y la información. Puede decirse que, en el capitalis-
mo cognitivo, el valor de cambio del conocimiento estará ligado a la 
capacidad de restringir su acceso, difusión y circulación mediante 
el uso de patentes, derechos de propiedad y otras manifestaciones 
de la propiedad intelectual, para las que la contabilidad siempre ha 
dado soluciones de compromiso. 

Consideraciones fi nales

Si en el capitalismo industrial la propiedad privada de los medios 
de producción era la principal fuente de riqueza, y por tanto, de 
poder, en el capitalismo cognitivo, la propiedad intelectual, el con-
trol de la producción inmaterial y de la información se erigen en 
las principales fuentes de poder. La difi cultad de dar con criterios 
de valoración satisfactorios para el capital intelectual reside en el 
hecho de que los criterios contables tradicionales (coste histórico 
o valor razonable) están pensados para una economía en la que 
prevalece el derecho a la propiedad intelectual y que privatiza la 
riqueza. 

En una economía fundada sobre el papel motor del conocimiento, 
la ley del valor basada en el tiempo de trabajo entra en crisis.El 
conocimiento (general intellect) gestado a lo largo de todo el arco 
de vida es un bien social que pertenece al común que lo puede se-
guir utilizando para producir nuevo conocimiento. La difi cultad de 
medir la producción inmaterial y su tendencia a ser común eviden-
cian las limitaciones de los criterios contables tradicionales para 
identifi car y representar las fuentes del valor, de forma que se hace 
necesario repensar muchas de las formas de medición de la pro-
ducción, la reproducción, la circulación, el consumo y la inversión. 
Pero, para ello, sería necesaria “una revolución de los métodos de 
contabilidad equivalente al modo en que la teoría de la relatividad 
de Einstein transformó nuestra concepción de los espacios métri-
cos y regulares de la geometría euclidiana” (Hardt y Negri, 2004, 
p. 180).
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Ante esta nueva realidad, la industria fi nanciera ha de enfrentarse 
a una necesaria mejora de su estructura de costes, mejorando su 
efi ciencia y reduciendo su infraestructura.

Como consecuencia necesaria de la nueva realidad, el crédito a 
las familias, instituciones y sectores productivos va a cambiar. 
El proceso industrial de gestión y transformación del riesgo que 
la industria fi nanciera realiza, va a incorporar mayores costes de 
transformación que necesariamente han de ser compartidos. 

Vamos por lo tanto a asistir en estos próximos años, una vez nor-
malizado el apalancamiento de nuestra economía y una vez que el 
mapa bancario español esté consolidado, a una situación dónde 
el acceso al crédito va a resultar un recurso más caro y selectivo 
a cambio de una mayor solvencia del sistema fi nanciero. Las em-
presas tendrán que gestionar sus estructuras fi nancieras con esta 
nueva realidad. El crédito retornará sin duda, pero tendrá nueva 
fi sonomía. 

Rafael Bautista Mesa
Horacio Molina Sánchez
Jesús N. Ramírez Sobrino
Profesores de Universidad Loyola Andalucía

La reforma del marco conceptual 
del IASB

1. Introducción

El IASB acaba de editar un Discussion Paper con el objetivo de re-
visar el marco conceptual. La intensa labor regulatoria del IASB en 
la última década y los casi 25 años de existencia del actual marco 
conceptual han puesto de manifi esto la necesidad de una reforma, 
de manera que este documento pueda seguir siendo una sólida 
herramienta que dote de coherencia intelectual a la emisión de nor-
mas, así como a la interpretación de los principios subyacentes en 
las mismas.

En 2004, el IASB y el FASB acordaron iniciar este proceso de re-
visión en el marco del proyecto de convergencia entre ambos or-
ganismos. Este trabajo conjunto se planifi có en ocho etapas y ha 
dado como resultado la emisión de dos capítulos. El primero de 
ellos se dedicaba a los objetivos de la información fi nanciera con 
propósito general, mientras que el segundo se destinó a describir 
las características de la información fi nanciera, las hipótesis bási-
cas y las restricciones. Ambos capítulos plasman la superestructu-
ra conceptual a partir de la cual se han de desarrollar los conceptos 
más operativos del marco.

En los últimos años, tanto el IASB como el FASB se han visto 
envueltos en una intensa agenda reguladora, en gran medida de-
mandada por el G-20, que les llevó a suspender el trabajo sobre el 
marco conceptual. Sin embargo, esta labor de emisión de nuevas 
normas ha puesto sobre la mesa la necesidad de revisión del mar-
co para poder dotar de consistencia conceptual a las revisiones 
de normas y a las nuevas normas que se estaban planteando. El 
IASB, tras el proceso debido de consulta sobre su agenda, deci-
dió en 2012 reiniciar los trabajos sobre el marco conceptual pero, 
esta vez, como un solo documento que dote de visión general a 
todo el documento. El alcance del trabajo es actualizar el marco 
actualmente vigente, por lo que no se plantea como una obra ex 
novo, por lo que los trabajos realizados conjuntamente con el FASB 
se mantendrán previsiblemente; no obstante, el IASB asume que 
si como consecuencia de este trabajo se observa la necesidad de 
revisar los capítulos anteriormente emitidos, se revisarían.

El documento propone novedades en las defi niciones, dedicando 
un espacio signifi cativo a la distinción entre pasivo y patrimonio. 
Por otra parte, el concepto de probabilidad queda eliminado de las 

rimientos de capital sobre ciertas actividades, así como la 

fi jación de buffers adicionales de capital. Adicionalmente 

se endurecen las condiciones para la emisión de títulos 

híbridos.

Identifi cación de entidades sistémicas globales y locales. • 

Aquellas entidades que por su tamaño se identifi can como 

lo sufi cientemente grandes para afectar a la economía glo-

bal o local, tendrán que mantener buffers adicionales de 

capital.

Nuevos requerimientos de Liquidez:  —

Se defi nen ratios que condicionan la cantidad de recursos • 

líquidos que las entidades tienen que mantener en su ba-

lance para hacer frente a escenarios de estrés de liquidez. 

Estos ratios contemplan situaciones de liquidez a corto plazo 

(LCR), o a largo plazo (NSFR). 

Normativa de Resolución. —

El proyecto de Directiva Europea sobre resolución de bancos • 

contempla aspectos como la prelación de pasivos y su ca-

pacidad de absorción de pérdidas o “Bail-in” en un proceso 

de resolución o liquidación de bancos, antes de dar acceso 

a los fondos europeos de rescate, fi jando unos porcentajes 

mínimos de recursos propios y deuda subordinada. Este es-

quema de absorción de pérdidas supone en la práctica que 

ciertos instrumentos clave de fi nanciación, como los bonos 

simples o los depósitos superiores a cien mil euros, tengan 

un carácter subordinado, por lo que el acceso a esta nece-

saria fuente de fi nanciación es previsible que se encarezca 

sensiblemente.

Estructura de los Grupos Bancarios. —

Distintas iniciativas, todas conocidas con el nombre del re-• 

gulador que las patrocina (Volker en USA, Vickers en UK, 

Liikanen en la UE), buscan separar las actividades de la ban-

ca comercial o de retail de las de la banca de inversión.

Todas estas iniciativas, junto con la propia idiosincrasia regulatoria 

de cada geografía, las iniciativas de la ley Dodd Frank en USA, que 

viene a limitar entre otras cosas el cobro de comisiones, y nuestra 

realidad nacional, con el aumento de la contribución al Fondo de 

Garantía de Depósitos o la eliminación de las clausulas suelo, es-

tán defi niendo una nueva realidad para el desarrollo de la actividad 

fi nanciera. 

A estas iniciativas regulatorias se une el proyecto del nuevo modelo 

de provisiones contables del IASB, que abandona el modelo conta-

ble basado en el reconocimiento de las pérdidas una vez que éstas 

se han producido (IAS 39) hacia un modelo basado en la constitu-

ción de provisiones según la expectativa de pérdida (IFRS 9), lo que 

en la práctica supondrá, en un primer momento el reconocimiento 

de un mayor nivel de provisiones, y de forma permanente una anti-

cipación al cambio de ciclo vía reconocimiento de la pérdida latente 

en el momento de constitución de la operación. Los motivos del 

IASB están en línea con el resto de reguladores, consideran que el 

IAS 39 reconocía provisiones “too Little and too late”. Este nuevo 

modelo para el reconocimiento de provisiones, implica un grado de 

solapamiento con los buffers anticíclicos de capital contemplados 

en Basilea III, por lo que una vez más, se considera necesaria la 

coordinación entre la Contabilidad y la Regulación Financiera.

Este nuevo marco regulatorio va a presionar los márgenes de la 

industria fi nanciera y por lo tanto va a suponer una disminución del 

ROE, haciendo más difícil el acceso a nuevo capital en los merca-

dos fi nancieros. 
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debe adoptar al nivel de cada norma concreta; por ejemplo, los in-
gresos se generarían cuando se hayan transferido sustancialmente 
todos los benefi cios económicos.

Por el contrario, nos parece más cuestionable la necesidad de men-
cionar la referencia a los sucesos pasados, pues si no ha habido 
un hecho pasado no se puede controlar actualmente el activo o el 
pasivo.

2.2. La defi nición de pasivo

La defi nición de pasivo se centra en la existencia de una obliga-
ción actual y en el sacrifi cio de recursos económicos derivada de 
la misma. A sensu contrario: a) no existe una obligación cuando la 
entidad tiene el compromiso de entrega de recursos en el futuro si 
surge, antes o al mismo tiempo, el derecho a recibir otros recursos 
por igual o superior importe (por ejemplo, en los contratos ejecu-
torios), y b) tampoco existe una obligación cuando la obligación 
se puede satisfacer emitiendo instrumentos de patrimonio propios 
como “moneda”, ya que no se produce una transferencia de re-
cursos (los instrumentos de patrimonio propios son recursos para 
terceros pero no para el emisor).

Existen dos temas importantes en cuanto a las obligaciones. El pri-
mero es la delimitación del término obligación y el segundo es su 
delimitación de los fondos propios.

El concepto de obligacióna) 

El Discussion Paper aborda varios temas controvertidos: por un 
lado, el concepto de obligación actual para lo que trae a debate 
si las obligaciones constructivas y las obligaciones inducidas por 
circunstancias económicas (economic compulsion) son pasivos. 
Por otro, la circunstancia de haber surgido como consecuencia de 
sucesos pasados lleva a analizar las obligaciones condicionadas a 
hechos futuros.

Las obligaciones constructivas surgen porque la entidad genera las 
expectativas de asumir ciertas responsabilidades aunque jurídica-
mente no sean exigibles y, consecuentemente, la entidad puede re-
chazar el sacrifi cio de recursos económicos. Sin embargo, la omi-
sión de estas obligaciones empeora la calidad de las estimaciones 
de fl ujos de efectivo futuros. Por otra parte, las obligaciones indu-
cidas por circunstancias económicas no son obligaciones contraí-
das pero es previsible que a la entidad le interese incurrir en ellas. 
Nuevamente, el criterio que guía al IASB en su posicionamiento 
preliminar en el Discussion Paper es que la incorporación de estas 
obligaciones ofrece una información más relevante para el usuario 
a la hora de determinar los fl ujos de efectivo futuros. Una solu-
ción equivalente le confi ere el IASB a las cláusulas sin viabilidad 
económica, para las que prescribe que, analizándolas en función 
del fondo del contrato y no la forma, se omitan si no contribuyen 
a formular una mejor estimación de los desembolsos futuros. En 
todos los casos, observamos cómo el IASB se ha alejado de una 
concepción estricta del término obligación, incorporando algunos 
casos en los que la entidad puede legalmente rehusar el desembol-
so de efectivo en el futuro.

El segundo tema que abre la defi nición de pasivo es la consideración 
de ciertos hechos futuros que puedan infl uir en las obligaciones ac-
tuales. La entidad puede controlar o no los hechos futuros. Los que 
están más allá del control de la entidad son claramente obligacio-
nes cuyo importe es contingente (un litigio, un contrato de alquiler 
indexado a un índice de referencia). Para los que puede controlar, 
las opciones que se plantea el Discussion Paper van: a) desde una 
visión muy estricta en la que sólo se consideran obligaciones cuan-
do ya se han materializado todas las condiciones; b) una segunda 
en la que las condiciones son prácticamente incondicionales y, por 

decisiones de reconocimiento para integrarse en las de medición. 
Asimismo, se incorporan criterios para la baja de elementos que 
no se incluían en el anterior marco de conceptos. Otra cuestión 
signifi cativa en el Discussion Paper es el debate sobre las partidas 
de ingreso y gasto de patrimonio, cuándo han de surgir, el reciclaje 
a resultados y cómo se deben presentar. Finalmente, el documento 
aborda algunas mejoras a introducir en los capítulos ya emitidos en 
2010, la necesidad de especifi car la unidad de cuenta para el reco-
nocimiento o medición en determinadas normas o la consideración 
del concepto de modelo de negocio.

En este artículo presentamos las novedades que afectan a las defi -
niciones de activo y pasivo, con especial incidencia en la distinción 
entre pasivo y patrimonio neto; a continuación presentaremos las 
novedades en cuanto a reconocimiento y bajas, para fi nalizar con 
las cuestiones relativas a la medición.

2. Los cambios en las defi niciones de los elementos

Las principales novedades en el campo de las defi niciones se pro-
ducen en los dos conceptos angulares: la defi nición de activo y de 
pasivo.

Las dos críticas principales a la defi nición de activo y pasivo son: 
a) que se volcaban en el efecto sobre los benefi cios económicos 
futuros en lugar de hacerlo en el concepto de recurso, para los 
activos, o en el de obligación, en el de los pasivos, y b) que la 
inclusión del término fl ujos de efectivo esperados podría conside-
rarse equivalente a unos de los requisitos del reconocimiento que 
requiere que los fl ujos de efectivo sean probables.

La solución que propone el IASB es dejar las defi niciones sin estas 
referencias explícitas. Activo se defi niría como “un recurso econó-
mico actual controlado por la entidad como consecuencia de suce-
sos pasados”; mientras que pasivo como “una obligación actual de 
la entidad a transferir un recurso económico como consecuencia 
de sucesos pasados”. (IASB, 2013.2.11).

2.1. La defi nición de activo

La defi nición de activo subraya la naturaleza de recurso económico, 
frente a los benefi cios que genera el recurso. La defi nición de re-
curso económico hace referencia a la capacidad, no la expectativa, 
de generar los benefi cios económicos. En este punto, la defi nición 
propuesta se separa de la actual del IASB pero mucho más de la del 
FASB que comienza “activo son benefi cios económicos futuros…” 
(Statement of Financial Accounting Concepts 6.25). Operativamen-
te, esta defi nición implica que en una opción de compra el activo es 
el derecho a adquirir el subyacente y no este último. Igualmente, el 
recurso económico no es el objeto físico, sino el derecho a obtener 
sus benefi cios económicos, por lo que el recurso económico existe 
aunque sólo se controle por un periodo limitado de tiempo o sólo 
se controlen algunos de los benefi cios económicos que genere 
(por ejemplo, se controle el derecho de uso, pero no el derecho a 
venderlo o a darlo en prenda o hipoteca). Esta refl exión del IASB 
dota de soporte conceptual a las avanzadas reformas en materia de 
arrendamientos.

El segundo elemento relevante de la defi nición es la referencia al 
control del recurso. La propuesta es que “una entidad controla un 
recurso económico si tiene la capacidad actual de dirigir el uso del 
recurso económico para obtener benefi cios económicos que fl uyan 
hacia ella” (IASB, 2013, 3.23). Por una parte, el control supone la 
capacidad para apropiarse de los benefi cios económicos y soportar 
el riesgo de no recuperar la inversión realizada en el activo y, por 
otra parte, la capacidad para dirigir el activo, que no su gestión, 
que puede ser encargada a un tercero. Así, por ejemplo, en las 
relaciones entre agente y principal, ambos elementos deben estar 
presentes.

Esta defi nición no requiere que se controlen sustancialmente todos 
los benefi cios que vaya a generar el recurso, pues esta decisión se 
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se resuelve en el nivel de medición por lo que se debería recurrir a 
valores esperados en sentido probabilístico.

3.1. El reconocimiento y la baja de los elementos

El Discussion Paper elimina el concepto de probabilidad de los re-
quisitos para el reconocimiento de un elemento, proponiendo que 
sea al nivel de cada norma concreta donde el Consejo decida si el 
reconocimiento de un elemento ofrece información relevante, a un 
coste razonable y que representa fi elmente lo que pretende medir. 
El criterio que propone es reconocer siempre que sea relevante, en 
términos de coste benefi cio, y que la medición sea una represen-
tación fi el.

Por su parte, la baja de elementos patrimoniales encuentra en este 
Discussion Paper un espacio que no presentaba en el Marco con-
ceptual. La decisión sobre el mantenimiento del elemento o la baja 
corresponde a cada norma concreta. En el caso de mantener el 
elemento cada norma debe decidir entre tres opciones posibles: 
a) una revelación reforzada de la transacción sin reconocer la baja 
de ningún elemento; b) presentar los derechos y obligaciones rete-
nidos en una línea diferente de la original, o c) mantener el elemen-
to reconocido en el estado de posición fi nanciera y tratar los fl ujos 
como un crédito o un préstamo.

Si la decisión es darlo de baja, cada norma elegirá entre una baja 
total o una baja parcial y mantener el resto del elemento.

3.2. La medición de los elementos

La medición de los elementos es importante a la hora de dotar de 
relevancia a la información. El Discusssion paper propone que la 
elección del criterio de valoración atienda a la forma en la que el 
elemento se va a convertir en fl ujos de efectivo, por lo que el IASB 
prefi ere la coexistencia de diversos modelos de medición: modelo 
de precios actuales o el modelo de coste. Si el activo va a ser ena-
jenado es más relevante una base de medición cuyo soporte sean 
precios actuales, mientras que si el elemento va a ser empleado en 
la actividad el modelo de coste permite determinar mejor el margen 
generado por el mismo.

Adicionalmente, el IASB recomienda emplear el mínimo número 
posible de bases de medición y tratar de evitar los cambios entre 
la medición inicial y la posterior que no sean necesarios. Por otra 
parte, el Discussion Paper dedica un epígrafe a las mediciones ba-
sadas en el descuento de fl ujos de efectivo cuando no exista un 
precio de mercado o no se consideren relevantes. El documento 
plantea si estas estimaciones de los fl ujos de efectivo deben abor-
darse desde la perspectiva del mercado o de la entidad. Los fl ujos 
de efectivo desde la perspectiva del mercado ofrecen información 
más fi able y más relevante si el destino de los elementos es ser 
negociados; por el contrario, la perspectiva de la entidad es más 
relevante cuando los activos van a ser usados por ésta, aunque 
advierte que este enfoque puede llevar a incluir en la estimación las 
sinergias con otros activos.

4. Epílogo

La reforma de las defi niciones, criterios de reconocimiento y crite-
rios de valoración del marco conceptual es una necesidad que se 
ha sentido para dar una respuesta consistente a los proyectos que 
están actualmente sometidos a debate. La intensa labor reguladora 
en los últimos 25 años, pero especialmente en los últimos años, ha 
puesto de manifi esto algunas de las debilidades, pero especialmen-
te lagunas, del marco vigente. Éstas obligan a su reforma para que 
el marco conceptual siga siendo el punto de referencia que dota 
de consistencia lógica a toda la normativa. La consistencia lógica 
deriva en legitimidad y ésta en confi anza para los usuarios de la 
información fi nanciera.

El proceso se ha iniciado poniendo sobre las mesa muchos de 
los argumentos que se han utilizado en los debates normativos 

tanto, no puedan ser evitadas, y c) una muy relajada en la que el 
hecho que crea la obligación es sufi ciente aunque existan condi-
ciones que hay que estimar (por ejemplo, es preciso estimar los 
pagos variables en alquileres vinculados al uso del activo). Una vez 
más, el IASB se alinea con la visión que aporta información más 
relevante de cara a la estimación de fl ujos futuros, situándose entre 
los dos últimos enfoques y rechazando el primero.

La incorporación de las obligaciones, pendientes del cumplimiento 
de condiciones que controla la entidad, subraya la preeminencia de 
los fl ujos de efectivo que se derivarán sobre el concepto de obliga-
ción. Esto nos parece contradictorio con la eliminación en las defi -
niciones de activo y pasivo de la referencia a los fl ujos de efectivo 
que se derivan de ellos.

La distinción entre pasivo y patrimonio netob) 

La separación entre pasivo y patrimonio neto es un tema recurrente 
en la agenda del IASB y del FASB. En 2007, se emitió un Prelimi-
nary Views que no concluyó en documento por la complejidad. En 
este tema, el Discussion Paper reconoce la difi cultad para emitir 
un criterio basado en principios y que no se someta a reglas como 
las actualmente vigentes. El debate gira en torno a si debe primar 
la teoría del propietario o la de la entidad en torno al concepto de 
patrimonio. Así, el Discussion Paper plantea dos alternativas: a) un 
enfoque centrado en una defi nición estrecha de patrimonio y b) un 
enfoque que gire en torno a una visión estricta del concepto de 
obligación.

Bajo el primer enfoque, solamente los instrumentos de patrimonio 
emitidos por la matriz serían patrimonio, el resto se considerarían 
obligaciones. Este enfoque se fundamenta en la teoría del propieta-
rio considerándose sólo patrimonio el interés de los tenedores de 
los instrumentos con un interés más residual.

Por el contrario, el segundo enfoque identifi ca las obligaciones que 
tiene la entidad y el resto de la fi nanciación sería patrimonio. En 
este grupo se incluyen las obligaciones de entrega de instrumentos 
de patrimonio, distinguiéndolos en función de su nivel de respon-
sabilidad en las pérdidas de la entidad. Según el IASB, este enfoque 
se alinea mejor con la defi nición de pasivo, resultando consistente 
con el mismo tratar los intereses minoritarios como patrimonio; 
asimismo permite la presentación en el estado de cambios en el 
patrimonio de los diferentes tipos de instrumentos de patrimonio.

3.  La incertidumbre en las decisiones 

de reconocimiento y medición

La cuestión de la incertidumbre se analiza en detalle en el Dis-
cussion paper, distinguiendo dos tipos: a) la incertidumbre en 
cuanto a la existencia de los elementos, y b) la incertidumbre en 
cuanto al resultado de los elementos. El primero afecta a la propia 
existencia del elemento; se presenta en pocos casos, como los 
mencionados en el caso de los pasivos (obligaciones constructi-
vas y las obligaciones en las que existe un incentivo económico a 
incurrir en ellas), y se deberá defi nir en cada norma (IASB, 2013, 
2.35.b). Por su parte, el segundo componente no es relevante en 
la defi nición de los elementos pues sólo se le exige la capacidad 
de generar fl ujos de efectivo. Este análisis de la incertidumbre 
resuelve una de las críticas a las defi niciones que era la incorpo-
ración del término “fl ujos esperados de efectivo” y que impediría 
el reconocimiento como activo para el tenedor de ciertos tipos de 
opciones, dada la baja probabilidad de acabar generando un fl ujo 
de efectivo.

Resuelto que la incertidumbre no debe estar en el nivel de la de-
fi nición, se plantea si incorporarla entre los criterios de reconoci-
miento; en cuyo caso es preciso superar un determinado nivel de 
probabilidad para ser reconocido un elemento o, por el contrario, 
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sitos utilizando la semántica de las palabras manejadas y la lógica 
argumental de sus signifi cados en un juego sintáctico y, a veces, 
metafórico en el discurso que protagoniza este breve trabajo.

En consecuencia, se procede a relacionar los signifi cados de las 
voces, de los conceptos que dan pie a la lógica argumental de este 
trabajo, comenzando con el papel que puede desempeñar el em-
prendimiento y la innovación, en su natural relación, como fuerzas 
generadoras de la actividad que se requiere para remontar con sol-
vencia la crisis económica, en otras palabras; como la “capacidad 
creadora” que facilita el marco del desarrollo económico sostenible 
y la defi nición de un nuevo modelo de producción evolutivo, así 
como el diseño necesario de una nueva gobernanza de los agentes 
principales del sistema (AECA, 2008 y Bueno, 2012). Situación que 
obliga de manera tanto natural como de conveniencia estratégico-
social a recuperar los valores perdidos durante la secuencia de bur-
bujas habidas desde las crisis del petróleo de los setenta y ochenta 
(tecnológica, fi nanciera, bancaria e inmobiliaria), causantes de la 
crisis y recesión actual. Ciclo perverso con conductas irresponsa-
bles de un “neoliberalismo” y un “fundamentalismo” del mercado 
alejados de principios y valores éticos tales como, la honestidad, la 
responsabilidad social, la confi anza y la transparencia; es decir, una 
acción ausente de ética, como expresión de una conducta personal 
basada en los valores citados, lo que facilitará la credibilidad en 
las relaciones humanas, junto a una conducta institucional o de 
las organizaciones en la vida pública, que provocará la viabilidad 
de las relaciones sociales y permitirá la legitimidad de aquéllas. 
De no proceder de esta forma, hay que recordar lo indicado por 
Aristóteles en la cabecera del trabajo, es evidente que la relación 
entre acción y ética caracteriza el ser y el saber hacer de los dife-
rentes agentes sociales; por lo que la conducta ética moderna, es 
una herencia de la sabiduría de la antigüedad que sigue iluminando 
con sus tradiciones y enfoques los caminos a seguir en la sociedad 
moderna, en una lógica de conocimiento inteligente (Varela, 1996) 
y su eusencia o no presencia como acción ejemplar de la actividad 
humana no hará factible la superación y eliminación de la corrup-
ción, especial protagonista de la época actual.

Es evidente y ha sido constatado en el ciclo de burbujas comen-
tadas y conducentes a la situación presente que la sociedad en 
general y muy especial la española está sumida en una ciénaga 
de corrupción, como resultado de las trampas, fraudes, engaños, 
evasiones, cohechos y mentiras que por uno u otro camino han ido 
alimentando a aquélla. Una realidad que lleva al descrédito de la 
clase política, protagonista del proceso y en convivencia con otros 
agentes económicos y sociales (siempre aleteando y provocando 
al poder para llevarlo a su interés), por la que se constituye una 
“alianza” para llevar a cabo negocios fraudulentos, ilegales y tam-
bién inmorales, en la que los contratos pueden ser papel mojado; 
las promesas, puras palabras sin visos de cumplimiento y la cali-
dad del servicio público una mera apariencia de asistencia, para 
favorecer el interés privado.

En suma, siguiendo ideas de Adela Cortina (1998) esta situación de 
no corregirse en un tiempo y forma adecuados “perjudican direc-
tamente a la persona, sea el ciudadano en el caso de la corrupción 
política, sea el cliente en el caso de la empresarial... Pero no es me-
nos cierto que este paulatino descrédito de las instituciones no solo 
es inmoral, no solo es ilegal, sino que desmoraliza, roba el ánimo al 
medio y largo a la sociedad en su conjunto, y en una sociedad des-
animada no puede emprenderse nada sólido”. En suma, de acuerdo 
con la autora anterior la corrupción, a modo de metástasis, va so-
cavando y pudriendo los cimientos y los procesos sociales en los 
que se fundamenta una sociedad democrática moderna y solidaria. 
Una sociedad, que de la mano de los autores citados “neoliberales” 
y “fundamentalistas”, la ética ha dejado de tener presencia como 
pauta de conducta y como producto de primera necesidad, ya que 

recientes. Esta depuración de las decisiones concretas, en clave de 
principios, demuestra la primacía de estos últimos en el sistema 
contable del IASB. La propuesta de reforma del marco conceptual 
tiene más un aire de evolución que de revolución, surge más por 
adición y desarrollo que como consecuencia de una severa reforma 
en las defi niciones, siendo previsible que dote de mejores herra-
mientas en la labor reguladora en marcha y en la futura.

Esta evolución pone el acento en la relevancia de la información 
que se comunica. Así, en la defi nición de pasivo el concepto de 
obligación incorpora como tales aquéllas que muy previsiblemente 
la entidad incurrirá, dado que ayudará a estimar mejor los fl ujos 
de caja futuros; por su parte en las decisiones de reconocimiento 
se exige que la información incorporada aporte relevancia, o en 
las decisiones de medición la consideración de la forma como se 
va a convertir en efectivo para decidir la base de medición. Estos 
cambios son muestras inequívocas de esta preocupación por la 
relevancia.

Finalmente, la decisión del IASB de abordar la decisión de conti-
nuar esta tarea en solitario y con un carácter integral abre algunos 
interrogantes sobre el proyecto de convergencia con el FASB.
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Valores y ética del 
emprendimiento innovador

“Somos lo que hacemos”.

Aristóteles (Ética Nicomáquea II, 1103b/26).

El contenido de este articulo breve, elaborado para el número 
especial de la Revista AECA, con motivo de la celebración de su 
XVII Congreso bajo el lema “Ética y emprendimiento: valores para 
un nuevo desarrollo”, se ha venido confi gurando en estos días del 
segundo trimestre del año como acumulación, convergencia e inte-
rrelación de las noticias y situaciones relativas a la situación actual 
de deterioro social, político y económico que sufre la sociedad eu-
ropea en su conjunto y muy en especial la española, lo cual ha deri-
vado en unas ideas y refl exiones consecuentes con el pensamiento 
crítico generado en estos años de la segunda década del siglo, en 
relación a la profunda crisis no ya económica, sino, sobretodo, de 
valores y de carácter institucional que asola especialmente la vida 
pública en España. Todo ello ha propiciado la vertebración de las 
ideas citadas, al hilo del lema mencionado, como pensamiento que 
relaciona la naciente necesidad de superar la actual crisis económi-
ca, su evidente recesión en comparación con otras áreas y regio-
nes económicas, junto a la ineludible recuperación de los valores 
perdidos en la acción socio económica en estas últimas décadas, 
abrazando el término del siglo XX con el inicio del presente, en un 
intento de convencer en la necesidad que para volver a la senda del 
crecimiento económico es fundamental para alcanzar su desarrollo 
sostenible recuperar los valores éticos, como compromiso de re-
cuperación democrática de la sociedad y como propuesta para un 
mejor funcionamiento y gobernanza de la misma en benefi cio de 
los ciudadanos y las instituciones que la vertebran. En defi nitiva, 
en las páginas que siguen se procederá a relacionar dichos propó-
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que demanda el sistema económico y como proceso para llevar a 
cabo el progreso de la sociedad. Planteamiento que evidencia las 
condiciones requeridas para que el modelo económico sostenible 
y evolutivo sea una realidad (Bueno, 2012). Modelo que precisa, 
además, la puesta en práctica de una nueva forma de gobierno 
corporativo, más acorde con el modelo actual de empresa en la so-
ciedad del conocimiento de esta época (AECA, 2008). Concepción 
nueva de la realidad organizativa o de la empresa en este momento 
que, como se ha indicado, requiere incorporar los valores éticos 
o el sentido de la ética (Gómez, 1990) que la “mano invisible” del 
mercado olvidó o, mejor dicho, no le interesó mantener en la es-
peculación protagonizada por la “secuencia de burbujas” habidas 
en estas últimas décadas, conducentes al aprovechamiento de 
unos pocos instalados en los centro del poder y en detrimento de 
muchos o del resto de la ciudadanía, lo que ante la evidencia del 
engaño, del fraude y de la corrupción imperante lleva a aquélla a 
la indignación o a la desidia o desánimo en seguir participando en 
la vida pública. En defi nitiva, incorporar la ética y sus valores para 
cumplir el bien moral es el reto de la sociedad, por lo que el signifi -
cado del ethos, en el sentido de hacer, es la condición fundamental 
que describe el sentido de una conducta y constituye su ontología 
moral, debe ser considerado con alguna atención a continuación, 
para que los criterios y principios de “eticidad” que se propongan 
no queden en simple cosmética y verdadera o efectivamente se 
incorporen como conjunto de normas y valores compartidos por 
una sociedad moralmente pluralista, permitiendo a todos los que 
la componen coexistir, convivir y, en suma, compartir y construir 
un proyecto común como es el desarrollo sostenible y el progreso 
de la sociedad.

En consecuencia, los argumentos sobre la necesaria relación entre 
la ética, sus valores y el emprendimiento innovador, como acción o 
conducta económica conducen necesariamente a recuperar la frase 
aristotélica que inicia el título del trabajo de que “somos lo que 
hacemos”. Siguiendo el análisis de Emilio Lledó (1994) sobre el 
origen y desarrollo de la ética, hay que señalar que este hacer no 
brota de la refl exión, del pensamiento o del conocimiento tácito, 
sino que surge sobre todo de la actividad humana, de sus obras, 
como proceso de transformación del ser en un saber hacer hacia el 
Bien, según la ética de Platón, la cual en la perspectiva antropoló-
gica que imprime Aristóteles, fundamenta la misma a partir del len-
guaje como objeto de investigación, lo cual permite relacionar con 
el pensamiento actual de la “fi losofía práctica” los conceptos de 
lenguaje, ética, felicidad y Bien. Relación que confi gura un proceso 
que emana del individuo, de la persona, para proyectarse en una 
convivencia con otros individuos como expresión del compromiso 
hacia la existencia colectiva o como la “actividad del ser individual 
de poner a disposición del otro parte de si mismo”. En suma, se 
observa como otra forma de conocimiento, es decir, del que quiere 
“saber para vivir” o también como “la búsqueda del saber que se 
somete al Bien”.

Finalmente, se procede a conectar las ideas precedentes relativas 
a la disposición del individuo, del ciudadano, hacia la acctitud de 
un compromiso colectivo, con la propuesta recogida más atrás y 
formulada por Adela Cortina (1998) sobre la ética pública cívica 
que, en un mundo global exige desarrollar una necesaria ética de 
los ciudadanos del mundo, la cual debe ser respetuosa con los 
procesos de emprender y de innovar en sus verdaderos signifi ca-
dos y siempre que se construya con la incorporación de valores 
éticos en las acciones desarrolladas y como génesis de la acepta-
ción de un verdadero pluralismo moral. En conclusión, para lograr 
la recuperación económica y para superar la lamentable situación 
socio política que protagoniza la “ciénaga de la corrupción” en la 
sociedad española es fundamental que se articule una “ética de los 
ciudadanos” o incorporar sin demora a aquélla la ética cívica. Una 
ética que, como señala esta autora, debe estar impregnada de los 
valores de libertad, igualdad, solidaridad y respeto a los que, ade-
más, como se indicaba en el inicio de este trabajo hay que agregar 
los de honestidad, responsabilidad, confi anza y transparencia. Con 
ese cuadro de “eticidad” y en coherencia con lo expuesto es posi-

“no tiene valor de utilitarista cambio”, dado que en el razonamiento 
de aquéllos, en su concepción utilitarista o de creación de benefi cio 
privado no ven respuesta a la pregunta: “¿y esto para que sirve?”. 
Diagnóstico que le lleva a proponer una ética pública cívica. En 
este panorama de alarma social cobra importancia la propuesta de 
Lizcano (2013), Presidente de Transparencia Internacional España, 
en relación a las medidas posibless para atajar el problema de la 
corrupción, especialmente la política, propuesta que se vertebra en 
tres áreas: a) transparencia económica y fi nanciera de los partidos 
políticos; b) transparencia y democracia electoral, y c) marco jurí-
dico e institucional para prevenir la corrupción.

La dualidad presentada la relación virtuosa y complementaria entre 
valores y ética con emprendimiento e innovación, especialmente en 
lo que refi ere a las dos últimas voces por ser neologismos, dada su 
modernidad, ofrece una situación de alerta sobre la posible génesis 
de una nueva burbuja, de la mano de algún otro negocio aparente 
como más adelante se ampliará. Atención que pretende proteger 
el lenguaje, la semántica y la trama lingüística, ya que sin aquél 
los seres humanos dejarían de serlo, con daño irreparable para el 
conocimiento y para la inteligencia, llevándonos nuevamente a las 
“cavernas” (Carbonell, 2008). Esta situación se justifi ca por el uso 
indiscriminado, por la sobre utilización de dichas palabras caso 
sobretodo de valores, emprendimiento e innovación, entre otras, 
en la actual sociedad de la información y en sus medios de co-
municación, por medio de sus gobernantes y otros agentes so-
ciales de protagonismo pertinaz, que como “vocero profesionales” 
acaban logrando, por su uso continuo y descontextualizado que 
dichas voces pierden su sentido y signifi cado, situación que lleva 
a la refl exión de como avanzar lo antes posible a que la ciudadanía 
y los agentes socioeconómicos asuman la importancia de cómo 
consolidar y desarrollar la sociedad del conocimiento, con la deri-
vada consecuente de profundizar en la presencia y evolución de la 
economía basada en conocimiento, como recurso y capacidad para 
crear valor y progreso en aquélla.

El abuso e incontinencia léxica indicada, como señala Samuel I. 
Hayakawa (1941), vacía de contenido, pierde signifi cado y el sen-
tido lógico-semántico de dichas palabras, covirtíendolas en purr-
words, es decir, en “palabras ronroneo”. Voces acompañando a 
los silencios, sustituyendo la falta de respuestas responsables a 
las demandas ciudadanas ante la “ciénaga” antes mencionada y 
que actúan en sentido metafórico como sonidos confusos, ron-
cos, de malestar o de placer, pero sin concreción cognitiva al ser 
manejadas como tópicos, como muletillas y lugares comunes en 
el lenguaje o en el léxico y conversación al uso. Llegados a este 
punto, preocupa la utilización torcidera del signifi cado de las pa-
labras, en interpretaciones singulares en lo que son verdades po-
líticas y jurídicas respecto a la verdad semántica, cuyo sentido y 
signifi cado coincide generalmente con el sentido común, con su 
connotación o como lo entiende la sociedad. En esta búsqueda de 
la coherencia y precisión del lenguaje, como base del pensamiento 
y de los procesos cognitivos hay que vigilar el papel que corres-
ponde a la notación y connotación que exige el signifi cado y el uso 
social de las palabras. Cuestión que lleva a entender que tanto la 
voz emprendimiento como la voz innovación, de la que se deriva el 
califi cativo de innovador, signifi can según la lengua española, tal y 
como recoge la RAE, la primera la “acción” y efecto de emprender” 
y la segunda “la acción y efecto de innovar”; es decir, aquélla signi-
fi ca “poner en marcha algo, acción, actividad u obra”, mientras que 
ésta denota “introducir novedad en algo” o incorporar un cambio 
en el sistema de referencia.

En esta comprensión del sentido y signifi cado del emprendimien-
to innovador es cita obligada volver a recordar la aportación de 
Schumpeter (1935) cuando puso el énfasis para el desarrollo sos-
tenible de la economía en el papel del “empresario innovador”, esto 
es en la función capital del agente que emprende pero creando in-
novación, como medio para alcanzar el cambio y la supervivencia 
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no cotizadas en cuanto a su régimen de propiedad, gobierno cor-
porativo, operaciones fi nancieras, sistemas de incentivos, etc., 
conducen a esperar importantes diferencias entre la demanda de 
calidad en la información fi nanciera entre ambos tipos de empre-
sas. Precisamente, son estas diferencias las que impiden que los 
resultados observados sobre las muestras de empresas cotizadas 
puedan extrapolarse sin más al caso de las no cotizadas.

En este artículo analizamos las diferencias en la demanda de cali-
dad de la información contable entre empresas cotizadas y no co-
tizadas. Asimismo, discutimos las consecuencias económicas que 
puede tener para una empresa no cotizada el presentar un resulta-
do contable de alta calidad. 

Las diferencias en la demanda de calidad 

de la información contable entre empresas cotizadas 

y no cotizadas

La investigación contable reconoce que la demanda de calidad con-
table viene justifi cada desde dos puntos de vista: por un lado, por 
la utilidad de la información fi nanciera para supervisar las acciones 
de los directivos; por otro, por la capacidad que tienen esos direc-
tivos para transmitir señales a través de la información fi nanciera 
que informen acerca de la situación económica de la empresa y sus 
perspectivas de futuro a los diferentes grupos de interés. Estas dos 
justifi caciones son conocidas como el rol de supervisión y el rol de 
información.

Partiendo de este marco, la investigación sobre calidad contable en 
empresas no cotizadas concluye que cabe esperar una menor de-
manda de calidad de la información contable para este tipo de em-
presas que para las empresas cotizadas. Ello se traduce en un nivel 
inferior de calidad de la información fi nanciera (Ball & Shivakumar, 
2005; Burgstahler, Hail, & Leuz, 2006).

Así, desde el punto de vista del rol de supervisión, cabe esperar 
que cuanto mayores sean los problemas de agencia, más útil será 
la información fi nanciera para mitigar dichos problemas y, conse-
cuentemente, mayor será la demanda de calidad de la información 
fi nanciera. Comparando la situación de las empresas cotizadas 
y las no cotizadas, puede observarse que la propiedad del capi-
tal de las no cotizadas suele estar más concentrada en las manos 
de sus directivos, siendo la separación entre propiedad y control 
menos evidente que en el caso de las empresas cotizadas (Ball 
& Shivakumar, 2005; Coppens & Peek, 2005). Esta identifi cación 
entre propiedad y control hará que los problemas de agencia entre 
directivos y accionistas sean, de media, menos relevantes entre las 
no cotizadas que entre las cotizadas. Asimismo, al recaer propie-
dad y control en las mismas personas, no existirá asimetría de in-
formación entre accionistas y directivos, desapareciendo por tanto 
la demanda de información contable de los accionistas justifi cada 
por el rol de información. Por tanto, los accionistas no necesitarán 
la información contable pública para supervisar la evolución eco-
nómica de la empresa –dado que tendrán acceso a la información 
interna de la empresa– pudiendo formularse los estados fi nancie-
ros para atender a otro tipo de objetivos, como la reducción del 
coste impositivo o la implantación de alguna política de dividendos 
(Ball & Shivakumar, 2005).

Como corolario, cabe esperar una menor demanda de calidad con-
table por parte de los accionistas de las empresas no cotizadas que 
por parte de los accionistas de las cotizadas, resultando la informa-
ción contable de las no cotizadas de menor calidad, más afectada 
por la manipulación y orientada a objetivos diferentes de la infor-
mación sobre la evolución económica de la empresa (Burgstahler 
et al., 2006; Coppens & Peek, 2005).

ble que los propósitos planteados en dicho comienzo puedan ser 
alcanzables en benefi cio de un desarrollo sostenible y un progreso 
para la sociedad española.

En caso de no lograr que se recupere el papel del poder político con 
un sentido ético y que la ciudadanía vuelva a confi ar en la capacidad 
de buen gobierno del mismo, es evidente que el poder económico 
y el poder del mercado se impondrá fi nalmente a aquél llevándole 
a la corrupción a lo largo y a lo ancho de la nación y provocando 
que el fascismo vuelva a llamar a la puerta de la vida pública. Si-
tuación que, complementariamente, tiene el riesgo de crear una 
nueva “burbuja”, caso que se sigan sobreutilizando a través de los 
medios de comunicación de las “palabras ronroneo”, como las al 
uso actual de emprendimiento e innovación, fuera de contexto, ale-
jados de un lenguaje con la lógica y semántica precisas que puedan 
provocar el mostrar una “oportunidad de negocio” en el sistema 
educativo para con una lógica neoliberal intentar desarrollar con 
dichos conceptos una próxima “burbuja educativa”.

A modo de conclusión y en clave ética se puede indicar “que somos 
lo que hacemos y no lo que decimos que somos y hacemos”.
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La utilidad de la calidad 
de la información contable 
en las empresas no cotizadas

La investigación sobre la calidad del resultado contable ha venido 
centrándose principalmente en el estudio de dicha cualidad para las 
empresas cuyas acciones cotizan en mercados segundarios, pro-
bablemente por la mayor facilidad para acceder a los datos de estas 
empresas que a los de las no cotizadas. Sin embargo, la relevancia 
económica del sector de las empresas no cotizadas (la mayor parte 
del Producto Interior Bruto de la Unión Europea está producido 
por estas empresas) justifi ca la necesidad de estudiar su nivel de 
calidad contable y las consecuencias económicas que se derivan 
del mismo. Asimismo, la diferencias entre empresas cotizadas y 
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holders externos accedan a la información privada de las empresas, 
hacen que la relevancia de la información contable pública para la 
toma de decisiones de estos stakeholders sea considerablemente 
menor que entre las empresas cotizadas. Consecuentemente, el 
mayor o menor nivel de calidad de la información contable tendría 
escasas repercusiones económicas en el caso de las empresas no 
cotizadas. 

Por otro lado, otros autores defi enden que un resultado contable 
de calidad puede tener una mayor utilidad en el caso de empre-
sas no cotizadas que en el caso de las cotizadas. Esta opinión se 
sustenta en la mayor asimetría de información para las empresas 
no cotizadas que para las cotizadas. Asimismo, en las empresas 
cotizadas, la demanda de supervisión de los directivos de las em-
presas suele satisfacerse utilizando otros mecanismos de gobierno 
corporativo alternativos a la calidad contable (como, por ejemplo, 
unir la remuneración de los directivos al resultado de la empresa o 
la implementación de mecanismos de gobierno corporativo como 
el comité de auditoría). Todo esto contribuye a que el valor incre-
mental de la calidad de la información contable sea menor entre las 
empresas cotizadas que entre las no cotizadas(Cano-Rodríguez & 
Sánchez-Alegría, 2012). 

Dada la ausencia de precios de mercado para las acciones, la in-
vestigación empírica sobre la utilidad de la calidad de la informa-
ción contable en las empresas no cotizadas se ha centrado casi 
exclusivamente en las decisiones tomadas por los aportantes de 
fi nanciación en forma de deuda. A este respecto, los resultados 
obtenidos hasta el momento son divergentes: algunos autores ob-
tienen que el coste de la deuda de las empresas no cotizadas ape-
nas se ve afectado por la calidad de la información contable (Fortin 
& Pittman, 2007; Kim, Simunic, Stein, & Yi, 2011), mientras que 
otros trabajos sí detectan un menor coste de deuda para aquellas 
empresas que presentan una información contable de mayor cali-
dad (Gill-de-Albornoz Noguer & Illueca Muñoz, 2006; Karjalainen, 
2011) e, incluso más evidente en el caso de las empresas no cotiza-
das que en el de las cotizadas (Cano-Rodríguez & Sánchez-Alegría, 
2012).

En conclusión, la utilidad de la calidad de la información contable 
para las empresas no cotizadas es un campo que, hasta la fecha, 
ha sido poco estudiado y cuyos resultados distan de ofrecer una 
conclusión clara. Esta disparidad de resultados, junto a la impor-
tancia económica de dichas empresas, hace que sea necesaria una 
mayor implicación por parte de la comunidad científi ca contable 
en su estudio. 
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No obstante, aunque la identifi cación entre propiedad y control ate-
núe los costes de agencia en las empresas no cotizadas, no parece 
razonable asumir que estos confl ictos desaparecerán por completo 
para todas las empresas no cotizadas. Así, pueden existir otros 
confl ictos de agencia y asimetrías informativas, como por ejemplo 
entre los accionistas mayoritarios y los minoritarios (Coppens & 
Peek, 2005; Hope & Langli, 2010; Hope, Langli, & Thomas, 2012), 
o entre los propietarios/directivos de las empresas y otros usua-
rios de la información fi nanciera, como los aportantes de deuda 
(bancos principalmente) u otros grupos externos de stakeholders. 
En este sentido, el nivel de calidad contable en las empresas no 
cotizadas estará determinado en gran medida por la demanda de 
estos grupos de interés (Chen, Hope, Li, & Wang, 2011).

Algunos autores, no obstante, indican que la baja calidad de la in-
formación fi nanciera de las empresas no cotizadas puede motivar 
a los stakeholdersexternos a demandar fuentes de información al-
ternativas a los estados fi nancieros, como, por ejemplo, el acceso 
a la información interna de la empresa (Ball & Shivakumar, 2005; 
Burgstahler et al., 2006). Aun cuando esta información puede ca-
recer de los requisitos exigidos a la información fi nanciera pública, 
puede resultar más útil para la toma de decisiones del stakeholder 
al ser diseñada específi camente para la decisión a tomar y sumi-
nistrarse de forma más puntual. Así, si los stakeholders externos 
toman sus decisiones basándose en esta información interna, no 
necesitarán que la información pública sea de alta calidad (Cano-
Rodríguez y Sánchez-Alegría, 2012). 

Ahora bien, aunque algunos stakeholders externos puedan tener 
acceso a la información interna de la empresa, no es probable que 
todos ellos consigan tal acceso (Cano-Rodríguez, 2010). En ese 
caso, la asimetría de información entre los usuarios externos de 
la información contable y los directivos será mayor en el caso de 
las empresas no cotizadas, ya que existe una mayor abundancia 
de información para las empresas cotizadas: estas empresas se 
encuentran bajo el escrutinio de los organismos supervisores de 
los mercados fi nancieros; se les exige la divulgación más frecuen-
te y detallada de información fi nanciera, la cual es analizada por 
un número relevante de usuarios y analistas fi nancieros, que pue-
den hacer públicas sus conclusiones; suelen revelar información 
voluntaria con mayor asiduidad y en mayor volumen; y, fi nalmen-
te, existen otras informaciones no contables que pueden usarse 
para evaluar la situación económica y fi nanciera de la empresa 
como, por ejemplo, los propios precios de las acciones de la em-
presa (Cano-Rodríguez y Sánchez-Alegría, 2012). Las empresas 
no cotizadas se encuentran en un entorno de menor abundancia 
de información: sus requerimientos de información son menos 
estrictos, son menos estudiadas por inversores y analistas, los 
incentivos para revelación voluntaria de información son menos 
abundantes y es difícil de obtener información alternativa a los 
estados fi nancieros. Por tanto, dada la escasez de información en 
este entorno, la asimetría informativa entre los usuarios de la in-
formación fi nanciera de las empresas no cotizadas es mayor que 
entre las cotizadas. 

La utilidad de la calidad de la información contable 

para las empresas no cotizadas

Ya hemos visto que, en general, la investigación contable considera 
que hay una mayor demanda de calidad en la información contable 
para las empresas cotizadas que para las no cotizadas. Sin em-
bargo, ¿implica esto que la utilidad de la calidad de la información 
contable es menor para las empresas no cotizadas que para las 
cotizadas? 

Sobre la pregunta anterior, la investigación contable presenta dos 
posturas contrapuestas (Choi & Wong, 2007). Por un lado, los 
menores problemas de agencia y asimetría de información entre 
directivos y propietarios, así como la posibilidad de que los stake-
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Sin embargo, además de los elementos comunes descritos, las ac-

tualizaciones han tenido también particularidades diferenciadoras. 

Algunas de ellas se refl ejan en los párrafos siguientes.

Las tres primeras, referentes a los años 1961 4, 1973 y 1977, se 

denominaban de regularización de balances, ya que, además de la 

actualización de valores contables relativos a elementos existentes 

en la contabilidad en una fecha determinada, contemplaban tam-

bién la posibilidad de realizar, con ciertas condiciones, el afl ora-

miento de activos previamente no refl ejados en la contabilidad o la 

cancelación de pasivos inexistentes.

También existen diferencias entre unas actualizaciones y otras en el 

ámbito del tipo de elementos susceptibles de ser actualizados. En 

algunos casos, se ha permitido la actualización de prácticamente 

todos los activos. En otros, la normativa se ha limitado al inmovili-

zado, a su vez con diferentes alcances según los casos.

Los sujetos a los que se les ha permitido la actualización, tampo-

co son coincidentes en todos los casos. En ocasiones sólo se ha 

permitido a personas jurídicas y, en otros casos, también ciertas 

personas físicas han podido acogerse a este tipo de operaciones.

Asimismo, existen algunas diferencias entre unas actualizaciones y 

otras respecto a los destinos posibles de la reserva creada con mo-

tivo de la regularización (a aumentos de Capital Social, a aumento 

de la Reserva Legal, a compensación de pérdidas, reforzamiento 

de reservas, etc., llegando en algún caso a su posible distribución) 

así como a las condiciones establecidas en cada circunstancia para 

ello.

Por otro lado, el inicio de las nuevas amortizaciones fi scales a 

efectuar sobre los nuevos valores, en ocasiones se produce el año 

siguiente y, en otros casos, posteriormente.

El impuesto a pagar sobre el importe neto de la revaloración prac-

ticada, tampoco ha sido coincidente en todas las ocasiones, sino 

que ha fl uctuado entre el 0% y el 5%. 

Recapitulando, podríamos sintetizar los objetivos de fondo que este 

tipo de actualizaciones habría perseguido de la forma siguiente: 

Incrementar el patrimonio neto de las empresas, mejorando la 1) 

representatividad de su balance, sobre todo en períodos de alta 

infl ación.

Mejorar el ratio de “patrimonio neto/capital social” para evitar 2) 

posibles casos de reducción de capital o disolución obligatorios, 

que sin la actualización de valores hubieran podido producirse.

Propiciar un estímulo fi scal, sobre todo a las empresas con ma-3) 

yor inversión, al reducir la carga fi scal de los ejercicios futuros, 

como consecuencia del aumento de las amortizaciones dedu-

cibles en el Impuesto sobre Sociedades, aunque, en algunos 

casos, sea a cambio de un gravamen inicial, siempre mucho 

menor que la tasa del impuesto.

Establecer un mecanismo de aumento de recaudación a corto 4) 

plazo, aunque implique una menor recaudación futura.

Cuanto hasta este punto hemos mencionado, no deja de ser el rela-

to de actualizaciones previas que han implantado, legalmente, ope-

raciones contables basadas en políticas fi nancieras y fi scales.

En el resto de este breve trabajo, vamos a analizar tales procesos 

desde el punto de vista contable, teniendo en cuenta las diferentes 

4 Aplicada tras el texto refundido de 1964.
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Leandro Cañibano *

Felipe Herranz ** 
UAM/AECA

Actualizaciones de balances 
en España. Aspectos contables

Introducción

La Ley 16/2012, de 27 de diciembre 1, entre otros aspectos, regula 
en su artículo 9 una Actualización de Balances a la que pueden aco-
gerse, con carácter voluntario, principalmente, los sujetos pasivos 
del Impuesto sobre Sociedades.

No es la primera vez que se emite en España una disposición si-
milar; por el contrario, existen precedentes, algunos de ellos cier-
tamente lejanos. Concretamente se han producido actualizaciones 
de balances en los años 1961 2, 1973, 1977, 1979, 1980, 1981 3, 
1983, 1996 y 2012. 

Como es sabido, este tipo de actualizaciones, básicamente, han 
tenido los siguientes efectos:

Acercar los valores contables de determinados activos a su valor • 
actual, aumentando su precio de adquisición y su amortización 
acumulada de acuerdo con coefi cientes representativos de la 
infl ación –sin superar el nuevo valor neto contable al valor real 
del elemento– y dando lugar a un aumento de patrimonio neto 
refl ejado en una Reserva con denominación apropiada.

Aumentar las amortizaciones posteriores para que se ajusten de • 
forma más precisa al verdadero coste del uso de los bienes que, 
aplicadas sobre su precio de adquisición inicial, podrían resultar 
poco representativas.

* Presidente de AECA.

** Presidente de FAIF/AECA.

1 Por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación 

de las fi nanzas públicas y al impulso de la actividad económica (BOE de 28 de 

diciembre).

2 Texto refundido de 1964

3 Una síntesis de las actualizaciones de balances ocurridas hasta 1981 inclusive 

puede verse en: Cañibano y Bueno (1983): Autofi nanciación y tesorería en la em-

presa: El Cash Flow. Madrid: Pirámide: pp. 138-166.
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de 1973. Este proceder dio lugar a algunas críticas al considerar 

que se trataba de una medida fi scal y que su tratamiento contable 

simétrico podría no ser del todo correcto; ya que, aunque fuese 

aceptable la actualización de valores contables para acercarlos a 

su valor real dicha actualización no cumplía, por lo menos, con dos 

criterios básicos:

Si se pretendía evitar la descapitalización de la empresa ajus-a) 

tando los valores contables de acuerdo con la infl ación sufrida, 

dicha actualización debería cubrir a todos los activos que se 

hubiesen vistos afectado por la infl ación y no solo a determi-

nados activos.

Las actualizaciones deberían ser sistemáticas y no lo eran.b) 

El posible incumplimiento del principio de coste de adquisición 

previsto en el PGC también dio lugar a alguna controversia, sin 

embargo, siendo el PGC una pieza legislativa, “por ministerio de la 

Ley” también quedaba modifi cado.

La actualización de 2012

La actualización de 2012 se realiza estando en vigor el PGC de 2007, 

hecho que supone una mayor complejidad a la hora de analizar las 

posibles alternativas contables que se podían haber utilizado.

Efectivamente, el PGC de 2007, siendo una “pieza” legislativa es-

pañola como los anteriores, tiene una especial signifi cación por el 

hecho de haber sido promulgado para adaptar la normativa espa-

ñola a las normas internacionales emitidas por el IASB, asumidas 

por la Unión Europea 5 que, por otro lado, son de aplicación directa 

a los estados fi nancieros consolidados de las empresas españolas 

que cotizan en bolsa.

Esta particularidad resulta altamente signifi cativa ya que el Plan, 

salvo algunas excepciones, ha recogido esencialmente los criterios 

establecidos por las normas del IASB, con un matiz: cuando las 

normas del IASB ofrecen tratamientos alternativos, el PGC de 2007 

se inclina por recoger –únicamente– aquel más acorde con la tra-

dición contable española. Aplicando dicha fi losofía, el PGC de 2007 

contempla para el inmovilizado material un único criterio de valo-

ración –el del precio de adquisición– frente a las dos alternativas 

previstas por el IASB: precio de adquisición y valor razonable.

Además, siguiendo las normas del IASB, el PGC de 2007 contem-

pla expresamente las “diferencias temporarias” como refl ejo de las 

diferencias de valor de un activo o pasivo entre su valor contable y 

su valor fi scal. Un paso adicional en la diferenciación entre conta-

bilidad y fi scalidad.

Todo ello implica que, al existir mecanismos apropiados para dife-

renciar el campo fi scal y el campo contable, cualquier medida fi scal 

que se implante debe ser tratada contablemente de forma apropia-

da, no siendo preciso que ambos tratamientos coincidan.

Dado que la propia Ley de actualización de 2012 defi ne los crite-

rios contables de aplicación, tanto desde el punto de vista fi scal 

como desde el punto de vista contable/mercantil, las críticas antes 

mencionadas a los aspectos contables de la actualización de 1996 

siguen siendo ahora aplicables, con mayores argumentos, apare-

ciendo otros elementos de duda adicionales. 

Precio de adquisición

En esta ocasión, no es tan fácil declarar simplemente que el bien 

actualizado sigue representando el precio de adquisición “por mi-

5  A partir de ahora, cuando mencionemos IASB, salvo indicación expresa, nos re-

feriremos a las normas del IASB asumidas por la Unión Europea, mediante su 

Reglamento (CE) 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de julio 

de 2002, relativo a la aplicación de las normas internacionales de contabilidad, y 

otros Reglamentos posteriores.

situaciones de la regulación en cada uno de los momentos en los 
que las actualizaciones se produjeron.

Actualización de 1961/1964

La regularización de balances de 1961/1964 se produjo en una épo-
ca en la que la contabilidad, tanto en España como en otros países 
de la Europa continental, tenía entre sus objetivos primordiales la 
determinación de la base imponible del impuesto de sociedades.

Tan es así, que el benefi cio contable se determinaba sin compu-
tar como gasto el propio impuesto sobre benefi cios. En efecto, el 
impuesto a pagar se consideraba una parte de la distribución del 
benefi cio, por lo tanto, hablar en aquella época de diferencias entre 
la contabilidad y la fi scalidad, a nivel local, no tenía mayor sentido.

Al tratarse de la primera actualización de balances realizada en 
España, el propio texto legal emitido para su regulación incluía las 
menciones contables necesarias para su correcta aplicación, dando 
pie a la creación de una Comisión de la que fi nalmente surgiría un 
primer texto del Plan General de Contabilidad.

El PGC de 1973

Lógicamente, uno de los objetivos primordiales del Plan General de 
Contabilidad de 1973 fue el de regular de forma sistematizada toda 
la problemática contable surgida alrededor de las actualizaciones 
ya realizadas, así como la del propio año 1973.

Por lo tanto, aunque dicho Plan –primero emitido en España– tuvo 
gran éxito desde todos los puntos de vista y tenía fi nalidades claras 
de información, no dejaba de ser un Plan con un marcado enfoque 
fi scal, manteniendo al Impuesto sobre Sociedades como distribu-
ción de benefi cio y no como gasto.

Las actualizaciones de 1977, 1979, 1980, 1981 y 1983 siguieron, 
desde el punto de vista contable, los criterios establecidos en el 
PGC de 1973.

El PGC de 1990 y la actualización de 1996

La actualización de balances de 1996 tuvo lugar cuando ya se había 
emitido el PGC de 1990. Por ello, su casuística contable es diferen-
te a las anteriores.

Como es sabido, el PGC de 1990 supuso un cambio radical en 
la contabilidad, entre otras cosas, por el nuevo enfoque respec-
to al tratamiento de los aspectos fi scales. En efecto, a partir de 
dicho Plan se produce una cierta “bifurcación” de la contabilidad 
y la fi scalidad. Aunque la determinación de la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades se sigue haciendo partiendo del be-
nefi cio contable, aparece la necesidad de realizar ciertos ajustes 
en relación con gastos e ingresos que pueden tener tratamiento 
distinto en la contabilidad y en la fi scalidad. 

Por ejemplo, ciertas provisiones a largo plazo cuya considera-
ción como gasto contable aparece claramente en el PGC de 1990, 
en algunos casos no son consideradas gasto deducible en el 
Impuesto sobre Sociedades. Por otra parte, el propio Impuesto 
sobre Sociedades devengado aparece como gasto en la contabili-
dad, no teniendo obviamente este carácter en la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades. Surgen por tanto unas “diferencias 
temporales” y unas “diferencias permanentes” y sus respectivos 
efectos impositivos, como elementos claves para diferenciar am-
bos tratamientos (contable y fi scal).

A pesar de la normativa contable vigente en ese momento, la ac-
tualización de 1996 se llevó a cabo siguiendo básicamente los mis-
mos criterios contables utilizados cuando estaba en vigor el Plan 
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Incumplirían obviamente el principio de uniformidad previs-

to también en las normas del IASB, pero podrían argumentar 

como justifi cación del cambio la modifi cación de la legislación 

española aplicable a los estados fi nancieros individuales.

Nuestra opinión

El PGC de 2007, en nuestra opinión, ha representado un paso 

muy importante en la adaptación de España a la normativa con-

table internacional adoptada por la Unión Europea. Ha signifi cado 

un elemento de modernidad en nuestras empresas, facilitando la 

comparabilidad en el concierto internacional, con lo que supone 

de aumento de la confi anza y facilidad de acceso a los mercados 

globalizados, reales y fi nancieros.

Adicionalmente, desde un punto de vista práctico, ha representado 

sin duda una ayuda inestimable para las empresas; ya que, sobre 

todo las de menor dimensión, hubieran tenido muchas difi cultades 

aplicando directamente la normativa internacional.

A nuestro entender, solo le ha faltado una cosa al PGC de 2007: 

servir de guía, pero no impedir el uso directo de la normativa emi-

tida por el IASB y asumida por la Unión Europea, como han hecho 

otros países miembros. Consideramos que esta opcionalidad ten-

dría muchas ventajas. Por lo menos:

Las empresas que cotizan en bolsa, que tienen que emitir obli-1) 

gatoriamente sus estados fi nancieros consolidados de acuer-

dos con las normas del IASB, podrían utilizar también dichas 

normas –voluntariamente– para emitir sus estados fi nancieros 

individuales. En estos casos, las ventajas serían obvias: mismos 

criterios entre estados fi nancieros individuales y consolidados, 

mejor comparabilidad internacional, etc. Adicionalmente, los 

aspectos técnicos no serían ningún problema; ya que, la posible 

complejidad de la utilización directa de las normas del IASB ya 

la tienen que asumir al emitir sus estados fi nancieros consoli-

dados. Asimismo, este tipo de empresas, frecuentemente tienen 

inversiones en empresas de otros países en los que se permite 

el uso de las normas del IASB en sus estados fi nancieros. Por 

ello, la limitación local resulta poco entendible.

La adaptación española a las normas del IASB ya permite el uso 2) 

directo de dichas normas en los estados fi nancieros consolida-

dos de las empresas que no cotizan en bolsa 7. Un precedente 

de que la opcionalidad puede ser pertinente.

La opción de aplicar directamente las normas del IASB en los 3) 

estados fi nancieros individuales también tendría efectos positi-

vos en la comparabilidad de la información en el entorno inter-

nacional y, lo que es más importante: las empresas españolas, 

voluntariamente, podrían adoptar criterios contables previstos 

en las normas del IASB, aunque no estuviesen contemplados en 

el PGC. Esta posibilidad evitaría sin duda una desventaja com-

petitiva que se da ahora, en relación con las empresas de otros 

estados miembros que sí permiten –u obligan– ese uso directo 

de dichas normas en los estados fi nancieros de sus empresas.

No sería necesario examinar continuamente en España los 4) 

cambios introducidos en las normas del IASB para analizar, a 

nivel local, si dichos cambios deben o no introducirse –total o 

parcialmente– en el PGC, en la circular contable del Banco de 

España, etc.

7 Como se ha dicho, las que cotizan deben aplicar obligatoriamente las normas del 

IASB en sus estados fi nancieros consolidados.

nisterio de la Ley”. Pertenecemos a un “club” –la Unión Europea– 
que va construyendo acuerdos de mínimos que deben respetarse.

Hoy en día, el precio de adquisición no es ya un concepto local, se 
trata de una denominación técnica cuya defi nición no puede es-
tar al albur de la legislación de cada uno de los veintisiete países 
miembros. 

Es cierto que, actualmente, pueden modifi carse criterios contables 
propios en un determinado país, sin tener en consideración otras 
normas; pero, en tal caso, debe modifi carse toda la normativa afec-
tada. No se puede “solucionar” el cambio diciendo que un coste 
actualizado sigue siendo el precio de adquisición de un bien, sim-
plemente porque no es así. El cateto es el cateto y la hipotenusa es 
la hipotenusa, con o sin el ministerio de la Ley.

Es cierto que aplicando “la tesis” de que el coste actualizado es 
lo mismo que el precio de adquisición, “se matan dos pájaros de 
un tiro”. Ni se incumple el precio de adquisición, ni se incumple el 
principio de uniformidad. Sin embargo, estos aspectos prácticos 
no hacen que “la tesis” sea correcta.

Valor actualizado y valor razonable

Pudiendo ser, por supuesto, ambos valores diferentes, es cierto 
que el valor actualizado y el valor razonable tienen ciertos elemen-
tos de coincidencia: en ambos casos, no pueden exceder el valor 
real del activo6. Por lo tanto, cuando los valores de actualización 
alcancen dicho tope, el bien actualizado quedará valorado, aproxi-
madamente, por su valor razonable. Precisamente, el método de 
valoración permitido por las normas del IASB que no fue asumido 
en España para los estados fi nancieros individuales.

En esta situación, podría plantearse la hipótesis de que algunos 
bienes actualizados queden valorados, precisamente, de acuerdo 
con el criterio de valoración no asumido por el PGC 2007. Si esto 
es así, en los países miembros que hayan permitido -u obligado- el 
uso de las normas del IASB para los estados fi nancieros individua-
les de sus empresas, pueden darse situaciones de valoración de 
determinados bienes similares a las alcanzadas con la actualización 
española. La diferencia es que en el caso español no será el resulta-
do de aplicar las normas del IASB de forma sistemática.

Adicionalmente, se abre una incógnita muy importante en las em-
presas que cotizan en bolsa que deben emitir sus estados fi nan-
cieros consolidados aplicando directamente las normas del IASB. 
Si actualizan el inmovilizado material en sus estados fi nancieros 
individuales de acuerdo con la Ley de Actualización de 2012, ¿qué 
van a hacer en sus estados fi nancieros consolidados? Vemos va-
rias alternativas:

Si han venido utilizando el precio de adquisición –uno de los 1) 
permitidos por el IASB– deberían eliminar, a la hora de con-
solidar, las actualizaciones que hayan podido realizarse en los 
estados fi nancieros individuales de las sociedades del grupo.

Si han venido utilizando el valor razonable –otro criterio permi-2) 
tido por el IASB– deberían igualmente eliminar a efectos de la 
consolidación las actualizaciones realizadas en los estados fi -
nancieros individuales de las sociedades del grupo, sin perjuicio 
de seguir aplicando el valor razonable.

Otra posibilidad, menos clara, podría darse en las empresas que 3) 
hayan venido utilizando en la valoración del inmovilizado mate-
rial, en sus estados fi nancieros consolidados, el precio de adqui-
sición previsto en las normas del IASB, para ser consecuentes 
con el único criterio aplicable en los estados fi nancieros indivi-
duales de las sociedades del grupo. ¿Sería posible que cambia-
sen la elección del criterio contable aplicado en consolidación 
según normas del IASB, adoptando ahora el valor razonable? 

6 No debería actualizarse ningún bien del que no se disponga del dato de su valor 

real para que pueda cumplirse con la Ley.
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Como señalan Altman y Sabato (2005), el numeroso grupo de em-
presas pequeñas y medianas proporciona dinamismo a la econo-
mía gracias a unas estructuras más simples que les permiten res-
ponder con rapidez a los cambios en las condiciones económicas y 
atender a las necesidades de los consumidores locales. Eso puede 
provocar crecimientos extraordinarios en épocas de auge, pero 
también rápidos fracasos cuando las condiciones son adversas. En 
consecuencia, el rendimiento de las pymes resulta más volátil que 
el de las empresas grandes, dando lugar a difi cultades fi nancieras 
periódicas para un número signifi cativo de pymes.

2.  Algunos elementos fundamentales 

en los modelos de fracaso 

Tres de los elementos tratados en estudios empíricos previos sobre 
fracaso empresarial resultan determinantes en el diseño e inter-
pretación de cualquier experimento: 1) el plazo de anticipación en 
la predicción de la quiebra y las variables que resultan en cada 
plazo más discriminantes; 2) la consideración de poblaciones hete-
rogéneas que incluyan varios sectores frente al estudio de grupos 
homogéneos formados por empresas del mismo sector, y 3) el 
análisis de varias causas de fracaso frente a una única categoría de 
empresas fracasadas.

En cuanto al primer elemento, el periodo de observación previo a 
la quiebra, Edmister (1972) aprecia que es recomendable revisar al 
menos tres informes anuales consecutivos. Así lo hacen un grupo 
de autores que consideran en su estudio los datos contables pu-
blicados uno y dos años antes (López et al., 1998; Correa et al., 
2003) o en los tres ejercicios anteriores a que se produzca el fra-
caso (Arquero et al., 2008; Gómez et al., 2008). En otros casos, 
se utilizan modelos de predicción a dos años (Ferrando y Blanco, 
1998; Gallego et al., 1997; Psillaki et al., 2010). Pero también hay 
modelos que analizan la información contable contenida en los últi-
mos estados fi nancieros antes del fracaso (Baixauli y Módica-Milo, 
2010) o antes de la inscripción de la empresa en el proceso ofi cial 
de reorganización para empresas en difi cultades (Laitinen, 2008). 
En el caso de Altman y Sabato (2007), el modelo se desarrolla para 
predecir la probabilidad de fallido (probability of default) con un 
año de antelación para que se ajuste al modelo requerido a los 
bancos por Basilea II. 

Debemos destacar el trabajo de Labatut et al. (2009), que incorpo-
ra el tiempo como variable fundamental en la detección del fracaso 
empresarial, para jerarquizarlos ratios contables según su efi ciencia 
temporal en alertar sobre una posible insolvencia. De acuerdo con sus 
resultados, la rentabilidad de la empresa es la primera variable en de-
tectar problemas de insolvencia futuros, y se confi gura como el factor 
más importante de predicción de fracaso, especialmente la rentabili-
dad sobre fondos propios y la relacionada con las ventas. También la 
defi ciencia en la generación de fl ujos de tesorería resulta determinan-
te ya que obliga a las empresas a endeudarse excesivamente.

Destacamos también el trabajo de Gómez et al. (2008), que com-
prueba la estabilidad y la validez temporal de los modelos de pre-
dicción de fracaso. Sus resultados indican que, “si bien los mode-
los resultantes para cada año son distintos, no existen diferencias 
signifi cativas en los errores obtenidos por cada uno de ellos”. 
Esto sugiere que la distancia temporal a la quiebra no es un con-
dicionante en la selección del modelo a aplicar, ya que aplicando 
modelos elaborados para uno, dos o tres años antes del fracaso 
empresarial, los resultados obtenidos serían similares.

Respecto al segundo elemento, la utilización de muestras hetero-
géneas en cuanto a la actividad de las empresas, frente a la consi-
deración de muestras por sector, Lincoln (1984) encuentra diferen-
cias sectoriales en Australia que hacen recomendable la estimación 
de modelos separados por sector para una mejor clasifi cación de 
las empresas. López et al. (1998), encuentran que el tipo de sec-
tor en que la pymevalenciana desarrolla su actividad es un factor 
determinante en la predicción del fracaso. Por su parte, Psillaki 

Consideramos que el cambio normativo propuesto podría implan-

tarse en cualquier momento, adaptando la legislación española en 

la forma apropiada.

En tales condiciones, las disposiciones legales relativas a actua-

lizaciones de balances o mediciones a valor razonable, podrían 

limitarse a sus efectos fi scales. Es decir, si una empresa prefi ere 

aplicar el precio de adquisición, aplicaría la normativa fi scal úni-

camente a tales efectos. Si una empresa ha optado por el valor 

razonable, la normativa fi scal debe establecer los criterios fi sca-

les aplicables a tal tratamiento contable, que pueden ser distintos 

en el tiempo.

Obviamente, también podría modifi carse la legislación mercantil para 

emitir criterios propios, no necesariamente coincidentes con los con-

tables ni con los fi scales, para determinadas materias. Por ejemplo:

Métodos de cálculo del Patrimonio Neto y del Capital Social a • 

efectos de identifi car casos en los que proceda una reducción 

obligatoria de Capital o la disolución de una sociedad.

Condiciones a cumplir para realizar una distribución de divi-• 

dendos y métodos de cálculo aplicables a la medición de tales 

condiciones.

Criterios de utilización de las reservas, incluyendo aquellas que • 

procedan del aumento de valor de activos o de disminución de 

pasivos.

De no movernos en esta dirección, son previsibles difi cultades cre-

cientes para la defi nitiva inserción de España, a efectos contables, 

en el concierto internacional.

Francisco Javier Castaño Gutiérrez
María Teresa Tascón Fernández
Borja Amor Tapia
Universidad de León

Investigación empírica sobre fracaso 
empresarial en pymes

1. Introducción

Resulta indiscutible el papel que las pymes desempeñan en la eco-

nomía. Según el informe Retrato de las PYME 2012 publicado por 

el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, las pymes españo-

las con menos de cincuenta empleados representaron en 2010 el 

99,2% del total de empresas, mientras que en los 27 países de la 

Unión Europea constituyeron el 98,7% del total, lo que representa, 

en ambos casos, una inmensa mayoría. En épocas de crisis, como 

la actual, es de suma importancia analizar los mecanismos que lle-

van a un alto porcentaje de las pymes a situaciones límite, cuando 

no a la quiebra.

Aunque encontramos trabajos pioneros (Edmister 1972), que 

muestran la utilidad de los ratios contables en la identifi cación y 

predicción de fracaso en pymes, la proporción de estudios empíri-

cos sobre este tipo de empresas es mucho menor que la de estu-

dios aplicados a empresas grandes, especialmente cotizadas. Las 

diferencias en cuanto a la accesibilidad, calidad o fi abilidad de la in-

formación son las razones mencionadas para esa falta de atención, 

si bien en los últimos años se puede apreciar un reconocimiento 

general de que las empresas pequeñas y medianas reúnen caracte-

rísticas particulares que requieren herramientas de gestión de ries-

go específi camente desarrolladas para ellas (Castaño, 2013).
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de anticipación idóneo para la predicción, aunque podría situarse 

entre uno y tres años. En cambio, es unánime la recomendación de 

llevar a cabo estudios por sector para llegar a modelos con mejor 

capacidad de predicción del fracaso. Hay que tener en cuenta que 

las muestras homogéneas por sector y tamaño estarían en simi-

lares condiciones de riesgo económico. Finalmente, la defi nición 

de fracaso infl uye notablemente sobre la cantidad de empresas 

que van a califi carse como fracasadas o no fracasadas, porque 

las pymes llegan al fracaso por diversas causas. Identifi car estas 

causas es relevante para plantear una posible reorganización, si 

bien las pymes sufren procesos de deterioro más rápidos que las 

grandes empresas. 
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et al. (2010) documentan efectos diferentes por sectores, tanto del 
apalancamiento como de las oportunidades de crecimiento, sobre 
el fracaso de las pymes francesas.

Finalmente, el análisis de varias causas de fracaso frente a una 
única categoría de empresas fracasadas enlaza con la falta de una 
teoría asentada sobre el concepto de fracaso empresarial. La con-
sideración de empresas ofi cialmente declaradas quebradas o en 
suspensión de pagos frente a empresas que no lo están (criterio de 
separación habitual), implica que empresas en difi cultades o falli-
das, de acuerdo con otros criterios menos estrictos, se clasifi quen 
como “no fracasadas” a pesar de su elevada probabilidad de fra-
caso. Cuanto más amplia sea la defi nición de fracaso, más elevada 
es la tasa de empresas que quedarán incluidas en esa categoría. 
En cambio, empresas ofi cialmente disueltas pueden no haber fra-
casado. Por ejemplo, puede haber empresas que se venden por un 
buen precio o son absorbidas por razones estratégicas; y también 
empresas que cambian de propietarios por retiro o enfermedad.

En este sentido, resulta muy interesante el trabajo de Arquero et al. 
(2008), que siguen un procedimiento similar al diagnóstico médico 
para buscar los síntomas de la empresa con riesgo de fracaso y su 
evolución. Su análisis confi rma que las empresas no se encuentran 
en situaciones similares ni siguen un proceso común. Para un por-
centaje considerable (casi el 50% de su muestra) el fracaso puede 
predecirse con medidas habituales, dado que presentan fl ujos de 
fondos negativos que reducen considerablemente los fondos pro-
pios, hasta cifras muy bajas o negativas. Sin embargo, un porcen-
taje superior al 25% sufre una súbita degradación de la cobertura 
de deudas tras un periodo de inversiones signifi cativas fi nanciadas 
con pasivos. Finalmente, un grupo más reducido de empresas pa-
recen estar en una situación relativamente estable, aunque la ren-
tabilidad y las coberturas de pasivo sean muy bajas.

Estos resultados apoyan los de Pompe y Bilderbeek (2005) en que 
los ratios no se van degradando en un orden determinado acorde 
con el razonamiento económico, esto es, primero los ratios de acti-
vidad y de rentabilidad, después los ratios de solvencia y, fi nalmen-
te, los ratios de liquidez. Ratios que evalúan distintas dimensiones 
de la posición fi nanciera de la empresa muestran similares niveles 
de efi cacia en la predicción. Por ejemplo, una empresa saludable 
que emprende una inversión de coste elevado, utilizando demasia-
da deuda, puede enfrentarse a graves problemas cuando la renta-
bilidad de la inversión es menor de lo esperado, sobre todo si es 
menor que su coste de fi nanciación. En este posible escenario, el 
deterioro de la rentabilidad y el de la solvencia se darían de forma 
simultánea, y la reducción de liquidez no resultaría una buena señal 
de la futura quiebra.

Se pueden diferenciar dos categorías de fracaso, según que las 
pymes sean inviables económicamente o que pasen por difi cultades 
fi nancieras transitorias. Se trata de una distinción relevante porque 
las empresas que cuentan con capacidad sufi ciente para generar al 
menos un rendimiento normal deberían ser reorganizadas cuando 
están en peligro de quiebra, o ser objeto de rehabilitación si ya hu-
bieran quebrado (Castaño, 2013). Dos interesantes trabajos sobre 
reorganización o recuperación de pymes son los de Laitinen (2008) 
y Cook et al. (2012). El primero muestra la mejora en la capacidad 
de los modelos para identifi car las empresas con posibilidades de 
evitar el fracaso tras un proceso de reorganización, cuando se uti-
liza información no fi nanciera tanto cualitativa como cuantitativa, 
además de la información contable fi nanciera. El segundo muestra 
que la fortaleza en recursos ayuda en la tarea de identifi car las em-
presas económicamente viables entre las pymes quebradas.

3. Conclusiones

En los estudios empíricos realizados hasta el momentosobre el 
fracaso empresarial de las pymes,no se ha determinado el plazo 
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En la Unión Europea trabajamos con agentes propios y fuera de 
Europa con pequeños distribuidores. Con todos ellos empezamos 
poco a poco: primero, 100 pares; luego, 300... La red de agentes 
comerciales es la clave de nuestro éxito internacional.

Innovación

El emprendimiento sigue siendo la base y ADN del éxito de El 
Naturalista, día a día estamos investigando, creando, innovando 
procesos y métodos no convencionales para el desarrollo del ne-
gocio en todas las áreas de la empresa y para hacer frente a los 
cambios del sector que no ha estado ajeno a la crisis, gestionando 
además una compleja realidad, logrando la integración de nuestra 
fi losofía empresarial en una diversidad de países, culturas, legisla-
ción y normativa en toda la red que conforma nuestra marca.

En este escenario, El Naturalista está disfrutando, quizás bajo la 
presión de la necesidad de reinventarse, de una época de enorme 
creatividad y éxito en cuanto al talento se refi ere.

Responsabilidad Social

Desde nuestros inicios asumimos el compromiso como agentes de 
transformación social. Tras la venta de nuestro primer par de zapa-
tos destinamos parte de nuestros benefi cios a proyectos sociales, 
especialmente de apoyo a la infancia, la educación es el motor del de-
sarrollo, donando más de 300.000 euros a proyectos sociales, refor-
zando estas acciones especiales con donaciones de productos (más 
de 10.000 pares de zapatos), patrocinios, difusión de campañas, y 
más recientemente a través de la I edición de El Naturalista Award 
(http://www.elnaturalista.com/es/content/el-naturalista-award) de la 
mano nuestro equipo humano y redes sociales.

Tenemos defi nidas cuatro grandes líneas estratégicas que dan mar-
co a nuestro compromiso social:

 i. Atención y educación a la infancia, a través del apoyo fi nan-
ciero a instituciones con proyectos sostenibles de cooperación 
al desarrollo de la infancia.

 ii. Sociedad, apoyando iniciativas y organizaciones profesionales 
que comparten la visión de la marca: valores humanos, cons-
ciencia social y respeto por el medio ambiente y la naturaleza. 

 iii. Educación, la creatividad, originalidad y despreocupación pro-
pias de los estudiantes son una gran fuente de inspiración para 
El Naturalista, es por ello que cada año realizamos diversos 
proyectos y colaboraciones dirigidos a la Educación.

 iv. Promover la nueva ética empresarial, dentro y fuera de la em-
presa. Apostamos por el desarrollo de actividades y acciones de 
sensibilización que ahonden en la credibilidad y coherencia que 
caracterizan a la marca. Así ampliamos los espacios de acción y 
fortalecemos nuestra vocación de transformación social.

We believe in people

A fi nales de 2102 nace www.webelieveinpeople.org un universo de 
sueños, solidaridad y compromiso. Una comunidad de Believers, 
personas que creemos en las personas y en la posibilidad de un 
cambio en el mundo a partir de nuestro comportamiento y actitud, 
con el objetivo de generar oportunidades por medio de proyectos 
de cooperación al desarrollo y transformación, fomentando de este 
modo la consciencia social colectiva.

El futuro

Asumimos el futuro con la misma fe, esperanza y confi anza en 
nuestro proyecto que nos ha acompañado siempre. Nuestro prin-

Pablo de la Peña
El Naturalista

La nueva ética empresarial

Hace diez años decidimos dar un giro y emprender un proyecto 
diferente, un proyecto de vida, con la osada pretensión de rein-
ventar la forma de hacer de negocios, pretensión que al día de hoy 
continúa siendo el compromiso de El Naturalista: caminar por la 
vida de una manera más comprometida con los seres humanos y 
el planeta (www.elnaturalista.com).

Filosofía

Es así como aprovechando la centenaria tradición zapatera de Quel, 
en La Rioja, y la experiencia de las dos familias que decidieron 
apostar por este proyecto, surge esta marca cuyo sello de identidad 
nace de la unión de tres grandes “P”.

Personas• , que son todos aquellos seres humanos que por dis-
tintos motivos entran en contacto con El Naturalista y que en 
nuestra opinión son agentes de transformación social en po-
tencia. 

Planeta• , como representación de la naturaleza a la que perte-
necemos, respetamos y que es fuente de inspiración de todo 
nuestro trabajo.

Producto• , el zapato cómodo, que es el objeto físico donde se 
refl eja ese movimiento de transformación de las relaciones so-
ciales y humanas que promueve El Naturalista.

Inicios

Teníamos muchas expectativas, poco presupuesto, y muy pocos 
por no decir ningún incentivo económico o fi nanciero externo para 
el emprendimiento. Teníamos una clara idea: crear un calzado có-
modo y moderno, mezclando en su ejecución innovación y tradi-
ción, desde un marca con principios; y estábamos centrados en 
ponerla en marcha, y así con mucho esfuerzo pero una gran ilusión 
elaboramos nuestro primer plan de estratégico de negocio, con es-
timaciones a cinco años.

Internacionalización

La visión de El Naturalista fue concebida como un concepto in-
ternacional desde sus inicios. Ya en el 2003 la internacionalización 
de la rana estaba en primeras posiciones del libro de ruta y plan 
estratégico, era una pieza clave del desarrollo del negocio. 

En El Naturalista no entendíamos de países, fronteras, culturas ni len-
guas y nuestra visión del mundo como mercado nos impulsó a explo-
rar nuevos territorios que comulgaran con los valores de la marca. En 
nuestro primer año ya estábamos presentes en ocho países. 

Crecimiento 

Actualmente tenemos un ratio de exportación del 90%, y estamos 
presentes en más de 45 países en cuatro continentes a través de 
más de 3.500 puntos de venta, este año con expansión en Latino 
América. Sin embargo, nuestro crecimiento ha intentado ser siem-
pre desde abajo, sin acortar camino, con paciencia, de la mano de 
nuestros colaboradores, no buscábamos puntos de venta masivos 
que diluyeran el espíritu de la compañía.
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2 Esta discusión se basa en el trabajo de Cascino et al. (2013). Ver dicho informe 

para más detalle.

3 Denotamos ‘inversores’ (‘acreedores’) a los participantes presentes y futuros el 

mercado de capital (deuda).

go, tienen acceso a diferentes fuentes de información adicionales, 

distintos grados de sofi sticación en el análisis y procesado de in-

formación, y necesidades heterogéneas de información específi ca. 

Se repasan a continuación, de forma resumida, algunas de estas 

diferencias, sus orígenes; y relación con debates fundamentales en 

la contabilidad 2.

1.  Proveedores de fi nanciación: Acreedores e inversores 

en confl icto 

Para la gran mayoría de empresas europeas, el mercado de deuda 

(pública y privada) constituye la principal fuente de fi nanciación. En 

Europa, los mercados de deuda tienen, en media, un tamaño que 

duplica a los de capital. Esta predominancia se mantiene al analizar 

estructuras de fi nanciación a nivel microeconómico. Las empresas 

europeas tienen menos patrimonio neto y más pasivo que las es-

tadounidenses, teniendo gran importancia el pasivo corriente, algo 

que es, si cabe, aún más claro en el caso de España (ver cifras me-

dias en la fi gura 1). La práctica totalidad de las empresa europeas 

tienen acreedores comerciales y deudas con entidades bancarias 

(representando entre ambas en torno al 70% del pasivo total), sien-

do otros pasivos como las obligaciones y bonos o los acreedores 

por arrendamiento fi nanciero menos comunes.

Notas: Proporción de recursos fi nancieros en el balance de situa-

ción medio de empresas industriales cotizadas de EE.UU., y euro-

peas que presentan cuentas anuales consolidadas y tienen datos 

disponibles para el año fi scal terminado en diciembre 2011 en 

ORBIS. Se excluyen empresas que no cumple la ecuación contable 

básica. 

A pesar de esta importancia relativa de los acreedores, buena parte 

del debate entre académicos, reguladores y profesionales se focali-

za en las necesidades de los inversores como principales usuarios 

de la información fi nanciera 3. Algo potencialmente problemático, 

puesto que inversores y acreedores demandan diferente infor-

mación y la emplean para decisiones distintas (ver, por ejemplo, 

Kothari et al., 2010). Estas diferencias tienen su principal origen en 

la disparidad de derechos sobre el valor de la empresa de inverso-

res y acreedores, que revisamos seguidamente.123

1 

2 

3 

cipal reto es seguir emocionando con el desarrollo de nuestra mar-
ca. El Naturalista nació como una forma de pensar, de actuar, de 
sentir. Reafi rmamos nuestro claro propósito de reinventar las re-
laciones humanas, no obtener benefi cios de cualquier manera, no 
dejarnos nada por el camino ni traicionarnos a nosotros mismos 
o a nuestros valores, y el seguir disfrutando mientras hacemos lo 
que mejor sabemos hacer: zapatos con alma.

Beatriz García Osma
Universidad Autónoma de Madrid

Titular de la Cátedra AECA Carlos Cubillo de Contabilidad y Auditoria,

Capítulo Español

Paradigmática utilidad ante 
la heterogeneidad de usuarios 
y necesidades de información

Toda disciplina académica tiene preguntas cíclicas que sustentan a 
generaciones de investigadores; encadenándoles en controversias 
de difícil y, quizás indeseable, resolución 1. Varios de estos debates 
primigenios en nuestra área surgen en torno al objetivo de la conta-
bilidad. Los diversos marcos conceptuales, con diferencias léxicas 
menores, declaran como fi n último la obtención de información útil 
para la toma de decisiones. Si bien este objetivo es ampliamente 
aceptado, su aplicación a la realidad empresarial suscita numero-
sas cuestiones. La más básica e inmediata es: ¿qué decisiones? Y 
naturalmente ligada a tal pregunta, para poder responderla, está la 
de identifi car a los sujetos agentes. Los propios marcos avanzan 
las respuestas; son los proveedores de fi nanciación y sus decisio-
nes de inversión-endeudamiento quienes nos han de preocupar. 
Asentada tan buena base, podría parecer sencillo regular princi-
pios fundamentales que abocaran necesariamente a la consecu-
ción de esta paradigmática utilidad. Nada más lejos de la realidad. 
Los usuarios de la información, preocupados por mantener su 
inversión y obtener una rentabilidad adecuada a su nivel de ries-

1

1 Por ejemplo, el primer número de The Accounting Review recogía el trabajo de 

Scott (1926) sobre la valoración del inventario según el principio de menor valor 

entre coste y precio de mercado, introduciendo argumentos completamente ac-

tuales sobre las bondades de la valoración a valor razonable, y la aplicación del 

principio de prudencia.

Figura 1
Balance comparativo medio (estructura de fi nanciación)
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cisiones de inversión (valoración) y por otro, para la preparación 
de contratos y rendición de cuentas 5. Para lo primero se requiere 
información orientada hacia el futuro (es un rol ex ante), mientras 
que para lo segundo se requiere información que permita monito-
rizar las decisiones tomadas por los gerentes (es un rol ex post). 
Para esto segundo se requiere información sobre transacciones 
pasadas, así como información fi able sobre datos contables fun-
damentales que fi guran en dichos contratos (tales como benefi cio 
por acción o ratios de endeudamiento). 

Estos dos roles, en gran medida traslapados, no están siempre ali-
neados (Gjesdal, 1981), dando lugar, por ejemplo, a énfasis distintos 
al pensar en principios básicos (y en ocasiones incompatibles) tales 
como la necesaria relevancia, neutralidad o fi abilidad de la informa-
ción fi nanciera; puesto que la información más útil para la valoración 
no es necesariamente la más útil para la rendición de cuentas. 

Así, para facilitar la rendición de cuentas, los proveedores de fi -
nanciación valoran que la contabilidad informe sobre el esfuerzo 
de los gerentes; sin embargo, para las decisiones de valoración, la 
información necesaria es sobre la distribución e incertidumbre de 
los fl ujos de caja futuros, independientemente de su relación con el 
esfuerzo gerencial. Tal y como señala Lambert (2010), para tomar 
decisiones de valoración, los inversores emplean la contabilidad 
para estimar fl ujos de caja futuros, mientras que para objetivos de 
contratación/rendición de cuentas, la emplean para afectar a los 
fl ujos de caja futuros.

Debido a estas diferencias, y tal y como hemos avanzado, las pro-
piedades óptimas de la información fi nanciera a menudo difi eren 
bajo estos roles. Podemos mencionar algunos ejemplos. La pru-
dencia sería preferida para la rendición de cuentas y la contrata-
ción, debido a los sesgos gerenciales hacia el optimismo y la reti-
cencia a reconocer las pérdidas; sin embargo, para la valoración, 
la neutralidad sería preferible. También, desde un punto de vista de 
valoración, el uso del valor razonable puede ser más deseable que 
desde la perspectiva de rendición de cuentas, puesto que aportaría 
información sobre el desempeño gerencial futuro, y no del reali-
zado. Asimismo, la información sobre partidas no recurrentes no 
es tan interesante desde la perspectiva de valoración, pero sí lo es 
ciertamente para la rendición de cuentas. 

Si bien hay consenso sobre la importancia de ambos roles, los más 
recientes marcos conceptuales preparados por FASB e IASB han 
generado cierta preocupación ante el creciente protagonismo del 
rol de valoración. Así, Kothari et al. (2010) abogan por que la ren-
dición de cuentas y la medición del desempeño sean el objetivo 
primordial de los estados fi nancieros, si bien otros, como Lambert 
(2010) cuestionan tal postura.

4. A modo de conclusión

La heterogeneidad de usuarios, derechos sobre el valor, y nece-
sidades de información dan lugar a objetivos contables en con-
fl icto. Estas diferencias surgen en equilibrio, dentro del marco 
creado por numerosas instituciones políticas, económicas, lega-
les y sociales, muchas de ellas de carácter nacional, limitando, 
sin duda, la efectividad de los recientes esfuerzos armonizado-
res en regulación contable internacional. Esfuerzos que, en años 
recientes, han dado una cierta preeminencia a inversores y sus 
necesidades de valoración sobre otros usuarios y necesidades 
informativas. Sin embargo, el análisis de la importancia relativa 
de los mercados de deuda y capital, y de lo irreconciliable de 
algunas de sus demandas de información hace pensar que quizás 
sea necesario volver sobre preguntas ya conocidas, aunque solo 
sea por el gusto científi co de volver a formularlas, para disponer 
de las mejores respuestas posibles.

5 Nos referimos al primer rol (en inglés, decision usefulness) como el rol de valora-

ción, y al segundo (en inglés, stewardship /contracting) como al rol de contrata-

ción o de rendición de cuentas. 

2.  Orígenes de las diferencias en las necesidades 

de información 

Una forma sencilla de pensar en las diferencias entre usuarios es 
analizar sus derechos sobre el valor: los acreedores tienen ren-
tabilidades limitadas, tanto en términos de posibles ganancias (el 
interés) como de pérdidas (el valor nominal de la deuda), mientras 
que los inversores solo tienen limitaciones por el lado de las pér-
didas (su inversión). Si el valor de la fi rma cae por debajo del de la 
deuda, los acreedores pierden la diferencia entre ambos valores, y 
si el valor de la fi rma es igual al de la deuda, no hay valor residual 
para los inversores tras cancelar la deuda. Esto hace, por ejemplo, 
que los acreedores tengan una sensibilidad asimétrica ante ganan-
cias y pérdidas, o les preocupe más las disminuciones en el valor 
de la fi rma que los aumentos, puesto que a partir de cierta cifra de 
ganancias estas serían exclusivamente para los inversores, cuyas 
ganancias potenciales son ilimitadas 4.

Dadas estas diferencias, los intereses de acreedores e inversores 
puedan entrar en confl icto. Los inversores (a través de los gerentes 
que contratan) pueden expropiar a los acreedores diseñando opera-
ciones o estructuras de fi nanciación que reduzcan el valor de la deu-
da: es el confl icto de agencia de la deuda, que Smith y Warner (1979) 
articulan en cuatro dimensiones: 1) pago de dividendo: cuando se 
emite deuda, su precio incorpora asunciones sobre el pago de divi-
dendo, si sube el payout, el valor de la deuda se reduce; 2) dilución: 
si se emite nueva deuda (de misma o mayor antigüedad) se reduce 
el valor de la deuda; 3) sustitución de activos: si se emite deuda para 
fi nanciar inversiones, el valor del patrimonio neto (deuda) sube (se 
reduce) sustituyendo dichos proyectos por otros de mayor riesgo; e 
4) infrainversión: a más deuda, más incentivos tienen los inversores 
para rechazar proyectos con VAN positivo si los benefi cios de dichos 
proyectos son exclusivamente para los acreedores.

Anticipando estos confl ictos, los acreedores se protegen, por ejem-
plo, aumentando el coste de la deuda. Para reducir estas medidas 
defensivas, los inversores están dispuestos, ex ante, a incurrir en 
costes de monitorización, a escribir contratos y aceptar clausulas 
que limiten la emisión de nueva deuda, restrinjan el pago de divi-
dendo o la venta de activos. 

Estas diferencias fundamentales en los derechos sobre el valor gene-
ran diferencias en la demanda y uso de la información fi nanciera, así 
como en las propiedades informativas deseadas. Así, los acreedores, 
debido a su interés en la preparación y monitorización de contra-
tos, están particularmente preocupados por el valor contractual de 
la contabilidad, algo que no es tan importante para los inversores. 
También, puesto que la mayoría de los derechos fi jados en los con-
tratos están especifi cados en términos exclusivamente fi nancieros, 
otras fuentes de información adicionales (potencialmente más rele-
vantes que los estados fi nancieros) son de menor utilidad para los 
acreedores. Otra consecuencia de la sensibilidad asimétrica de los 
derechos de los acreedores ante bajadas y subidas en el valor de 
la fi rma, es que los acreedores suelen incorporar cláusulas en los 
contratos que les permiten intervenir en caso de minoraciones en el 
valor de la empresa (y no en el caso de aumentos). 

3.  Reciclando el debate de siempre: Rendición 

de cuentas vs. Valoración

De esta diversidad de usuarios y necesidades se deriva una de las 
grandes áreas de refl exión en nuestra área: el debate sobre los ro-
les fundamentales de la contabilidad. Nos referimos, claro está, al 
uso de la información fi nanciera, por un lado, para la toma de de-

4 Estas diferencias pueden ilustrarse también como opciones (Kothari et al., 2010). 

Los inversores tendrían una opción call sobre el valor de los activos de la empresa, 

con un precio de ejercicio igual al precio de la deuda; los acreedores, una opción 

put, en el que el valor máximo está limitado por el valor de la propia deuda.
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nismos e instituciones para avanzar en la consecución de un mejor 

servicio de auditoría y para avanzar en su calidad. Concretamente 

vamos a realizar unas breves referencias sobre la conveniencia de 

que las necesidades de los stakeholders sean tenidas en cuenta en 

el diseño de las políticas empresariales así como en la elaboración 

y presentación de la información fi nanciera, el interés de la reve-

lación del Informe anual de Transparencia por parte de ciertas fi r-

mas auditoras, los problemas que pueden derivarse de una elevada 

concentración del mercado y el papel del auditor en la información 

fi nanciera pro-forma elaborada con fi nes bursátiles.

2.  Hacia una mayor partícipación de los stakeholders 

en la auditoría

¿A quié va dirigida la información fi nanciera y su auditoría? ¿A 

quién le interesa?. En los últimos años, las empresas están fortale-

ciendo su compromiso con sus grupos de interés (stakeholders). 

La defi nición de grupo de interés es muy amplia, agrupando a co-

lectivos muy diversos que van desde los empleados hasta las admi-

nistraciones públicas. Sus necesidades de información ha llevado a 

que las empresas amplíen la información fi nanciera que elaboran y 

que tradicionalmente ha estado centrada en los accionistas. 

El International Auditing and Assurance Standards Board (IAASB) 

ha publicado en 2013 (IAASB, 2013a) un documento consultivo 

titulado A framework for audit quality en el que se señalan las prin-

cipales interacciones entre los auditores y otros grupos de interes y 

su infl uencia sobre la calidad de la auditoría. Los resultados del do-

cumento consultivo señalan que las percepciones de la calidad de 

la auditoria varían entre stakeholders. Por ello, y considerando que 

en la literatura especializada se resaltan los confl ictos entre los in-

tereses de dichos grupos como una cuestión de gran relevancia, no 

es de extrañar que se escuche con frecuencia, en debates entre los 

stakeholders, el controvertido concepto de calidad en auditoria.

A grandes líneas, los usuarios de los estados fi nancieros asocian 

en muchas ocasiones la calidad de auditoría con la maximización 

en la evidencia obtenida. Sin embargo, la dirección de la empresa 

auditada suele asociar la calidad con conceptos como el coste, y el 

tiempo de ejecución de la auditoría. Sin embargo, muchas partes 

interesadas no suelen tener conocimientos detallados del trabajo 

realizado por el auditor por lo que les resulta difícil evaluar la cali-

dad de la auditoria por medio de un atributo.

Por ello, el IAASB en su documento espera que se amplie la infor-

mación adicional en los informes de auditoría de modo que pueden 

proporcionar a todos los stakeholders información sobre calidad 

de la auditoria.

Como puede observarse, la puesta en marcha de este documen-

to realiza una aportación muy importante para reducir el gap de 

expectativas en la auditoria ya que las partes interesadas verán 

cubiertas, con mayor detalle, sus necesidades informativas. Esta 

reducción del gap llevará a mejorar la calidad de la auditoría.

3. El informe anual de transparencia

La transparencia está siendo considerada como un instrumento fun-

damental para reforzar la credibilidad de la información fi nanciera 

(Deumes et al., 2012). Los reguladores consideran que incremen-

tar la transparencia tiene como consecuencia fi nal un incremento 

en la calidad de las auditorías. Recientemente algunas fi rmas de 

auditoría están siendo requeridas para divulgar información rela-

cionada con su propia organización interna como una manera de 

mejorar la transparencia informativa y por tanto, la calidad fi nal de 

la auditoría (Francis et al., 2009).
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Avanzando en la calidad de la auditoría

1. Introducción

En los últimos años resulta curioso observar como la mayoría de 
artículos relacionados con la auditoría comienzan hablando de es-
cándalos fi nancieros. No importa saber el número de escándalos 
que se han producido, sino subrayar las terribles consecuencias 
que tienen sobre la credibilidad de la información fi nanciera.

Nosotros queremos comenzar este artículo siendo conscientes de 
que los escándalos producidos después de Enron han puesto de 
manifi esto un tremendo fallo en los sistemas de control empre-
sariales; la auditoría es uno de ellos pero no el único. Este breve 
artículo pretende refl exionar sobre el futuro siendo conscientes de 
que el futuro de la auditoría depende del pasado y especialmente 
del presente. 

La crisis fi nanciera internacional que estamos viviendo ejerce una 
fuerte infl uencia sobre la auditoría, entendida como garante de la 
información fi nanciera. Los colapsos de importantes instituciones 
fi nancieras como Lehman Brothers, Hypo Real State y algunos 
casos españoles conocidos por todos, han dado lugar a que los 
gobiernos hayan tenido que apoyar económicamente a algunas en-
tidades privadas en su gestión de las consecuencias de la crisis. A 
pesar de que los auditores no han estado en el ojo del huracán, es 
cierto que todos estos acontecimientos han llevado a poner sobre 
la mesa algunas cuestiones con el objetivo de mejorar la deseada 
calidad de la auditoría.

Muchas han sido las aproximaciones que se han dado en la lite-
ratura internacional sobre lo que debe entenderse por calidad en 
auditoría, pero su gran complejidad y el hecho de tratarse de un 
concepto inmaterial hace que no exista un acuerdo internacional 
aceptado por todos (Pothof, 2011). Tradicionalmente se han bus-
cado subrogados para medir la calidad, entre ellos destacan, las 
técnicas de auditoría empleadas, la experiencia del auditor, la ima-
gen de la fi rma, la obtención de evidencia adecuada y sufi ciente, y 
la independencia del auditor de sus clientes (IAASB, 2013a).

A lo largo de estas páginas vamos a plantear las principales cues-
tiones que, en nuestra opinión, están siendo abordadas por orga-
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5.  Informes especiales del auditor sobre la información 

fi nanciera pro forma

El pasado 31 de marzo de 2013 comenzó la aplicación de la norma 
International Standard on Assurance Engagement 3420 (ISAE 3420) 
emitida por el International Auditing and Assurance Standards 
Board (IAASB, 2013b). Esta norma regula los informes especia-
les de aseguramiento emitidos por el auditor sobre la información 
fi nanciera pro forma. Concretamente se señala que el informe del 
auditor debe pronunciarse sobre si dicha información fi nanciera 
pro-forma ha sido compilada por la entidad, en todos sus aspectos 
materiales, de conformidad con los criterios establecidos. 

Se incluyen también cuestiones relacionadas con la aceptación del 
encargo y la presentación de informes. 

La información fi nanciera pro forma debe ser publicada por las 
entidades cotizadas o por las que están en proceso de admisión 
a cotización de sus valores a efectos informativo y constituye un 
elemento clave para evaluar las oportunidades de inversión. La 
opinión del auditor no se refi ere a la información fi nanciera sino 
al proceso para compilar la información fi nanciera pro forma. El 
auditor concluirá que la compilación de la información fi nanciera 
pro-forma se ha realizado adecuadamente cuando, en todos los 
aspectos materiales, el proceso haya sido aplicado por la entidad 
de conformidad con los criterios aplicados, emitiendo una opinión 
limpia. El informe del auditor sobre la información fi nanciera pro-
forma podría tener párrafos de énfasis, limitaciones al alcance o 
salvedades cuantifi cadas (modifi ed opinión). 

Esta nueva norma, que previsiblemente será avalada por la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, supone un avance importante en 
la calidad de la auditoría al manejar opiniones en línea con las que 
habitualmente realiza el auditor en sus informes de auditoría. De 
nuevo nos encontramos con otra medida que ayudará a cerrar el 
gap de expectativas en la auditoría.

6. Para terminar

A lo largo de estas páginas hemos querido poner de manifi esto 
algunas de las cuestiones que en la actualidad están siendo debati-
das dentro de la actividad de auditoría de cuentas. Concretamente 
nos hemos centrado en el reciente Marco conceptual sobre la ca-
lidad en auditoría del IAASB, la norma ISAE 3420 el IAASB, la re-
velación de Informes de Transparencia por parte de algunas fi rmas 
auditoras y el debatido tema de la concentración del mercado de 
servicios de auditoría. Todos ellos han sido seleccionados porque 
consideramos que tiene una gran incidencia sobre la calidad. Dado 
que se tratan de temas de rabiosa actualidad, los efectos están to-
davía por ver. 
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El art. 40 de la Directiva 2006/43/CE desarrolla que los auditores 

legales y de las sociedades de auditoría que auditen Entidades 

de Interés Público (EIP) deben publicar en sus sitios de Internet, 

Informes Anuales de Transparencia. Los puntos de su contenido 

deben comprender, información sobre la estructura de gobierno 

de la sociedad de auditoría, sistema de control de calidad interno, 

bases de remuneración de los socios así como la lista de EIP audi-

tadas y prácticas de independencia, entre otros aspectos.

En España, la Ley 12/2010 de Auditoría de Cuentas (LAC) estable-

ce en el artículo 14bis el requisito de elaborar un Informe Anual 

de Transparencia por parte de auditores de cuentas y sociedades 

de auditoría que auditen a Entidades de Interés Público (EIP), así 

como para las sociedades de auditoría de terceros países (art. 26 

TRLAC, art. 60 Reglamento LAC). De no publicar dicho informe, 

se incurrirá en una infracción catalogada como grave (art. 16 de la 

LAC, apartado 3.k).

Estos requisitos hacen que por primera vez se mire hacia aden-

tro de la estructura de las fi rmas de auditoría como una forma de 

avanzar en la calidad de la auditoría. Las consecuencias que esta 

exigencia va a tener es aún demasiado pronto para poder eva-

luarla (Piñero y Zorio, 2011) pero esperemos que los resultados 

sean contrarios a la tesis de Krantz (2010), cuando señala que los 

auditores grandes suelen utilizar los Informes de Transparencia 

como instrumentos de publicidad, si bien afi rma también que los 

Informes de Transparencia podrían fomentar una competencia ba-

sada en la calidad.

4. El mercado de servicios de auditoría

Las opiniones de los auditores en las entidades fi nancieras que 

han tenido difi cultades en los últimos años han puesto de nuevo 

sobre la mesa el debatido tema de la regulación del mercado de 

auditoría.

La auditoría legal de las sociedades cotizadas en Europa se encuen-

tra realizada mayoritariamente por las Big4, ejerciendo también un 

dominio importante en los mercados de auditoría nacionales. La 

Comisión Europea ha considerado esta posición de dominio de las 

4 grandes fi rmas internacionales de auditoría como una situación 

de “riesgo sistémico” por las consecuencias que podría tener si 

se produjera una reducción en el número de fi rmas de auditoría 

y las inevitables consecuencias negativas sobre la estabilidad del 

sistema fi nanciero.

Estudios internacionales señalan que la existencia de un mer-

cado de auditoría con poco dinamismo afecta negativamente a 

la calidad de la auditoría. La Comisión Europea está planteán-

dose la reducción de la concentración del mercado pero tam-

bién está intentando, a la vez, que aumente la independencia 

del auditor. A grandes líneas, la Comisión se está planteando 

endurecer la prestación de servicios de auditoría junto con 

los distintos a la auditoría, así como limitar el porcentaje de 

ingresos que una firma puede percibir de un cliente. Una de 

sus formas de abordarlo es a través de la introducción de las 

Normas Internacionales de Auditoría (NIA); aunque las NIA no 

contemplan aspectos como rotación obligatoria, o prestación 

de servicios más allá de la auditoría, deben permitir obtener 

clientes más allá de las fronteras nacionales y ayudar a reducir 

la concentración del mercado.

Quizás en este aspecto, la forma de mejorar la calidad de la audi-

toría se encuentre en manos de los reguladores que deben actuar 

para conseguir una mayor competencia en un mercado de servi-

cios en el que se oferta un producto (informe de auditoría) que 

aunque está bastante estandarizado no es, en absoluto, un produc-

to homogéneo.
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Hasta el momento se sabe muy poco acerca de cómo el género in-
fl uye directa o indirectamente sobre la cultura de una organización. 
Algunos estudios buscan identifi car cuál es la percepción que se 
tiene de la cultura y su incidencia en la satisfacción de las mujeres 
(Jandezca y Kramier 2005, Bellou, 2010), e identifi can los tipos de 
cultura que pueden incidir o afectar el desarrollo de las mujeres den-
tro de las organizaciones.

Como lo plantea Bellou (2010), debido a que la alineación de la cultura 
de la organización con los objetivos de la misma es muy instrumental, 
y se requiere para el éxito de cualquier organización (KotteryHeskett, 
1992), es importante saber si el género del dueño del negocio tiene 
algún impacto en la cultura organizacional.

La cultura organizacional ha sido difícil de defi nir con precisión, por 
lo que se ha aceptado como un intangible que describe los negocios 
(Igo y Skitmore, 2005). Sin embargo, cuando se habla de cultura or-
ganizacional se debe revisar qué se entiende por cultura. El concepto 
de cultura no se pude desligar del ser humano, ya que la cultura es un 
conjunto complejo y multidisciplinario de todo aquello que constituye 
la vida en común de las personas (Steckerl, 2006). La cultura es un 
fenómeno colectivo que se constituye en una serie de valores com-
partidos que se aceptan y se transmiten a sus miembros a través del 
lenguaje y de símbolos. 

La cultura organizacional por tanto, describe las normas y prácticas 
que se han desarrollado a través de las personas, y que expone los 
valores y credos de la organización, es como la interiorización de los 
valores en el comportamiento de las personas dentro de las organiza-
ciones (Shein, 1985). La cultura organizacional es un sistema de va-
lores y actitudes compartidos en gran parte por los miembros de una 
organización, transmitidos por signifi cados simbólicos como cuen-
tos, mitos, leyendas; y que hacen posible distinguirla unas de otras 
(Robbins, 1999). La cultura organizacional representa los valores y 
las creencias, las expectativas, la memoria colectiva y todos los su-
puestos presentes en una organización (Rogers, Burdge, Korsching 
y Donnermeyer, 1988; Schein, 1992; Cameron y Quinn, 1999)y se 
ha caracterizado por contener valores masculinos, que describen una 
cultura de independencia, competencia, decisión, agresividad, auto-
promoción, ambición, estatus y autoridad (Ramos, Barbera y Sarrio, 
2003).

El ingreso de la mujer al mercado laboral ha permeado el desarrollo 
de la organización y ha generado que dentro de ámbitos que han sido 
netamente masculinos aparezcan hoy en los negocios los valores 
femeninos (Claes, 1999). Estos valores contrastan con el enfoque 
competitivo y de autoridad por lo general asociados a la gestión tra-
dicional masculina, ya que se basan en relaciones consensuales e 
inspirar a un enfoque de gestión diferente. Los valores masculinos 
y femeninos son incorporados y reproducidos a los roles laborales y 
sociales, generando estilos de vida, expectativas, actitudes e identida-
des sociales diferentes que hacen que las mujeres y los hombres se 
identifi quen con características administrativas distintas dentro de las 
organizaciones (Ramos, Barbera y Sarrio, 2003) y que se refl ejen en 
sus estilos de liderar, de trabajar con los demás, de relacionarse, de 
ver la organización, entre otros; y que aportan al desarrollo organiza-
cional. Cada vez más, este reequilibrio de los valores es visto como 
una clave para el éxito empresarial (Appelbaum, Audet y Miller, 2003). 
Ramos, Barbera y Sarrio (2003) tomando a Loden, 1985 plantean el 
siguiente cuadro comparativo de los valores masculinos y femeninos 
de acuerdo a los estilos directivos:

Estilo Masculino Estilo Femenino

Estilo Operativo Competitivo Cooperativo

Estructura Organizativa Jerárquica Equipo

Objetivo Básico Triunfar Lograr Calidad

Resolución de Problemas Racional Intuitivo/Racional

Características Clave Fuerte Control
Estrategia

No emocional
Análisis

Control Reducido
Comprensión 
Colaboración

Niveles de Alto 
Rendimiento
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Cultura organizacional y la incidencia 
del género del gerente en la pyme

Las organizaciones se encuentran hoy dentro de entornos comple-

jos sometidos a constantes cambios (Rocha y Bohrt, 2003) entre 

ellos la internacionalización y la globalización que generan nuevos 

retos como la pluralidad en la fuerza laboral, los cambios en el 

entorno familiar y los nuevos valores de hombres y mujeres. Para 

afrontar dichos cambios y ser efectivas las empresas deben gene-

rar estructuras más planas, descentralizadas, creativas e innova-

doras. Para administrar estas nuevas organizaciones se requieren 

comportamientos diferentes a las conductas tradicionales.

Entre los cambios organizacionales se requiere un cambio en la 

cultura organizacional, hoy aun se evidencia un paradigma de cul-

tura masculina, que ha permeado las organizaciones y las teorías 

administrativas desarrolladas, este paradigma ha instaurado nor-

mas e instituciones, ha generado hábitos y destinado roles desde 

una óptica masculina dominadora y determinante de las relaciones 

entre hombres y mujeres (Figueroa, 2005) que hacen más difícil la 

adaptación de la mujer al mundo laboral o la decisión de desarrollar 

nuevas organizaciones. 

La cultura organizacional está dominada por valores androcé ntricos 

excluyentes de lo femenino (Ramos, Barbera y Sarrio, 2003). Los 

valores androcéntricos sitúan al hombre como el centro de la vida y 

genera pensamientos, valores y relaciones patriarcales, lo que forja 

una cultura patriarcal, en la que se mueven las organizaciones. Esto 

se evidencia en trabajos como el de Wentling y Thomas (2009), que 

identifi can las características de la cultura y como afectan dichas 

características a la mujer y se encuentran que la principal caracte-

rística que describe la cultura actual de su lugar de trabajo es una 

cultura dominada por los hombres, competitiva y conservadora. 

También se concluye que el ambiente que ayuda el desarrollo de la 

mujer dentro de la organización, es una cultura orientada al trabajo 

en equipo, orientada a las relaciones y colaborativa.

Por lo tanto, hoy hay que tener en cuenta tanto los valores mas-

culinos como los valores femeninos que también hacen parte de 

las empresas y que contribuyen al desarrollo de las mismas y que 

aportarían a los cambios organizacionales necesarios en el entorno 

actual, de ahí la importancia de realizar estudios que relacionen 

la cultura organizacional y el género y sus diferencias (Vilkinas y 

Cartan, 2006) y el poder identifi car cómo la cultura organizacional 

impide el desarrollo de la mujer y cómo también la mujer ha incidi-

do en los cambios y desarrollos de la cultura organizacional.
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¿Mejoran las IFRS las predicciones 
de los analistas fi nancieros?

1. Introducción

La aplicación obligatoria a partir del año 2005 de las IFRS 
(International Financial Reporting Standards) por parte de la Unión 
Europea, ha sido el esfuerzo más grande que ha habidopara mejo-
rar la comparabilidad y aumentar la transparencia informativa de 
las empresas europeas.

Esta convergencia de las normas locales a las IFRS puede tener 
implicaciones fi nancieras y contables que afectan, entre otros, a las 
predicciones que realizan los analistas fi nancieros sobre los resul-
tados contables de las empresas.

Esta investigación contribuye a analizar las ventajas económicas 
de la aplicación de las IFRS con respecto a la normativa contable 
española. Al promover el IASB un aumento de los requisitos de 
divulgación de la información no exigidos por las normas contables 
locales (información segmentada, pensiones, pagos basados en 
acciones, etc.) implicaría un aumento de la calidad de la informa-
ción fi nanciera, permitiendo a los analistas fi nancieros, principales 
usuarios de la información fi nanciera, un mayor conocimiento de 
las estrategias y prácticas contables de las empresas, provocando 
una disminución del error y de la dispersión en la determinación 
de sus predicciones 1. Por consiguiente, al producirse una mayor 

1 El “error de predicción” se refi ere a la diferencia entre el pronóstico del EPS y el 

valor real del EPS. La “dispersión de las predicciones” se refi ere a la desviación 

standard de las predicciones de los analistas del EPS.

Si la cultura organizacional se ha desarrollado dentro de un modelo 
de valores masculinos, la pregunta que surge es ¿cómo el género 
incide en el desarrollo de la misma y de las organizaciones? Como 
lo plantea Mills (1988), se puede estudiar la cultura organizacional 
con una visión de género ya que, hasta el momento, los valores 
que se desarrollan de la cultura organizacional son originados o 
transmitidos desde el estudio del comportamiento masculino y no 
el femenino (Miller, 2002). Esto puede ser debido a que la cultura 
organizacional se defi ne como los valores que son transmitidos, 
principalmente desde sus fundadores, y las empresas han sido 
fundadas por hombres. Por tanto, las culturas de las organizacio-
nes se ven permeadas por las culturas de las sociedades de sus 
fundadores y del contexto donde se desarrollan.

Las mujeres se encuentran dentro de una cultura organizacional 
masculina que hace que su desarrollo sea más difícil, debido a 
que su comportamiento es diferente y por lo tanto no hace par-
te de las redes sociales masculinas y de los valores masculinos 
que predominan las organizaciones, además de las responsabili-
dades familiares y las barreras sociales que existen. Las mujeres 
conviven dentro de organizaciones en que predominan los valores 
masculinos, y por tanto se hacen invisibles en los entornos or-
ganizacionales. Miller (2002) concluye que una de las difi cultades 
para cambiar las culturas organizacionales es que se mantienen los 
valores masculinos, y que las características femeninas permean 
hoy en día las culturas organizacionales. 

Jandezca y Kramier (2005) plantean que la cultura organizacional 
poco amable (inhospital) hacia la mujer, es uno de los procesos de 
inequidad dentro del mundo organizacional, que también se ve afec-
tado por el rol de la mujer dentro de la organización y la sociedad. 
Para ello miden la percepción que tienen las mujeres de la cultura or-
ganizacional, como una de las variables de su estudio, utilizando dos 
dimensiones culturales que son la masculina y la colectivista, con el 
objetivo de examinar el grado en que la organización valora por igual 
a hombres y mujeres, y que sea mas acogedor para las mujeres para 
así medir su satisfacción en la organización. De esta forma se llega a 
la conclusión que las mujeres que perciben una cultura organizacio-
nal masculina están menos satisfechas que las mujeres que perciben 
una cultura organizacional colectiva, pero mantienen su compromiso 
organizacional. La cultura organizacional colectiva se soporta en va-
lores como la cooperación la armonía y la participación.
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uno en particular tiene acceso a una información privada determi-

nada. Esta diferencia en la información privada de los analistas es 

causa de la dispersión de las predicciones. En este contexto, si las 

IFRS proporcionan una información homogénea y con un mayor 

nivel de detalle, es de esperar una reducción en la dispersión de 

las predicciones de los analistas. Para llevar a cabo este análisis, 

plateamos la siguiente hipótesis:

H2:  La dispersión en los pronósticos de los resultados conta-

bles realizados por los analistas fi nancieros se reduce tras la 

adopción de las IFRS.

3. Datos 

Analizamos una muestra de empresas españolas cotizadas en el 

mercado español durante el periodo 2003-2007 con el propósito 

de poder captar diferencias en los pronósticos antes y después de 

la implantación obligatoria de las IFRS. Para ello, dicho periodo lo 

hemos descompuesto en cuatro subperiodos: pre-transición a las 

IFRS (año 2003), transición a las IFRS (año 2004), adopción de las 

IFRS (año 2005) y post-adopción de las IFRS (años 2006 y 2007). 

Todas las empresas de la muestra tienen su cierre contable a 31 

diciembre. Por consiguiente, la muestra fi nal utilizada para nuestro 

estudio está formada por 369 empresas.

Los datos sobre pronósticos de analistas así como el resto de va-

riables utilizadas en el estudio han sido obtenidos de las bases de 

datos Factset y Compustat. El pronóstico de los analistas se obtie-

ne al cierre de ejercicio contable para asegurarnos que las predic-

ciones efectuadas por los analistas para todas las empresas son 

anteriores a la publicación de los resultados contables. 

4. Metodología

Usamos un modelo de regresión Ordinary Least Squares (OLS) 

para el contraste de las hipótesis planteadas en el estudio, in-

corporando ciertas variables que pueden afectar a los errores de 

predicción y a la dispersión del pronóstico de los analistas tras la 

implantación de las IFRS. El modelo empírico utilizado es el que se 

plantea a continuación:

AFE
it
 = ß

0
 ß

1
Trans + ß

2
Adopt + ß

3
Post + ß

4
Lnsize

i,t
 + ß

5
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+ ß
6
Time + ß

7
Cov

i,t
 + ß

8
Cheps

i,t

(1)
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 + ß

5
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+ ß
6
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7
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i,t
 + ß

8
Cheps
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donde:

AFE
it 
es el valor absoluto del error en el pronóstico de los analistas 

para la empresa i en el año t, defl actado por el precio de la acción

al cierre de ejercicio t.
 

 |EPS
i,t
 – FEPS

i,t 
|

AFE
it
 = ——————

 P
i,t

, donde EPS
i,t
 es el

benefi cio obtenido por la empresa i en el año t, y FEPS
i,t
 es el pro-

nóstico del EPS para la empresa i en el año t.

P
i,t
 es el precio de la acción al cierre del año t de la empresa i.

FSD
i,t
 es la desviación standard de las predicciones de los analistas 

del EPS para la empresa i en el año t, defl actado por el precio de la 

acción al cierre de ejercicio t.

PRETRANS es una variable dummy que toma el valor 1 para cada 

observación en el año previo a la transición de la implantación obli-

gatoria de las IFRS (año 2003), y cero en cualquier otro caso.

TRANS es una variable dummy que toma el valor 1 para cada ob-

servación en el año de la transición de la implantación obligatoria 

de las IFRS (año 2004), y cero en cualquier otro caso.

armonización de la información fi nanciera se reducen las divergen-
cias entre los analistas, permitiendo una reducción del error y de la 
dispersión del pronóstico.

Partiendo de la idea de que la tarea del analista fi nanciero es cru-
cial, dado que actúa de intermediario entre las empresas cotizadas 
y los inversores, el objetivo de este trabajo es investigar cómo se 
enfrentan los analistas fi nancieros al cambio de los principios con-
tables locales hacia las IFRS. Trataremos de contrastar si dichos 
usuarios de la información anticipan mejor o peor los resultados 
contables de las empresas usando las normas internacionales. El 
período de tiempo previo y posterior a la adopción obligatoria de 
las IFRS, es especialmente signifi cativo para analizar los efectos 
que los cambios en la información contable tienen sobre los pro-
nósticos de los analistas fi nancieros.

Para llevar a cabo nuestro objetivo, hemos utilizado una muestra 
de 369 empresas cotizadas en el mercado español para el periodo 
2003-2007 que aplicaron por primera vez las IFRS a partir del 1 de 
enero de 2005. Para esta muestra se exige que las empresas sean 
seguidas al menos por dos analistas fi nancieros en el período pre-
vio y posterior a la adopción de las IFRS. Durante el periodo tem-
poral 2003 (año previo a la transición a las IFRS) y 2004 (año de la 
transición) se emplean los Spanish GAAP, mientras que durante el 
periodo 2005 (año de la adopción), 2006 y 2007(post-adopción) se 
aplican las IFRS de una forma plena a todas las empresas cotizadas 
que presentan información consolidada. La evidencia observada en 
el estudio es una reducción signifi cativa del error y de la dispersión 
del pronóstico después de la aplicación obligatoria de las IFRS.

2. Hipotesis

Con la implantación de las IFRS se pretende que la información 
fi nanciera divulgada a través de los estados contables de las em-
presas que adopten esta normativa sea mayor, más homogénea y 
comparable que la emitida con la normativa local para reducir las 
posibles opciones contables. La comparabilidad supone una ven-
taja para los analistas fi nancieros pues aumenta su capacidad para 
anticipar los resultados de las empresas. En este sentido, Daske, 
H., Hail, L., Leuz, C. y Verdi, R. (2008) detectan que el mercado 
de capitales se benefi cia de la adopción obligatoria de las IFRS. 
De Franco, G., Kothari, S. P. y Verdi, R. S. (2011) revelan que la 
comparabilidad mejora el error de predicción y reduce la dispersión 
del pronóstico. DeFond, M., Hu, X., Hung, M. y Li, S. (2011) en-
cuentran que la adopción obligatoria de las IFRS implica un mayor 
aumento de la inversión extranjera para las empresas de los países 
con una fuerte implantación de las normas internacionales. 

Por tanto, dado que la adopción de las IFRS se espera que sea un 
acontecimiento útil y positivo para los mercados de capitales, y be-
nefi cioso para los usuarios de la información fi nanciera ya que im-
plicaría una mayor homogeneización de la misma, las hipótesis que 
planteamos para contrastar las posibles ventajas de la implantación 
de las IFRS para los analistas fi nancieros son las siguientes:

H1:  El error en el pronóstico de los resultados contables efectua-
dos por los analistas fi nancieros se reduce tras la adopción 
de las IFRS.

En este mismo sentido, Wang,Young y Zhuang(2008) y Horton, J. 
y Serafeim, G. (2010), para una muestra de empresas europeas, y 
Brown,Preiatoy Tarca (2009), para empresas australianas, detec-
tan una mayor precisión en la predicción que hacen los analistas 
fi nancieros mejorando el error de predicción tras la adopción de 
las IFRS.

La dispersión en los pronósticos de los analistas es debida a las 
diferencias en la información poseída por los analistas, es decir 
todos los analistas tienen la misma información pública pero cada 
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posterior analizado la dispersión en los pronósticos de benefi cios 
realizados por los analistas fi nancieros se reduce. Por lo que este 
resultado apoya nuestra hipótesis H2.

6. Conclusiones

En resumen, los resultados indican que la adopción obligatoria de 
las IFRS en España mejora la información ofrecida por los analistas 
fi nancieros. Se puede concluir que los benefi cios de las IFRS son 
especialmente latentes en el periodo posterior al ponerse de mani-
fi esto una disminución tanto del error como de la dispersión en los 
pronósticos de los analistas fi nancieros. No podemos concluir lo 
mismo para el periodo de adopción ya que durante este primer año 
de vigencia obligatoria de las normas internacionales se detecta 
una reducción en la dispersión pero no mejora el error de predic-
ción de los analistas fi nancieros. 

Asimismo, se muestra que los benefi cios y costes esperados con 
la adopción de las IFRS en relación con los pronósticos de los 
analistas fi nancieros no son distribuidos aleatoriamente entre las 
empresas españolas. 
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De la amortización del fondo 
de comercio al deterioro de valor 
¿un cambio defi nitivo?

Introducción

Uno de los cambios más controvertidos y polémicos de las normas 
internacionales de información fi nanciera (NIIF) en los últimos años 
ha sido la sustitución de la amortización sistemática del fondo de 
comercio por la comprobación anual del deterioro de su valor. Este 
trabajo analiza las razones que explican este cambio y cuestiona su 
supervivencia en el medio y largo plazo. Para ello comienza con una 
breve síntesis del estado actual de la cuestión, seguidamente destaca 
evidencia empírica reciente que revela razones no informativas sino 
oportunistas para explicar el reconocimiento del deterioro, lo quepone 
en tela de juicio que el uso que se está haciendo del test de deterioro 
sea adecuado y cuestiona si las empresas tienen un comportamiento 
ético en relación con este tema. Ello junto con ciertas manifestacio-
nes recientes del presidente del International Accounting Standards 
Board (IASB) apunta hacia la posible vuelta a la amortizacióndel fon-
do de comercio como se indica en las conclusiones. 

ADOPT es una variable dummy que toma el valor 1 para cada ob-
servación en el año de la implantación obligatoria de las IFRS (año 
2005), y cero en cualquier otro caso.

POST es una variable dummy que toma el valor 1 para cada obser-
vación en los años posteriores a la implantación obligatoria de las 
IFRS (años 2006 y 2007), y cero en cualquier otro caso. Se espera 
que los coefi cientes de la variable POST en las ecuaciones (1) y (2) 
sean negativos y signifi cativos, consistentes con la reducción del 
error de predicción (hipótesis H1) y de la dispersión en los pronós-
ticos de analistas (hipótesis H2).

LNSIZE
i,t
 es el logaritmo de la capitalización de mercado de la em-

presa i al fi nal del año t.

LOSS es una variable dummy que toma el valor 1 si el EPS para 
el año actual es negativo (empresas con pérdidas), y cero en cual-
quier otro caso. Es una proxy del grado de difi cultad en la predic-
ción de los resultados contables.

TIME es el tiempo transcurrido desde que los analistas hacen la 
predicción del benefi cio anual hasta la fecha exacta de publicación 
del resultado contable.

COV
i,t
 mide el seguimiento de los analistas fi nancieros a través del 

número de analistas que hacen predicciones para la empresa i en 
el año t.

CHEPS
i,t
es el valor absoluto de la diferencia entre el EPS de la em-

presa i en el año actual (t) y el EPS en el año previo (t-1), defl a-
ctado por el precio de la acción a cierre de ejercicio t, esto es,

 |EPS
i,t
 – EPS

i,t -1
|

CHEPS
it
 = ——————

 P
i,t

. Con la incorporación de esta

variable se miden los cambios en los resultados contables debido a 
factores no relacionados con las IFRS. 

5. Resultados

Con los resultados de estimación del análisis de regresión se de-
tecta que el error de predicción es signifi cativamente más pequeño 
en el período posterior a la adopción de las IFRS (POST) que en los 
años de transición (TRANS) y adopción (ADOPT) de las normas 
internacionales, proporcionando evidencia a favor de la hipótesis 
H1 a un nivel de signifi cación del 5%. Este resultado se observa 
después de controlar por cambios en benefi cios, además del resto 
de variables explicativas. Por tanto, y según lo esperado, se puede 
afi rmar que existe una relación negativa entre el error de predicción 
y la mejora de la información fi nanciera presentada en los estados 
fi nancieros tras la adopción de las IFRS. Asimismo, se detecta que 
el error de predicción es menor para las empresas que son segui-
das por un mayor número de analistas, y que el error de predicción 
es mayor para empresas con pérdidas y con mayor nivel de cambio 
en el resultado contable entre dos años consecutivos, al tratarse de 
empresas con mayor grado de difi cultad para la predicción de los 
resultados contables

Por tanto, se puede concluir que la adopción de las IFRS proporcio-
na benefi cios para los analistas fi nancieros. Aunque este benefi cio 
tarda un cierto tiempo en materializarse ya que no es inmediato 
en el año de adopción, podemos concluir que después de haber 
transcurrido un periodo temporal en el que los analistas fi nancie-
ros han estado haciendo predicciones con información basada en 
IFRS, existe un mejor conocimiento y comprensión de la normativa 
internacional. Lo que se traduce, como indican nuestros resulta-
dos, en un menor error de predicción de los benefi cios contables 
efectuados por los analistas fi nancieros.

Al mismo tiempo se observa que desde el momento de la adop-
ción obligatoria de las IFRS, año 2005, y durante todo el periodo 
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deterioro,se reconoce contablemente cuando se produce. Para ello 
al menos anualmente se debe comparar el importe en libros de la 
unidad generadora de efectivo (UGE) a la que se hubiese asignado 
previamente, incluido el fondo de comercio, con el importe recupe-
rable de la misma. Si el importe en libros de dicha UGE excediese 
al recuperable, esta diferencia se atribuye en primer lugar al fondo 
de comercio, por lo que debe deteriorarse; si la diferencia fuera 
superior, la cuantía restante se imputa de forma proporcional a los 
demás activos de la UGE. La difi cultad radica en determinar el im-
porte recuperable, que es el mayor entre su valor razonable menos 
los costes de venta y su valor en uso, ya que exige realizar nume-
rosas estimaciones que son inciertas y subjetivas. En defi nitiva el 
procedimiento es complejo, difícil de aplicar y auditar, por lo que 
existen ciertas reservas sobre el uso que la dirección puede hacer 
del nuevo tratamiento contable, ya que existen incentivos para ma-
nipular el resultado (Ramanna y Watts, 2012).

Razones que explican el cambio de tratamiento contable: 

la evidencia empírica

La no amortización del fondo de comercio se ha justifi cado desde 
distintas perspectivas. Conceptualmente se ha cuestionado dada la 
imposibilidad de estimar su vida útil, lo que implica que la amortiza-
ción periódicaresulta una cifra arbitraria, y de hecho ha habido una 
gran variedad de plazos de amortización 3, los cuales, como señala 
la Fédération des Experts Comptables Européens (FEE) (2002), no 
tienen relación demostrada con la vida útil 4. Por otra parte desdela 
perspectiva informativa se ha argumentado la relevancia del fondo 
de comercio y la falta de relevancia de su amortización para los 
inversores (Henning, Lewis y Shaw, 2000;Giner y Pardo, 2007). 
Se supone que con la nueva política se proporciona mayor y mejor 
información sobre los activos intangibles de la empresa; en con-
creto en las Bases para las Conclusiones de la NIIF 3se afi rma que 
el nuevo tratamiento permite facilitar información privada, ya que 
al informar sobre la pérdida de valor se revela la incapacidad de 
obtener los fl ujos de efectivo que inicialmente justifi caron el so-
breprecio pagado.

Algunos trabajos han analizado la discrecionalidad directiva a la 
hora de registrar el deterioro del fondo de comercio, tratando de 
dilucidar si las pérdidas por deterioro reconocidas por las empre-
sas se asocian con factores económicos que refl ejan un empeo-
ramiento del negocio, o si atienden a motivaciones oportunistas y 
se utilizan como un instrumento para manipular el resultado. Sin 
embargo la evidencia no es concluyente, los resultados de algunas 
investigaciones apoyan el contenido informativo de esta partida 
(Henning, Shaw y Stock, 2004; Godfrey y Koh, 2009; Jarva, 2009; 
Chalmers,Godfrey y Webbster, 2011), mientras que otros conclu-
yen que los incentivos y costes contractuales también afectan a la 
decisión de registrar un deterioro de valor del fondo de comercio 
(Beatty y Weber, 2006; Ramanna y Watts, 2012; AbuGhazaleh, Al-
Hares y Roberts, 2011; Hamberg,Paananen y Novak, 2011; Giner 
y Pardo, 2013).

Por último nos referimos avarios informes recientes que analizan 
cómo se está utilizando el test de deterioro. En enero de 2013 la 
European Securities and Markets Authority (ESMA) ha publicado un 

3 Los cambios sucedidos en España son una perfecta ilustración de esta cuestión. 

En 1990 se modifi có el Plan General de Contabilidad (PGC) con el objetivo de 

adaptar la regulación española a las directivas contables de la CEE, y se introdujo 

la obligación de amortizar el fondo de comercio en 10 años (aunque se debían 

explicar los motivos cuando el periodo excedía los 5 años), con anterioridad no se 

amortizaba sino que se depreciaba si había experimentado una reducción de valor. 

A fi nales de los noventa se alargó el periodo de amortización a 20 años, para en 

2008 volver a la situación inicial: no amortización.

4 “FEE Survey on Business Combinations”. March. Disponible en:

http://www.fee.be/images/publications/accounting/Survey%20on%20Busi-

ness%20Combinations153200517927.pdf

Una breve síntesis del tratamiento contable 

del fondo de comercio

El fondo de comercio es un concepto complejo que incluye ciertos 
elementos que otorgan valor a una empresa y no son captados 
de forma independiente por el sistema contable. Concretamente, 
el fondo de comercio reconocido en una combinación de negocios 
representa los benefi cios económicos futuros que se esperan de 
activos adquiridos en la combinaciónque no son reconocidos de 
forma separada por no ser identifi cables individualmente. Entre 
ellos cabe destacar: oportunidades de inversión, sinergias espe-
radas de la combinación, características de la plantilla, ventajas 
derivadas de las imperfecciones del mercado, como la capacidad 
para obtener benefi cios monopolísticos o la existencia de barreras 
de entrada.

Las normas contables tratan de forma distinta el fondo de comercio 
internamente generado del adquirido, de forma que solo el segun-
do se reconoce como activo. La razón que justifi ca esta diferencia 
es que solo este deriva de una transacción de mercado, por lo que 
su valoración inicial es objetiva. Sin embargo, una vez admitido su 
reconocimiento se plantea el problema de su tratamiento posterior, 
pudiendo ser objeto de eliminación inmediata, amortización siste-
mática o deterioro. Las tres alternativas han estado en práctica en 
distintos países y momentos, y la última, que es la que actualmente 
está en vigor, es la que ofrece mayor libertad a las empresas, ya 
que conlleva decidir cuándo y por cuánto reconocer la pérdida de 
valor, lo que a su vez posibilita los comportamientos oportunistas. 

En 2005 se aplicaron de forma obligatoria las NIIF en la Unión 
Europea (UE) para las cuentas consolidadas de los grupos de so-
ciedades con cotización en bolsa. Este cambio fue acompañado de 
una nueva ola de fusiones en la UE, de ahí que el tratamiento con-
table del fondo de comercio es una pieza clave de la información 
fi nanciera que puede proporcionar información útil a los usuarios, 
pero que también puede ser empleado por las empresas para ges-
tionar su resultado. Según un informe de Ernst & Young (2009) en 
el que se analizan 709 transacciones de adquisiciones de empresas 
en 21 países, el fondo de comercio reconocido representa un 47% 
del valor total de la empresa adquirida 1, lo que pone de manifi esto 
la importancia de esta partida y la repercusión de su tratamiento 
contable en los resultados futuros de las empresas afectadas.

En la medida que nos referimos al fondo de comercio que surge en 
las combinaciones de negocios, resulta procedente exponer cómo 
el método empleado para estas transacciones afecta al propio fon-
do de comercio adquirido. Tanto en la derogada NIC 22 como en la 
mayoría de países se dejaba libertad a las empresas que cumplie-
ran ciertos requisitos para registrar las combinaciones de negocios 
por el método de adquisición o por el de unifi cación de intereses, si 
bien solo el primero daba lugar a la aparición del fondo de comercio 
adquirido, el cual posteriormente debía ser amortizado de forma 
sistemática. Sin embargo, la NIIF 3 siguiendo la línea de las normas 
contables estadounidenses prohibió el uso del método de unifi ca-
ción de intereses, y además eliminó la amortización del fondo de 
comercio. De hecho algunos autores argumentan que esta supre-
sión fue una concesión a las empresas que no estaban de acuerdo 
con la imposición del método de adquisición, ya que podría afectar 
negativamente a la cuenta de resultados 2 (Cheng,Ferris, Hsieh y 
Su, 2005; Ramanna, 2008). 

En defi nitiva en estos momentos el fondo de comercio se reconoce 
en todo tipo de combinaciones de negocios pero no es objeto de 
amortización sistemática, sino que la pérdida de valor, el llamado 

1 “Acquisitions accounting – What s next for you? A global survey of purchase price 

allocation practices”.Disponible en:

http://www.ey.com/Publication/vwLUAssets/Allokering_av_merverdier_ved_

oppkj%C3%B8p./$FILE/TAS_Acquisition_accounting_Whats_next_for_you.pdf

2 En EE.UU., donde se impuso inicialmente el método de adquisición, las empresas 

argumentaron que la amortización del fondo de comercio podría tener consecuen-

cias negativas en un contexto globalizado si en otras jurisdicciones se permitía el 

método de unifi cación de intereses. 
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Información fi nanciera país por país: 
su efecto en la transparencia y la equidad

En las líneas que siguen se pretende hacer una refl exión de la nue-
va tendencia de la información fi nanciera referida a cada uno de los 
países donde operan las entidades multinacionales. La información 
consolidada, muy desarrollada y exigida en los mercados de capita-
les en las tres últimas décadas, ha sido un gran logro, pero también 
ha tenido el efecto pernicioso de suministrar sobre todo datos muy 
agregados de la entidad: ventas, gastos o benefi cios de todos los 
negocios y países que constituyen la actividad de la multinacional. 

Las obligaciones de publicar datos segmentados (por actividades o 
mercados geográfi cos) han sido sabiamente administradas por las 
empresas a las que afectaban. No solo dicen poco y son casi nada 
comparables entre sí, sino que cada vez vienen reguladas normas 
contables menos exigentes y más difusas, como por ejemplo la 
Norma Internacional de Información Financiera 8 Segmentos de ope-
ración (2006), que para alinearse con la normativa estadounidense 
rebajó las obligaciones de información sobre segmentos al mínimo.

El problema

En los primeros años del siglo se empezó a tratar, por parte de los 
gobiernos de ciertos países desarrollados, la conveniencia de con-
tar con información acerca de los pagos que las empresas multi-
nacionales hacían a cada uno de los gobiernos de los países donde 
operaban. El gobierno británico de Tony Blair impulsó la creación 

informe en el que, tras examinar los estados fi nancieros de 2011 de 
una muestra de empresas europeas cotizadas en 23 países, con-
cluye que solamente unas pocas reconocen pérdidas por deterioro 
del fondo de comercio, lo que cuestiona si se realmente están re-
fl ejando el difícil entorno económico actual 5; también se detecta 
que el nivel de información es pobre, ya que si bien se revela infor-
mación sobre los aspectos más importantes del test de deterioro, 
tal y como exige la NIC 36, en muchos casos se trata de un texto 
estándar por lo que es de dudosa utilidad. Asimismo según señala 
el informe de Houlihan Lokey (2012) sobre adquisiciones y deterio-
ro del fondo de comercio de las 600 mayores empresas europeas 
en el periodo 2007-2011, más del 70% del deterioro total del fondo 
de comercio en 2011 se reconoció en los sectores bancario y de 
telecomunicaciones 6. Finalmente el reciente estudio de Amiraslani, 
Iatridis y Pope (2013) destaca que el nivel de control de aplicación 
de las normas (enforcement) del país infl uye en la oportunidad con 
la que se reconocen las pérdidas y en la calidad de los deterioros 
de valor reconocidos por las empresas, lo que conlleva diferencias 
en la calidad de la información suministrada 7. 

Refl exiones fi nales

A pesar de que la NIIF 3 impone el reconocimiento de fondo de 
comercio para todo tipo de combinaciones de negocios y NIC 36 la 
realización del test de deterioro, todavía no se ha abandonado por 
completo la idea de la amortización. Así en la NIIF para Pequeñas 
y Medianas Entidades se mantiene la amortización del fondo de 
comercio (sin perjuicio de reconocer el deterioro en caso de exis-
tir algún indicio), argumentándose que la complejidad del método 
general lo hace desaconsejable para estas entidades. Frente a esta 
solución de compromiso, cabe contraponer el cambio hecho en el 
PGC español de 2007 en el que se sustituyó la amortización por el 
deterioro de valor.

Como se ha expuesto anteriormente, la evidencia empírica no per-
mite concluir que el uso que se está haciendo del test del deterioro 
sea el pretendido y sugiere un comportamiento no demasiado ético 
a la hora de reconocer las pérdidas. A lo anterior conviene añadir 
las palabras del presidente del IASB, quien en diversas interven-
ciones8 se ha referido a la vulnerabilidad del tratamiento del fondo 
de comercio a la manipulación contable y la necesidad de revisar 
las normas sobre el deterioro, ya que las empresas lo reconocen 
demasiado tarde. Todo ello resulta relevante ante la posible reforma 
en la NIIF 3 que se podría derivar del análisis de post-implementa-
ción que está en marcha 9.

Esperamos que estos comentarios contribuyan a entender la situa-
ción actual, y proporcionen alguna luz sobre lo que puede suceder 
en la revisión de la normativa internacional.
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para exigir información sobre los pagos que sus empresas hacían a 
los gobiernos por actividades relacionadas con actividades extrac-
tivas. El grupo de gobiernos y entidades que está detrás de la EITI 
ha jugado un papel decisivo en la sensibilización de quienes podían 
decidir al respecto en países y organizaciones internacionales. 

El principal espaldarazo vino dado por la promulgación de la Ley 
Dodd-Frank (julio de 2010) en los Estados Unidos. Básicamente 
la Ley imponía la información estandarizada por la EITI para las 
empresas extractivas (minerales, petróleo y gas natural) cotizadas 
en bolsa, de forma que anualmente informarán por gobierno ex-
tranjero, segmento de negocios y proyecto, los pagos realizados 
en concepto de impuestos, cánones, licencias, derechos de pro-
ducción, bonifi caciones y otras contraprestaciones signifi cativas. 
Las reglas por las que se rige esta información fueron promulgadas 
por la Securities and Exchange Commission (SEC) en agosto de 
2012. La Ley cita expresamente que la información debe estar en 
consonancia con las guías elaboradas por la EITI.

En la Unión Europea se ha desarrollado de forma paralela la ne-
cesidad de exigir información sobre pagos a gobiernos por acti-
vidades extractivas, pero la regulación, contenida en la Directiva 
2013/34/UE, de 26 de junio, sobre los estados fi nancieros anuales, 
los estados fi nancieros consolidados y otros informes afi nes de 
ciertos tipos de empresas, que aparte de modifi car y aglutinar las 
Directivas IV y VII sobre cuentas anuales y consolidadas, contiene 
disposiciones que obligan a los países miembros a establecer un 
régimen algo más amplio de información sobre actividades extrac-
tivas y forestales.

En efecto, hay notables diferencias entre la regulación estadouni-
dense y europea, aunque estén en la misma línea los conceptos de 
pago exigidos, como puede verse en la tabla 1, y ambas regulacio-
nes admitan las guías de la EITI descritas.

La primera de ellas es que el informe anual sobre pagos a gobier-
nos, extracomunitarios o de la Unión, a elaborar cubre también los 
pagos por explotación de bosques primarios (es decir, primigenios 
o autóctonos) junto con los derivados de la extracción mineral, de 
gas o de petróleo. 

La segunda es que se refi ere a empresas cotizadas, grandes em-
presas (que superen dos de los criterios siguientes: 20 M de euros 
de activo, 40 M de euros de cifra de negocios y 250 empleados) o 
entidades de interés público, entendiendo como tales las cotizadas, 
las entidades de crédito, las de seguros y las que estén así defi ni-
das en la legislación del Estado miembro en razón de su actividad, 
tamaño y número de empleados.

La tercera diferencia es que la publicidad del informe anual a ela-
borar en el primer semestre del siguiente ejercicio con los pagos 
efectuados, que debe hacerse público por los procedimientos habi-
tuales para el resto de la información fi nanciera empresarial.

Tabla 1
Obligaciones informativas de las empresas extractivas 

o madereras (Directiva 2013/34/UE)

Concepto del pago (en metálico o en especie)

a) Derechos sobre la producción

b) Impuestos sobre los ingresos, la producción y los benefi cios (salvo el IVA)

c) Cánones

d) Dividendos

e) Primas de prospección inicial, descubrimiento y producción

f) Licencias, alquileres, derechos de acceso y otras contraprestaciones por 

licencias y concesiones

g) Pagos por mejoras de infraestructuras

de la Extractive Industries Transparency Initiative (EITI), un grupo 
de interés multilateral formado por gobiernos, compañías y aso-
ciaciones ciudadanas que propugna la publicación de informes 
empresariales sobre pagos a los gobiernos por actividades de la 
minería tradicional o la extracción de hidrocarburos. 

Los principios de información que guían las actuaciones de la EITI 
(pueden verse en http://eiti.org/eiti/principles). Entre los mismos 
es destacable el que fi gura en undécimo lugar, afi rmando que la de-
claración de pagos recomendada a las empresas debe comprender 
todas las actividades extractivas que se desarrollen en el país. Esta 
institución ha elaborado formatos estándar, plenamente verifi ca-
bles, para publicar esos informes, y más de una treintena de países 
productores de materias primas los han asumido.

Detrás de estas demandas estaban especialmente, los casos de 
soborno a funcionarios y la gestión fi scal de las empresas que les 
hacía “desviar” legalmente el pago de impuestos a unos países con 
fi scalidad más ligera (el caso más patente, aunque no tenga nada 
que ver con la minería, es Google, que domiciliado en Irlanda evita 
el pago de impuestos en muchos países con impuestos elevados 
sobre las ganancias, por la actividad que se desarrolla en ellos).

Tras los gobiernos, la sociedad civil y sus organizaciones han 
sido bastante activas en exigir información empresarial de fl ujos 
fi nancieros con los gobiernos, buscando probablemente un cierto 
equilibrio en las relaciones entre la actividad de la empresa y los 
recursos que dejaba al país correspondiente, puesto que los pagos 
al gobierno forman parte del presupuesto y son, de alguna manera, 
recursos comunes a todos los ciudadanos del país.

Es el caso, por ejemplo, de la denominada Financial Transparency 
Coalition, integrada por asociaciones civiles interesadas en la 
transparencia de las empresas y representantes de casi sesen-
ta gobiernos (España incluida), que declara trabajar “para abor-
dar la opacidad del sistema fi nanciero internacional, que crea 
desigualdades que afectan a miles de millones de personas” 
(www.fi nancialtransparency.org) y declara que su Task Force on 
Financial Integrity and Economic Development emite recomenda-
ciones sobre información para abordar los problemas sistémicos 
que impiden signifi cativamente el desarrollo económico, buscando 
mejorar “sustancialmente” la transparencia y la rendición de cuen-
tas a escala internacional.

En todo caso, la lucha contra la corrupción en las relaciones entre 
los gobiernos y las empresas que explotan recursos naturales nor-
malmente controlados por el poder público (petróleo, gas, bosques 
y otras concesiones), ha hecho que la opinión pública se interesase 
por otro aspecto más general de la actividad empresarial, como es 
el equilibrio entre lo que la empresa obtiene del país y lo que aporta 
en términos de rentas, impuestos, pagos por licencias o materias 
primas extraídas, donaciones, etc.

Para juzgar la importancia de esta información hay que tener en 
cuenta que la mitad de la población de la Tierra vive en países poco 
o nada desarrollados cuya única riqueza son los recursos natura-
les (minerales, agua, bosques, petróleo, gas…). Las empresas de 
alcance global extraen esos recursos pagando por ellos poco y es 
frecuente que los gobiernos o los gobernantes utilicen los fondos 
obtenidos sin demasiado control, de manera que puede suceder 
que a los ciudadanos les llegue poco o nada por lo que las em-
presas se llevan de su territorio. De esta manera, la población de 
esos países continúa viviendo en la pobreza mientras que el mundo 
desarrollado se benefi cia de precios muy razonables de productos 
básicos, de los que disfruta asumiendo un coste importante en tér-
minos de preservación de la desigualdad mundial.

La información por países como principio

La necesidad de información individualizada por países fue apo-
yada por los miembros del G-8 en su reunión de 2004, y desde 
entonces comenzó la discusión en los países más desarrollados 
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cada país. Los empleados, por ejemplo, pueden desear saber cómo 
son tratados en su país en relación con otros países (sueldos, ho-
rarios de trabajo, primas o bonos, fondos de pensiones, etc.). Los 
clientes o los proveedores pueden estar interesados en conocer si 
sus condiciones son comparables a las de otros en los distintos 
territorios en los que opera la empresa. Los ecologistas pueden 
querer comparar la medidas de seguridad y protección utilizadas 
en países en desarrollo frente a las de los países desarrollados.

Es posible que la desagregación por países vaya, en el futuro, mu-
cho más allá del desglose de fl ujos con los gobiernos de los países 
en los que opera la empresa. A título de ejemplo sobre las deman-
das de información, otro editorial de la International Tax Review 
(2013) citaba una posible lista de informaciones: nombre de cada 
país en el que opera la corporación, identifi cación de todas sus 
compañías en el mismo y datos fi nancieros que informen sobre ci-
fras clave de actividad fi nanciera (ventas, compras, gastos de per-
sonal, número de empleados, gastos fi nancieros, benefi cios antes 
de impuestos, cargas fi scales y coste histórico y valor actualizado 
de los activos).

Esta obligación alcanzaría a todas las multinacionales, y no solo 
a las que explotan recursos naturales, sino también a las farma-
céuticas, químicas, siderometalúrgicas, fi nancieras, eléctricas, de 
telecomunicaciones o de cualquier otro sector de actividad eco-
nómica.

Es imprescindible ver en este movimiento, todavía incipiente pero 
sólido, un intento de exigencia de responsabilidad social por parte 
de grupos y movimientos arraigados en la sociedad, que pueden 
proceder de distintas tendencias políticas, pero tienen un mismo 
objetivo relacionado con la exigencia de equidad, país por país, a 
las grandes corporaciones, de forma que retornen a las diferentes 
colectividades que mantienen su actividad lo que en justicia les 
pertenece.

Conclusión: equidad más allá de la responsabilidad social

La exigencia de información por países puede confundirse con una 
manifestación más de la responsabilidad social de las empresas 
(RSE). Pero esa forma de califi carla es bastante errónea, porque no 
nace de las empresas sino de otros movimientos sociales que exi-
gen información para juzgar a la propia entidad. La responsabilidad 
social corporativa nace de la empresa, no de la sociedad, y trata 
de conformar a ciertos grupos de interés sin dejarles participar en 
sus decisiones, como si la entidad empresarial tuviera una faceta 
caritativa en la que fundamentar o justifi car su imagen comercial.

En su lugar, la información por países es una exigencia que ha par-
tido de la sociedad y de movimientos cívicos, aunque haya sido 
asumida por ciertos gobiernos, y su intención fi nal no es dejar a 
la empresa en buen lugar o modifi car sus hábitos fi scales, sino 
cambiar la propia sociedad a través de la transparencia de datos 
fundamentales para los ciudadanos, que a su vez pueden o no serlo 
para los accionistas.

En lo que todos los movimientos analizados coinciden es en que el 
objetivo fi nal tiene que ver básicamente con la equidad, de modo 
que pueda situarse en una balanza lo que la sociedad da a la empre-
sa y lo que recibe de esta, y un escenario apropiado para verlo es 
la información de lo que hace en cada país. Si estos movimientos 
tienen éxito, las empresas tendrán que justifi car por qué rebajan la 
protección social de los trabajadores en un país o porqué desvían 
rentas e inversiones a paraísos fi scales.

Es posible que este objetivo tarde muchos años, en especial si los 
gobiernos y los reguladores de información no ayudan, pero la in-
formación que se puede suministrar es muy relevante. Puede poner 
de manifi esto, por ejemplo, políticas discriminatorias entre países, 
transferencias de recursos de unos territorios a otros, desvío de 
resultados hacia jurisdicciones fi scales menos rigurosas, etc. 

Los pagos a consignar han de ser mayores de 100.000 euros y el 
informe debe ser elaborado solamente por la matriz última dentro 
de la UE, previendo la posibilidad de reconocimiento mutuo de in-
formes equivalentes en otras jurisdicciones extracomunitarias, si el 
Estado miembro lo admite. La Directiva habla de forma genérica de 
que los Estados miembros establecerán sanciones por la falta de 
información obligatoria según la misma.

Como es habitual, los Estados de la Unión disponen de dieciocho 
meses para trasponer la legislación, por lo que la obligación no 
será efectiva hasta dentro de dos años, en el mejor de los casos.

La Directiva no habla de verifi cación de esta información en ningu-
no de sus apartados.

Pero hay más…

Es fácil adivinar que, como manifestaba el editorial de la International 
Tax Review (July/August 2012), que las grandes corporaciones no 
están cómodas con esta normativa, por lo sensible y compleja que 
puede resultar la información a suministrar. Algunos países recep-
tores de los pagos pueden prohibir incluso la revelación de esta 
información, aunque en estos casos las guías EITI dicen que se 
mencione el país, sin obligar a aportar más datos.

Sin embargo, el movimiento en demanda de información por paí-
ses (país por país, traduciendo literalmente del inglés) está deman-
dando mucha más información con este detalle y la está exigiendo 
a muchas más empresas.

Probablemente la fuerza más reivindicativa viene de los movimien-
tos ciudadanos que exigen conocer si los impuestos que pagan las 
grandes corporaciones a cada uno de los países están proporcio-
nados a su grado de actividad, ya que sospechan que las inversio-
nes en consultoría fi scal de esas empresas ahorran muchos gastos 
a sus clientes y privan a los países de los recursos que en justicia 
les corresponderían. 

En ese sentido el movimiento internacional Tax Justice Network o 
Red Justicia Fiscal (www.taxjustice.net), formado por investigado-
res, economistas, periodistas y otros activistas dedicados a poner 
de manifi esto por diversos medios las maldades sociales de la tole-
rancia fi scal imperante en los países desarrollados, y en particular a 
luchar a favor de la desaparición de los paraísos fi scales.

En un completo estudio de PriceWaterhouseCoopers (2012) sobre 
las iniciativas a favor de la transparencia fi scal, Andrew Packman 
afi rma que las contribuciones hechas por las empresas a las fi -
nanzas públicas de un país son esenciales para que los gobiernos 
promuevan objetivos de desarrollo económico y social, razón por 
la cual no es de extrañar que surjan movimientos que defi endan a la 
comunidad de prácticas insolidarias de las empresas, pertenezcan 
al sector que pertenezcan.

La localización, virtual o real, de actividades en otros países con 
menores cargas fi scales benefi cia a los propietarios de la socieda-
des, y quizá a los administradores de las mismas, pero a costa de 
perjudicar a toda la sociedad, que por eso se moviliza en petición 
de información. Esta información permite calibrar la equidad de las 
prestaciones a la empresa en el país con las contraprestaciones 
que recibe el país en términos de pagos de impuestos. 

La información fi scal por países se confi gura así como un elemen-
to decisorio de imagen que la empresa tiene en cada uno de los 
territorios en los que opera. No obstante, la desagregación que se 
pretende en las iniciativas más desarrolladas va todavía más allá, 
puesto que trata de cubrir otros pagos.

Las compañías pueden no solo contribuir al Estado con los impues-
tos, sino a otros grupos sociales interesados en su actividad en 
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de la vida ya que eran necesarias “para la realización personal de 
los individuos y para su integración social, así como para la ciuda-
danía activa y el empleo”. Una de ellas es el sentido de la iniciativa 
y el espíritu de empresa.

Pero, ¿qué características, qué capacidades debe poseer una per-
sona para ser emprendedora? Yo diría que los emprendedores son 
personas:

Creativas para identifi car nuevas soluciones y oportunidades  —
con una actitud positiva ante el cambio y la innovación;

con iniciativa y decisión: para hacer que las cosas sucedan  —
transformado las ideas en realidades;

capaces tomar riesgos evaluándolos y asumiéndolos de la for- —
ma y en el momento necesarios;

que confían en sí mismas, creen en su proyecto, y luchan por  —
sacarlo adelante con tenacidad y pasión;

emocionalmente equilibradas para enfrentar situaciones adver- —
sas, controlar sus emociones, superar el desaliento producido 
por las derrotas y las críticas y encontrar soluciones;

sin miedo a equivocarse y con capacidad de aprender de sus  —
errores; 

responsables para asumir las consecuencias de sus actos; —

que sabe trabajar de forma cooperativa y fl exible, como parte de  —
un equipo y vela por los intereses del grupo, y

capaces de idear, desarrollar e implementar proyectos con todo  —
lo que ello implica de planifi cación, organización, comunicación, 
liderazgo, evaluación y aprendizaje.

Si queremos más emprendedores deberemos formar personas con 
estas características, y la pregunta es ¿cómo se potencian todas 
esas capacidades y actitudes? Las acciones que se vienen poniendo 
en marcha para fomentar el emprendimiento consisten fundamen-
talmente en la mejora del contexto legal y administrativo, en medi-
das fi scales y de reducción de cargas burocráticas que simplifi quen 
el nacimiento de las empresas, en charlas de empresarios en los 
centros educativos, en asignaturas de emprendimiento…, y todo 
ello es positivo y nos alegramos de que se esté trabajando en ello. 
Pero si volvemos a leer la lista de características, ¿es sufi ciente? 
¿Conseguirán esas medidas una sociedad más emprendedora? En 
mi modesta opinión no. La Administración y los políticos pueden 
hacer parte del trabajo pero existen otros agentes necesarios y con 
igual responsabilidad, como son las familias, las empresas, el ám-
bito educativo, los medios de comunicación y los ciudadanos en ge-
neral… Sólo si cada uno de ellos toma su testigo y trabaja su parte, 
en colaboración con los demás agentes, se podrá tener, de verdad, 
una sociedad con las destrezas necesarias para emprender. 

El primero de ellos es la familia. Como ya he citado, formar perso-
nas emprendedoras signifi ca entrenar la iniciativa, la creatividad, 
la responsabilidad, la autonomía, el esfuerzo, la constancia o el 
aprendizaje de los fracasos, entre otros. Entrenar esas actitudes 
es, en buena medida, una responsabilidad de las familias, puesto 
que el entorno familiar resulta decisivo en la adquisición de pautas 
de conducta y conformación de valores personales y sociales. Al 
fi n y al cabo, lo que somos se fragua en gran parte en la familia. 
Lo mejor que podemos hacer por nuestros hijos, visto que ya no 
existen los trabajos seguros para toda la vida, es dotarles de la 
mayor empleabilidad posible. Para ello, no basta con inculcarles 
conocimientos técnicos, sino también entrenarles en aquellas ca-
pacidades y habilidades que son más demandadas por el mercado 

Es preciso remarcar que esta información, para tener visos de 
credibilidad, debe estar verifi cada por expertos independientes: de 
otra manera será un juguete en las manos interesadas de los admi-
nistradores, que lo utilizarán según convenga a sus intereses.

En defi nitiva, al tratar de la información desglosada por países se 
está hablando de equidad, que es un concepto que afecta a los 
ciudadanos, no de responsabilidad de las empresas, algunas de las 
cuales han demostrado poca sensibilidad hacia los países de los 
que sacan los benefi cios.
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El emprendimiento, responsabilidad 
de todos

El emprendimiento está de moda. No hay político que no mencione 
la importancia de la creación de nuevos negocios para salir de la 
crisis y continuamente vemos a nuestro alrededor iniciativas par-
lamentarias defendiendo su necesidad y tratando de promoverlo. 
El Gobierno central ha aprobado recientemente la Ley del Empren-
dedor y a nivel europeo, y también se está elaborando un plan de 
acción para el emprendimiento. A todo ello habría que sumar la 
proliferación de documentos e informes sobre esta materia y di-
versas iniciativas a lo largo y ancho de nuestra geografía en las 
que educadores, empresarios o medios de comunicación ponen en 
marcha iniciativas para fomentar el emprendimiento.

Pero ¿qué es el emprendimiento? Muchos de los trabajos mencio-
nados anteriormente consideran que el emprendimiento consiste 
en poner en marcha nuevos negocios y sin duda los que lo hacen 
son emprendedores, pero, ¿solo ellos lo son? Según la RAE em-
prender es “Acometer y comenzar una obra, un negocio, un empe-
ño, especialmente si encierran difi cultad o peligro” Y es que em-
prendedores no son sólo aquellos que crean empresas, sino todos 
aquellos capaces de generar ideas y poner en marcha nuevos pro-
yectos en cualquier ámbito. El empresario o trabajador que lanza 
un nuevo producto o servicio es un emprendedor, como también lo 
es el profesor que pone en marcha un nuevo sistema de prácticas 
para sus alumnos, el funcionario que diseña, defi ende y lleva a la 
práctica una nueva línea de ayudas o el niño que inventa un nuevo 
juego con los medios de que dispone. 

Existen problemas y retos en todos los ámbitos de la vida, y la 
capacidad de enfrentarse a ellos y de poner en marcha propuestas 
creativas que ayuden a superar los obstáculos y a generar valor es 
un activo que debe potenciarse. El espíritu emprendedor es un bien 
valioso en cualquier sociedad, que genera progreso social y econó-
mico y por ello cuando lo potenciamos ganamos todos. 

En este mismo sentido, la UE en 2006 estableció ocho competen-
cias clave que deberían adquirir los jóvenes y los adultos a lo largo 
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Por último, pocas veces se piensa en lo benefi cioso que es para el 
emprendimiento que los medios de comunicación lo favorezcan. 
Existen mil y una formas: mostrando la realidad de los empren-
dedores, denunciando las barreras existentes o proporcionando 
información útil para quienes están pensando en montar su propia 
empresa o quieren emprender nuevos proyectos en su actual tra-
bajo. Además, los medios son capaces de demostrar a través de la 
presentación de micro historias de éxito y fracaso que el emprendi-
miento está al alcance de muchos.

La principal pega es que a menudo estos no poseen acceso a buena 
parte de la información que les sería necesaria para poder hacerlo. 
Los demás agentes mencionados podrían ayudar proveyéndoles de 
historias, datos y testimonios reales y cercanos. 

Todos estos agentes y los roles que pueden jugar respecto al em-
prendimiento son de vital importancia. Pero incluso si ustedes no 
se identifi can con ninguno de ellos, creo que como ciudadanos 
también podemos ayudar. Debemos ser conscientes del gran valor 
que representa para la sociedad el que sus miembros sean em-
prendedores: personas capaces de generar ideas, poner en marcha 
y llevar a buen término nuevos proyectos en cualquier ámbito. En 
nuestras manos está no estigmatizar los fracasos; apoyar y con-
tribuir al desarrollo y mejora de los nuevos proyectos y servicios 
testándolos y aportando nuestra crítica constructiva; realizar pe-
queñas aportaciones dinerarias –el llamado crowdfunding– o de 
otra clase a los nuevos proyectos; emprender nuevos proyectos en 
nuestra casa, en nuestro trabajo, en nuestro entorno, y trasladar 
su experiencia a los medios de comunicación… En defi nitiva, cada 
ciudadano es responsable de poner su granito de arena todos los 
días para contribuir a que nuestra sociedad sea más emprendedora 
y, por tanto, más próspera y solidaria. 

Todo este entramado de acciones que cada uno de nosotros puede 
llevar a cabo no tendría ningún sentido si no se entendiera que para 
que todo funcione, es necesaria la colaboración entre todos estos 
agentes. Es deseable que cada uno en su ámbito de actuación, y 
en la medida de sus posibilidades, tome hoy el testigo y comience 
a actuar, pero no es menos cierto que en la medida en que coordi-
nemos las actuaciones de unos y otros avanzaremos más rápido y 
nos será a todos menos gravoso. Por ejemplo, si un profesor pue-
de conectar con un empresario porque le conoce, para que le ayude 
a preparar una clase, es estupendo, pero imagínense si un grupo de 
empresarios decidiera hacerlo sistemáticamente en varios centros. 
El alcance, el impacto y el aprendizaje para futuras acciones sin 
duda sería mayor. Así pues, demos pasos hacia delante, comen-
cemos a actuar y colaboremos con los demás. Todos podemos 
y debemos contribuir a la prosperidad futura de nuestros hijos, 
alumnos, empleados, empleadores y ciudadanos en general.

Esteban Hernández Esteve
Presidente de la Comisión de Historia de la Contabilidad de AECA

El Panopticon de Jeremy Bentham y su 
introducción, en el pensamiento contable

Merced al libro de Michel Foucault: Surveiller et Punir. Naissance de 
la prison, publicado el año 1975 en París por Editions Gallimard, el 
Panopticon de Jeremy Bentham llegó al conocimiento de los practi-
cantes de la “nueva historia de la contabilidad”, los cuales aplicaron 
las tesis sustentadas en el libro a la disciplina, convirtiéndolas en 
uno de los postulados básicos de su enfoque histórico de la conta-
bilidad, en tanto ejemplo clarifi cador de los propósitos y efectos de 
la misma, y en especial de los de la contabilidad de dirección, en el 
contexto empresarial, y hasta político y social en general.

Sin embargo, pese al papel de primer orden que las ideas sugeridas 
por el Panopticón tienen para los nuevos historiadores de la con-
tabilidad, no parece que el tema, a pesar de su indudable interés 

y que les ayudarán a valerse y progresar en el futuro. Recordemos, 

a este respecto, que diversos estudios destacan que la sociedad 

española no es propensa a tomar riesgos, y que el miedo al fracaso 

es un gran obstáculo para emprender. 

Hay muchas pequeñas acciones que ayudan a fomentar el empren-

dimiento en la familia, les cito algunos de los ejemplos que conozco 

y que yo misma intento poner en práctica: no dar la paga “porque 

sí”, sino gestionarla para que la cantidad sea variable en función de 

lo que el hijo haya hecho durante la semana y de sus propuestas de 

mejora en el hogar; fomentar que los hijos elaboren o construyan ob-

jetos para vender, teniendo en cuenta costes y destino de los benefi -

cios; potenciar el aprendizaje ensayo-error, dejando que los hijos se 

equivoquen y aprendan de sus errores; o no planifi car todo el tiempo 

de los niños ni saturar sus agendas en extremo, sino propiciar que 

tengan tiempo para crear y busquen formas de ocupar su tiempo y 

divertirse, fomentando así su creatividad a lo “Phineas y Ferb”.

En lo que a la formación reglada se refi ere, según el Libro Blanco 

de la Iniciativa Emprendedora en España, editado por la Funda-

ción Príncipe de Gerona y ESADE, más de la mitad de los expertos 

consultados, considera que la formación primaria y secundaria no 

fomenta la actitud emprendedora. Y en lo que a la educación uni-

versitaria se refi ere, más de 70% opina que ésta no es adecuada 

para fomentar la iniciativa emprendedora. 

¿Cómo cambiar esa tendencia? Bajo mi punto de vista es nece-

sario atacar varios frentes. Por un lado se requiere formar a los 

profesores y dotarles de materiales y metodologías adaptados a 

la forma de aprendizaje de hoy que les ayuden a desarrollar estas 

capacidades y actitudes. Pero además, no creo que el asunto se re-

suelva con una asignatura. Las capacidades mencionadas anterior-

mente requieren de entrenamiento y deberían ejercitarse en todas 

las asignaturas y ser promovidas y alentadas por las direcciones 

de propios los centros. Sin duda, la colaboración entre formadores 

y emprendedores será muy útil y a ella habrá que añadir activida-

des que fuercen a los alumnos a moverse en ámbitos inciertos, a 

buscar información, a preguntar, a experimentar a aprender de sus 

errores, a persistir, a encontrar y poner en marcha soluciones...

Respecto al papel que puede jugar la empresa, se debe aclarar que 

en España existe una visión ambivalente por parte de la sociedad 

sobre la imagen de los empresarios. Según datos del Flash Euro-

barometer, el 83% de los españoles considera que los empresa-

rios benefi cian a todos con su creación de riqueza. Sin embargo, 

el 62% cree que los empresarios solo se preocupan de su propio 

bolsillo, una mala imagen del empresario que únicamente es peor 

en Chipre y en Grecia. Resulta paradójico que, en nuestro país, si 

el empresario tiene éxito se desconfíe del modo en que lo logró; y 

si fracasa, se le estigmatiza y se le difi culta emprender nuevas ini-

ciativas empresariales. Estas actitudes, por desgracia, son difíciles 

de cambiar a corto plazo.

Pero los empresarios ya son emprendedores, y precisamente pue-

den aportar mucho en impulsar una sociedad más emprendedora. 

En primer lugar, ayudando y apoyando a la formación y desarro-

llo del espíritu emprendedor mediante la colaboración con otros 

agentes –profesores e instituciones educativas, medios de comu-

nicación, con la Administración…–. En segundo lugar, haciendo 

que sus propias organizaciones sean centros emprendedores e 

innovadores donde se faciliten la recogida de ideas y la iniciativa 

de los trabajadores y donde surjan y se pongan en marcha nuevos 

proyectos de manera permanente, siendo conscientes en todo mo-

mento de que habrá fracasos, pero lo importante es aprender de 

ellos y conseguir tener éxito en un mayor número de ocasiones. 

Y por último, ayudando a las empresas recién nacidas actuando 

como empresas “madrinas”: colaborando en el desarrollo y testaje 

de sus nuevos productos, o admitiéndolas como proveedoras. 
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armadas rusas. No regresó a Londres hasta 1788. En Crecheff, ciu-
dad de Bielorrusia, escribió, en forma de doce cartas dirigidas a un 
amigo de Londres, su Defence of Usury, que fue su primera obra 
sobre economía y que fue publicada en 1787. El trabajo contiene, 
además, una carta decimotercera dirigida a Adam Smith, al que 
consideraba su maestro, aunque mantenía algunas diferencias de 
opinión con él, porque decía que no seguía fi elmente el desarrollo 
lógico de sus principios (Encyclopaedia Britannica, 2004, entrada: 
Jeremy Bentham). 

Las obras de Bentham son muy interesantes en nuestro contexto, 
pues mientras Foucault –autor que lo ha puesto de actualidad en 
el contexto histórico-contable– no parece que se interesara ni alu-
diera a la contabilidad, él sí lo hace y, curiosamente, ofrece una de-
fi nición de tipo histórico sobre ella, especifi cando que “el sistema 
de contabilidad no es ni más ni menos que la historia del sistema 
de dirección en todos sus extremos”. Por otra parte, en una nota al 
pie de esta misma página dice: “La contabilidad es un instrumento 
con el que cuenta la economía, la arquitectura es otro, como hemos 
visto” (Bentham, Outline, 1843, vol. 8: p. 392).

A este respecto debe hacerse notar que escribió un Manual of 
Political Economy cuyo manuscrito fue publicado, también en 1843, 
por John Bowring en su completa colección de obras de nuestro 
autor, colección que puede ser consultada en el siguiente sitio 
web de Internet: http://oll.libertyfund.org/index.php?option=com_
staticxt&staticfi le=show.php?title=1920&Itemid=27

En este Manual se muestra partidario del laissez-faire, aunque con 
algunas modifi caciones y da unas listas de las cosas que el gobier-
no puede hacer y no debe hacer, siendo mucho extensa la segunda 
lista que la primera.

En 1789 publicó lo que es posiblemente su libro más importante, 
An Introduction to the Principles of Morals and Legislation, en el 
que expone su pensamiento principal. Piensa que la Humanidad se 
rige por dos motivos soberanos, dolor y placer, y que el principio 
de utilidad reconoce este hecho. El objeto de todas las leyes debe 
ser el de conseguir la mayor felicidad para el mayor número de 
personas. De este principio deducía que como el castigo implica 
dolor y, en consecuencia, es malo, solamente debería ser usado 
“en la medida en que con él su pudiera evitar un daño mayor” 
(Encyclopaedia Britannica, ídem). 

Bentham empleaba su tiempo estudiando intensamente y escribien-
do entre ocho y doce horas diarias. A su muerte, ocurrida el 6 de 
junio de 1832, dejó literalmente decenas de miles de páginas ma-
nuscritas de trabajos que no había publicado, algunos de los cuales 
sólo estaban esbozados, pues curiosamente su afán por escribir no 
se correspondía con un paralelo interés por publicar, cosa a la que 
dedicaba muy poco esfuerzo. Lo que le interesaba era dar cuerpo 
a sus ideas, formulándolas por escrito, cosa que comprendo per-
fectamente. Legó también a su muerte una extensa fi nca que sirvió 
para fi nanciar la construcción de la University College en Londres, 
de nueva fundación, dedicada a acoger los jóvenes que no eran 
admitidos en aquella época a la educación universitaria normal, es 
decir, los inconformistas, los católicos y los judíos. A su muerte, 
de acuerdo con sus instrucciones, su cadáver fue embalsamado, 
provisto de una cabeza de cera, vestido con sus ropas habituales 
y sentado en una silla, siendo colocado en una vitrina situada en 
uno de los corredores del edifi cio principal de la University College. 
Allí permanece todavía hoy, con su cabeza auténtica, momifi cada, 
depositada entre sus pies (Internet Encyclopedia of Philosophy, 
entrada: Jeremy Bentham).

Retomando el hilo del discurso referido a su estancia en Crecheff, 
diremos que en ese mismo año 1787, en que redactó su Defence of 
Usury, escribió también sus veintiuna cartas, dirigidas asimismo a 

y atractivo, sea muy conocido por los estudiosos de la contabili-
dad en general, ni siquiera por los historiadores afi ncados fuera 
de los predios de la “nueva historia”, e, incluso de éstos, que lo 
conocen con ciertas limitaciones. Por tal motivo, en mi reciente 
libro “Aproximación al estudio del pensamiento contable español” 
(2013, pp. 61 ss.) traté de exponer muy brevemente el origen de 
esas ideas y su aplicación por los nuevos historiadores. Aquí debe-
ré tratar la cuestión también con mucha brevedad, aunque procura-
ré sacar a colación ciertos puntos no tocados en mi anterior trabajo 
en relación con el autor de las ideas.

Jeremy Bentham fue uno de esos fi lósofos morales británicos na-
cidos en la primera mitad del siglo XVIII cuya madurez intelectual 
se alcanzó durante la primera etapa de la Revolución industrial. 
Fueron testigos, consiguientemente, de las grandes novedades 
introducidas con motivo de esa Revolución, novedades que hicie-
ron que se dispararan sus esperanzas sobre los grandes logros 
sociales y económicos que la mente del hombre podría conseguir, 
despertando de esta forma su interés por estas cuestiones. 

Jeremy nació en Londres, en la calle Houndsdicht, paralela al Strand, 
a la altura más o menos de la Savoy Street, o sea, en pleno centro del 
Londres actual, el año 1748, o sea, 25 años después de que naciera 
el escocés Adam Smith y 28 años antes de la publicación de su obra 
An Inquiry into the Nature and Causes of the Wealth of Nations en 
1776, que constituyó el origen de la ciencia económica.

Bentham fue miembro de una familia acomodada, de conocidos 
abogados; su padre y su abuelo lo eran. El también estudió leyes, 
materia que cursó en el Queen’s College, de Oxford, donde ingresó 
en 1760, graduándose en 1763. A su graduación ingresó en 1764 
en la Lincoln's Inn, una institución londinense creada en 1422 para 
la enseñanza del Derecho. Aunque cualifi cado, pues, para ejercer la 
abogacía, nunca lo hizo. Sus abundantes escritos sí versaron, sin 
embargo, en gran parte sobre materias jurídicas, a la par que sobre 
temas políticos, económicos y sociales. 

Parece que Jeremy fue un niño precoz, muy afi cionado a la lectu-
ra, que a los cuatro años leía ya en latín. Está considerado como el 
fundador del utilitarismo moderno, enfoque fi losófi co que evalúa las 
acciones según los resultados obtenidos. Se inspiró en grandes pen-
sadores ilustrados de planteamientos empíricos, como John Locke 
y David Hume. Asimismo fue buen amigo y maestro de James Mill, 
padre de John Stuart Mill, de quien fue tutor, y con quien discutió 
posteriormente sobre muchas cuestiones económicas.

En 1785 se desplazó, pasando por Roma y Constantinopla, a Rusia, 
para visitar a su hermano Samuel, que era ingeniero de las fuerzas 
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En efecto, desde que la humanidad hiciera estallar en el siglo XVIII 
el corsé de los gobiernos autoritarios para hacer valer los ideales de 
libertad, las capas dirigentes de la sociedad se las han tenido que ir 
ingeniado para arbitrar nuevas formas indirectas de disciplinar a sus 
miembros. Entre estas formas, una de las más efectivas a juicio de 
Foucault viene ejemplarizada por el Panopticón de Jeremy Bentham.

En este contexto, Foucault nos dice que “La ‘disciplina’ no se puede 
identifi car ni con una institución ni con un aparato administrativo; 
es una clase de poder, un modo de ejercerlo, que comporta todo 
un conjunto de instrumentos, de técnicas, de procedimientos, de 
niveles de aplicación, de objetivos; es una ‘física’ o una ‘anatomía’ 
del poder, una tecnología” (Foucault, 1975: p. 217). Para Foucault, 
el Panopticón constituye una precisa y clara muestra de estos ins-
trumentos, técnicas y procedimientos que forman parte de esta 
fi losofía del poder, de dominación de la sociedad.

Los partidarios del paradigma crítico radical de la investigación en 
contabilidad vieron que la idea del Panopticon encajaba perfecta-
mente en su visión de lo que ocurría en el seno de la empresa. 
Así, McKinlay y Starkey afi rmaron explícitamente que “La empresa 
constituye un caso típico de sociedad disciplinaria, una especie de 
‘panopticón empresarial” (McKinlay et al., 1998: p. 113). 

Parece que el primero en interesarse por la aplicación de las ideas 
de Michel Foucault al estudio crítico de la contabilidad fue Anthony 
Hopwood, como atestiguan dos de sus artículos más conocidos 
(Burchell et al., 1985; Hopwood, 1987). 

Sin embargo, la primera investigadora en aplicar el Panopticon 
como elemento explicativo en la historia de la contabilidad fue 
Anne Loft en su tesis doctoral Understanding Accounting in its so-
cial and historical context: The case of cost accounting in Britain, 
1914-1925, desarrollada entre 1981y 1986, bajo la dirección de 
Hopwood, en la London Business School. En 1988 la tesis fue pu-
blicada por Garland (Loft, 1988). 

En efecto, en un interesante y simpático artículo la misma autora 
describe cómo después de trabajar un año en su tesis no encon-
traba un camino satisfactorio, por lo que se hallaba deprimida y 
desesperanzada. Entonces, Hopwood le sugirió que buscara ins-
piración en la obra de Foucault Discipline and Punish, o sea, la 
traducción inglesa de Surveiller et Punir. Así lo hizo y empezó a 
leer a Foucault. Al principio le pareció una lectura difícil y enreve-
sada, pero poco a poco se empezó a interesar por la forma en que 
Foucault se apoyaba en el Panopticón de Jeremy Bentham para 
ilustrar la nueva forma de poder establecida al desmoronarse los 
estados autoritarios. Las afi rmaciones de Foucault de que el siste-
ma “funciona como máquina” y que “controla sin interrupción a 
los mismos encargados de controlar; y es absolutamente ‘discre-
to’, pues funciona permanentemente y prácticamente en silencio”. 
(Foucault, 1975: p. 179), la hicieron pensar que el Panopticón fun-
cionaba de forma paralela a la forma que la contabilidad usa para 
disciplinar las actividades de una fábrica. En todo momento acudía 
a su mente la imagen de las fábricas que había visitado en sus 
actividades como auditora (Loft, 2007: pp. 101 ss.).

un amigo suyo de Londres, sobre el Panopticon. De estas cartas las 
cuatro últimas se refi eren a su aplicación en fábricas, manicomios, 
hospitales y escuelas. 

Como es sabido, el Panopticon propone una prisión circular en la 
que los presos están alojados en celdas situadas en la parte to-
cante a la pared interna del círculo. Estas celdas están cerradas en 
su parte frontal con rejas, para permitir al observador externo una 
total visibilidad de lo que ocurre dentro de ellas. Los guardianes, 
a su vez, se colocan en un recinto circular central de paredes opa-
cas, separado de las celdas por un pasillo anular. La pared de esta 
cabina de vigilancia tiene unas mirillas estrechas, de forma que los 
carceleros puedan observar lo que hacen los presos, pero sin que 
éstos puedan verlos a ellos. Esta disposición tiene como objeto 
hace que los presos puedan tener la sensación de sentirse perma-
nentemente vigilados. “Vigilar, sin ser visto”, este era el lema del 
pensamiento de Bentham al idear el Panopticon, de acuerdo con 
lo que expresa en las cartas escritas a su amigo de Londres: “Su 
esencia consiste en la situación central del vigilante, combinada 
con la bien conocida y efi caz estratagema de ver sin ser visto…”.

Y al comienzo del párrafo siguiente continúa: “aunque, tal vez, la 
cuestión más importante sea el que las personas que deben ser 
vigiladas se sientan siempre observadas, o al menos el que haya 
gran posibilidad de que sea así; sin embargo, éste no es de ningún 
modo el único punto importante” (Bentham, 1995, carta V) 1.

A su vuelta a Inglaterra y durante cerca de 20 años, Bentham siguió 
insistiendo en su idea del Panopticón, sin éxito y con grandes cos-
tes. La idea subyacente en todo este esfuerzo era, sobre todo, la 
de mejorar la condición de los presos dada la situación reinante en 
las cárceles inglesas de la época. Afortunadamente, una herencia 
recibida en 1796 le proporcionó estabilidad fi nanciera. A fi nales de 
la década de los 90, la obra teórica de Bentham fue empezando a 
ganar infl uencia entre la clase política, aunque posiblemente esta 
infl uencia fue mayor en la Europa continental. En 1792 fue nom-
brado ciudadano honorario de la joven República Francesa y su 
obra Theory of Legislation fue publicada primero en francés por su 
discípulo suizo Etienne Dumont en 1802, con el título de Traites de 
Legislation (Internet Encyclopedia of Philosophy, entrada: Jeremy 
Bentham).

Por otra parte, fue precisamente un fi lósofo francés, Michel 
Foucault, quien en el siglo pasado y en el marco de su preocupa-
ción por profundizar en la teoría de que los procesos sociales se 
desarrollan bajo el signo de la búsqueda de situaciones de poder 
y prevalencia, volvió a poner en primer plano las ideas de Jeremy 
Bentham sobre el Panopticón como forma de disciplinar la socie-
dad moderna, según se ha comentado ya y se indicaba en mi libro 
citado (Hernández, ídem). 

En este aspecto, las ideas de Michel Foucault sobre esta temáti-
ca han infl uido, de una manera u otra, en casi todos los adeptos 
de la “nueva historia de la contabilidad”, ejerciendo en algunos de 
ellos un infl ujo tan fuerte que los ha confi gurado como un grupo 
específi co dentro del conjunto. A pesar de que Foucault no parece 
que se interesara nunca especialmente por temas empresariales ni 
contables, como se apuntaba, lo cierto es que los adeptos del nue-
vo paradigma crítico de investigación contable, y en especial los 
nuevos historiadores de la contabilidad, sí se han ocupado profu-
samente de él y de su pensamiento, sobre todo en lo que respecta 
a sus disquisiciones sobre las relaciones saber-poder y el papel de 
la disciplina en la sociedad de nuestros días. 

1 Este tipo de construcción se empleó en numerosísimas cárceles de todo el mundo, 

incluida España, donde entre otros establecimientos penitenciarios, fue empleado 

en la Cárcel Modelo de Madrid, la Cárcel de Carabanchel, el Palacio de Justicia y la 

cárcel de Vigo, etc. Yo mismo tuve ocasión de visitar personalmente el Panopticon 

de la cárcel de Badajoz, convertida ya en Museo Extremeño e Iberoamericano de 

Arte Contemporáneo.
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Hacia un nuevo modelo contable 
de cálculo de las pérdidas por deterioro 
por riesgo de crédito para las carteras 
de instrumentos fi nancieros

Desde marzo de 2008, tanto el International Accounting Standard 
Board (IASB) 1, como el Financial Accounting Standards Board 
(FASB) 2, están trabajando activamente en un proyecto cuyo obje-
tivo primordial es desarrollar e implementar una nueva regulación 
contable y de reporting fi nanciero para los instrumentos fi nancie-
ros.

Entre los objetivos de este proyecto, estaba el reducir la compleji-
dad que la normativa actual implica, junto con la convergencia con 
la normativa emitida por el FASB, pero también dar respuesta a los 
requerimientos de diferentes grupos de interés, surgidos en medio 
de la crisis fi nanciera. 

El IASB está acometiendo el proyecto en tres fases diferenciadas 
que una vez fi nalizadas, cristalizaran con la emisión de una nue-
va norma sobre instrumentos fi nancieros (NIIF 9). Las tres fases 
mencionadas son: 

1. Clasifi cación y valoración de los instrumentos fi nancieros.

2. Deterioro de los instrumentos fi nancieros.

3. Coberturas contables.

La fase de “clasifi cación y valoración”, aunque se consideraba com-
pletada desde noviembre de 2009, fue modifi cada en diciembre de 

1 Organismo emisor de las Normas Internacionales de Información fi nanciera 

(NIIF), normas que rigen la contabilidad y el reporting fi nanciero de, al menos, 

todos los grupos cotizados en los países de la Unión Europea y en un gran número 

de países de Europa y el resto de continentes

2 Organismo emisor de las normas contables y reporting fi nanciero aplicables en 

los Estados Unidos de América.

El paralelismo trazado por Anne Loft fue un hallazgo para los nuevos 
historiadores de la contabilidad, pues vieron cómo el Panopticón 
ofrecía una ilustración gráfi ca del papel que ésta y, en particular, la 
contabilidad directiva o de gestión, desempeñaba como instrumen-
to de la dirección para observar el funcionamiento de toda la orga-
nización y asegurar la vigilancia y el control del comportamiento y 
rendimiento de sus trabajadores, de forma que éstos tuvieran la 
sensación de estar permanentemente vigilados, aunque no vieran 
a sus vigilantes.

Naturalmente, para los foucaultianos, la contabilidad de gestión no 
fue desarrollada por motivos de racionalidad puramente económi-
ca, sino más bien como consecuencia de esa búsqueda de medios 
de disciplina, control y vigilancia sociales.

Digamos para fi nalizar esta breve exposición, que Foucault, que 
en sus orígenes era un comunista convencido, abandonó o fue ex-
pulsado del Partido Comunista francés debido a sus ideas, pues 
partiendo en un principio de la teoría de la explotación de los traba-
jadores por parte de la clase capitalista, derivó luego hacia la teoría 
de la explotación, sin más, por parte de las clases dirigentes, una 
trasposición que al parecer no sentó demasiado bien en el seno de 
sus correligionarios.

Por otra parte, es curiosa la paradoja que se da en el episodio 
de la formulación del Panopticon en las postrimerías del Antiguo 
Régimen. De acuerdo con la actitud y la sensibilidad social mostra-
dos por Jeremy Bentham, podemos pensar que, aunque acentuara 
las ventajas del sistema de control y vigilancia que su idea propor-
cionaría, al objeto de despertar el interés de los gobiernos en su 
implantación, su motivo principal o uno de los principales sería el 
propósito de aliviar las condiciones de vida de los presos en las 
cárceles de la época. Sin embargo, ahora, en una sociedad mucho 
más libre y progresista, se contempla dicho proyecto únicamente 
desde la óptica del control y sojuzgamiento de la sociedad por parte 
de las capas gobernantes. No deja de tener verdad esta visión de 
los propósitos de las capas poderosas, tanto políticas como eco-
nómicas –no olvidemos los irritantes lavados de cerebro a que nos 
somete cada día la propaganda comercial–, pero parece interesante 
comprobar, también en este hecho singular, los profundos cambios 
de planteamiento que la sociedad ha experimentando y seguirá ex-
perimentando.
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cado para carteras de cuentas a cobrar que requiere registrar la 
pérdida esperada para toda la vida desde el reconocimiento inicial 
y en los periodos siguientes. 

El último borrador de norma fue emitido en marzo de 2013 y pro-
pone un enfoque basado en un modelo de pérdida esperada para 
el reconocimiento, valoración, presentación y desglose de las pér-
didas por deterioro por riesgo de crédito, frente al actual modelo 
de pérdida incurrida (NIC 39). Como en los anteriores borradores 
y documentos emitidos sobre deterioro de instrumentos fi nancie-
ros (marzo de 2008, noviembre de 2009 y enero de 2011), el IASB 
abrió un periodo de consulta a los distintos usuarios de las NIIF 
para recibir comentarios sobre este último borrador de norma, que 
fi nalizó el pasado 5 de julio.

Abajo se presenta un gráfi co que resume las principales caracterís-
ticas del modelo propuesto por el IASB en el último borrador:

De forma resumida, las principales características del nuevo mo-
delo serían:

Se distinguen tres carteras o “cajones” en función del deterio-- 
ro producido en el riesgo de crédito del instrumento de deuda 
(en concreto, del emisor del instrumento) desde que se realizó 
la inversión, aunque solo hay dos criterios para determinar las 
provisiones o pérdidas. Inicialmente, todas las inversiones son 
registradas en la primera cartera (o “cajón”) y su traspaso a 
las otras dos carteras depende de la evolución del riesgo de 
crédito. Un incremento signifi cativo en el riesgo de crédito de 
un instrumento deuda supondría su traspaso a una de las otras 
dos carteras o “cajones”

El modelo está basado en el reconocimiento contable, en todo mo-- 
mento, de la pérdida esperada por riesgo de crédito de una cartera 
o instrumento. La pérdida contable a registrar sería la pérdida espe-
rada a un año para los instrumentos incluidos en el primer “cajón” 
o riesgos normales, y la pérdida esperada hasta el vencimiento del 
instrumento para los instrumentos clasifi cados en los otros dos 
“cajones” (lifetime). La pérdida esperada a un año sería una parte 
de la pérdida total, para un instrumento y estaría asociada a la pro-
babilidad de impago en los próximos 12 meses. 

Aunque el nuevo borrador incluye algunas directrices sobre - 
cuando se ha producido un incremento signifi cativo en el riesgo 
de crédito, para las entidades será crítico determinar, documen-
tar e informar en los estados fi nancieros de los criterios emplea-
dos para identifi car estas situación en sus diferentes carteras. 

2011. La modifi cación principal fue la introducción de una nueva 
alternativa para la clasifi cación y valoración de determinados instru-
mentos de deuda y, a fecha actual, están en proceso de deliberación 
todas las modifi caciones planteadas, sin que haya marcada una fe-
cha objetivo para la emisión de la norma defi nitiva sobre esta fase. En 
relación con la fase de “coberturas contables” es objetivo del IASB 
emitir la norma fi nal antes del 30 de septiembre de 2013. 

La fase de “Deterioro de los instrumentos fi nancieros” está en 
pleno desarrollo con varios borradores de norma emitidos desde 
2008, y habiendo fi nalizado, el pasado mes de julio, la recepción 
de comentarios por parte de los distintos grupos de interés (usua-
rios, reguladores, auditores, etc..) al último borrador emitido en 
marzo de 2013. Aunque la norma será de aplicación para todas 
las entidades usuarias de NIIF, impactará de forma signifi cativa, 
tanto cuantitativa como cualitativamente (procesos contables) en 
las entidades fi nancieras. Por ello, es en este nuevo modelo para la 
determinación de las pérdidas por deterioro por riesgo de crédito 
donde nos queremos detener, ya que se trata del cambio más rele-
vante para las entidades fi nancieras, al tocar una parte fundamental 
del negocio bancario como es la medición, desde la óptica conta-
ble, del riesgo crédito. 

La actual norma (NIC 39) apuesta por un enfoque o modelo de pér-
dida incurrida, habiendo recibido desde distintos ámbitos críticas 
por su escasa anticipación en el reconocimiento deterioros, críticas 
que se han visto reforzadas por la actual crisis fi nanciera global y la 
difícil situación por la que han atravesado numerosas entidades de 
crédito en los últimos años. 

Estas circunstancias han llevado al IASB al desarrollo, estudio y 
consulta a los distintos usuarios de las NIIF, desde el año 2008, de 
distintos borradores de norma para el tratamiento contable del de-
terioro de los instrumentos fi nancieros por riesgo de crédito, prin-
cipalmente, de las carteras de instrumentos de deuda registradas a 
coste amortizado, aunque esta norma también aplicara a otras car-
teras reconocidas en la NIIF 9, como la de instrumentos de deuda 
registrados a valor razonable con cambios en el patrimonio neto, 
para las cuentas a cobrar (tanto por la operativa normal de la so-
ciedad como por alquileres) y para los compromisos irrevocables 
de crédito y avales (siempre y cuando no sean valorados a valor 
razonable con cambios en pérdidas y ganancias). No obstante, el 
borrador de norma posibilita la utilización de un modelo simplifi -
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las cartas de comentarios recibidas exponían dudas o peticiones de 
aclaración sobre el concepto de incremento signifi cativo del riesgo 
de crédito y sobre los posibles métodos a emplear para el cálculo 
de la pérdida esperada a un año. Hay que destacar que un alto 
porcentaje de las entidades de crédito europeas ya han empezado a 
analizar los potenciales impactos de los nuevos requerimientos. 

Además, del habitual proceso de consulta y recepción de comenta-
rios, el IASB ha realizado un test sobre el nuevo modelo con 15 enti-
dades globales. La mayor parte de los participantes eran favorables 
a un modelo como el actualmente planteado por el IASB, aunque 
con algunos matices sobre la aplicación de determinados conceptos. 
Otra cuestión a destacar, es que el modelo de deterioro que plantea 
el FASB no distingue entre carteras, y exige para todas las carteras el 
registro de las pérdidas calculadas para toda la vida del instrumento 
(lifetime), sin contemplar el cálculo de pérdidas esperadas a un año 
(cajón 1 del modelo IASB), con lo que conceptualmente el nivel de 
provisiones en las entidades que preparan sus cuentas con princi-
pios americanos (FASB) tenderán a ser superiores.

Durante el tercer trimestre de 2013, es objetivo del IASB analizar 
y debatir, con los distintos partícipes, los comentarios y plantea-
mientos recibidos y aunque no hay una fecha objetivo publicada se 
espera la emisión de la norma fi nal para mediados de 2014. 

En cuanto a la fecha efectiva de aplicación, aunque el borrador de 
norma de marzo de 2013 la establecía para el 1 de enero de 2015, 
el pasado mes de julio el IASB decidió diferir esta fecha, sin esti-
pular otra fecha concreta, que será determinada y publicada una 
vez que las normas fi nales sobre “clasifi cación y valoración sobre 
instrumentos fi nancieros” (fase 1) y sobre la comentada “deterioro 
de activos fi nancieros” (fase 2) hayan sido emitidas. 

A pesar de la incertidumbre sobre la fecha de efectiva aplicación, 
parece claro, y así lo asumen los distintos grupos de interés, que 
el nuevo modelo de deterioro estará basado en la pérdida espe-
rada por riesgo de crédito, cuyos impactos cuantitativos variaran 
dependiendo del perfi l de riesgo y del modelo de negocio de las 
entidades y requerirá cambios relevantes en los actuales procesos 
contables, así como en las aplicaciones que los soportan, por lo 
que las entidades deben comenzar lo antes posible a analizar los 
distintos retos e impactos que plantea el nuevo modelo.

Amalia Carrasco
Joaquina Laffarga
Universidad de Sevilla

Ética y efi ciencia en los consejos 
de administración europeos

La Comisión Europea en un comunicado de prensa de 14 de no-
viembre de 2012 propuso como objetivo que el género menos 
representado suponga para 2018/20 el 40% de los puestos no 
ejecutivos de los consejos de administración de las empresas coti-
zadas en Bolsa (European Commission, 2012a). Muchos países se 
han manifestado en contra de esta propuesta, dentro de los cuales 
destacamos Reino Unido, por ser el país precursor de códigos éti-
cos, y Suecia, por ser el que ha destacado desde hace tiempo por 
la diversidad en sus consejos (Suecia) 1. Esta oposición se funda-
menta en la creencia que la evolución natural y, en todo caso, la 
autorregulación puede ser sufi ciente para poder llegar a las cotas 
de paridad deseadas.

1 Noruega es el país que actualmente tiene mayor diversidad en sus consejos deri-

vada de la ley adoptada en 2003 que requería paridad para 2008. 

Por ejemplo, se consideraría que el deterioro es signifi cativo 
situaciones como que la entidad concediera la operación ahora 
en condiciones signifi cativamente distintas o la existencia de 
impagados con más de 30 días de antigüedad.

Además el nuevo modelo impacta en la forma en la que se recono-- 
cen los intereses de las carteras. Así, mientras que en los instru-
mentos clasifi cados en los cajones 1 y 2 se presentaran calculados 
sobre el valor bruto del préstamo o crédito, en aquellas operacio-
nes traspasadas al cajón 3, se reconocerán sobre el valor neto del 
préstamo. Este hecho requerirá de modifi caciones en los procesos 
de registro contable y en las aplicaciones que los soportan. 

Asimismo, las entidades necesitarán desarrollar nuevos mo-- 
delos o adaptar los existentes para poder calcular las pérdidas 
de acuerdo con los nuevos requerimientos, así como modifi car 
los procesos de registro contable y las aplicaciones de soporte, 
para poder generar la información necesaria con los niveles de 
control y calidad de la información necesarios, tanto desde un 
punto de vista interno (gestión) como externo (información a 
revelar al mercado). 

La determinación de cuando se produce un “incremento signifi cativo 
del riesgo de crédito” y las variables y factores considerados para el 
cálculo de la pérdida esperada contable, serán, el principal foco de 
discusión o debate principal entre entidades, reguladores, auditores 
y demás usuarios de los estados fi nancieros, como así se está mani-
festando en muchos de los comentarios recibidos por el IASB. 

Mientras que la pérdida incurrida se corresponde con el deterioro 
de valor que se ha registrado en una cartera o instrumento como 
consecuencia de “eventos de pérdida” ya ocurridos que harán que 
los fl ujos de caja futuros de dicha cartera o instrumento sean me-
nores que los inicialmente previstos, mientras que para determinar 
la pérdida esperada no tienen por qué haber “ocurrido” los mencio-
nados eventos de pérdida. 

Esta circunstancia indica que, bajo el nuevo modelo propuesto, el re-
gistro de las pérdidas por deterioro se anticipará respecto a las regis-
tradas bajo el modelo actual de pérdida incurrida, cubriendo así uno 
de los aspectos más criticados del modelo actual de provisiones. 

Es importante precisar que, en el caso de las entidades de crédito, 
la pérdida esperada “contable” seguirá difi riendo de la pérdida es-
perada requerida a efectos regulatorios (requerimientos de capital) 
al perseguir distintos objetivos. Las pérdidas esperadas “conta-
bles” están basadas en el cálculo de fl ujos de pérdida esperados en 
base a la coyuntura económica actual (point in time) y las pérdidas 
esperadas “regulatorias” están basadas en el cálculo de los fl ujos 
de pérdida esperados a lo largo de un ciclo económico (through 
the cycle). Además la pérdida esperada “regulatoria” únicamente 
contempla el horizonte temporal de un año y es un concepto esta-
dístico, siendo la media del fl ujo anual de quebrantos por impagos 
que, al comienzo del ejercicio, se estima que aparecerán a lo largo 
del año siguiente.

No obstante, a pesar de las diferencias comentadas, existen si-
nergias claras entre los modelos internos ya desarrollados para 
determinar las pérdidas esperadas “regulatorias” y la información 
necesaria para determinar las pérdidas esperadas “contables” de 
acuerdo con la nueva normativa contable. Los parámetros utiliza-
dos en los cálculos de la pérdida esperada “regulatoria” como la 
probabilidad de impago (“Probability of default” o PD) y la pérdida 
en caso de impago (“loss given default” o LGD) serán, con toda 
seguridad, utilizados por las entidades en los modelos de pérdida 
esperada “contable”. 

Otra cuestión relevante, ante cualquier tipo de cambio normativo, 
es el tiempo que se necesita para la implementación de los nuevos 
requerimientos. De acuerdo con los comentarios recibidos por el 
IASB, el tiempo estimado para la implementación de las propuestas 
contempladas en la norma se situaría en torno a tres años. Además, 
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toma de decisiones. Se asume que el hombre y la mujer puede 
ser evaluado con la misma escala. Si bien, mientras el enfoque de 
igualdad de oportunidades mira los obstáculos de acceder a pues-
tos de decisión desde un punto de vista ético, desde la segunda 
perspectiva el menor acceso de la mujer a los consejos de adminis-
tración es un problema de inefi ciencia en la gestión de los recursos 
humanos y no de discriminación, estereotipos o falta de ética.

Las perspectivas tercera y cuarta se basan en la existencia de dife-
rencias entre sexos, en términos de experiencias, valores, formas 
de comportarse, sentir y pensar. La visión “contribución especial” 
sugiere que debido a estas diferencias las mujeres poseen cua-
lifi caciones complementarias y, por tanto, potencial para hacer 
nuevas e importantes “contribuciones” en el campo de gestión. 
Comunicación, trabajo en equipo, cooperación son rasgos femeni-
nos típicos que infl uyen en una estructura social menos jerárquica 
y un clima laboral más fl exible demandados en la actualidad por 
las organizaciones. En consecuencia, según este enfoque son las 
características específi cas de la mujer las que sirven de vehículos 
para alcanzar puesto de toma de decisiones.

El cuarto enfoque “valores alternativos” hace hincapié en que las 
diferencias entre los valores típicos masculinos y femeninos con 
sustanciales, y que puede provocar confl icto entre los dos sexos 
por tener ambos intereses contrapuestos. De aquí se deriva que las 
barreras para alcanzar puestos más altos para las mujeres, no son 
sólo cuestión de falta de igualdad de oportunidades, prejuicios…, 
también puede ser resultado de falta de interés de muchas mujeres 
en adaptarse a la demandas de las empresas y puestos de trabajo 
de gestión dominados por los hombres. Sin embargo, desde un 
punto de vista ético y de responsabilidad social corporativa, es de 
justicia social que las mujeres ocupen puestos de toma de decisio-
nes en mucha mayor medida de lo que lo hacen en la actualidad 
para cumplir con la demanda de la sociedad y sus instituciones, lo 
que supone, siguiendo el último enfoque, aceptar cambios estruc-
turales y culturales en la organización (ver Grosser, 2011).

La combinación de las dos últimas perspectivas lleva a una situa-
ción paradójica: El factor que hace importante que las mujeres es-
tén representadas en los grupos de toma de decisiones, es decir, 
la diferencia entre valores y prioridades de mujeres y hombres, 
también hace que sea más difícil que las mujeres consigan mejores 
puestos de trabajo en los negocios, gobierno o política. 

De estas propuestas, las mas generalizadas y aceptadas son la me-
ritocrática y contribución especial, ambas inciden en la efi ciencia 
en los consejos de administración (Terjesen et al., 2002), Y pa-
rece que la propuesta europea parece seguir estos dos enfoques 
de efi ciencia, al utilizar las cualifi caciones y los méritos como los 
principales criterios para ocupar un puesto en un consejo de ad-
ministración, y la incorporación de garantías para asegurar que no 
se produzcan ascensos automáticos e incondicionales del género 
menos representado. Como colofón a la propuesta, la comisión 
señala que una mayor presencia de mujeres en los puestos direc-
tivos puede contribuir a un entorno de trabajo más productivo e 
innovador y por ello a mejorar la rentabilidad de la empresa en su 
conjunto. Esto se debe a una mentalidad más diversa y colectiva 
que incorpora una gama más amplia de perspectivas y adopta así 
decisiones más equilibradas.

Sin embargo, la realidad no es la paridad (Catalyst, 2012), las ba-
rreras al acceso de la mujer a los puestos de decisión han existidos, 
o existen todavía. Las mujeres representan el 60% de los nuevos 
licenciados universitarios, pero sólo unas pocas acaban ocupando 
altos puestos en las empresas. Romper con ese techo de cristal, 
aunque sea por motivos éticos, de responsabilidad social y justicia 
social, aspectos tan demandados en los momentos actuales, parece 
necesario. La evidencia ha demostrado que para la mayoría de los 
países sólo una normativa coercitiva ha hecho posible el avance en 
este terreno (Catalyst 2012, European Commission, 2012b). Por ello, 
la propuesta europea, respetando los principios de efi ciencia de las 
organizaciones, se complementa con una acción positiva transitoria, 

Sin embargo, sólo once países europeos, siguiendo las recomen-
daciones de la Comisión 2, han utilizado algún instrumento jurídi-
co para promover la paridad en los consejos, variando en plazos, 
porcentajes, sanciones y tipos de empresas: Bélgica, Francia, Italia 
y los Países Bajos en 2011; Portugal en 2012; España en 2007; 
Dinamarca y Austria en 2010; y Finlandia, Grecia y Eslovenia. De es-
tos 11 países, y según información de la CE (European Commission, 
2012b), Francia es el país que ha mostrado mayor avance desde su 
autorregulación (incremento del 9,3% en un año) situándose en 
2012 en el tercer país Europeo con mayor proporción de mujeres 
en los consejos (27%). Finlandia, con un incremento del 1,7% en 
el último año, se sitúa en un 29,2%, adelantando a Suecia (26,9%). 
Los Países Bajos han aumentado en un 1,2%, llegando al 21,7%, 
y España con un aumento del 1% consigue llegar a un 13,9% en 
2012 . Los demás países avanzan en un porcentaje inferior al1% 
e incluso descienden, como Eslovenia, o no experimentan ningún 
aumento como Grecia. 

Por tanto, ni todos los países han utilizado el vehículo de la autorre-
gulación, ni todos responden de la misma forma sea por motivos 
culturales o institucionales (Carrasco et al., 2011). Los avances 
tangibles son la excepción, Francia es el país que ha mostrado 
mejor respuesta, y llama la atención España que, tras casi siete 
años desde la publicación de la ley de igualdad, el avance sigue 
siendo lento. Por ello, justifi ca la Comisión, si se considera la au-
torregulación, y añadimos nosotros la evolución natural, como el 
instrumento para conseguir la paridad, la mayoría de los países 
tardarían entre 30 a 100 años (incluyendo a España entre ellos), si 
se mantiene el avance manifestado en 2012. Además, y no menos 
importante, de los problemas que las diferencias jurídicas podrían 
ocasionar dado el carácter globalizador de la mayoría de las actua-
ciones empresariales en la actualidad.

Esta propuesta ha reavivado un debate latente desde hace años en 
los medios políticos, sociales y académicos de todos los países. Si 
bien las cuestiones sometidas a debate son amplias, hay una que 
destacamos en estas líneas, por ser la pregunta más generalizada 
en la mente de muchos, ¿por qué es necesario que haya mujeres en 
los consejos? Interrogante nada nuevo, que nos ha llevado a rebus-
car en la literatura de hace 20 o 30 años, para tratar de responder y 
razonar a este pregunta y analizar la propuesta europea.

A pesar de la amplia literatura al respecto (ver Burgess y Thaenou, 
2002) vamos a acudir a un articulo publicado en 1989 de Billing y 
Alvesson titulado “Four ways of looking at women and Leadership”. 
Estos autores tratan de explicar el acceso de la mujer a los ór-
ganos de gestión a través de cuatro perspectivas: Igualdad de 
Oportunidades, Meritocracia, Contribución Especial y Aportación 
de Valores Diferentes. Perspectivas extremas de un continuo que 
se entremezclan en la abundante bibliografía existente, siendo difí-
cil de encontrar de forma pura alguna de ellas. 

La perspectiva de “igualdad de oportunidades” tiende a defi nir su 
objetivo básico en términos de dar a las mujeres una justa opor-
tunidad de ascender en la escala jerarquía de la organización. La 
visión “meritocrática” busca seleccionar la mejor cualifi cación sin 
tener en cuenta el género, clase, origen, raza o religión. Estos dos 
primeros enfoques enfatizan que hombre y mujer tienen rasgos co-
munes, y por tanto, teóricamente, hay igualdad de oportunidades 
para poder acceder a los puestos jerárquicamente más altos de 

2 Existen recomendaciones del Consejo sobre el fomento de la participación equili-

brada de hombres y mujeres en el proceso de toma de decisiones que se remon-

tan a 1984 y 1996. En marzo de 2010, se promueve la igualdad en la toma de 

decisiones como uno de los objetivos de la Carta de la Mujer. La Comisión pro-

siguió estos compromisos mediante la adopción en septiembre del mismo año, 

de una estrategia de igualdad de género para los cinco siguientes años. En marzo 

de 2011, la Comisión invitó a las empresas cotizadas a aumentar voluntariamente 

el número de mujeres en sus consejos de administración mediante la fi rma del 

Compromiso Europeo “Más mujeres en los órganos Directivos” hasta un 30% en 

2015 y un 40% en 2020. 
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Diccionario de nuestra Lengua 1 atribuye a los tres sustantivos que 
la forman, presenta el siguiente signifi cado semántico que le con-
fi eren dichas palabras.

 • Ánimo: intención, voluntad (3.ª acepción).

 • Fin: objeto o motivo con que se ejecuta algo (3.ª acepción).

 • Lucro: ganancia o provecho que se saca de algo (1.ª acepción).

Es decir, que con la expresión “ánimo de fi n de lucro”, queremos 
indicar “la intención o voluntad de obtener ganancia o provecho de 
algo que se ejecuta por tal motivo”; mientras que, por el contrario, 
“sin ánimo de lucro” nos está indicando “la intención o voluntad de 
no obtener ganancia o provecho de algo que no se ejecuta por tal 
motivo”. Con ello queremos resaltar que la expresión “sin ánimo de 
lucro” adquiere, el carácter negativo de carencia de algo.

Trasladando estos conceptos a las diferentes entidades que son 
protagonistas de la actividad económica, podemos separar aque-
llas entidades cuyo objeto es precisamente la obtención de lucro 
con su funcionamiento –entidades lucrativas–, de aquellas otras 
cuya nota distintiva es justamente la de carecer de dicha motiva-
ción –entidades no lucrativas o sin fi nes de lucro–, y que son aque-
llas a las que nos queremos referir.

II.  Entidades sin fi nes lucrativos versus entidades 

con fi nes lucrativos

Como acabamos de decir, el hecho de carecer de fi nalidad lucra-
tiva es precisamente la nota básica que caracteriza y defi ne a un 
conjunto determinado de sujetos económicos, como es el de las 
“entidades sin fi nes de lucro” –en adelante ESFL–, el cual puede 
diferir en contenido del de otras denominaciones genéricas, ya que 
no todas agrupan exactamente las mismas entidades, por ejemplo, 
una “organización no gubernamental” no tiene porque ser siem-
pre también una ESFL, pese a que la mayoría lo sea; tampoco una 
“entidad del tercer sector” tiene que ser por fuerza una “entidad 
fi lantrópica”, etc.

Como encontramos que la única característica que defi ne con toda 
precisión a estas entidades, es justamente la de carecer de ánimo 
de lucro, nos atrevernos a afi rmar que las entidades que no pre-
sentan esta nota, podrán ser “lo que sean”, pero lo que no serán es 
ESFL. De otro modo caeríamos en una profunda contradicción bá-
sica, al incluir como “entidades sin fi nes de lucro” a entidades que, 
de forma directa o indirecta, persigan su obtención. Sería todo un 
contrasentido que, formando parte de las denominadas ESFL, se 
incluyeran algunas otras cuya fi nalidad, explícita o implícita, fuera 
precisamente su obtención.

La defi nición de ESFL contrapone su objetivo fi nal con el de las 
entidades lucrativas o, si se quiere, con las empresas mercantiles. 
Mientras que para las empresas como entidades que persiguen el lu-
cro, la fi nalidad última de su existencia es la de conseguir benefi cios 
sufi cientes para retribuir a sus accionistas o partícipes, el objetivo 
último de las ESFL es alcanzar algún objetivo inmaterial como puede 
ser la mejora del bienestar de los ciudadanos de un lugar concreto, la 
preservación del medio ambiente, la difusión de la cultura, una mejor 
asistencia sanitaria, etc. Pero el hecho de que la fi nalidad principal 
de las ESFL no sea la obtención de lucro, no signifi ca que deban 
perseguir la ruina descapitalizándose, todo lo contrario, deberán es-
forzarse en mantener un equilibrio presupuestario, de tal manera que 
los ingresos de un periodo traducidos en cobros, procediendo de la 
fuente que sea, equilibren los pagos a realizar en ese mismo periodo 

1 Vigésima primera edición del Diccionario de la Real Academia Española de la Len-

gua.

hasta 2028: a igualdad de cualifi caciones se da preferencia al género 

menos representado, a menos que una evaluación objetiva que tenga 

en cuenta todos los criterios específi cos de los candidatos individua-

les incline la balanza a favor del candidato del otro género.
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El ánimo de lucro en las Entidades 
sin fi nes de lucro

I. Introducción y concepto

En nuestro mundo actual, y bajo diferentes denominaciones, ac-

túan unas determinadas entidades cuya intención es ayudar a cu-

brir la larga serie de carencias que existen en nuestra sociedad, 

desarrollando un papel de cobertura allí donde las necesidades de 

cualquier tipo que sea se manifi estan sin estar efi cazmente cubier-

tas por otros organismos o entes llamados a ello. Estas entidades 

–que actúan de forma de forma complementaria e independiente 

de los organismos antes citados–, aportan su colaboración y su 

modo particular de “saber hacer” donde se necesite su presencia, 

presentando unas peculiaridades organizativas y estructurales que 

no se corresponden con las tradicionalmente atribuibles, tanto a 

entidades del sector privado como del sector público.

Respecto de su denominación estas entidades reciben diversos 

nombres tales como “entidades sin fi nes de lucro (ESFL)”, “organi-

zaciones no gubernamentales (ONG’s)”, “organizaciones no lucra-

tivas (ONL)”, “organizaciones voluntarias”, “entidades del Tercer 

Sector”, “organizaciones fi lantrópicas”, etc., es decir, que existe 

una multiplicidad de nombres para identifi carlas, ya que siendo to-

das ellas similares en el fondo, cada una de ellas presenta matices 

propios singulares, al no ser su contenido totalmente coincidente.

El título que más adecuado nos parece para su identifi cación es el 

de “entidades sin fi nes de lucro”, por entender que es justamente 

la ausencia de “ánimo de fi n de lucro” la nota distintiva que mejor 

las defi ne. Esta última frase, atendiendo a las defi niciones que el 
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Pero, llegado el caso, ¿no es mejor diferenciar entre entidades con 
fi nalidad lucrativa y entidades sin fi nalidad lucrativa, que entre ope-
raciones lucrativas y operaciones no lucrativas? Nuestra opinión es 
que no es práctico incidir en la distinción entre operaciones o acti-
vidades lucrativas y no lucrativas, ya que puede ser excesivamente 
laboriosa y confusa, sino entre “entidades con fi nes de lucro” y 
“sin fi nes de lucro”, y aunque reconocemos que no es el caso que 
contemplan nuestras leyes, esperamos que se legisle un nuevo 
tratamiento para estos supuestos en el sentido que proponemos. 
Además, no pudiendo repartir las ESFL los eventuales benefi cios 
que obtuvieran, las ventajas competitivas o de imagen no tendrían 
sentido; y quedando tan sólo la razón fi scal como motivo, distin-
guir entre entidades con fi nalidad lucrativa y entidades sin fi nalidad 
lucrativa, nos parece que es lo más simple y cómodo, aunque eso 
sí, vigilando que las ESFL, con sus actuaciones, no se aparten de 
las fi nalidades expresadas en su objeto social.

IV. Precisiones sobre el concepto de benefi cio

El término “benefi cio” según el diccionario de nuestra lengua pre-
senta dos acepciones perfectamente aplicables a nuestros efectos: 
benefi cio como utilidad –como 2.ª acepción– y benefi cio como ga-
nancia económica que se obtiene de un negocio, inversión u otra 
actividad mercantil como 7.ª acepción. 

Parece claro que el benefi cio entendido como como “ganancia 
económica que se obtiene de un negocio, inversión u otra activi-
dad mercantil” es el propio y típico de las “entidades lucrativas”, 
mientras que su acepción como “utilidad” defi nida como “prove-
cho, conveniencia, interés o fruto que se saca de algo” 4 puede ser 
aplicable tanto a entidades sin fi nes de lucro como lucrativas, toda 
vez que el objeto de las ESFL es precisamente el obtener para la co-
lectividad algún tipo de “provecho, conveniencia, interés o fruto”. 
En conclusión, de la actuación de las ESFL se esperan benefi cios 
en el sentido de utilidades de naturaleza inmaterial, pero no de ga-
nancias económicas.

Lo que si se dará con frecuencia en las ESFL –siendo deseable ade-
más que así sea–, es la aparición de “excedentes” cuando los ingre-
sos sean superiores a los gastos en un ejercicio económico, pero 
estos “excedentes” en el sentido de “sobrantes”, no son “ganan-
cias” ya que no pueden ser objeto de reparto, por lo que no tienen 
la consideración de “lucro”. En defi nitiva, una ESFL podrá perseguir 
obtener “benefi cios” en el sentido de “utilidades” o “excedentes”, 
los cuales nunca se podrán califi car como “ganancias” ya que al no 
poder ser distribuirlos libremente, no constituyen “lucro”.

Se podría argumentar que la ausencia del “ánimo de lucro” puede 
producir el riesgo de descapitalización al consumirse los recursos 
propios, y efectivamente esto sucederá en aquellas ESFL que ac-
túen por encima de sus posibilidades de gasto. Pero existe una “re-
gla de oro” aplicable para todos los agentes económicos –estado, 
empresas, familias, ESFL, etc.–, que es la necesidad de equilibrar 
sus entradas (ingresos) y salidas (gastos) si quieren sobrevivir, es 
decir, que nunca ningún sujeto puede vivir por encima de sus po-
sibilidades.

El equilibrio fi nanciero se consigue en las empresas cuando sus 
ingresos cubren todos sus costes incluidos los de capital, mientras 
en las ESFL dicho equilibrio se logra cumpliendo unos presupues-
tos equilibrados y obteniendo el excedente sufi ciente para mante-
ner e incrementar el desarrollo de sus actividades, así como las 
exigencias de fi nanciación derivadas de las diferencias temporales 
entre los cobros y los pagos que se deriven de un presupuesto 
equilibrado de ingresos, gastos e inversiones. 

Por estas razones, en las ESFL el “benefi cio” como “ganancia” no es 
un indicador que sirva para su gestión dado que, al no ser un objetivo 
pretendido, pasa a segundo plano y con una fi nalidad distinta, razón 
por la cual los posibles “benefi cios” tomados como “excedentes”, 

4 Segunda acepción del Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua.

sin provocar desequilibrios que puedan reducir su patrimonio. Tal 
como señala Guillermo Barreno 2 puede parecer contradictorio que 
unas determinadas entidades, que actúan dentro del campo econó-
mico, tengan como objetivo social la realización de trabajos que no 
produzcan ningún tipo de utilidad o ganancia.

De todo lo anterior se deduce que una ESFL no deberá ejercer sus 
actividades de manera poco efi ciente desatendiendo al binomio 
ingresos-gastos, sino que, por el contrario, deberá esforzarse en 
aplicar las mejores técnicas de gestión para lograr la máxima pro-
ductividad en las actuaciones que emprenda, no para obtener ga-
nancias, sino para conseguir que sus actividades cubran cada vez 
un mayor número de usuarios benefi ciarios de ellas.

III. Actividades u operaciones lucrativas y no lucrativas

Llegado a este punto, ¿a que nos referimos exactamente con la 
frase “sin fi nes lucrativos”?, ya que pueden ser lucrativas –o no 
lucrativas– las operaciones que se realicen, las actividades que em-
prendan o las fi nalidades que persiga cada entidad.

En primer lugar deberemos preguntarnos por la utilidad de dicha 
distinción, ¿para qué sirve? y ¿qué se persigue con ello? Como 
contestación se suelen dar tres razones:

Eliminar una injusta ventaja competitiva que puede darse cuan- —
do las mismas operaciones son realizadas por entidades con 
fi nes lucrativos y sin fi nes lucrativos.

Que las entidades lucrativas no se aprovechen del “efecto de  —
imagen” positivo que presentan las entidades no lucrativas.

Gravar el rendimiento de las actividades lucrativas con indepen- —
dencia de que el sujeto que las realice, sea una entidad lucrativa 
o una ESFL.

Buscando la distinción más efi caz, por operaciones lucrativas o no 
lucrativas entendemos los hechos o actuaciones elementales que 
se desprenden del ejercicio de una actividad y que se traducen en 
transacciones concretas: cobrar, pagar, pesar, comparar, comprar, 
gastar, etc. El escalón superior de las actividades –lucrativas o no–, 
identifi ca como un “todo” al conjunto de actuaciones concretas 
mediante las cuales una entidad espera cumplir sus fi nalidades, 
por ejemplo la explotación de una línea de transportes o de un hos-
pital. Finalmente, los fi nes o fi nalidades son los objetivos de una 
entidad que expresan para lo que se ha creado y, en este sentido, 
son la razón de su propia existencia y que podrá ser, la de obte-
ner ganancias actuando como intermediario fi nanciero –fi nalidad 
lucrativa–, o contribuir a la mejora del medio ambiente en África 
Central como ejemplo de fi nalidad no lucrativa.

Partiendo del hecho de que nuestras leyes admiten que las ESFL, 
junto con las actividades típicas propias 3 –que identifi can como no 
lucrativas o no mercantiles–, desarrollen otras con carácter lucra-
tivo o mercantil, dicha distinción parece que se hace necesaria. En 
todo caso, el excedente económico, caso de que surja, deberá ser 
reinvertido en los fi nes de la propia entidad, no pudiendo ser distri-
buido entre los fundadores, socios o trabajadores de la misma.

2 Barreno Vara, G.: “La colaboración de los economistas en las entidades no lucra-
tivas”. Revista del Colegio de Economistas de Madrid 51.

3 La Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a 
la Participación Privada en Actividades de Interés General, contempla la coexis-
tencia de actividades de interés general, con actividades mercantiles, admitiendo 
la posibilidad de que ejerzan directa o indirectamente actividades mercantiles o 
industriales.
La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, prevé que las entidades sin 
fi nes de lucro puedan realizar, junto con las actividades propias, otras de carácter 
mercantil.
El Real Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, por el que se aprueba el regla-
mento de fundaciones de competencia estatal, establece que el plan de actuacio-
nes contendrá información identifi cativa de cada una de las actividades propias y 
de las actividades mercantiles que realice la entidad.
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sonas ajenas a él, ya que bastantes veces suele ser excluyente 
y exclusivo. Lógicamente las ESFL no pueden atender a fi nes de 
este tipo al quedar alejados del “buen común”

 • Interés colectivo el que afecta a un conjunto sufi cientemente 
amplio de personas, delimitado o defi nido por una serie de atri-
butos o nexos de unión que, en general, no son excluyentes, 
ya que no suelen constituir una barrera de acceso al colectivo. 
Para pertenecer a él normalmente se requiere contar con ciertas 
condiciones mínimas en función del colectivo que se trate –por 
ejemplo el formado por los antiguos alumnos de un colegio, o 
el de los amigos del ferrocarril–, o cuando voluntariamente se 
desea pertenecer al mismo, por ejemplo los simpatizantes de un 
determinado club de fútbol.

 • Interés general es una clase de interés distinto y más amplio 
que el colectivo, ya que afecta y favorece a todos y cada uno 
de los individuos que lo componen sin hacer excepciones –por 
ejemplo la humanidad en su conjunto–, o a un número lo sufi -
cientemente grande de componentes que no signifi que la exclu-
sión de nadie, por ejemplo intereses que afecten a Latinoamérica 
en su totalidad.

VI. Conclusiones

Podemos extractar las conclusiones siguientes:

1.ª Las “entidades sin fi nes de lucro”, reciben esta denominación 
precisamente por no tener como objetivo obtener ganancias 
para ser distribuidas ente sus socios, dueños, directivos o em-
pleados. Esta nota básica es exclusiva y excluyente: sólo pueden 
ser “entidades sin fi nes de lucro” las que no persigan el mismo, 
y a sensu contrario, no serán “entidades sin fi nes de lucro” aque-
llas otras que lo persigan de forma directa o indirecta.

2.ª La obtención de excedentes derivados de las actividades em-
prendidas en las “entidades sin fi nes de lucro” no representa 
ganancias para estas entidades, ya que no se trata de benefi -
cios propiamente dichos al no poder disponer libremente de 
ellos para su reparto.

3.ª Es en la fi nalidad de las entidades y no en sus actividades, don-
de se pueden distinguir las actuaciones lucrativas de las no 
lucrativas.

4.ª La fi nalidad de las “entidades sin fi nes de lucro” es realizar 
actividades encaminadas al bien común satisfaciendo intereses 
colectivos o generales, pero nunca individuales.

José Luis Lizcano, Manuel Rejón, 
Francisco Flores y María Mora
Ponentes del Documento AECA “Información Integrada: el Cuadro 

Integrado de Indicadores (CII-FESG) y su Taxonomía XBRL”

Información corporativa: 
evolución, algunos problemas que 
resolver y el modelo 
integrado de AECA

La evolución de la información corporativa

Según el International Integrated Reporting Council – IIRC (2011) 
la evolución de la información corporativa en las últimas décadas 
se podría describir esquemáticamente de la siguiente manera:

nunca serán repartidos. La formulación de la cuenta de pérdidas 
y ganancias, o “excedente”, tal como se denomina en el Plan de 
Contabilidad aplicable a las entidades sin fi nes de lucro 5, reporta 
poca o ninguna utilidad para medir la actuación de la organización.

Resumiendo, la aparición de “benefi cio” en el sentido de “exceden-
te” en las ESFL:

Es un hecho posible y deseable.• 

Tiene la categoría de excedente.• 

Se aplicará, de manera obligatoria, al cumplimiento de los fi nes • 
de la entidad.

No podrá, bajo ninguna circunstancia, ser objeto de distribución • 
entre sus fundadores, socios o trabajadores.

En todo caso, carecer de fi nes de lucro, signifi ca tener que in-• 
vertir obligatoriamente la totalidad de los benefi cios obtenidos 
en el cumplimiento de los fi nes institucionales.

V. Las Entidades sin fi nes de lucro y el bien común

La denominación de ESFL, aunque antes la hemos etiquetado como 
una “defi nición de lo que no son”, contiene precisamente su carac-
terística más importante: la ausencia de ánimo de lucro. Pero la 
característica básica de estas entidades, necesita complementarse 
con algo más concreto como puede ser una declaración sobre los 
fi nes que pretende alcanzar. Es decir que, defi nidas estas entida-
des, junto con la expresión “sin fi nes de lucro”, deberá fi gurar la 
fi nalidad u objetivo que pretende conseguir con sus actuaciones, 
que es la que justifi ca su razón de ser y la dirección a que deberá 
encaminar sus actividades.

Partiendo del principio de que una fi nalidad no lucrativa supone 
resaltar su impronta social, el objetivo al que orientará sus ac-
tuaciones una ESFL será fundamentalmente social, orientado a 
conseguir un interés general o colectivo determinado, mediante la 
prestación de bienes y servicios asistenciales, culturales, educati-
vos, medioambientales, tecnológicos o de otra naturaleza social, 
es decir, orientado al “bien común” entendido como el conjunto de 
actividades encaminadas a favorecer a la colectividad en su con-
junto, procurando el desarrollo integral de todos y cada uno de sus 
miembros, remediando sus carencias y facilitando su progresión, 
atendiendo en suma a los distintos intereses que se presenten. 

En relación con la consecución del “bien común” como fi nalidad 
a alcanzar, debemos precisar en primer lugar qué entendemos 
por “interés”. En sentido amplio para nosotros es la existencia de 
uno o varios derechos o situaciones en una persona puede estar 
o disfrutar, sin que sea necesario para acceder a ellos ninguna de-
manda o reivindicación previa (por ejemplo un hijo tiene derecho 
al apellidos de sus padres). Simplemente es un derecho que se 
tiene aunque no se llegue a ejercitar, o una situación en la que se 
encuentra una persona determinada aunque no llegue a disfrutar 
de ella (por ejemplo, se tiene derecho al pasaporte aunque no se 
solicite su expedición).

Partiendo de la defi nición anterior, a continuación clasifi caremos 
las distintas clases de intereses en función de los distintos benefi -
ciarios a que puedan afectar: 

 • Interés personal es el que afecta a una sola persona o a un 
número reducido de ellas perfectamente identifi cables, entre 
las que existen unos estrechos nexos de cohesión, es decir, 
circunstancias o ligaduras muy fuertes que hacen del conjunto 
un “todo homogéneo” y unitario, como puede ser por ejemplo 
la familia Pérez. Y aunque no es una nota general, en muchos 
casos el interés personal incide negativamente sobre otras per-

5 Ver el formato de cuenta de pérdidas y ganancias contenido en la resolución de 26 
de marzo de 2013, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que 
se aprueba el Plan de Contabilidad de las entidades sin fi nes lucrativos.
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a través del cual las organizaciones comunican la capacidad de 

generar valor en el tiempo, utilizando, principalmente, un infor-

me integrado periódico. Este informe integrado lo constituiría 

una publicación concisa sobre cómo la estrategia, el gobierno, 

el comportamiento y las proyecciones de una organización, en 

un determinado contexto, generan valor en el corto, medio y 

largo plazo”. 

Algunos problemas que resolver de la información 

corporativa

Del diagnóstico de la situación actual de la información corporativa 

se desprenden algunos problemas importantes así como posibles 

soluciones y tendencias: 

El primer problema que salta a la vista es el exceso de infor- —

mación elaborada y publicada. La creencia equivocada de que 

la calidad de la información guarda una relación directa con la 

cantidad de datos emitidos, introduce a las organizaciones en 

una dinámica nociva. Los costes de la información se multipli-

can sin una contraprestación clara en términos de transparencia 

y fi abilidad para los inversores, todo lo contrario. 

En segundo lugar, la información emitida no está interconecta- —

da. Proliferan los informes –cuentas anuales, informe de soste-

nibilidad, informe de gobierno corporativo, informe de gestión, 

informe medioambiental, informe de aportaciones a la socie-

dad, informe de conciliación, etc.– sin aparente relación ni hilo 

conductor, elaborados por distintos departamentos como si se 

trataran de unidades totalmente independientes que nada tuvie-

ran que ver con una dirección y estrategia centrales.

La complejidad y el difícil manejo de tanta información inconexa  —

sería el tercer problema fundamental derivado de los anterio-

res. Las distintas unidades o departamentos emisores de la 

información no cuentan por lo general con el mismo lenguaje 

y estilo para elaborar y difundir la información. Esta circunstan-

cia agrava a su vez el problema comentado de la interrelación 

de los datos y difi culta enormemente el análisis integrado de la 

información. 

El desequilibrio de la información publicada representa el cuar- —

to problema detectado que impide a las organizaciones ofrecer 

una imagen fi el de la situación e importancia relativa de las dis-

tintas dimensiones de la actividad desarrollada. Por lo general, 

la información fi nanciera prevalece claramente sobre cualquier 

otro tipo de información, establecida normalmente por un mar-

co normativo legal determinado. La información no fi nanciera 

de carácter voluntario se elabora en unos términos menos nor-

malizados y con unos propósitos diferentes que determinan un 

estilo más cualitativo y positivista, obviando en ocasiones datos 

poco amables para los inversores y usuarios de la información. 

En las décadas de los sesenta y setenta del siglo XX la infor- —
mación que se publica por parte de las compañías es exclusi-
vamente fi nanciera con el objetivo primordial de dar una visión 
más o menos básica de los resultados obtenidos en un periodo 
de tiempo determinado (generalmente un ejercicio). El cuerpo 
doctrinal y normativo en torno a la información fi nanciera publi-
cada se desarrolla de manera desigual dependiendo de las zo-
nas geográfi cas y las necesidades a las que se pretende ofrecer 
una respuesta. Los informes fi nancieros publicados son hetero-
géneos, no muy extensos y poco normalizados.

La necesidad de una información más completa, destinada al  —
cada día mayor número de usuarios, y de una mayor diversidad 
y especialización, obliga a las empresas, durante los ochenta y 
los noventa, a elaborar un cuerpo más rico de información cor-
porativa, no solo sobre los aspectos fi nancieros de su actividad 
sino de otras facetas relacionadas con el entorno o medio am-
biente, el gobierno corporativo y el control de gestión. Nacen, 
así, y crecen los denominados informes medioambientales, de 
gobierno y de gestión. El volumen de información publicada se 
incrementa ostensiblemente, pero no con ello se mejora la inter-
conexión entre las distintas dimensiones de la actividad empre-
sarial. Los informes emitidos tienen una utilidad específi ca, sin 
prácticamente conexión alguna entre ellos, son como comparti-
mentos estancos dentro de una misma unidad informativa.

A partir de la primera década del siglo actual hasta nuestros días  —
el esquema que se desarrolla en el campo de la información cor-
porativa es muy parecido al de las dos décadas anteriores con 
la circunstancia de que todas las áreas informativas crecen sus-
tancialmente, especialmente la fi nanciera que demuestra una 
clara ascendencia sobre las demás. La falta de interconexión 
entre los informes y departamentos encargados de generar la 
información sigue siendo evidente.

La perspectiva o visión del IIRC para las próximas décadas  —
(2020 en adelante) sitúa a la información corporativa en un 
estadio evolucionado en el que la integración e interconexión 
de una información concisa y relevante prevalecerá sobre otras 
áreas informativas. Los informes fi nancieros, ambientales, so-
ciales, de gestión y gobierno corporativo serían piezas conecta-
das al informe integrado que servirían para complementar la in-
formación esencial de dicho informe para la toma de decisiones. 
Para el IIRC (2013) 1 la Información Integrada “es un proceso 

1 El 16 de abril de 2013, el IIRC publica el documento “Consultation Draft of Inter-

national Integrated Report Framework”, abriendo de plazo hasta el 15 de julio para 

la recepción de observaciones y comentarios. Dicho texto –del que proceden las 

defi niciones indicadas de información integrada e informe integrado–, tiene como 

base, a su vez, el “Discussion Paper: Towards Integrated Reporting - Communi-

cating Value in the 21.st Century”, publicado en 2011, así como los comentarios a 

éste recibidos posteriormente.

Fuente: International Integrated Reporting Council (2011): Discussion paper: Towards Integrated Reporting. Communicating. Value in the 21.st Century. www.theiirc.org
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Hacia una información integrada concisa

Información relevante

Interconectada

Clara/Manejable

Equilibrada

Verificable/Fiable

➣

➣

➣

➣

➣

➣

➣

➣

➣

➣

Mucha información

Dispersa/No conectada

Compleja/Difícil manejo

Desequilibrada

Poco verificable

Fuente: elaboración propia

Normalización de la información corporativa: 

el modelo integrado de AECA

Dentro del espacio de tiempo en el que ha tenido lugar el proceso 
evolutivo descrito en el primer punto, la Asociación Española de 
Contabilidad y Administración de Empresas (AECA) ha aportado 
un cuerpo doctrinal sobre normalización de información corpora-
tiva que ha servido principalmente para el desarrollo de una serie 
de principios y herramientas aplicados por las empresas y otras 
organizaciones.

En 1979 AECA crea la Comisión de Principios y Normas de Contabi-
lidad con el objetivo principal de aportar un conjunto de recomen-
daciones o pronunciamientos que recogieran las mejores prácticas 
y tendencias internacionales en materia de contabilidad. En aquel 
entonces no existía en España ninguna referencia normalizadora 
que sirviera a los profesionales de la contabilidad (auditores es-
pecialmente) para la elaboración y verifi cación de la información 
fi nanciera. Desde el Marco Conceptual emitido, la Comisión de 
AECA ha emitido hasta la fecha veintinueve pronunciamientos so-
bre aspectos específi cos de la contabilidad, que han sido utilizados 
también en distintos momentos como base del proceso de regula-
ción contable llevado a cabo en España a partir de 1990. 

En cuanto a información no fi nanciera se refi ere, AECA también 
toma la iniciativa a nivel nacional a partir, fundamentalmente, del 
trabajo y aportaciones de la Comisión de Responsabilidad Social 
Corporativa (RSC), constituida en 2002. Este nuevo grupo de 
trabajo se pone en marcha con el objetivo de propiciar el desa-
rrollo teórico y práctico de la RSC en unos momentos en los que 
en España se empezaba a introducir el concepto, sobre la base de 
las tendencias internacionales emergentes. De la misma manera 
que para la información fi nanciera, la Comisión RSC de AECA, a 
partir del Marco Conceptual emitido (2004), elabora unos Docu-
mentos o recomendaciones sobre normalización de la información 
no fi nanciera, con el valor añadido diferencial de incorporar a su 
modelo una propuesta tecnológica para la implantación: una taxo-
nomía XBRL (Extensible Business Reporting Lenguage). En 2009 
emite el Documento “La taxonomía XBRL de la RSC” que propo-
ne el Cuadro General de Indicadores (CGI-RSC) y su taxonomía 
XBRL, primera en ser validada a nivel mundial por el organismo 
profesional XBRL International. Partiendo de este documento, en 
2010, la Comisión RSC de AECA elabora un nuevo pronuncia-
miento, ahora con una propuesta normalizadora más específi ca y 
universal basada en el denominado Cuadro Central de Indicadores 
(CCI- RSC) y su correspondiente taxonomía XBRL, validada tam-
bién por el organismo internacional citado. Esta nueva propues-
ta se acompaña de un registro o repositorio público de informes 
(www.aecareporting.com) para que todas las empresas y organi-
zaciones que lo deseen puedan elaborar y publicar con una herra-
mienta de libre acceso sus informes sobre RSC (no fi nancieros). 

La siguiente etapa en el modelo de normalización de AECA tiene su 
inicio en 2011 con un nuevo documento centrado en la información 

Finalmente, en este capítulo de problemas detectados, sin que  —
por supuesto esto quiera decir que son los únicos existentes, 
cabría mencionar las difi cultades para verifi car la veracidad de 
la información publicada. Este problema va asociado al estilo y 
fi nalidad de la información elaborada. Una información cualita-
tiva, descriptiva de un aspecto concreto no puede ser tratada ni 
comprobada, ni analizada, de la misma manera que unos datos 
cuantitativos, expresados en unidades de medida, perfectamen-
te comparables. La auditoría de la información fi nanciera, con 
unos métodos de trabajo contrastados, maneja normalmente 
datos expresados en unidades monetarias, fácilmente compa-
rables; algo que no ocurre con la información no fi nanciera, 
habitualmente expresada a través de la narración (cualitativa) 
de determinados aspectos sociales, ambientales, gobierno cor-
porativo, etc. 

Como respuesta a estos problemas se plantean algunas solucio-
nes: 

Ante el exceso de información el reto es seleccionar lo verda- —
deramente relevante, aquella información realmente útil para la 
toma de decisiones y para mostrar de una manera clara y con-
cisa la realidad de la organización, así como sus dimensiones 
estratégicas que refl ejen el pasado reciente, el presente y la pro-
yección de futuro que necesitan conocer los grupos de interés, 
empezando por los inversores, garantes de la sostenibilidad del 
proyecto empresarial.

La información emitida ha de estar debidamente interconectada,  —
aunque proceda de departamentos y unidades distintas. Debe 
existir un informe integrado, elaborado por unos responsables 
especializados, directamente conectados con el gobierno de 
la empresa, encargados de la selección de los datos y el di-
seño del informe de acuerdo, a ser posible, con modelos de 
normalización contrastados y de general utilización. La interco-
nexión debe apoyarse en herramientas tecnológicas solventes 
que aseguren el tratamiento fi able de los datos de la manera 
más automatizada posible, enlazando información a fuentes y 
documentos e informes explicativos. El lenguaje XBRL para el 
tratamiento y la difusión de datos (fi nancieros y no fi nancieros) 
se muestra en la actualidad como el sistema de más garantía 
para una información integrada.

Sobre la base de unas herramientas versátiles de tratamiento de  —
datos, como las fundamentadas en el citado XBRL, la informa-
ción relevante debe poder tratarse de la manera más sencilla y 
universal posible, accesible para todos aquellos interesados en 
la marcha de las organizaciones. El concepto de la democratiza-
ción de la información se encontraría detrás de una información 
integrada publicada a través de la Web y otros canales de acce-
so abierto (redes sociales, etc.)

Los activos físicos y monetarios no representan exclusivamen- —
te, ya desde hace algún tiempo, el valor de las compañías. La 
mayor parte de este valor se encuentra en los activos intangi-
bles no explicitados en los estados fi nancieros convencionales. 
El equilibrio de la información publicada debe refl ejarse a simple 
vista a través de datos relevantes relativos a las distintas di-
mensiones de la actividad de la empresa: fi nanciera, ambiental, 
social y de gobierno corporativo (FESG), recogiendo de la ma-
nera más fi el posible la evolución (positiva o negativa) de dichas 
dimensiones.

La verifi cación por un tercero independiente de la información  —
publicada debe ser posible por medios rigurosos y accesibles al 
mayor número de proveedores. La veracidad de la información 
es el pilar fundamental sobre la que descansa la transparen-
cia informativa. La experiencia y metodología contrastada de la 
auditoría fi nanciera debe ser la referencia obligada de los pro-
cedimientos aplicados a una información no fi nanciera, parte 
esencial del valor de las organizaciones. 
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y los contenidos generados durante todos estos últimos meses, así 
como con enlaces a fuentes internacionales relevantes. 

La siguiente fase del proyecto AECA, que se inicia en septiembre de 
2013, se centra en el desarrollo de una plataforma tecnológica, con 
herramientas avanzadas que faciliten la aplicación del modelo de 
información integrada de AECA, desde la elaboración de un informe 
integrado hasta su publicación, pasando por el análisis y simula-
ciones aplicadas a cada contexto. De esta plataforma denominada 
Integrated Scoreboard-ISIS-Intelligent Suite, se informará en las 
próximas fechas a través de los canales de AECA. 

Dos últimas referencias

En el último apartado de este breve artículo, se citan dos referencias 
muy recientes de marcado interés en materia de información corpo-
rativa, una de carácter nacional y otra de ámbito internacional:

La preocupación por la calidad de la información publicada por A) 
las empresas ha llevado a la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores (CNMV) a promover la redacción de una “Guía para 
elaborar el Informe de Gestión de las entidades cotizadas”, que 
tiene como objetivo mejorar la información fi nanciera que estas 
empresas proporcionan a los inversores y la transparencia de los 
mercados españoles. Tras un plazo de consulta pública, en la que 
AECA participó remitiendo una carta con algunas observaciones 
al texto, el grupo de expertos, presidido por José Antonio Gon-
zalo Angulo, dio a la luz el texto defi nitivo de la Guía en la que 
cabe destacar la referencia expresa al modelo de información 
integrada propuesto por AECA. Concretamente, la cita se pro-
duce en el apartado 2.1 sobre indicadores fundamentales de ca-
rácter fi nanciero y no fi nanciero, cuando en una nota explicativa 
de la recomendación número 6 se dice que para los indicadores 
a incluir por las empresas, adicionalmente a los de la guía, “se 
pueden seguir otras referencias de carácter general e integrador, 
como las que fi guran en el modelo propuesto en el Documento 
conjunto emitido por las Comisiones de Responsabilidad Social 
Corporativa, Nuevas Tecnologías y Contabilidad y Principios y 
Normas de Contabilidad de la Asociación Española de Contabi-
lidad y Administración de Empresas (AECA), que lleva por título 
Información Integrada: el Cuadro Integrado de Indicadores (CII-
FESG) y su Taxonomía XBRL (Madrid, 2013) 3.

3 Los enlaces a la guía y a la nota de prensa correspondiente se encuentran dispo-

nibles en www.cnmv.es 

integrada, sobre la base de los pronunciamientos emitidos hasta 
el momento en las áreas de información fi nanciera y no fi nanciera 
comentadas. 

Por iniciativa de la Comisión de RSC, dando continuidad a los tra-
bajos realizados durante los últimos años, conjuntamente con las 
Comisiones de Nuevas Tecnologías y Contabilidad y Principios y 
Normas de Contabilidad, en marzo de dicho año 2011 se crea un 
grupo de trabajo con el objetivo de desarrollar una propuesta so-
bre información integrada, útil desde las dimensiones conceptual 
y aplicada, con la referencia esencial del marco internacional in-
cipiente promovido por el IIRC. En dicho grupo de trabajo están 
representadas organizaciones – instituciones, empresas, consulto-
ras, auditoras, universidad, analistas de inversiones y sistemas de 
información –muy interesadas en la información integrada desde 
múltiples perspectivas2. 

Después de varios meses de trabajo e intensa actividad, según 
puede consultarse en la web del proyecto www.is.aeca.es , la apor-
tación de las comisiones de estudio se plasmó en un nuevo Docu-
mento AECA titulado: Información Integrada: el Cuadro Integrado 
de Indicadores (CCI) y su taxonomía XBRL (julio, 2012). Tras un 
diagnóstico de la situación sobre la información corporativa y la 
identifi cación de algunos de los problemas más importantes pues-
tos de manifi esto especialmente en los últimos tiempos, con la re-
ferencia del marco internacional en la materia y el estudio empírico 
realizado sobre el estado del arte sobre información integrada en 
España, el documento propone un modelo de reporte basado en la 
taxonomía creada sobre la base tecnológica del XBRL. En el desa-
rrollo de la parte aplicada del documento colaboran las cinco com-
pañías españolas del IBEX 35 líderes en aspectos de información 
integrada en nuestro país: BBVA, Enagás, Inditex, Indra y Telefóni-
ca, participantes en el programa piloto del IIRC. 

Toda la información sobre el proyecto de AECA se encuentra en la 
web www.is.aeca.es, publicada en marzo de 2013, con la actividad 

2  Banco de España, CNMV, Registradores, BBVA, Deloitte, PWC, EY, KPMG, son 

algunas de las entidades representadas en el grupo de trabajo, cuya composi-

ción completa puede consultarse en www.aeca.es y en la web del proyecto www.

is.aeca.es . La incorporación al grupo de algunos expertos representantes de en-

tidades y proyectos internacionales como el IIRC o el Carbon Disclosure Project 

(CDP) han aportado los enfoques más actuales en la materia. 

Normalización de la información corporativa: el modelo de AECA

INFORMACIÓN FINANCIERA INFORMACIÓN NO FINANCIERA INFORMACIÓN INTEGRADA

Comisiones RSC, Nuevas 
Tecnologías y Principios y Normas 

de Contabilidad (2011)

Documento AECA
- Información Integrada: El Cuadro 
    Integrado de Indicadores (CII-FESG) y 
    su Taxonomía XBRL

Web proyecto Información Integrada 
(www.is.aeca.es) 

Plataforma tecnológica 
ISIS-Integrated Scoreboard-Intelligent
Suite

Comisión de Responsabilidad 
Social Corporativa (RSC) 

(2002)

Documentos AECA
- La taxonomía XBRL de la RSC
  El Cuadro General de Indicadores 
 (CGI).

- Normalización de la Información 
  sobre RSC
  El Cuadro Central de Indicadores (CCI)

Repositorio de Informes RSC-XBRL
(www.aecareporting.com)

Comisión de Principios y 
Normas de Contabilidad 

(1979)

Documentos AECA
Principios Contables (1-29)

- Marco Conceptual de la Información 
  Financiera

- Inmovilizado Material

- Activos Intangibles

- Proveedores, acreedores y 
  otras cuentas a pagar
- ...

Fuente: elaboración propia.
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Sin duda aquellas que ya lo hacen les esta yendo bien, crecen, se 
diversifi can y mantienen o crean empleo, y aquellas que lo están 
planteando deben verse en el espejo de las que lo están logrando, 
eso nos hará más fuertes en todos los sentidos.

Como hemos apuntado la internacionalización de las empresas con-
lleva una expansión que permite proteger y crear empleo en la matriz. 
Estas empresas se vuelven más competitivas tanto en términos de 
innovación como de productividad. De hecho, esto supone que las 
tasas de crecimiento en el empleo de las pymes que deciden interna-
cionalizarse sean superiores de las que no lo hacen. Concretamente, 
el crecimiento de empleo en pymes con actividad internacional es de 
un 7% –un 4% más de las que no lo hacen– tal y como señalan los 
datos recogidos en el informe de la internacionalización de las Pymes 
Europeas en 2011, que reveló no sólo este dato, sino que puso de 
manifi esto además que las pymes que invierten en el exterior crean 
un 16% de empleo frente al 4% de las que no lo hacen. 

Estos datos guardan cierta lógica si tenemos en cuenta que la in-
ternacionalización supone un incremento en las ventas exteriores 
y esto puede acarrear el aumento de la producción en origen, ge-
nerando de esta manera un incremento en los recursos humanos 
disponibles. Además, el empleo creado no se ciñe exclusivamente 
en términos de logística y producción, sino que la adaptabilidad del 
producto/servicio a nuevos mercados requiere una mayor inver-
sión en personal cualifi cado. Así, no sólo se crea más empleo sino 
que éste es también de mayor calidad. Por otra parte se fortalecen 
las acciones de innovación en todos los sentidos y se entra en el 
bucle “win to win”, es decir el negocio atrae negocio en el que to-
dos ganan. Cierto que es laborioso, que requiere de una estrategia, 
de una apuesta a medio y largo plazo, pero desde todos los primas 
merece la pena. A nivel español, si hace ahora 25 años alguien nos 
hubiera dicho que nuestras grandes empresas de diversos sectores 
iban a tener la posición competitiva que tienen a nivel mundial hu-
biéramos sido quizás escépticos y, sin embargo, lo han conseguido 
y con nota alta. Dentro de los principales rankings mundiales del 
sector fi nanciero, logístico, infraestructuras, tecnologías, transpor-
te, moda, energía, alimentario, agrícola, entre otros, siempre hay 
entre los 10 primeros 2-4 grandes empresas españolas, de origen 
español, que compiten y compiten muy bien. Eso que hicieron las 
grandes en su momento es necesario que ahora lo hagan nuestras 
pymes, si se quiere las más cercanas a la “m” antes que a la “p” 
pero ya hay ejemplos de éxito en ese sentido y creo muy fi rmemen-
te que los próximos 5-10 años son los de nuestras pymes, por ex-
periencia, capacidad, productividad y talento. Miren a su alrededor 
y seguro encontraran varios ejemplos de ello.

Estos proyectos de inversión y crecimiento empresarial en el ex-
terior, en defi nitiva de internacionalización, una vez ideados y es-
tructurados necesitan de un adecuado respaldo fi nanciero. Por lo 
que es dentro del actual contexto de reforma y coordinación de 
los sistemas y actividades fi nancieras europeas donde las deno-
minadas Instituciones Financieras de Desarrollo Europeas, a tra-
vés de su asociación específi ca, la EDFI (European Development 
Finance Institucions), han cobrado y cobran mayor importancia, 
por su carácter anticíclico y por la importancia y relevancia de su 
funcionamiento al fi nanciar estas inversiones. Por los datos que 
apuntaremos, comprobaremos que son un ejemplo de integración 
y coordinación a nivel europeo, manteniendo su independencia 
pero con unos objetivos y estándares comunes dentro del negocio 
fi nanciero internacional.

2.  Instituciones Financieras de Desarrollo Europeas: 

Contenido y evolución de su actividad

Las European Development Finance Institutions (EDFI) son el grupo 
de 15 instituciones fi nancieras bilaterales de las principales econo-

El estudio “What do investors expect from non-fi nancial report-B) 
ing?” realizado por Association of Chartered Certifi ed Accoun-
tants (ACCA) and the European Sustainable Investment Forum 
(Eurosif), pregunta a los inversores sobre las prácticas en in-
formación no fi nanciera de las compañías europeas. El estudio 
recoge las conclusiones obtenidas de los 94 cuestionarios con-
testados por inversores y analistas de dieciocho países. Entre 
estas conclusiones se destacan las dos siguientes: 

La mayoría de los inversores creen que para que la información  —
no fi nanciera resulte más útil debe poder ser comparable entre 
las compañías.

La mayoría de los encuestados creen que los informes no fi - —
nancieros actuales no son sufi cientemente comparables y coin-
ciden en que la información no fi nanciera debería integrarse 
mejor con la información fi nanciera

En defi nitiva, según el estudio, los inversores están demandando 
una información no fi nanciera más clara, más comparable y más 
integrada con la información contable avalada por los consejos de 
administración4.

Como podemos ver, el modelo integrador de AECA está en línea 
con las nuevas tendencias informativas a nivel internacional, fa-
cilitando la implantación de buenas prácticas, antesala de marcos 
normativos posteriores. 

4 Consultar estudio en el enlace: http://www.accaglobal.com/content/dam/acca/

global/PDF-technical/sustainability-reporting/tech-tp-wdir.pdf

Salvador Marín Hernández
Presidente Cofi des, S.A.

Actividad de las instituciones 
fi nancieras europeas de desarrollo

1. Introducción

La actividad internacional a través de la exportación de productos y 
servicios o de inversiones directas en el exterior ha desempeñado 
siempre un papel relevante en las economías europeas. Sin embar-
go, en los últimos años es un elemento considerado fundamental 
para asegurar el crecimiento económico y por tanto el futuro de 
sus empresas. De hecho, la internacionalización supone uno de los 
principales factores que está haciendo posible superar la adversa 
situación económica que atraviesa Europa. En el caso de nuestro 
país su aportación al PIB español es de suma importancia, si no 
fuera así la caída en el último año con datos publicados hubiera 
sido mayor. Es por tanto una de las mejores opciones actualmente 
para seguir recuperando posiciones en nuestra balanza por cuenta 
corriente y contribuyendo al necesario crecimiento económico.

No obstante, uno de los principales objetivos de la necesaria re-
cuperación de la economía ha de ser la creación de empleo y para 
ello el aumento de productividad es básico, el cual también pue-
de pasar en muchas ocasiones, como más adelante indicamos, 
por la internacionalización. Así, innovación y efi ciencia se tornan 
fundamentales para las empresas en ese cometido. En efecto, el 
proceso de internacionalización no se limita a la mera exportación 
de productos y servicios, sino que lleva o debe llevar aparejado un 
aumento en la competitividad de la empresa que establezca una 
relación comercial estable con los países de destino.

En el caso español la crisis económica ha puesto de manifi esto la 
necesidad de centrar la actividad productiva de la economía espa-
ñola en sectores con mayor potencial en términos de creación de 
empleo y crecimiento. Apostar por la internacionalización refuerza 
a las empresas, permitiéndoles crear o mantener empleo producti-
vo y estable para hacer frente al futuro con seguridad y confi anza. 
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(grafi co 3); aunque también es resaltable el apoyo a fondos de in-
versión –con el importante efecto apalancamiento que suponen-, 
industria y agroalimentario (grafi co 4).

Gráfi co 3
Portfolio end of 2012, in infrastructure

Gráfi co 4
Portfolio end of 2012, with distribution of investment in PE

funds to sector benefi ciary

En este ámbito y por lo que respecta a España, Cofi des, S.A., den-
tro de su mandado como compañía publico-privada de apoyo a la 
fi nanciación internacional de las empresas españolas, siempre ha 
considerado imprescindible y relevante participar en las dinámicas 
de trabajo que se originan en el seno de la EDFI. Fruto de ello es 
el papel relevante que se ejerce dentro de ella, con unas políticas 
de control de riesgos, análisis y seguimiento de operaciones, ho-
mogeneización de normativa referente a información fi nanciera, 
estándares medioambientales, gestión de fondos de inversión co-
munes, que están dentro de los estándares marcados y a veces 
son, también, vanguardia para su implementación compartida. En 
este punto destacaría que en el seno de la EDFI participa en dos 
vehículos de inversión, cercanos en su funcionamiento a la gestión 
de un fondo de inversión, donde mes a mes se presentan y aprue-
ban proyectos para fi nanciar de forma conjunta y solidaria por las 
15 instituciones, como son el European Financing Partnerts (EFP) 
y el Interact Climate Change Facility (ICCF) y que han dado en el 
pasado año 2012 unas cifras importantes de apoyo. En relación a 
las cifras concretas del representante español, Cofi des, dentro de 
las 15 instituciones citadas, por cartera y proyectos estaría en la 

mías europeas (Alemania, Reino Unido, Francia, Holanda, España, 
Italia, entre otras y una por país), con esquemas publico-privados 
en su mayoría, que proveen de fi nanciación, vía capital, cuasi capi-
tal o prestamos directos a medio y largo plazo a proyectos del sec-
tor privado en el ámbito internacional y que supongan un avance en 
el desarrollo económico y social. En ella España está representada 
por la Compañía Española de Financiación al Desarrollo (Cofi des, 
S.A). EDFI es, por tanto, un ejemplo de cooperación europea, de 
integración publico-privada, que nos pone de manifi esto que estos 
modelos supranacionales, con voluntad de desarrollo, funcionan 
y funcionan bien. En efecto, como decía Demsky, “en Dios confío, 
el resto traedme datos”. Recientemente, mayo 2012, Madrid fue 
la sede del “Annual General Meeting” que cada año celebran las 
instituciones fi nancieras de desarrollo europeas. Durante dos días 
Madrid, siendo anfi trión Cofi des, S.A., fue centro de debate y en-
cuentro europeo al más alto nivel, dentro de un importante sector 
como es, en estos momentos, el sector fi nanciero y concretamente 
la fi nanciación para las empresas europeas que realizan actividad 
internacional. Las cifras que se trasladaron y que a continuación 
analizamos de la actividad de las EDFI nos indican que la cartera de 
proyectos (gráfi co 1), en número, se incrementó de 2003 a 2012 
en un 71% y en millones de Euros en un 171%. Estamos hablando 
de pasar de 2.755 a casi 5.000 proyectos y de 10.000 millones de 
euros a casi 26.000 millones de euros. Solo estas dos cifras hablan 
de la importante labor que en el ámbito de la fi nanciación de la 
internacionalización en Europa realizan las instituciones represen-
tadas en EDFI. Si comparamos 2011 con 2012 el incremento es del 
8%, unos 2.400 millones de euros más de un año a otro. 

Gráfi co 1
Evolution of the EDFI portfolio 2003-2012

En cuanto a las zonas geográfi cas de destino son prácticamente 
todas a nivel mundial (gráfi co 2). 

Sectores también, destacando en el ámbito de las infraestructuras: 
energía, agua, minas, carreteras, puertos y telecomunicaciones 

Gráfi co 2
Distribution of 2012 portafolio, 10 bln €
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de la Internacionalización de las Pymes Europeas elaborado por la 

Comisión Europea en 2011, las pymes europeas con proyección 

internacional alcanzan tasas de mayor crecimiento de empleo que 

las que no lo tienen. A estos datos podemos añadir los propios da-

tos de Cofi des, S,A, medidos por primera vez en 2012, que ponen 

de manifi esto que a nivel global el 59% de las empresas apoyadas 

por Cofi des en ese año crearon y/o mantuvieron empleo en España, 

cifra que se eleva al 77% en el caso de las Pymes. 

Asimismo, las inversiones directas en el exterior consolidan las 

actividades de investigación e innovación, y suponen un fortale-

cimiento de las matrices en su país de origen, lo que contribuye 

al crecimiento económico y mejora positivamente la imagen del 

país. 

Es en este ámbito y dentro de un importante contexto de reforma 

del sistema fi nanciero a nivel europeo y de fi nanciación de la acti-

vidad internacional es donde las EDFI juegan un papel importante. 

Las cifras dadas, cercanas a los 5.000 proyectos y los 25.000 

millones de euros lo dicen todo y ello con unas muy adecuadas 

políticas de capitalización, control de los riesgos, gestión pru-

dente, homogeneización fi nanciera, seguimiento uniforme de los 

deterioros y apoyo a la economía productiva que toda institución 

fi nanciera debe llevar a cabo hoy en día. Además complementa-

das y poniendo en valor su carácter anticiclico, tan necesario en 

posición séptima, con valores muy cercanos a la sexta (gráfi cos 
5 y 6), habiendo sido en este ultimo año 2012 la tercera institu-
ción europea que mas crecimiento ha presentado en fi nanciación a 
nuestras empresas, con una cartera total que supera los 700 millo-
nes de euros, y con capacidad aun de seguir apoyando a nuestras 
empresas gracias a la fi nanciación y al apoyo de nuestros socios 
públicos, Ministerio de Economía y Competitividad, a través de 
la Secretaria de Estado de Comercio –Fondos Fiex y Fonpyme– y 
nuestros socios privados (39%) BBVA, Santander y Sabadell. En 
el año 2012 se produjeron desembolsos por valor de 221 millo-
nes de euros, que ha supuesto un importante esfuerzo y record 
histórico para nuestra compañía, con un 40% en operaciones de 
capital/cuasi capital y un incremento del 64% con respecto a 2011 
y de cerca un 179% con respecto a las cifras del año 2009, ha-
biéndose producido también un incremento del 63% en relación 
al apoyo a la PYME con vocación internacional y, todo ello, dentro 
de una compañía que genera benefi cios, una prudente gestión de 
sus riesgos, el incremento de sus recursos propios vía reservas 
–el 85% de los benefi cios se han destinado a incrementar nuestro 
patrimonio neto– y con una clara vocación de especialización en 
operaciones de capital y cuasi capital para acompañar a nuestras 
grandes, medias y pequeñas empresas en su necesaria y efi ciente 
actividad internacional.

3. Conclusiones

Sin duda la internacionalización conlleva unos efectos claros como 
son, entre otros más concretos, la modernización, la competitivi-
dad y la creación de empleo. De hecho, como señala el informe 

Gráfi co 5
Portfolio end of 2012 in € mln

Gráfi co 6
Number of projects in portfolio, end of 2012
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por insolvencia han sufrido en menor medida las consecuencias de 

la crisis, reduciendo menos el crédito a empresas y familias tras el 

pinchazo de la burbuja inmobiliaria. 

1. Diseño de la investigación

Utilizamos una muestra de 14,651 observaciones por banco-año 

de 54 países para el periodo 1997-2009 2. Sólo se tienen en cuenta 

bancos comerciales y cajas de ahorros. Como medida de conserva-

durismo utilizamos el ratio de reservas por créditos morosos entre 

el total de créditos fallidos, utilizado por Beatty y Liao (2011). La 

principal ventaja de este indicador es la disponibilidad de infor-

mación, permitiendo ampliar el estudio a multitud de países. De 

este modo, es posible explotar las diferencias cross-section en las 

características institucionales de países con distinto grado de de-

sarrollo económico, y distinto peso en el PIB de la industria ban-

caria. 

En primer lugar estudiamos el efecto directo de la regulación y 

supervisión de cada país sobre el conservadurismo contable de 

sus entidades fi nancieras. Esperamos que sistemas de regulación 

y supervisión bancaria más fuertes se relacionen positivamente 

con mayores niveles de conservadurismo. Utilizamos para ello los 

indicadores de calidad institucional incluidos en la base de datos 

de Barth et al (2006). En concreto, empleamos tres variables fun-

damentales Overall Activities Restrictiveness (OAR) que mide las 

restricciones en actividades bancarias no tradicionales y constituye 

un indicador de la aversión al riesgo; Offi cial Supervisory Power 

(OSP) que recoge el poder de los supervisores para llevar a cabo 

acciones de restructuración y reorganización en bancos con pro-

blemas, y a declararlos insolventes; y fi nalmente Capital Regulatory 

Index (CRI) que mide los requisitos de capital regulatorio. 

Para evaluar el efecto de la disciplina de mercado sobre el nivel 

de conservadurismo, hemos considerado distintas características 

de los sectores bancarios nacionales, en principio correlacionadas 

con la calidad de la información contable de las entidades: el grado 

de concentración del mercado bancario; su status de cotización; la 

constitución como banco o caja; y el nivel revelación de informa-

ción fi nanciera requerido en el país.

Mercados bancarios menos concentrados se asociarán con ma-

yores niveles de conservadurismo, pues una intensa competencia 

mejora el fl ujo de información y mitiga los costes de agencia, ali-

neando los incentivos de los directivos con los intereses de los 

accionistas, reduciendo las asimetrías (Ball y Shivakumar, 2005; 

Giroud and Mueller, 2010; Chhaochharia et al., 2009). La concen-

tración del mercado se mide mediante el índice de Herfi ndahl (HI) 

para el mercado de préstamos por país y año (Petersen y Rajan 

1995; Cetorelli y Gambera 2001; Cetorelli y Strahan 2006).

Los antecedentes no son consistentes en listing status. Algunos 

trabajos previos apoyan la idea de que una base accionarial más 

dispersa crea asimetrías de información y problemas de selección 

adversa, que aumentan los incentivos a demandar más conserva-

durismo (Nichols et al. 2009; Givoly et al. 2010). En cambio, otros 

estudios argumentan que precisamente debido a las asimetrías de 

información y el comportamiento oportunista en empresas coti-

zadas, los bancos no cotizados publican información contable de 

mayor calidad (Beatty y Harris, 1999; Beatty et al., 2002; Givoly 

et al., 2010).

Finalmente, esperamos que la diferenciación entre bancos y cajas 

de ahorro (savings Banks SB) infl uya en el nivel de conservaduris-

mo. La forma constitutiva y gobierno corporativo de las cajas con 

sistemas internos de control más débiles que los bancos (Illueca 

et al., 2011 y Crespí et al., 2004), las limitaciones al crecimiento 

2 I. Martinez-Conesa, I. Díaz Sanchez y Illueca-Muñoz (2013): Regulation, Supervi-

sion and Accounting Conservatism in Banks. EAA 36TH Annual CongresS, Paris, 6-8 

May.

estos momentos que estamos en el centro del debate en relación 
a los nuevos requerimientos del BIS III, la adecuada supervisión 
única a nivel europeo, el seguimiento de las entidades con riesgo 
sistémico y la mayor homogeneización en el ámbito de las parti-
das que tienen un mayor efecto para el negocio fi nanciero entre 
el IASB y el FASB.
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¿Más mercado, más regulación 
o más supervisión? Como afectan 
los tres pilares de Basilea a la calidad 
de la información contable emitida 
por la banca internacional

Tras décadas de euforia fi nanciera, la crisis bancaria internacional 
ha puesto punto y fi nal a la utopía del crecimiento económico mo-
derado y sostenible en el tiempo. Superado el shock inicial, y tras 
evaluar debidamente tanto el alcance como la profundidad de la 
crisis, académicos y profesionales todavía tratan de identifi car sus 
causas fundamentales. Uno de los aspectos más controvertidos 
de la etapa anterior a la crisis es la acumulación de importantes 
desequilibrios macroeconómicos sin que reguladores, profesiona-
les del sector, académicos, y prensa especializada avisaran de la 
gravedad de la situación.

Parece obvio que la crisis fi nanciera ha puesto en evidencia serios 
problemas institucionales en lo relativo a los procesos de super-
visión de la industria bancaria. De hecho, desde distintos ámbitos 
se critica abiertamente a la regulación bancaria internacional, no 
tanto por escasa, como por poco adaptada a los retos que impone 
la complejidad creciente de los productos fi nancieros. No se trata 
de apostar por más regulación, sino por normas de mayor calidad 
que otorguen a los bancos centrales un papel subsidiario, una vez 
agotada la capacidad del propio mercado para disciplinar a las en-
tidades. De hecho, las recomendaciones de Basilea II sugieren que 
la estabilidad fi nanciera debe descansar sobre tres pilares básicos: 
regulación, supervisión y disciplina de mercado.

En línea con la enfoque de los Acuerdos de Basilea, en este trabajo 
tratamos de estudiar cómo los factores institucionales de regula-
ción y supervisión (pilares I y II) interactúan con la disciplina del 
mercado (pilar III) para explicar el nivel de conservadurismo conta-
ble de los bancos en cada país. La cuestión es relevante puesto que 
algunos estudios recientes (Beatty y Liao, 2011) señalan que los 
bancos más conservadores en el reconocimiento de sus pérdidas 

1 Trabajo ha obtenido la mención especial del jurado del Premio de la fundación 

UCEIF. Financial Institute del Banco de Santander en su convocatoria de 2012.
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la acción del mercado, conforme a la fi losofía que emana de los 
Acuerdos de Basilea. En aquellos casos en los cuales el mercado 
tiene incentivos a reducir el conservadurismo de los bancos por 
debajo de unos mínimos razonables, la regulación y supervisión 
bancarias impiden que esta circunstancia se produzca. 

3.a) Capital regulatorio (CRI)

El caso de la normativa sobre capital regulatorio (CRI) es para-
digmático en este sentido. Si bien es cierto que con la entrada en 
vigor de los acuerdos de Basilea el incentivo a manipular el dete-
rioro a la baja disminuye, algunos trabajos señalan que los bancos 
continúan manipulando la provisión por deterioro para cumplir 
los ratios de capital [Ahmed et al. (1999); y Alali & Jaggi (2010)]. 
Aunque el fondo por deterioro no computa en el TIER 1, sí lo hace 
en el TIER 2 (hasta el límite de un 1,25% de los activos libres de 
riesgo)de modo que reconocer un euro más de deterioro en el valor 
de los créditos aumenta el numerador del ratio en un importe igual 
a t, el tipo impositivo. 

Ello explicaría por qué encontramos un efecto directo de la variable 
CRI sobre el conservadurismo en banca. Mayores requerimientos 
de capital estimulan el conservadurismo de los bancos, inhibiendo 
el efecto de las variables de mercado sobre el mismo. Las cajas, 
que serían menos conservadoras, pasan a serlo más, equilibran-
do el grado de conservadurismo con los bancos comerciales. Los 
bancos que cotizan que serían menos conservadores, para repartir 
dividendos y evitar pérdidas, pasan a serlo más. Los países con un 
mayor grado de concentración que tendrían bancos menos con-
servadores, tienen bancos más conservadores para poder cumplir 
con los índices de capital. En defi nitiva, CRI mitiga el efecto de las 
variables de mercado sobre el conservadurismo.

3.b) Poder de supervisión (OSP)

El poder de supervisión que no afecta signifi cativamente al nivel de 
conservadurismo de los bancos, sí adquiere relevancia al interac-
tuarlo con las variables de control de mercado. Cuánto más estricto 
es el régimen de supervisión bancario, mayor es la amenaza de 
intervención, por lo que: 

Los bancos que operan en entornos más competitivos devie-• 
nen todavía más conservadores. Al disminuir los márgenes, 
las entidades tienden a reconocer anticipadamente las pérdidas 
por deterioro. De este modo evitan que un repunte inesperado 
de la morosidad comprometa el cumplimiento de los ratios de 
capital. En otras palabras, OSP refuerza el efecto de la compe-
tencia sobre el nivel de conservadurismo contable del sistema 
bancario.

El poder de supervisión afecta más a los bancos comerciales • 
que a las cajas de ahorros(SB), cuyos derechos de propiedad 
no están debidamente defi nidos. En el caso de estas últimas, la 
intervención del supervisor no expropiaría riqueza a un propie-
tario, por lo que es de esperar que el banco comercial reaccione 
más a OSP que las cajas de ahorros (SB). Nuestros resultados 
confi rman que la interacción entre SB y OSP refuerza el signo de 
SB. Las diferencias en el nivel de conservadurismo entre ban-
cos y cajas aumentan en regímenes de supervisión estrictos.

El poder de supervisión afecta en mayor medida al segmento no • 
cotizado del sistema. El supervisor asume que el propio merca-
do de capitales disciplina a las entidades. Cuánto mayor es su 
poder, menor es la diferencia entre cotizadas y no cotizadas, lle-
gándose en la mayoría de los casos a una situación inesperada: 
el conservadurismo es mayor para no cotizadas. La interacción 
entre Unlisted y OSP va en contra del signo esperado para un-

vía reservas, el control político y los distintos costes de agencia 
explican el menor grado de conservadurismo de las cajas.

Consideramos relevante incluir también el nivel de revelación de 
información requerido en el país a través del índice de revelación 
contable elaborado por LaPorta et al.,(2006) que mide el grado 
en que se requiere revelar información a empresas emisoras de 
acciones, incluyendo estructura de propiedad externa e interna, 
contratos inusuales y transacciones con partes relacionadas. Al 
revelar mayor información, aumenta la protección del inversor, 
disminuyendo los incentivos a publicar información contable más 
conservadora. En este trabajo, proporcionamos evidencia empírica 
compatible con la hipótesis de que al aumentar los requerimientos 
de información, los bancos registran un menor nivel de conserva-
durismo contable. 

Incluimos variables de control de la solvencia individual de cada 
banco como: tamaño (total de activo), capitalización (recursos pro-
pios/total activo), solvencia (z-score) o del país como crecimiento 
económico (PIB) e índice de bancarización de la economía (bank 
credit ratio). 

Nuestro interés no es solo verifi car que sistemas más estrictos de 
regulación, supervisión y disciplina de mercado explican mayores 
niveles de conservadurismo contable, sino también evaluar cómo 
los tres pilares de Basilea interactúan entre sí. ¿Es cierto que la re-
gulación y supervisión mitigan el efecto de los fallos en la disciplina 
de mercado? ¿O más bien sucede que la regulación acompaña a 
la disciplina del mercado? La primera posibilidad sería compatible 
con el papel subsidiario de los sistemas de supervisión, mientras 
que la segunda revelaría profundos fallos de naturaleza institucio-
nal. 

2.  Disciplina de mercado, instituciones 

y conservadurismo: efectos directos

Evidenciamos que sistemas de regulación y supervisión más fuer-
tes o estrictos se asocian positivamente con el nivel de conserva-
durismo de las entidades fi nancieras. Las tres medidas tienen un 
efecto positivo por separado, pero solo OAR y CRI, restricción de 
actividades y capital regulatorio, tienen un coefi ciente signifi cativo 
a un nivel del 1%. Sin embargo, cuando se incorporan todas juntas 
en la misma regresión, todas tienen coefi cientes positivos y signi-
fi cativos (1%). Curiosamente, el poder de supervisión (OSP) no es 
signifi cativo cuando se considera su efecto por separado. 

En relación con la disciplina de mercado, los resultados empíricos 
corroboran las hipótesis de partida: una mayor competencia se 
asocia con un mayor grado de conservadurismo contable; entre los 
no cotizados, los bancos comerciales son más conservadores que 
las cajas de ahorros. También se observa que el nivel de revelación 
de información contable tiene un efecto sustitutivo sobre el conser-
vadurismo, pues se exige menos conservadurismo cuando las exi-
gencias de revelación contable son altas. Sin embargo, los bancos 
no cotizados son más conservadores que los cotizados, confi rman-
do la teoría de que en los bancos cotizados a pesar de que tienen 
mas mercado y precisamente por ello se ven mas presionados a 
obtener determinados objetivos de rentabilidad consistente con las 
asimetrías de información y el comportamiento oportunista de los 
directivos en empresas cotizadas.

3. Interacciones

Como se ha señalado previamente, un aspecto esencial de nuestro 
trabajo es evaluar si, efectivamente, la supervisión bancaria juega 
un papel subsidiario a la disciplina de mercado o si, por el contra-
rio, simplemente refuerza la actuación de este último. Para ello, in-
troducimos en nuestras regresiones términos de interacción entre 
la calidad institucional (CRI, OAR, OSP) y las variables que defi nen 
la disciplina de mercado. Por lo general, obtenemos que el proce-
so institucional de regulación y supervisión modera y no refuerza 
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Normativa contable reciente 
y próximas aprobaciones

A raíz de la aprobación de la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma 
y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su 
armonización internacional con base en la normativa de la Unión 
Europea y del Plan General de Contabilidad (en delante, PGC) y 
del Plan de PYMES a través del Real Decreto 1514/2007 y del Real 
Decreto 1515/2007,ambos de 16 de noviembre, se han sucedido 
numerosos desarrollos e interpretaciones de los citados textosa 
los que podríamos califi car cómo normativa contable básica.

A lo largo de los años 2008 a 2011 se llevó a cabo una labor de 
interpretación dela citada normativa, cuya aplicación a determina-
das transacciones ofrecía dudas a los interesados. Destacan las 
interpretaciones en materia de contratos de construcción, combi-
naciones de negocios, operaciones entre empresas del grupo o ins-
trumentos fi nancieros entre otras. Las novedades que las nuevas 
normas introdujeron en relación con estas operaciones, suscitaron 
dudas en cuanto a la vigencia de los criterios derivados del PGC 
de 1990 así como en cuanto al tratamiento de operaciones hasta 
ese momento no positivizadas, tales como lasoperaciones entre 
empresas del grupo o determinados instrumentos fi nancieros. 
Estas interpretaciones se han ido recogiendo en sucesivas contes-
taciones a consultas resueltas por el Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de cuentas (en adelante, ICAC), habiéndose publicado las 
más relevantes en sus boletines trimestrales (BOICAC).

Asimismo, durante los primeros años de vigencia del PGC de 2007 
y cumpliendo con el mandato del legislador y del Gobierno, se lle-
vó a cabo una labor de normalización, impulsada por el ICAC y 
que culminó con la aprobación  de los correspondientes Reales 
Decretos u Órdenes Ministeriales.

Así, de cara a trasladar los criterios recogidos en el PGC y en el 
PGC de PYMES a los sujetos contables más afectados por la nueva 
normativa, en 2010 se aprobaron dos Órdenes Ministeriales. La 
primera de ellas la Orden EHA/3360/2010, de 21 de diciembre, por 
la que se aprueban las normas sobre los aspectos contables de 
las sociedades cooperativas, en la que destaca el nuevo tratamien-
to contable que se da a las aportaciones de los cooperativistas a 
la sociedad, que se confi guran como pasivo o patrimonio neto en 
un función de si la cooperativa está obligada o no a devolver al 
cooperativista el capital aportado, o a pagarle alguna retribución 
o retorno. Esta novedad es fruto de la defi nición de pasivo fi nan-
ciero que incorpora el PGC en la Norma de registro y valoración 

listed, moderando el efecto asociado a la falta de disciplina de 
mercado. 

3.c) Restricción de actividades (OAR)

La restricción de actividades tiene un efecto positivo sobre el con-
servadurismo, que se ve acentuado al contemplar la interacción 
con las variables de disciplina de mercado. Lógicamente, el efecto 
de la competencia aumenta al restringir el tipo de actividades que 
los bancos pueden desarrollar, puesto que las entidades no pueden 
explotar nuevas áreas de negocio con capacidad para generar mar-
gen. Como veíamos previamente, los bancos que operan en sec-
tores competitivos elevan el grado de conservadurismo para evitar 
que un shock inesperado en el ratio de morosidad desencadene la 
intervención por parte del supervisor. 

4. Consideraciones fi nales 

En conclusión nuestra investigación sugiere que la regulación y 
supervisión bancarias no inciden de forma univoca en el nivel de 
conservadurismo contable de las entidades fi nancieras internacio-
nales. Al contrario, el proceso de regulación y supervisión afecta 
a múltiples dimensiones de la actividad bancaria, generando efec-
tos de distinta naturaleza sobre la calidad de la información con-
table emitida por los bancos. En términos generales, se observa 
que cuánto más estricto es el proceso de control de la actividad 
bancaria mayor es el grado de conservadurismo de los bancos. 
La normativa, especialmente los ratios de capital, tiende a mitigar 
los incentivos privados que operan en contra del conservadurismo: 
como por ejemplo la falta de competencia en el sector, o la pre-
sencia activa de cajas de ahorros y demás entidades de gobierno 
corporativo no tradicional. En cambio, el proceso de supervisión 
tiende a acentuar los efectos asociados a los mecanismos de dis-
ciplina de mercado, al aumentar el riesgo de intervención de las 
entidades fi nancieras en situación de debilidad. 

No es extraño por tanto que las reformas del sector bancario ope-
ren en las dos dimensiones descritas. Por un lado, elevando los 
ratios de capital en línea de los Acuerdos de Basilea III, lo cual 
aumentará el conservadurismo contable en países con sistemas 
bancarios menos sometidos a la disciplina del mercado. Y por 
otro lado, elevando el poder de supervisión de los bancos cen-
trales, como ha sucedido en España tras la fi rma del Memorando 
de Entendimiento. Un supervisor más fuerte supone una mayor 
amenaza de intervención y, por ende, una mayor penalización en 
los mercados para las entidades cuyas prácticas contables tiendan 
a posponer el reconocimiento contable de las pérdidas por dete-
rioro. 
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Una vez culminada durante los primeros años de vigencia del PGC 
una importante labor de regulación contable dirigida a sujetos con-
tables concretos, a lo largo de 2012 y lo que llevamos de 2013 
se ha continuado con la labor interpretativa vía contestaciones a 
consultas y con la labor de normalización y regulación contable en 
este caso de desarrollo de las NRV del PGC, aplicables con carácter 
general a todos los sectores y sujetos. Fundamentalmente lo que 
se ha pretendido es actualizar las antiguas Resoluciones del ICAC 
que desarrollaban el Plan de 1990.

La primera resolución que se aprobó fue la Resolución del 1 de mar-
zo de 2013 del ICAC, por la que se dictan las normas de registro y 
valoración del inmovilizado material y las inversiones inmobiliarias. 
Esta Resolución reproduce determinados criterios ya recogidos en la 
derogada Resolución de 1991 y sistematiza los criterios que se han 
ido publicando en el BOICAC a través de contestaciones a consultas 
tras la entrada en vigor del PGC de 2007. Destacan como novedad, 
el tratamiento contable de la contraprestación contingente asociada 
a la adquisición de un bien, los supuestos especiales en los que la 
baja de un bien trae causa de una operación distinta a la venta, tales 
como las entregas de bienes a título gratuito, las expropiaciones de 
bienes o la baja del inmovilizado que ha sufrido un siniestro, y el 
desarrollo contable de las inversiones inmobiliarias, en cuanto a su 
presentación en el balance y a las reglas a seguir en caso de cambio 
de destino por la función que cumplan en la actividad de la empresa, 
que supondrán una reclasifi cación de inversiones inmobiliarias a in-
movilizado material o existencias, y viceversa.

La segunda resolución hasta ahora aprobada es la Resolución de 
28 de mayo de 2013, del ICAC, por la que se dictan las normas de 
registro, valoración en información a incluir en memoria del inmo-
vilizado intangible, con el mismo objetivo que la de la del inmovili-
zado material. De esta Resolución, mencionar que no se tratan las 
operaciones de arrendamiento, dado que a raíz de la entrada en 
vigor del PGC de 2007, la consideración del fondo económico de 
las operaciones implica que los antiguos derechos sobre bienes en 
régimen de arrendamiento fi nanciero que antes siempre tenían la 
consideración de inmovilizado inmaterial, cualquiera que fuera la 
naturaleza del activo arrendado, pasan ahora a tener la naturaleza 
de inmovilizado material o intangible, en función de la naturaleza 
del activo subyacente, con carácter general un inmovilizado ma-
terial. La Resolución aborda entre otras cuestiones el tratamiento 
contable de los derechos de uso adquiridos a título gratuito, en 
línea con lo previsto en las Normas de adaptación del PGC a las 
entidades sin fi nes lucrativos y los diversos elementos del inmo-
vilizado intangible inmovilizado intangible - investigación y desa-
rrollo, propiedad industrial, intelectual, contratos de franquicia o 
derechos de adquisición de jugadores, entre otros.

Hasta aquí, una síntesis de la normativa que, hasta el momento, 
se ha ido aprobando. La labor de normalización sin embargo sigue 
su curso, y las próximas aprobaciones normativas están ahora en 
fase de Proyecto de Resolución, en particular en dos Proyectos que 
ya han sido objeto de trámite de audiencia y que verán la luz en un 
futuro más o menos inmediato. 

El primero de ellos es el Proyecto de Resolución del ICAC por la 
que se dictan normas de registro y valoración e información a in-
cluir en la memoria de las cuentas anuales sobre el deterioro del 
valor de los activos. Este Proyecto es novedoso en la medida que 
hasta ahora no se había dictado ninguna norma que abordase de 
una forma global el deterioro de todo tipo de activos, es decir, in-
movilizado material e intangible, inversiones inmobiliarias, instru-
mentos fi nancieros y existencias. El Proyecto incluye cuestiones 
no tratadas anteriormente, cómo son una mayor concreción de lo 
que se considera tipo de interés libre de riesgo a efectos de calcular 
el valor en uso de un activo, un amplio desarrollo del deterioro de 

(NRV) 9ª sobre instrumentos fi nancieros, que obliga a contabilizar 
como pasivo aquel instrumento que suponga para la empresa una 
obligación contractual de entregar efectivo u otro activo fi nancie-
ro. La segunda es la Orden EHA/3362/2010, de 23 de diciembre, 
por la que se aprueban las normas de adaptación del Plan General 
de Contabilidad a las empresas concesionarias de infraestructuras 
públicas, cuyo principal objetivo fue adaptar la norma internacional 
de referencia, la CNIIF 12 Acuerdos de Concesión de servicios, a 
los criterios recogidos en el PGC. Esta Orden regula dos modelos 
contables para los acuerdos de concesión en los que el concesio-
nario explota una infraestructura que controla la Administración 
Pública, mediante la prestación de un servicio público de natu-
raleza económica, sometido a la regulación que impone la propia 
Administración, fundamentalmente a través de la imposición de la 
tarifa que percibe el concesionario a cambio del servicio prestado. 
Los  dos modelos que prevé la Orden son el del activo fi nanciero 
y el del inmovilizado intangible. El activo fi nanciero lo reconoce 
el concesionario en aquellos supuestos en los que el contrato de 
concesión le reconoce un derecho incondicional a percibir una con-
traprestación por el servicio público, en la mayoría de los casos 
porque es la propia Administración concedente la que a cambio 
de controlar la infraestructura se obliga a pagar al concesiona-
rio el servicio que presta. En estos casos a efectos contables se 
considera que ese derecho incondicional de cobro que ostenta el 
concesionario, es un derecho de crédito o activo fi nanciero. Por 
su parte el modelo del inmovilizado intangible, el más habitual en 
España, opera cuando ante la ausencia de ese derecho incondicio-
nal el concesionario corre con el riesgo de demanda, percibiendo 
la contraprestación correspondiente por el servicio prestado única-
mente cuando el usuario de dicho servicio lo utiliza. El inmovilizado 
intangible se confi gura así como la licencia que tiene el concesio-
nario que le da derecho a explotar el servicio, frente a la normativa 
anterior en la que el concesionario contabilizaba en su activo un 
inmovilizado material por la infraestructura explotada, que bajo la 
nueva normativa en la medida en que es controlada por el conce-
dente, no puede ser contabilizada por el concesionario.

Como Reales Decretos, uno de los más esperados fue el Real 
Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban 
las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas 
y que modifi ca el PGC y el PGC de Pymes. Tras la aprobación del 
PGC, normativa básica para elaborar las cuentas anuales indivi-
duales, era necesario aprobar un conjunto de normas con criterios 
coherentes con los del PGC, que sirviesen para elaborar las cuen-
tas anuales consolidadas de aquéllos grupos de sociedades que no 
aplicasen las NIIF obligatoria o voluntariamente.

Por último, en 2011 se aprobó el Real Decreto 1491/2011, de 24 de 
octubre por el que se aprueban las normas de adaptación del PGC a 
las entidades sin fi nes lucrativos y el modelo de plan de actuación 
de las entidades sin fi nes lucrativos. Estas normas trasladan los 
criterios del PGC a la actividad de un tipo de entidades cuyo objeto 
social es muy distinto al de las sociedades mercantiles, en la me-
dida en que no persiguen el lucro del accionista sino la realización 
de un fi n en bien de la comunidad. Destacan de estas normas los 
modelos de cuentas anuales, que son el balance, la cuenta de resul-
tados y la memoria, incorporando la cuenta de resultados todas las 
variaciones patrimoniales que experimenta la entidad, un régimen 
simplifi cado para las microentidades, así como un tratamiento por-
menorizado de las subvenciones, donaciones y legados recibidos y 
los derechos a utilizar un bien a título gratuito, entre otras.

A este respecto, únicamente apuntar que en 2013, se han apro-
bado dos Resoluciones de 26 de marzo, por las que se aprueban 
el Plan de contabilidad de las entidades sin fi nes lucrativos y el 
Plan de Contabilidad de pequeñas y medianas entidades sin fi nes 
lucrativos. Estas Resoluciones recogen sin innovación alguna ni 
modifi cación de lo previsto en el Real Decreto 1491/2011, un texto 
que de forma refundida incluyelos criterios aprobados por el Real 
Decreto 1491/2011, y al mismo tiempo todos los criterios del PGC 
y del PGC de Pymes que resultan de aplicación común a las empre-
sas y a estas entidades. 
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en el estado de Queensland, llamado Etheridge Shire, esencialmente 
de carácter rural y minero. Allí he encontrado un informe anual que 
comienza diciendo: “todos los años, el Condado de Etheridge elabo-
ra un informe anual. Ello es una exigencia legal, pero se considera 
una oportunidad para proporcionar a la comunidad un reporte acer-
ca de nuestra gestión, en materia de planes corporativos y opera-
cionales. También nos ofrece la oportunidad de poner de manifi esto 
los logros y la manera en la que estamos enfrentando los retos del 
condado”. Me pareció un buen comienzo para la refl exión, teniendo 
en cuenta que previamente se señala que “la información constituye 
la rendición de cuentas ante los stakeholders, que incluyen residen-
tes, contribuyentes, funcionarios, ediles, inversores, grupos comu-
nitarios y otros grupos interesados”.

Estas manifestaciones me van bien para iniciar mis refl exiones. 
Creo que resumen perfectamente el nuevo concepto de rendición 
de cuentas de las entidades públicas, próximo a las necesidades de 
los usuarios, entre los cuales hay que situar en lugar preferente a 
los ciudadanos y la gente de a pie, sin olvidar desde luego al resto 
de agentes económicos y los temidos mercados. Porque si no es 
así, pobre será nuestra contribución a la transparencia, la recupe-
ración de la confi anza social y económica y, ¿por qué no decirlo?, 
la misma regeneración del sistema democrático.

¿Qué le pedimos los ciudadanos al sector público? 

¿Cómo infl uyen en nuestras decisiones 

la transparencia y las buenas prácticas?

El paradigma de la Nueva Gestión Pública (NGP) y la búsqueda del 
Buen Gobierno de las entidades públicas plantean la necesidad de 
preguntarse cuáles deben ser los pilares o las claves para una refor-
ma real de la gestión pública, que permitan ofrecer a los ciudadanos 
transparencia informativa, efi cacia y efi ciencia en sus actuaciones y 
sostenibilidad de sus estructuras y mecanismos funcionales.

La transparencia ha de tomar en consideración a todos los stake-
holders y la información suministrada debe ser completa, clara, 
oportuna y fácilmente accesible. En cuanto a la gestión efi caz y efi -
ciente, ésta exige la introducción de nuevos conceptos y técnicas, 
como el benchmarking y las buenas prácticas, situando en primer 
término otros valores diferentes a los mecanismos de mercado, 
ligados a la calidad, que preserven asimismo la equidad distributiva 
y la protección de unos derechos sociales fundamentales.

Todo ello exige una adecuada gestión del desempeño, cuya pues-
ta en práctica requiere el desarrollo de instrumentos contables y 
presupuestarios, como una contabilidad acorde con las Normas 
Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NICSP), la 
reforma y aplicación efectiva de un presupuesto por objetivos, el 
empleo del cuadro de mando integral, la presentación de cartas de 
servicios e incluso la introducción del devengo en los presupues-
tos, homogeneizando su lenguaje y su lógica con los criterios de la 
contabilidad fi nanciera. 

Sin embargo, esto no puede concebirse sin un profundo cambio 
de la cultura administrativa y de la propia cultura democrática en 
nuestras sociedades.

No es difícil apreciar el escaso interés por la información econó-
mico-fi nanciera de los diferentes grupos sociales y económicos, 
y en especial por los estados fi nancieros tradicionales. Los presu-
puestos son el instrumento inmediato para presentar las asigna-
ciones fi nancieras del dinero público en un ejercicio, pero también 
existen carencias importantes en cuanto a su encuadre en planes 
plurianuales y programas de actuación con objetivos claros y co-
herentes.

La gravedad y profundidad de la actual crisis económica, con las 
dolorosas consecuencias en las prestaciones sociales y una cre-
ciente desigualdad social, se justifi ca en los malos indicadores 
económico-fi nancieros, centrados en la consecución del equilibrio 
fi scal. Estas circunstancias tendrían que originar un mayor interés 

las unidades generadoras de efectivo y la distribución del fondo de 
comercio y activos comunes cuando concurren varias dentro de 
una empresa y una mayor regulación del deterioro de los activos 
fi nancieros, tomando como referente en muchos casos la Circular 
4/2004, de 22 de diciembre del Banco de España, a entidades de 
créditos, sobre normas de información fi nanciera pública y reser-
vada y modelos de estados fi nancieros.

El último Proyecto publicado es relativo a la Resolución del ICAC 
sobre el marco de información fi nanciera cuando no resulta ade-
cuada la aplicación del principio de empresa en funcionamiento. 
Sin duda es el más innovador, no solo porque hasta ahora no se 
haya desarrollado esta cuestión en España, sino porque a nivel 
comparado, salvo en Estados Unidos, a penas normativa al respec-
to. El Proyecto, en desarrollo del propio principio de empresa en 
funcionamiento recogido en el PGC y de la NRV 23ª sobre Hechos 
posteriores al cierre del ejercicio, fi ja  el marco de información nece-
sario, cuando quiebra el citado principio, de cara a que la sociedad 
pueda cumplir con la obligación de formular las cuentas anuales 
en los supuestos legales de liquidación, o inmediatamente antes 
de acordarse la disolución de la sociedad cuando existe una clara 
intención de liquidarla. Para ello el enfoque del que se ha partido 
es el de “conservación de la norma jurídica” en cuanto al resto de 
principios contables y criterios de registro y valoración recogidos 
en el PGC, en la medida en que en estos supuestos de liquidación 
o momento previo a la liquidación, tras un análisis de la legislación 
mercantil vigente, se concluye que subsiste la obligación de formu-
lar cuentas anuales. 

Para fi nalizar este análisis, cabe recordar que el 29 de Junio de 
2013 se publicó en el Diario Ofi cial de la Unión Europea, la Directiva 
2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de junio 
sobre los estados fi nancieros anuales, los estados fi nancieros con-
solidados y otros informes afi nes de ciertos tipos de empresa. Esta 
directiva deroga las que hasta ahora conocíamos como Cuarta y 
Séptima directivas que regulaban las cuentas anuales individuales 
y las consolidadas respectivamente. Durante su elaboración y tras 
su reciente aprobación, el ICAC ha venido analizando las cuestiones 
novedosas que incorpora y que de cara a su trasposición puedan 
suponer una modifi cación tanto de la que hemos denominado nor-
mativa contable básica como de su desarrollo. Únicamente hacer 
mención a alguna de estas cuestiones como son la no posibilidad 
de exigir un estado de cambios en el patrimonio neto a las empre-
sas que la directiva califi ca como pequeñas empresas, el régimen 
de amortización del fondo de comercio o la no posibilidad de que 
fi guren en el activo los gastos de investigación. La trasposición de 
la directiva de 2013 conllevará nuevas modifi caciones en un futuro 
más o menos cercano de nuestro derecho contable.

Vicente Montesinos Julve
Presidente de la Comisión del Sector Público de AECA

¿Puede un nuevo concepto de rendición 
de cuentas contribuir a modernizar la 
gestión pública y mejorar la calidad 
ética de la democracia?

Desde mi ventana

Antes de comenzar a escribir estas letras, pensé que sería bueno 
asomarme a mi ventana, que hoy en día es esencialmente Internet. 
Nos han puesto permanentemente como ejemplo de buen hacer en 
materia de divulgación de la información contable pública las expe-
riencias anglosajonas, de modo que me he ido a Australia. No a una 
gran urbe, sino a un pequeño condado, de menos de mil habitantes, 
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tórica a la realidad todavía es largo y no exento de difi cultades, 
especialmente en lo que a información no fi nanciera se refi ere. La 
tarea pendiente es todavía más importante en el caso de las Co-
munidades Autónomas y las Corporaciones Locales. Así, en una 
investigación publicada en 2013 sobre la información de gestión de 
las entidades locales de España e Italia, se pone de manifi esto que, 
entre los principales escollos a superar para su efectiva implanta-
ción y uso, cabe resaltar las defi ciencias en la contabilidad analíti-
ca, la ausencia de armonización (que difi culta la comparabilidad) y 
la tradicional cultura burocrática de gestores y clase política.

Las pautas para la rendición de cuentas públicas: 

el marco conceptual del IPSASB

En las partes del marco conceptual de la Contabilidad Pública que 
el IPSASB ha aprobado en 2013, se recogen planteamientos y con-
ceptos diferenciados de los defi nidos para las empresas.

Así, se reconocen como necesidades de información de los desti-
natarios de servicios públicos: en cuanto a los recursos, si estos 
se utilizan con criterios de economía, efi cacia y efi ciencia y si se 
ajusta su uso a lo previsto y en benefi cio de los destinatarios; en 
cuanto a los servicios prestados, si el tipo, volumen y coste de los 
servicios son adecuados, así como la recuperación de sus costes; 
fi nalmente, en lo relativo a la sostenibilidad, si los recursos dispo-
nibles en la actualidad, son sufi cientes para mantener el volumen 
y calidad de los servicios y cuáles son las consecuencias de las 
decisiones adoptadas y acciones emprendidas en el ejercicio sobre 
la sostenibilidad futura de los servicios?

Del mismo modo, los suministradores de recursos han de conocer: 
en cuanto a objetivos, si se alcanzan los objetivos establecidos; en 
materia de sufi ciencia fi nanciera, si se han fi nanciado las operacio-
nes corrientes con impuestos del ejercicio o con endeudamiento u 
otros recursos; y en lo referente a sostenibilidad, si es probable que 
en el futuro se precisen mayores o más reducidos recursos y cuál 
será su origen probable. Los prestamistas y los acreedores nece-
sitarán información para evaluar la liquidez de la entidad; los do-
nantes, querrán saber si la entidad está utilizando los recursos con 
criterios de economía, efi cacia y efi ciencia, si se actúa de acuerdo 
con lo previsto y las previsiones de prestación de servicios en el 
futuro y las necesidades de recursos para ello.

Para hacer frente a estas necesidades de información no serán sufi -
cientes los estados fi nancieros tradicionales, aunque estos seguirán 
constituyendo “el núcleo” de la información externa de las entidades. 
Necesitaremos hablar así de tres niveles de fuentes de información:

Nivel I. Los estados fi nancieros, que junto a la información adi- –
cional, fi nanciera y no fi nanciera, sobre los presupuestos, pres-
tación de servicios y expectativas para actividades futuras;

Nivel II. Los informes de carácter general (ICG), que incluyen  –
los documentos del nivel I anterior, junto con Información com-
plementaria y de mejora; información presupuestaria; logros en 
servicios; y otra información prospectiva (fi nanciera y no fi nan-
ciera).

Nivel III. Este nivel incorpora otras fuentes de información, al  –
margen de los IGC, de carácter socio-económico y geopolíti-
co, a tener igualmente en cuenta para la toma de decisiones 
públicas.

A modo de conclusión

En esta breve refl exión nos hemos planteado qué podemos ha-
cer desde la Contabilidad y la Auditoría Públicas para mejorar la 

de los usuarios por la información sobre la gestión de las entidades 
públicas, tanto de índole fi nanciera como de carácter no fi nanciero. 
Sin embargo, la reacción de los ciudadanos no se ha traducido en 
resultados electorales adversos para los gobernantes, ni siquiera 
ante la aparición de informaciones sobre prácticas fraudulentas ge-
neralizadas y repetidos episodios de corrupción, frente a los cuales 
los responsables políticos adoptan frecuentemente la postura de 
negar la evidencia, esperando que la tormenta escampe y posible-
mente todo siga igual.

Ante este entorno tan desalentador para el papel y la utilidad de 
información referente a los resultados alcanzados por los gesto-
res públicos, hay que preguntarse: ¿qué esperan los ciudadanos?; 
¿qué se les puede aportar en materia de información para las deci-
siones y rendición de cuentas?; ¿cómo infl uirá la transparencia y la 
calidad de la información para conformar una nueva cultura admi-
nistrativa y redundar en un mejor funcionamiento del sistema eco-
nómico y de las propias instituciones democráticas?; ¿podemos 
contribuir con ello a incrementar la confi anza colectiva y mejorar la 
ética social y económica de nuestras organizaciones?

Las limitaciones de la rendición de cuentas y el 

presupuesto tradicionales: el camino para su reforma

De acuerdo con el esquema tradicional de la gestión pública, ésta 
centraba su atención en los recursos o inputs necesarios para la 
producción de bienes y servicios públicos, así como en el control 
del fraude. La rendición de cuentas presentaba información exclu-
sivamente fi nanciera y estaba orientada hacia adentro de la propia 
administración.

Sin embargo, en la actualidad se entiende que las cuentas a rendir 
por las entidades públicas no pueden limitarse a los inputs, sino 
que deben desplazar su énfasis hacia los resultados; sin abando-
nar el control del fraude, se debe informar sobre la calidad de la 
gestión, en términos de efi cacia, efi ciencia y economía; asimismo, 
la información no puede ser solamente fi nanciera, sino que ha de 
incluir componentes no fi nancieros y estar abierta a las cuestiones 
que más directamente importan al ciudadano-cliente, como las re-
ferentes al medio ambiente, la seguridad y la calidad de vida.

La crisis económica, la consolidación fi scal y las exigencias de la 
reforma de la administración pública están suponiendo igualmente 
importantes revisiones de la presupuestación tradicional, tal como 
resalta la OCDE en 2012: los recortes jerarquizados, la revisión de 
las políticas de gasto, el presupuesto por objetivos o los recortes 
automáticos por productividad, o dividendos de la efi ciencia. De 
estas reformas presupuestarias, el presupuesto por objetivos es el 
instrumento que mejor conecta con los planteamientos de la NGP, 
y su puesta en práctica real (y no solamente retórica y formal) re-
quiere disponer de información detallada y fi able derivada de un 
sistema de información integrado, que recoja y ofrezca datos de 
contabilidad analítica, contabilidad acorde al devengo y NICSP e 
indicadores fi nancieros y no fi nancieros sobre la gestión, los resul-
tados, impacto medioambiental, seguridad y políticas sociales.

Es cierto que la Ley General Presupuestaria de 2003 resalta el énfasis 
en objetivos y programas y la necesidad de proporcionar información 
sobre su cumplimiento, que se incorporará a las cuentas anuales, 
asignando al Ministerio de Hacienda, la responsabilidad de impulsar 
y coordinar la evaluación continuada de las políticas de gasto.

También hay que resaltar la aprobación en 2010 de un nuevo Plan 
General de Contabilidad Pública, adaptado a las NICSP, en el que se 
establece que las cuentas anuales deberán incorporar indicadores 
fi nancieros, patrimoniales y presupuestarios, información sobre el 
coste de las actividades e indicadores de gestión.

Sin embargo, del análisis de las memorias que desarrollan los 
programas presupuestarios y de la información publicada en las 
cuentas anuales de las entidades públicas españolas del sub-sector 
Estado, deducimos que el camino a recorrer para pasar de la re-
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sofi sticados tecnológicamente, se han desarrollado nuevas técnicas 
como el cuadro de mando integral, ABM o Lean Six Sigma. Estas téc-
nicas se suponen proporcionan información más completa y perfecta 
para el control de gestión y la toma de decisiones. Sin embargo, el 
problema es que no hay garantía de que un sistema técnicamente su-
perior, suministrando información más completa, rápida y detallada, 
lleve a mejores decisiones, ya que en última instancia las decisiones 
son tomadas por personas. 

El contable de gestión tiene que tomar conciencia de esto, y enten-
der que las personas, bien sola o trabajando en equipo, no tienen 
la capacidad cognitiva para procesar toda la información disponible, 
ni toman decisiones ni eligen estrategias de acción en base al valor 
esperado más alto para la organización. Por el contrario, sus decisio-
nes están infl uenciadas por sesgos, emociones, presiones sociales 
o normas morales (Bazermany Moore 2008; Kahneman 2011). Por 
lo tanto el contable de gestión debe comprender que en la toma de 
decisiones no existen elecciones neutras y objetivas, y por ello no 
sólo debe suministrar información sino aconsejar de forma efi caz a 
la dirección en la toma de decisiones y estrategias de acción de la 
empresa. Para asegurar la relevancia y pertinencia como disciplina, 
el contable de gestión tiene que tomar conciencia de su papel como 
agente de cambio, convirtiéndose en un profesional cuya principal 
competencia sea proporcionar información cuantitativa y cualitativa 
para la toma de decisiones y, a la inversa, explicar y predecir el com-
portamiento en la toma de decisiones como una respuesta a la infor-
mación proporcionada.

El contable de gestión como catalizador del cambio

La contabilidad de gestión ha intentado cumplir su propósito funda-
mentalmente de dos formas: facilitando el suministro de información 
para la toma de decisiones e infl uyendo (mediante control) en la toma 
de decisiones (Merchant y Van der Stede, 2011).En el primer caso, el 
contable de gestión desempeña la función de facilitador de las decisio-
nes cuando apoya la toma de decisiones suministrando información 
relevante y actualizada, por ejemplo el suministro de la información 
de costes debe permitir que los directores y gerentes mejoren sus 
productos, procesos o la gestión de recursos. En la función de infl uir 
en la toma de decisiones, el contable de gestión debe usar la informa-
ción, tanto cuantitativa como cualitativa, para alinear los intereses de 
los diferentes empleados con los objetivos de la organización, lo cual 
signifi ca a menudo motivar a los gerentes, directivos y empleados 
a actuar a favor de los intereses del propietario. Para ello se usan 
incentivos, evaluaciones y recompensas, los cuales se basan en la 
información suministrada por la contabilidad de gestión. Por ejemplo, 
la promoción de un directivo puede vincularse al éxito en la reducción 
de los costes de un producto o proceso de producción.

Recientemente Accenture y Oracle han patrocinado un estudio que 
analiza el papel del director fi nanciero como catalizador del cambio. 
Aunque el contable de gestión o controller es una fi gura indepen-
diente, todavía en muchas empresas la fi gura del director fi nanciero 
suele englobar las funciones del contable de gestión, especialmente 
en aquellos países donde no existe una regulación de la profesión 
de controller, como es el caso de España. A través de una encuesta 
on line se recogieron respuestas de 930 directores fi nancieros de 
empresas de distintos tamaños y distintos países (29% de Europa 
Occidental, 17% de Europa del Este, 22% de América del Norte, 6% 
de América del Sur, 16% de Asia-Pacífi co, y 10% de África y Oriente 
Medio). El trabajo en general muestra que el director fi nanciero para 
tener éxito debe centrarse no sólo en la gestión de costes y efi cien-
cia operativa, sino también ganarse el respecto y confi anza de los 
directivos ejecutivos, el mercado y los shareholders, ejerciendo un 
papel de liderazgo en la formulación e implantación de las estrategias 
en las organizaciones. Sin embargo, a pesar su experiencia y perfi l, 
los directores fi nancieros en general siguen pensando que su papel 
como agentes de cambio en las empresas tiene mucho desarrollo 
aún. Las principales conclusiones de este estudio se pueden resumir 
como sigue:

transparencia, aumentar la confi anza en el sistema económico y 
las instituciones, a través de una nueva rendición de cuentas, que 
presente la realidad de forma clara, fi el y fi able, reconociendo la ri-
queza y variedad de aspectos de esa realidad, que exige incorporar 
y analizar, no solamente información fi nanciera, sino también, y 
con un peso signifi cativo, información de carácter no fi nanciero.

En un mundo tan globalizado, en el que empezamos a apreciar que 
teorías tales como la del “efecto mariposa” son más realistas de lo 
inicialmente pensado, nuestra tarea puede y debe ser importante 
y signifi cativa. Como nos dejó dicho Joan Maravall, en su “Elogi 
del viure”, “Ama tu ofi cio, tu vocación, tu estrella, aquello para lo 
que sirves, aquello en que realmente eres uno entre los hombres; 
esfuérzate en tu quehacer, como si de cada detalle que pienses, de 
cada palabra que digas, de cada pieza que coloques, de cada mar-
tillazo que des, dependiese la salvación de la humanidad. Porque, 
créeme, de ello depende”.

David Naranjo Gil
Universidad Pablo de Olavide

El contable de gestión como agente 
de cambio en la empresa

El avance tecnológico, la intervención más activa de los gobiernos y 
el aumento de los mercados emergentes, han alterado los modelos 
tradicionales de negocios. En este entorno, el contable de gestión 
debe identifi car nuevos procesos, productos y servicios, así como 
desarrollar sistemas de control que conduzcan a un crecimiento sos-
tenible y rentable de la organización. Técnicas más sofi sticadas, como 
los sistemas de planifi cación de recursos empresariales o las bases 
de datos integradas, han hecho posible la reducción de la carga de 
trabajo para procesar las transacciones y la disminución de los costes 
de control. Esto ha repercutido en una reducción de la función de la 
contabilidad de gestión, en términos de número de empleados, y en 
un aumento y mejora de la calidad de los servicios a prestar. Entre es-
tos servicios el contable de gestión debe ir más allá desus funciones 
tradicionales, como la gestión del rendimiento (ej. incentivos y presu-
puesto) o la gestión del riesgo (ej. controles internos y gobernanza), 
desarrollando también un papel activo en la gestión de estrategias 
adaptadas a las cambiantes necesidades de la organización.

El contable de gestión es el responsable de proporcionar información 
fi nanciera y operativa que tiene una considerable infl uencia en el esta-
blecimiento de incentivos monetarios y no monetarios que impulsan 
los procesos de toma de decisiones de los directores y gerentes en 
las organizaciones. En las últimas dos décadas, nuestro conocimiento 
de cómo las personas toman decisiones económicas ha aumentado 
considerablemente, aunque esto no se ha trasladado en igual medida 
al diseño de los sistemas de contabilidad y control de gestión en las 
empresas. Los sistemas de control de gestión que fallan en sus ob-
jetivos parecen la regla más que la excepción, ypodemos decirque la 
crisis fi nanciera que sufrimos se debe en parte a la toma de decisiones 
basadas en información incorrecta o incompleta, la mala interpreta-
ción de datos o a sistemas de evaluación inadecuados con incentivos 
perversos. Esto puede poner de nuevo en riesgo la contabilidad de 
gestión como disciplina relevante para suministrar información para 
la toma de decisiones y el control en las empresas.

Este escenario recuerda en algo al descrito por Johnson y Kaplan 
en su libro sobre la relevancia perdida de la contabilidad de gestión 
(Johnson y Kaplan 1987). Estos autores criticaban que las técnicas 
de contabilidad de gestión más usadas se desarrollaron en una era 
industrial pasada, y ya no eran útiles en un mundo de rápidos avan-
ces tecnológicos y de competencia global. En respuesta a esta crítica 
y bajo la infl uencia y posibilidades de sistemas de información muy 
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Enrique Ortega Carballo
Socio de Gómez-Acebo & Pombo Abogados

Presidente de la Comisión de Principios Contables de AECA

Mariana Díaz-Moro Paraja
Gómez-Acebo & Pombo Abogados

Aspectos en las cuentas anuales 
de la actualización de balances de 2013 

La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diver-
sas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las fi nanzas 
públicas y al impulso de la actividad económica (en adelante, “Ley 
16/2012”) introdujo en su artículo 9 la mencionada actualización de 
balances. Esta medida, permitió a los sujetos pasivos del Impuesto 
sobre Sociedades (en adelante, “IS”), del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas (en adelante, “IRPF”) que realicen activida-
des económicas y a los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta 
de No Residentes (en adelante, “IRNR”) que operen en territorio 
español mediante establecimiento permanente, actualizar volunta-
riamente el valor de ciertos activos de su balance. La contrapartida 
de dicha actualización sería una cuenta de reservas sobre la que 
deberían satisfacer un gravamen único del 5%.

En términos generales, la Ley 16/2012 establece como actualiza-
bles los elementos siguientes:

Inmovilizado material. Subgrupo 21 (• Inmovilizaciones materia-
les) del Plan General de Contabilidad, aprobado por Real Decre-
to 1514/2007, de 16 de noviembre (en adelante, “PGC”).

Inversiones inmobiliarias. Subgrupo 22 (• Inversiones inmobilia-
rias) del PGC.

Asimismo, se previó expresamente la actualización de los elemen-
tos patrimoniales correspondientes a acuerdos de concesión regis-
trados como activo intangible por las empresas concesionarias que 
deben aplicar las normas de adaptación del PGC a las empresas 
concesionarias de infraestructuras públicas. 

En el caso de que un sujeto optara por acogerse a la actualización, 
se exigió que esta se aplicara a todos los elementos susceptibles 
de la misma y a las correspondientes amortizaciones, con una ex-
cepción en relación con los bienes inmuebles, los cuales podrían 
actualizarse de forma independiente cada uno de ellos.

En cuanto a la técnica de actualización, se optó por aplicar sobre 
el valor de adquisición o coste de producción de los activos ac-
tualizables y sobre las amortizaciones contables que fueron fi scal-
mente deducibles, los coefi cientes previstos en el artículo 9.5 de la 
Ley 16/2012, los cuales varían en función del año de adquisición o 
producción del activo, con objeto de compensar la revalorización 
derivada de la infl ación.

En este sentido y sintetizando todo el proceso, para calcular el im-
porte de la actuación se procedería como sigue:

Se debe buscar un equilibrio entre la función de gestionar costes - 

y un mayor enfoque hacia el crecimiento. Es decir dado que la 

reducción de costes es cada vez más difícil, el contable de gestión 

podría usar su experiencia en identifi car y explotar las oportuni-

dades de crecimiento en una economía mundial que se recupera 

lentamente.

El papel estratégico y como agente de cambio es cada vez más re-- 

levante, aunque todavía apenas un 32% de los directores fi nancie-

ros juegan un papel de liderazgo en la transformación del negocio, 

y sólo el 18% lo hace en la gestión del proceso de transformación. 

Pero, dada su experiencia en la transformación de las fi nanzas y la 

gestión de costes, y su perspectiva única sobre el negocio, están 

muy bien situados para liderar este tipo de actividades. Para con-

vertirse en un agente de cambio efi caz, el contable de gestión debe 

demostrar liderazgo, visión comercial y estratégica, y sobre todo 

la capacidad para superar la resistencia organizacional.

El coste de mantenimiento y de integración de la tecnología de la - 

información consumen una gran cantidad de tiempo en la función 

de los directores fi nancieros, lo cual evita que centren su atención 

en la mejora de la competitividad e impulso del cambio y creci-

miento.

Las innovaciones tecnológicas ofrecen la oportunidad de que los - 

sistemas de información apoyen objetivos empresariales más 

amplios.Por ello, las inversiones en el análisis de grandes volú-

menes de datos serán una fuente clave de ventaja competitivaen 

las organizaciones (ej. programación en la nube, grandes bases 

de datos, telefonía móvil, redes sociales…). Por ello, el contable 

de gestión debe formarse y adquirir los conocimientos necesarios 

para comprender las nuevas tecnologías y realizar un papel más 

activo en la forma en que las organizaciones adoptanlos avan-

cestecnológicos. Esto le permitirá convertirse en un agente de 

cambio que explore servicios empresariales integrados, fomente 

que se compartan servicios tanto intra como inter-organizativos, 

y facilite la colaboración con otras áreas funcionales, como mar-

keting y recursos humanos, asegurando así que las inversiones 

en tecnología permitan conseguir los resultados de negocio pre-

vistos.

Podemos concluir que con su formación, experiencia y perfi l el 

contable de gestión tiene la posibilidad ahora más que en cual-

quier momento anterior de convertirse en un líder que ayude a la 

dirección a mirar con más detenimiento y cercanía los procesos, 

priorizar iniciativas, y conducir de forma efi ciente y efectiva la 

organización hacia el cambio y crecimiento sostenible. Para con-

vertirse en un agente de cambio efi caz, el contable de gestión 

debe poseer habilidades de liderazgo y comunicación para ayudar 

de forma clave a la dirección en la gestión estratégica, también 

debe tener la capacidad de proporcionar y analizar la información, 

facilitando la priorización de distintas acciones, y permitiendo en 

última instancia la superación de la resistencia al cambio. El con-

table de gestión debe tomar consciencia de su papel como agente 

de cambio, integrando sus conocimientos económicos y tecno-

lógicos con los de psicología organizativa, que le permitirá en-

tender la reacción a la información contable y el comportamiento 

humanoen elmundo de los negocios. Todo esto permitirá que el 

contable de gestión ayude aevitar sesgos en la elección estraté-

gica de cursos de acción, que limitan el potencial de cambio y 

crecimiento de las organizaciones.
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a través de Reglamentos de la Unión Europea1. En virtud de dicha 
adaptación, las NIC resultan de aplicación a las cuentas consolidadas 
de los grupos que cotizan en un mercado regulado. No obstante, 
nuestro legislador nacional requirió su efectiva transposición al De-
recho interno y, bajo este objetivo, se aprobó el PGC vigente. 

Ahora bien, nuestro ordenamiento contable también debe cumplir 
con el marco jurídico establecido por la Cuarta Directiva 78/660/
CEE del Consejo, de 25 de julio de 19782, en el cual se prevé la 
posibilidad de que los Estados miembros puedan regular una ac-
tualización de balances. 

Sin embargo, de acuerdo con la normativa internacional señalada, 
este tipo de actualizaciones no se permite dado que, cuando se 
refi ere al inmovilizado material, la NIC 16 requiere que un modelo 
de revalorización se ejecute con cierta periodicidad, circunstancia 
de difícil aplicación al caso analizado. Asimismo, y en relación con 
las Inversiones Inmobiliarias, la NIC 40 permite un modelo de valor 
razonable a cuenta de resultados, que debiera realizarse todos los 
ejercicios, circunstancia que tampoco sintoniza con la actualización 
ahora implantada.

Es decir, se podría afi rmar que la actualización de valores vigente 
ha sido establecida por el legislador al margen de la norma interna-
cional señalada, lo que de alguna forma se aleja de la sintonía entre 
dichas normas, aunque sí está previsto en la Directiva señalada.

Gravamen y Reserva de revalorización de la Ley 16/2012, 

de 27 de diciembre

El ICAC, recoge en la Consulta que el gravamen del 5 por ciento 
se deberá registrar en la partida “reserva de revalorización de la 
Ley 16/2012, de 27 de diciembre” que surge del proceso de re-
valorización que antes se ha hecho referencia, disminuyendo su 
importe. La naturaleza contable de dicho gravamen, no teniendo 
la consideración de cuota del IS, se identifi ca como un impuesto 
sobre benefi cios, pues grava una parte de los mismos. Dado que 
la actualización se reconocerá en el ejercicio 2013, cuando el órga-
no competente apruebe el balance de actualización, el citado gasto 
(aplicado contra reservas) también se registrará en dicho ejercicio, 
atendiendo a su devengo.

Documento extracontable o balance “ad hoc” para la 

actualización

La actualización de los valores contables se realiza sobre un balance 
elaborado a los únicos efectos de la actualización, partiendo de la 
base de los valores recogidos en el último balance de las cuentas 
anuales del ejercicio cerrado con posterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley 16/2012. Con carácter general, la Junta General aprobará, 
en su caso, dicho documento extracontable o ad hoc en el mismo 
plazo establecido para aprobar las cuentas anuales del ejercicio 2012 
y, según manifi esta el ICAC, dicho documento no forma parte de las 
mismas. Aprobada la actualización por el órgano competente, esta 
tiene efectos contables a partir del día 1 de enero de 2013. Por tanto, 
el valor en libros y la base fi scal de los activos actualizados se modi-
fi cará en el ejercicio 2013, por lo que no cabe el reconocimiento de 
impuesto diferido alguno por esta circunstancia a 31 de diciembre 
de 2012. Esto signifi ca que en el libro diario del ejercicio 2013, en 
la fecha de aprobación de la actualización por la Junta General, se 
incorporarían los ajustes a los activos, indicando claramente que la 
fecha de efectos será la fecha de inicio de dicho ejercicio.

Activo por impuesto diferido en 2013

La amortización contable del incremento neto de valor resultante 
de las operaciones de actualización tiene efectos desde el inicio 

1 Reglamento 1606/2002, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de julio de 

2002.

2 Hoy sustituida por la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 26 de junio de 2013.

Identifi cación del valor contable (valor de adquisición o coste 1. 

de producción menos amortizaciones) de los elementos patri-

moniales susceptibles de actualización, según el último balance 

cerrado con posterioridad al 28 de diciembre de 2012.

Aplicación de los coefi cientes previstos en el citado artículo 9.5 2. 

de la ley para determinar el valor actualizado. En concreto, los 

referidos coefi cientes se aplicarían sobre:

El precio de adquisición o coste de producción de los activos a. 

y en su caso las mejoras, en función del año de adquisición, 

producción o realización de la mejora.

Las amortizaciones contables, fi scalmente deducibles, aten-b. 

diendo al año en el que se realizaron.

Determinación del importe de la actualización, por la diferencia 3. 

entre el valor actualizado (apartado 2) y el valor contable (apar-

tado 1).

Aplicación al citado importe de la actualización, del coefi ciente 4. 

de fi nanciación, cuya fi nalidad última es determinar los efectos 

de la infl ación en los recursos propios del sujeto pasivo. Este 

coefi ciente resultaría de aplicación si: 

Se trataba de un sujeto pasivo del IS o IRNR, y 1. 

Era inferior a 0,4. Si es superior, no sería de aplicación.2. 

En cuanto a su determinación, se calcularía en términos genera-

les, tomando las siguientes magnitudes conforme a la fórmula 

siguiente:

Patrimonio Neto
——————————————————————————
Patrimonio Neto + Pasivo Total – Derecho de crédito – Tesorería

El importe de la revalorización, resultado de multiplicar el im-5. 

porte de la actualización (apartado 3) por el coefi ciente de fi nan-

ciación (apartado 4), se abonaría en una partida fondos propios 

denominada “reserva de revalorización de la Ley 16/2012, de 

27 de diciembre”.

Ante las dudas que esta nueva regulación generaba en el campo 

contable o información económica, el ICAC, en su consulta 5 del 

BOICAC 92 de diciembre de 2012 (en adelante, “la Consulta”), acla-

ró una serie de aspectos relacionados con esta actualización, los 

cuales son objeto de análisis a continuación.

Compatibilidad con el marco normativo contable vigente

En relación con la compatibilidad de esta disposición con el marco 

normativo contable vigente, el ICAC ha concluido que la misma tie-

ne plena cobertura en el marco jurídico comunitario, en particular 

en el ámbito de la Cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 

de julio de 1978, relativa a las cuentas anuales de determinadas 

formas de sociedad, y que se ha adoptado en el ejercicio de la so-

beranía interna que tienen los Estados miembros en materia de 

información fi nanciera.

A estos efectos, mencionar que el modelo contable español actual se 

instaura con la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación 

de la legislación mercantil en materia contable para su armonización 

internacional con base en la normativa de la Unión Europea. En la 

exposición de motivos de dicha Ley se recoge que, el mismo se basa 

en las Normas Internacionales de Contabilidad (en adelante, “NIC”) 

que, emitidas por el IASB (International Accounting Standards 

Board), han sido adoptadas por el ordenamiento jurídico europeo 
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Juan Manuel Pérez Iglesias
Subdirector General de Normalización y Técnica Contable del ICAC

Las resoluciones del Instituto 
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas 
(ICAC) en materia contable y la ley 
de actualización de balances

El antecedente del Plan General de Contabilidad (PGC) 2007, el 
PGC del año 1990, ya contaba con un alto nivel de desarrollo me-
diante Resoluciones del ICAC, ampliamente conocidas por todos 
los profesionales relacionados con esta materia. Por ello, a la hora 
de abordar el trabajo de actualizar dichos textos ha quedado paten-
te la intención de conservar gran parte de su contenido, incidiendo 
exclusivamente en cuestiones que o bien no fueron desarrolladas 
en su momento o bien han tenido que modifi carse a la vista de los 
cambios introducidos porel PGC 2007 (derivados a su vez de los 
incluidos en las normas internacionales que en su día se tomaron 
como referente para elaborar las citadas Resoluciones).

Entrando con la presentación de las principales novedades cabe 
hacer mención en primer lugar a las incluidas en la Resolución de 1 
de marzo de 2013, sobre el inmovilizado material y las inversiones 
inmobiliarias. De todas ellas destaca sin duda el tratamiento de los 
pagos contingentes, que también resulta extensible a los activos 
intangibles.

En este punto la RICAC aclara que si la contraprestación entregada 
a cambio de un inmovilizado incluye un componente contingente 
(práctica habitual en la cesión de activos intangibles), formará par-
te del precio de adquisición del elemento patrimonial la mejor esti-
mación del valor actual del pago contingente, salvo que se vincule 
a la ocurrencia de un evento futuro que aumente los benefi cios o 
rendimientos económicos que proporcionará el activo, relacionado 
con hechos o circunstancias que no existían en la fecha de ad-
quisición. En todo caso, los pagos contingentes que dependan de 
magnitudes relacionadas con el desarrollo de la actividad, como la 
cifra de ventas o el resultado del ejercicio, se contabilizarán como 
un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias a medida en que se 
incurran. 

Con posterioridad al reconocimiento inicial la empresa revisará en 
cada cierre el valor actual de los pagos pendientes y, en su caso, 
rectifi cará el valor del pasivo fi nanciero y del inmovilizado. Quedan 
al margen de este tratamiento posterior los pagos contingentes que 
dependen de la evolución de índices o tasa, como un determinado 
índice de precios, que si bien forman parte de la valoración inicial 
del bien o derecho, la posterior revisión del pasivo se contabilizará 
en la cuenta de pérdidas y ganancias sin que por lo tanto infl uya en 
la valoración del activo. 

Al margen de esta cuestión o de la aclaración que se introduce en la 
RICAC sobre la obligatoriedad de actualizar los anticipos entrega-
dos cuando en la operación se identifi que un componente fi nancie-
ro signifi cativo, a la vista del tiempo que transcurra entre la entrega 
del efectivo por parte de la empresa y la puesta a disposición del 
bien o derecho por el proveedor, las principales novedades de la 
RICAC, en comparación con su antecedente (la RICAC del 91) se 
incluyen en la norma sobre baja y en la que se ocupa de precisar el 
criterio en materia de inversiones inmobiliarias.

Así, en relación con la baja se regulan una serie de supuestos es-
peciales en los que aquella trae causa de una operación distinta a 
la venta, como sucede en las entregas de bienes a título gratuito, 
las expropiaciones de bienes del inmovilizado material, la baja del 

del ejercicio 2013, si bien la ley indica que durante los ejercicios 
2013 y 2014 no tiene efectividad fi scal, por lo que surgirá un activo 
por impuesto diferido que podrá recogerse en el activo del balance 
en la medida que se cumpla con la normativa al efecto (Norma de 
Registro y Valoración 13 del PGC y normativa de desarrollo).

La actualización de valores en cuentas consolidadas

A este respecto, la Consulta indica que se admite la revalorización 
analizada en cuentas consolidadas elaboradas bajo la normativa 
española contenida en el Real Decreto 1159/2010 3, siendo sus 
efectos los siguientes:

Si el elemento revalorizado permite ofrecer efectos fi scales a a. 
determinados elementos patrimoniales que ya se habían valo-
rado en las cuentas consolidadas a valor razonable (en la fecha 
de toma de control), el pasivo por impuesto diferido que se re-
gistró en aquel momento se dará de baja con abono a la cuenta 
de resultados en la parte que efectivamente sea considerada a 
efectos fi scales, de acuerdo con la Ley 16/2012. Adicionalmen-
te, se reclasifi cará el gravamen único que la sociedad del grupo 
que revalorizó registró en sus cuentas individuales a la cuenta 
de pérdidas y ganancias. 

Si el valor del elemento revalorizado es superior a su valor en b. 
las cuentas anuales consolidadas como consecuencia de lo in-
dicado en la letra anterior, originará una rectifi cación por la dife-
rencia entre el precio de adquisición rectifi cado del activo en las 
cuentas anuales individuales y su valor en las cuentas consoli-
dadas. La empresa del grupo que revalorizó, eliminará la actua-
lización contable reconocida en las cuentas anuales individuales 
que no haya supuesto una rectifi cación de valores a nivel conso-
lidado, circunstancia que traerá consigo la reclasifi cación de la 
parte proporcional del gravamen único a la cuenta de pérdidas y 
ganancias. También el importe correspondiente a la variación en 
los impuestos diferidos que origine la modifi cación de la base 
fi scal de los activos que constaban en las cuentas consolidadas 
se reconocerá en la cuenta de pérdidas y ganancias.

El impacto de la rectifi cación de la base fi scal se mostrará en la c. 
partida “Impuesto sobre benefi cios” de la cuenta de pérdidas y 
ganancias, dada la estrecha conexión existente entre el grava-
men único y la rectifi cación de la base fi scal de los activos, sin 
perjuicio de que dicho importe no se haya califi cado por la Ley 
como cuota del IS.

La reserva por actualización que subsista en las cuentas conso-d. 
lidadas después de aplicar el procedimiento descrito se deberá 
distribuir entre la sociedad dominante y los socios externos, de 
acuerdo con sus participaciones en el patrimonio neto de las 
sociedades dependientes.

Para concluir, cabe señalar que en el caso de que un grupo formule 
sus cuentas consolidadas bajo la normativa internacional adoptada 
mediante los Reglamentos de la Unión Europea a que nos hemos 
referido, la actualización que haya podido practicar alguna de las 
entidades que lo componen en base a la Ley 16/2012, no puede 
refl ejarse en estas cuentas consolidadas, al considerarse que no 
tiene cabida en la referida normativa. En defi nitiva, a efectos de 
las cuentas consolidadas bajo la citada normativa, la actualización 
practicada debe eliminarse sin perjuicio del efecto impositivo que 
puede generar en rol grupo.

3 Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las Normas 

para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y se modifi ca el Plan Gene-

ral de Contabilidad aprobado por Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre y 

el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas aprobado por 

Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre.
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Sin perjuicio de lo anterior, no cabe duda que si prospera el pro-
yecto internacional en materia de arrendamientos (en el que se 
prevé que los “operativos” se contabilicen en el balance refl ejando 
el derecho de uso en el activo y el compromiso de pago en el pasi-
vo), esta norma debería traer consigo una refl exión sobre el propio 
concepto de activo, cuyo reconocimiento podría venir inducido por 
la existencia de una serie de compromisos fi nancieros futuros a 
cambio de un derecho de uso (como arrendatario o cesionario) o 
el acceso a la prestación de un determinado servicio. Al margen 
de cuál sea la solución que fi nalmente se imponga en el ámbito 
internacional, y una vez analizado convenientemente este novedo-
so concepto de activo, así como sus implicaciones en el conjunto 
del modelo contable/mercantil, la decisión que se tome a nivel na-
cional para las cuentas anuales individuales debería ponderar, por 
un lado,la mayor relevancia de la información que sin duda traería 
consigo mostrar en el balance el endeudamiento de la empresa 
fi rme o “eventual”, pero sin obviar las difi cultades inherentes a la 
medición de los citados compromisos.

En el año 2013 también se han aprobado dos Resoluciones del 
ICAC, ambas con fecha 26 de marzo de 2013, por las que se aprue-
ban el Plan de Contabilidad de las entidades sin fi nes lucrativos 
y el Plan de Contabilidad de pequeñas y medianas entidades sin 
fi nes lucrativos, respectivamente. Sin embargo, los nuevos Planes 
de contabilidad para estas entidades no incluyen excesivas nove-
dades, en comparación con las normas publicadas en el año 2011 
(Real Decreto 1149/2011, de 24 de octubre). Con su aprobación 
el ICAC solo ha buscado facilitar la aplicación de las normas de 
adaptación refundiendo en un solo texto estas últimas con el PGC 
y el PGC-PYMES. 

Además de estas Resoluciones, se han sometido a información 
pública otros dos proyectos: la Resolución sobre el deterioro de 
valor de los activos y la Resolución sobre los criterios a seguir 
cuando no resulta adecuada la aplicación del principio de empresa 
en funcionamiento.

El deterioro es la expresión contable de la pérdida estimada de valor 
de un activo, distinta, para el caso de los elementos amortizables, 
a su depreciación sistemática por el funcionamiento, uso, obsoles-
cencia o disfrute. Por ello, el proyecto de RICAC señala que el im-
porte recuperable de un activo, como expresión de los benefi cios 
o rendimientos económicos futuros que se obtendrán del mismo, 
es la medida de referencia principal para determinar la existencia y 
cuantía del deterioro. A tal efecto, el proyecto desarrolla los crite-
rios para comprobar al cierre del ejercicio la existencia de indicios 
de deterioro de valor y, en su caso, para que la empresa contabilice 
una pérdida en su cuenta de resultados si el importe recuperable de 
los activos no supera su valor en libros. 

Como se cita en la introducción del proyecto, este criterio adquie-
re especial importancia en los contextos de crisis económica para 
garantizar que las pérdidas por deterioro de los activos, que se 
infi eren de la difi cultad a la que se enfrentan las empresas para 
mantener sus ingresos, se reconocen a medida en que se incu-
rren de acuerdo con el principio de devengo, y se cumple de esta 
forma con el objetivo de imagen fi el del patrimonio, la situación 
fi nanciera y los resultados de la empresa en ese momento del ciclo 
económico.

La norma de forma sucesiva analiza los criterios aplicables al in-
movilizado material, intangible (incluido el fondo de comercio), las 
inversiones inmobiliarias, los activos fi nancieros y las existencias.
El desarrollo más prolijo es el relativo al fondo de comercio (FC), 
en cuyo tratamiento se aprecian algunas diferencias con la norma 
internacional de referencia (NIC 36). 

La NIC 36 establece el siguiente esquema para analizar el deterioro 
del FC.

Hay que identifi car unidades generadoras de efectivo (UGEs),  –
que se defi nen como el grupo más pequeño de bienes y dere-

inmovilizado que ha sufrido un siniestro, reproduciendo en todos 
estos casos la doctrina administrativa del ICAC en la materia, o la 
baja por dación en pago o para pago de una deuda, exigiéndose 
en este último supuesto que la empresa diferencie entre el resul-
tado que se produce por la baja del activo (que, en su caso, podrá 
afectar a la cifra de negocios) y el originado por la cancelación del 
pasivo.

Con la RICAC que desarrolla las normas de registro y valoración del 
inmovilizado intangible, de 28 de mayo de 2013, se ha profundiza-
do en el análisis de estos elementos patrimoniales, detallándose 
en particular los criterios aplicables a los desembolsos o compro-
misos incurridos por los siguientes conceptos: gastos de investi-
gación y desarrollo, propiedad industrial e intelectual, derechos de 
traspaso, aplicaciones informáticas, concesiones administrativas, 
contratos de franquicia y derechos de emisión de gases con efecto 
invernadero, además de incluirse una serie de precisiones dirigidas 
a las sociedades anónimas deportivas (derechos de adquisición de 
jugadores, derechos de imagen y derechos de competición).

Del conjunto cabe destacar, en comparación con el antecedente 
del año 1992, el haberse concretado las tres características que 
defi nen un activo de esta naturaleza: “control”, “identifi cabilidad” 
(porque el derecho goza de protección legal o porque puede explo-
tarse de forma separada de los restantes activos de la empresa) y 
“proyección económica futura” (sea probable la obtención de ren-
dimientos o benefi cios económicos). Además, como novedad se 
introduce la referencia a los inmovilizados intangibles devida útil 
indefi nida (que no se amortizan) cuando, sobre la base de un análi-
sis de todos los factores relevantes, no haya un límite previsible del 
periodo a lo largo del cual se espera que los benefi cios económicos 
inherentes al activo generen entradas de fl ujos netos de efectivo 
para la empresa.

Para el caso general de los intangibles de vida defi nida y por lo tan-
to amortizables, la RICAC aclara que tanto la vida útil como el plan 
de amortización debe estimarse considerado el patrón de consumo 
de los “benefi cios económicos inherentes al activo” (esta misma 
precisión se realiza en la RICAC sobre el inmovilizado material), 
esto es, tomando como referencia las unidades físicas producidas 
y no las monetarias. Sin perjuicio de lo anterior, parece razonable 
considerar que cuando la vida útil del activo no sea elevada y la 
evolución del índice de precios no sea signifi cativa, el cálculo de 
las cuotas de amortización tomando como referente los ingresos 
generados por el activo no debería diferir del resultado que se ob-
tendría considerando las unidades físicas producidas (ventas). 

De las reglas particulares sobre determinados intangibles desta-
ca la continuidad en el tratamiento contable como activo de los 
desembolsos incurridos en la actividad investigadora siempre que 
además de estar específi camente individualizados por proyectos y 
su coste claramente establecido, se pueda establecer una relación 
estricta entre “proyecto” de investigación y objetivos perseguidos 
y obtenidos. La apreciación de este requisito se realizará genérica-
mente para cada conjunto de actividades interrelacionadas por la 
existencia de un objetivo común, de lo que parece inferirse que su 
activación será posible desde el momento en que el responsable 
del proyecto o proyectos determine de forma expresa la citada re-
lación entre los objetivos perseguidos y obtenidos. 

La RICAC también ha sido continuista en el tratamiento contable 
de los derechos de emisión de gases con efecto invernadero regu-
lados en el año 2006, y al recoger la doctrina administrativa sobre 
la contabilización de la propiedad intelectual. Del mismo modo, los 
compromisos de pagos periódicos (fi jos o variables en función 
de las ventas y generalmente revisables por la infl ación) por las 
concesiones administrativas o por los derechos de asociación a 
una franquicia se seguirán contabilizando, en todo caso, como un 
gasto. 
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Para fi nalizar haremos un breve referencia a la reciente actualiza-
ción de balances aprobada por la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, 
por la que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la 
consolidación de las fi nanzas públicas y al impulso de la actividad 
económica. La interpretación del ICAC acerca de su tratamiento 
contable se publicó en la consulta 5 del BOICAC n.º 92, de diciem-
bre de 2012.

De acuerdo con la opinión del ICAC, la rectifi cación de valores que 
hace posible la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, tiene plena co-
bertura en el marco jurídico delimitado por la Directiva contable. La 
valoración dada a sus activos por una entidad al amparo de esta 
normativa, esto es, por ministerio de la Ley, es un nuevo coste 
atribuido equiparable al precio de adquisición de dichos bienes, 
debiendo tener por lo tanto tal consideración sin perjuicio de la 
obligación de incluir en la memoria la información sobre estos he-
chos de acuerdo con lo previsto en el PGC y en la propia Ley, por lo 
que según esta interpretación el procedimiento es compatible con 
el principio del precio de adquisición, en los términos indicados, y 
con el principio de uniformidad.

A tal efecto, la Junta General, en el supuesto de que opte por aco-
gerse a la revisión de valores, solo podrá hacerlo en tiempo y for-
ma; esto es, en el mismo plazo conferido para aprobar las cuentas 
anuales del ejercicio 2012 y previa elaboración de un balance ad 
hoc de actualización. Por lo tanto, considerando que los elementos 
patrimoniales cuyo valor se rectifi ca son los incluidos en el balance 
cerrado a 31 de diciembre de 2012, la actualización que apruebe el 
órgano competente surtirá efectos retroactivos, contables y fi sca-
les, sin solución de continuidad, a partir del 1 de enero de 2013.
Adicionalmente se aclara que el valor en libros y la base fi scal de 
los activos actualizados se modifi ca en el ejercicio 2013, por lo que 
no cabe el reconocimiento de impuesto diferido alguno por esta 
circunstancia a 31 de diciembre de 2012.

En resumen, para las sociedades de capital el procedimiento a se-
guir será el siguiente. En el ejercicio 2013, dentro del plazo legal 
previsto a tal efecto, el consejo de administración formulará las 
cuentas anuales del ejercicio 2012 sin incluir en el balance la rec-
tifi cación de valores, pero informando en la memoria de la situa-
ción en la que se encuentra el proceso de actualización. Del mismo 
modo, en el ejercicio 2013, la Junta General aprobará las cuentas 
anuales del ejercicio 2012 sin incluir lógicamente la rectifi cación de 
valores, y aprobará también la correspondiente actualización. 

En las cuentas anuales del ejercicio 2013, el importe de la reserva 
de revalorización, neta del efecto fi scal, se mostrará en una partida 
con el adecuado desglose, en el epígrafe III. Reservas del patrimo-
nio neto del balance. Adicionalmente, en la memoria de las cuentas 
anuales se deberá informar sobre los elementos más signifi cativos 
objeto de actualización señalando el importe de los mismos, efecto 
de la actualización sobre la dotación a la amortización y sobre el re-
sultado del ejercicio, cuantifi cación de la cuenta de fondos propios 
denominada “Reserva de revalorización Ley 16/2012, de 27 de di-
ciembre”, movimiento de la citada cuenta durante el ejercicio, etc.

Las Resoluciones del ICAC en materia contable son el fruto del 
trabajo de un grupo de expertos de reconocido prestigio que co-
laboran desinteresadamente con el ICAC para mejorar la normali-
zación contable en nuestro país. Es justo por ello reservar al fi nal 
de este artículo unas breves líneas para agradecer públicamente a 
los ponentes de cada proyecto su esfuerzo y dedicación (RICAC 
material e inversiones inmobiliarias, Enrique Asla García; RICAC 
intangible, Leandro Cañibano Calvo; RICAC deterioro, Constancio 
Zamora Ramírez y Enrique Ortega Carballo), la cual debe hacerse 
extensiva a todos y cada uno de los integrantes de los diferentes 
grupos de trabajo.

chos que genera entradas de efectivo que son “en buena medida 
independientes” de las entradas producidas por otros activos o 
grupos de activos.

El FC se distribuye entre las UGEs. A tal efecto, un activo indivi- –
dual que genera fl ujos de efectivo se puede agrupar en una UGE 
en el supuesto de que también reciba los efectos sinérgicos del 
FC.

Si no se pueden identifi car UGEs que reciban dichos efectos,  –
se prevé la posibilidad de agrupar UGEs y distribuir un FC a 
dos o más.

Para los activos comunes (talescomo los edifi cios de las sedes  –
centrales y el centro de proceso de datos)se sigue un procedi-
miento similar de distribución/agregación.

Sin embargo, en el esquema que se infi ere de la norma española 
parece haberse limitado la posibilidad de que la empresa agrupe 
UGEs para distribuir un FC. Del mismo modo, también parece que 
no sería posible agregar activos individuales a una UGE. Con ello 
tendencialmente se podría “inducir” el deterioro del FC pues se re-
ducen los fl ujos de efectivo llamados a recuperar su valor en libros. 
De acuerdo con lo anterior el esquema del PGC sería el siguiente. 

Hay que identifi car UGEs. –

El FC se distribuye entre las UGEs. A tal efecto, un activo indivi- –
dual que genera fl ujos de efectivo no se puede agrupar en una 
UGE, salvo por motivos prácticos (capital circulante).

Si no se pueden identifi car las UGEs que reciben las sinergias, el  –
FC se distribuye en proporción al valor en libros de las UGEs. No 
se permite por lo tanto asignar un FC a dos o más UGEs.

Para los activos comunes se sigue un procedimiento restrictivo  –
similar de distribución.

El esquema del PGC quizás puede ser tildado de arbitrario pero 
es objetivo y evita que permanezca FC sin distribuir. Con ello se 
simplifi ca la comprobación del deterioro al evitar que tengan que 
realizarse complejos/subjetivos ejercicios para estimar los fl ujos de 
efectivo de una UGE sin FC (al tener que comprobar el deterioro en 
un primer nivel) y los fl ujos de efectivo de dos UGE (la anterior y 
otra) con un FC común (comprobación en un segundo nivel).

Sea como fuere, el criterio para contabilizar la pérdida no puede 
analizarse de manera aislada sin considerar el previsto para cal-
cular el importe recuperable (imprescindible para poder realizar el 
Test), y la regla para defi nir las UGEs y distribuir el FC. A la vista 
de esta regulación se puede concluir que la disyuntiva “activo” Vs 
“UGE” no depende tanto de que el activo genere o no fl ujos de 
efectivo independientes, lo que intuitivamente parece que permiti-
ría calcular su importe recuperable, sino “en buena medida inde-
pendientes” lo que introduce en el análisis un elemento neurálgico 
consistente en identifi car la forma en que se gestionan/controlan 
las operaciones para defi nir a su vez los activos que integran las 
UGEs del negocio.

Junto a estas Resoluciones, que en mayor o menor medida han 
tomado como guía las normas internacionales adoptadas por la 
Unión Europea, los trabajos del ICAC en materia contable durante el 
año 2013 han intentado dar respuesta, en ausencia de un referente 
a nivel internacional, a la necesidad de aclarar los criterios a seguir 
cuando no resulta adecuada la aplicación del principio de empresa 
en funcionamiento. A la vista del proyecto sometido a información 
pública pueden extraerse las siguientes conclusiones. Por un lado, 
que la empresa en “liquidación” sigue obligada a formular, aprobar, 
auditar y depositar sus cuentas anuales individuales y, en su caso, 
consolidadas. Y que la tarea de elaborar las citadas cuentas, en 
esencia, debe seguir realizándo se aplicando los criterios de regis-
tro, valoración y presentación “ordinarios”.
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dencia en este sentido, pero DeAngelo et al. (1994) y Healy y 
Palepu (1990) no obtuvieron indicios concluyentes.

Por otra parte, cabe preguntarse si los incentivos para manipular 
los números contables dependen de los costes esperados si se vio-
la una cláusula de deuda. La intuición indica que así debería ser y 
existe cierta evidencia empírica indirecta que corrobora esta obser-
vación [Chava y Roberts (2008) y Nini et al. (2009)]. Ambos traba-
jos documentaron que las instituciones fi nancieras tienden a limitar 
las inversiones de aquellas empresas en las que se ha producido un 
aumento del riesgo crediticio y de problemas de agencia.

Los argumentos expuestos en los párrafos anteriores son la moti-
vación del presente trabajo. En concreto, se analiza si las empresas 
manipulan el resultado para evitar violar cláusulas de deuda, qué 
mecanismos utilizan y si el nivel de manipulación depende del cos-
te esperado de incurrir en una violación. Para ello, se formulan las 
siguientes hipótesis:

H1:  Las empresas recurren a manipulaciones en los ajustes por 
devengo y a modifi caciones en actividades reales para evitar 
violaciones de cláusulas de deuda.

H2:  Las manipulaciones en los ajustes por devengo y las modifi ca-
ciones en actividades reales se incrementan cuando los costes 
esperados de violación de cláusulas de deuda son elevados.

2. Muestra analizada y metodología empírica

La muestra analizada abarca el periodo 1994-2008 y contiene em-
presas cotizadas de Estados Unidos. Los datos contables proceden 
de Compustat© y los datos relativos a los contratos de deuda, el cál-
culo de las cláusulas y sus valores límite se extraen de Dealscan©. 
Todos los datos son trimestrales pues los bancos requieren que las 
cláusulas se reporten trimestralmente.

Para proceder al análisis de la hipótesis H1, es preciso contar con 
medidas del nivel de manipulación contable (manipulación por de-
vengos y manipulación real) y de la proximidad de las cláusulas 
alos límites establecidos en el contrato de deuda. Las medidas de 
manipulación contable se basan en los tradicionales modelos de 
ajustes por devengo discrecionales de Jones con la modifi cacio-
nes de Dechow et al. (1995), y en los modelos de Roychowdhury 
(2006) de manipulación de actividades reales. En el primer caso, se 
usarán los ajustes por devengo discrecionales del capital circulante 
(Discretionary Working Capital Accruals, DWCA), y en el segundo 
los costes anormales de producción (AbProd) y los costes discre-
cionales anormales (AbExp, que incluyen investigación y desarro-
llo, y gastos de ventas, generales y de administración) 2. Estas dos 
variables se suman para obtener una medida única de manipula-
ción real que se denomina RM. Todas las variables se construyen 
de forma que valores más elevados indican mayor manipulación.

Para calcular la proximidad de las cláusulas al límite establecido en 
el contrato de deuda, se examina cada contrato de deuda, se cal-
culan las diversas ratios que prescriben las cláusulas y se escoge 
la cláusula que está más cercana al valor límite. La proximidad a la 
posible violación en un punto en el tiempo será la diferencia entre 
el valor de la respectiva ratio y su valor límite, dividida por este 
último. Este valor se multiplica por -1 de forma que cuanto mayor 
sea esta cifra más cercana estará la empresa a violar una cláusula. 
Esta medida se denominará en adelante como TIGHT. A modo de 
ilustración, imaginemos que un contrato de deuda contiene dos 
cláusulas basadas en las ratios AC/PC>1.5 y Deuda/EBITDA < 8. 
Supongamos que al fi nal de un trimestre AC/PC=1,8 y Deuda/
EBITDA = 9. La proximidad a la violación de ambas cláusulas es 
-0,2 y -0,125 respectivamente. La segunda cláusula está más cer-
cana a la violación y la variable TIGHT será igual a -0,125 para esta 
empresa en este trimestre concreto.

2 Los detalles específi cos pueden consultarse en el trabajo original en el que se basa 

este artículo.

Fernando Peñalva
IESE Business School, Universidad de Navarra

Manipulación del resultado 
para evitar violaciones 
de las cláusulas de la deuda 1

1. Introducción

La literatura contable ha documentado que los accionistas sufren 
costes directos e indirectos cuando las empresas violan las cláu-
sulas de los contratos de deuda [Beneish y Press (1993); Chava 
y Roberts (2008); Nini et al. (2009)]. Estos costes incluyen tasas 
de interés más elevadas, cláusulas adicionales y/o cláusulas más 
onerosas y menor acceso a crédito bancario. Los directivos tam-
bién experimentan costes personales pues la probabilidad de des-
pido se incrementa tras la violación de cláusulas de deuda [Ozelge 
y Saunders (2011)] y, en ciertos casos, los bancos imponen a 
la empresa directivos externos especializados en reorganizacio-
nes empresariales [Nini et al. (2012); Ozelge y Saunders (2011)]. 
Estos hechos son la base que soporta la conocida Hipótesis de las 
Cláusulas de la Deuda [Watts and Zimmerman (1978)] que predice 
que los gerentes utilizarán la discreción que permiten las normas 
contables para evitar violar dichas cláusulas. Esto es así pues la 
mayoría de cláusulas de deuda se basan en números contables 
(ejem. las ratios activo corriente/pasivo corriente, Deuda/EBITDA, 
etc.) y los contratos de deuda establecen los límites que no deben 
sobrepasar esas cláusulas (ejem. que la ratio AC/PC > 1 al cierre 
contable). Dichev and Skinner [2002] fueron los primeros en do-
cumentar en una gran muestra de empresas de Estados Unidos 
discontinuidades en la distribución probabilística de ciertas cláu-
sulas de deuda en torno a ciertos valores clave. Descubrieron, por 
ejemplo, que en el caso de la ratio AC/PC la probabilidad de ob-
servar valores inferiores a 1 era mucho más pequeña de lo espe-
rado, lo cual indica que se ha producido una manipulación de los 
números contables que afectan a esa ratio para evitar violar esa 
cláusula de deuda. No obstante, esta evidencia es indirecta pues 
dichos autores no analizaron si efectivamente se había producido 
manipulación contable.

Otros estudios han intentado averiguar qué herramientas utilizan 
las empresas para evitar violaciones de cláusulas. En general, 
estos estudios han empleado muestras muy pequeñas (unos 
pocos cientos de observaciones), y son ya antiguos y poco 
concluyentes. DeFond y Jiambalvo (1994) obtuvieron evidencia 
débil documentando que los gerentes parecían manipular los 
devengos contables para evitar violar cláusulas. Sin embargo, 
DeAngelo et al. (1994) no fueron capaces de corroborar los re-
sultados de DeFond and Jiambalvo. Otros autores investigaron si 
las empresas recurrían a manipulaciones reales en sus activida-
des (ejem., reducir gastos en investigación y desarrollo, sobre-
producción para absorber en inventarios gastos de producción, 
etc.). La evidencia es también débil e indirecta. Bartov (1993) y 
Haw et al. (1991) utilizaron la ratio de apalancamiento como un 
indicador de la presencia de incentivos para evitar violaciones de 
cláusulas de deuda y documentaron una asociación positiva del 
apalancamiento con ventas oportunistas de activos y reversiones 
en planes de pensiones. Finalmente, otros autores investigaron 
si las empresas recurrían a alternativas contables (ejem. cambiar 
de amortización acelerada a amortización lineal). Los resultados 
no fueron concluyentes: Sweeney (1994) sí obtuvo alguna evi-

1 Trabajo basado en el artículo: “Earnings Management to Avoid Debt Covenant 

Violations and Future Performance” elaborado por Scott D. Dyreng, Stephen A. 

Hillegeist y Fernando Penalva, que fue galardonado con el Best Paper Award en el 

IX Workshop on Empirical Research in Financial Accounting de la Revista Españo-

la de Financiación y Contabilidad, organizado por la Universidad de Las Palmas de 

Gran Canaria los días 4 y 5 de octubre de 2012.
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3. Resultados

El primer análisis consiste en una validación de la variable TIGHT 
que mide la proximidad a una violación. Para ello, se utiliza la mues-
tra de Nini et al. (2012) que contiene una relación de empresas 
que han reportado una violación de cláusulas de deuda y la fecha 
cuando se produjo (disponible en http://faculty.chicagobooth.edu/
amir.sufi /data.html). Si TIGHT capta correctamente la proximidad a 
una violación, se deberá observar como dicha distancia se acerca a 0 
en el trimestre en el que la empresa reporta una violación. El gráfi co 
1 muestra que así es, pues se observa claramente que conforme nos 
acercamos al trimestre en el que se violará la cláusula (trimestre 0) la 
variable TIGHT toma valores cada vez más cercanos a 0.

Gráfi co 1
Proximidad a la violación de una cláusula

La violación de la cláusula de deuda se produce en el trimestre 0. En el eje 

horizontal, los números -1, -2, -3, etc. indican los trimestres previos a la 

violación.

A continuación, se muestra en los gráfi cos 2 y 3 la evolución de 
la manipulación contable y real a medida que nos acercamos a la 
violación de una cláusula de deuda. Ambos gráfi cos indican que en 
los trimestres que preceden la violación la empresa incurre en am-
bos tipos de manipulación del resultado. Sin embargo, conforme 
nos acercamos a la violación, la empresa parece agotar sus posi-
bilidades de seguir manipulando y en el trimestre 0, o en el inme-
diatamente posterior, estas actividades se reducen drásticamente. 
Al producirse la violación ya no tiene sentido seguir manipulando 
el resultado.

Gráfi co 2
Evolución de la manipulación de los devengos

La verifi cación empírica de la hipótesis H2 hace necesario medir 
los costes esperados que la empresa incurrirá si se produce la vio-
lación de una cláusula. Para ello, se utilizarán seis medidas emplea-
das por trabajos anteriores. En concreto: 

No credit ratinga) : igual a 1 si la empresa carece de califi cación 
crediticia y 0 en caso contrario. Este hecho hace que haya ma-
yor asimetría informativa y una violación tendrá mayores costes 
para la empresa pues le resultará más difícil conseguir crédito 
en el futuro [Roberts y Sufi  (2009); Chava y Roberts (2008)].

Small syndicateb) : igual a 1 si el sindicato bancario que otorgó 
el préstamo contiene menos de tres miembros [Chava and 
Roberts (2008)]. Una violación puede tener mayores costes 
para los miembros del sindicato y afectará a las posibilidades 
de la empresa de obtener crédito en el futuro.

Financially constrainedc) : igual a 1 si la empresa experimenta 
restricciones fi nancieras. Se asume que esto es así si el índice 
de restricciones fi nancieras de Whited y Wu (2006) está por 
encima de la mediana. Estas empresas experimentarán mayores 
difi cultades para obtener crédito si se produce una violación de 
una cláusula de deuda.

Higher spreadsd) : es el porcentaje de bancos que han incrementa-
do la prima de sus préstamos respecto a su coste de obtención 
de fondos (datos obtenidos de la Reserva Federal). Esta variable 
indica que hay menos crédito disponible para las empresas.

High LIBORe) : igual a 1 si el euro-dólar LIBOR está en la quintila 
superior de la distribución. Ello denota que el crédito disponible 
es más caro.

Low ROAf) : igual a 1 si la rentabilidad sobre activos de la empre-
sa está por debajo de la rentabilidad promedio de su industria. 
Según Ozelge and Saunders (2011), si se produce una violación 
de una cláusula la probabilidad de que el primer directivo sea 
reemplazado es mayor en aquellas empresas cuyo desempeño 
está por debajo del promedio de su industria.

Para verifi car empíricamente la hipótesis H1 se emplea la siguiente 
regresión lineal:

EM
i,t
 =  α + β

1
TIGHT

i,t-1
 + β

j
CONTROLS

i,t-1
 + γ

k
Firm

i
 + λ

q
Qtr

t
+ ε

i,t
(1)

donde EM representa alternativamente el tipo de manipulación 
contable: DWCA si es manipulación basada en ajustes por devengo 
y RM si es una manipulación de las actividades reales. TIGHT es 
la proximidad a incurrir en una violación, CONTROLS es un vector 
que contiene diversas variables de control empleadas por trabajos 
previos (Market share, Z-score, Institutionalownership, Big N au-
ditor, Audittenure, SOX, NOA, Operatingcycle, ROA, Sales growth, 
Assets y MTB) 3. La regresión (1) contiene, además, variables indi-
cadoras de empresa y trimestre y los errores estándar se calculan 
mediante un clúster doble a nivel de empresa y trimestre. Si las 
empresas manipulan el resultado cuando están cerca de incurrir 
en una violación de una cláusula de deuda, el coefi ciente β

1
 será 

robustamente positivo.

Para verifi car empíricamente la hipótesis H2 se emplea la siguiente 
regresión lineal:

EM
i,t
 =  α + β

1
TIGHT

i,t-1
 + β

2
TIGHT

i,t-1
 * COST

i,t-1
 

+ β
j
CONTROLS

i,t-1
 + γ

k
Firm

i
 + λ

q
Qtr

t
+ ε

i,t

(2)

donde COST representa, alternativamente, cada uno de los costes 
esperados de violación descritos arriba. Si las empresas manipulan 
más el resultado cuando están cerca de incurrir en una violación y 
cuando los costes esperados de dicha violación son elevados, el 
coefi ciente β

2
 será robustamente positivo.

3 Los detalles específi cos sobre la construcción de cada variable y su justifi cación 

pueden consultarse en el trabajo original en el que se basa este artículo.
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manipulaciones de las actividades reales. Además, el nivel de mani-
pulación es más elevado en los casos en que los costes esperados 
de violación son más onerosos.
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Indicadores de rendimiento, 
conocimiento y creación de valor. 
Evidencia en tiempos de crisis
El conocimiento, fuente principal de creación de valor

Para la economía neoclásica la búsqueda de ventajas compe-

titivas por parte de las organizaciones empresariales se dirigía 

Gráfi co 3
Evolución de la manipulación de las actividades reales

La tabla 1 contiene los resultados de la regresión (1) de modo su-
mario, incluyendo sólo el coefi ciente de interés. Tanto la columna 
(A) como la (B) refl ejan que cuando la empresa está más próxima 
a violar una cláusula de deuda, aumenta el nivel de manipulación 
tanto contable como real, lo cual permite validar la hipótesis H1.

Tabla 1
Proximidad a violación de cláusulas y manipulación 

del resultado

Expected
sign

(A)
DWCA

(B)
RM

TIGHT
(p-val)

+
0.058***

(0.005)
0.093***

(0.001)

Controls Yes Yes 

N 9,767 9,786

adj. R-sq  0.17 0.83

Finalmente, la tabla 2 presenta los resultados de la regresión (2) 
para verifi car si a medida que los costes esperados de incurrir en 
una violación las empresas efectúan mayor manipulación contable 
y real. Ambas columnas (A) y (B) muestran que para cada uno 
de las variables que miden los costes esperados de la violación, 
los coefi cientes son robustamente positivos y permiten validar la 
hipótesis H2.

Tabla 2
Costes esperados de violación y manipulación del resultado

Interaction of

TIGHT and

Expected

sign

(A)

DWCA

(B)

RM

No Credit Rating

(p-val)

+

 

0.053**

(0.034)

0.080*

(0.066)

Small Syndicate

 

+

 

0.067**

(0.045)

0.188***

(0.002)

Financ. constrained

 

+

 

0.041*

(0.094)

0.071*

(0.088)

Higher Spreads

 

+

 

0.042*

(0.088)

0.086**

(0.038)

High Libor

 

+

 

0.052**

(0.029)

0.065**

(0.030)

Low ROA

 

+

 

0.062**

(0.018)

0.080**

(0.012)

En resumen, los resultados indican que las empresas que se hallan 
próximas a violar una cláusula de deuda procuran evitarlo manipu-
lando el resultado, utilizando ajustes por devengos discrecionales y 
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La Contabilidad de Gestión y sus instrumentos para 

mejorar el rendimiento posibilitando la concurrencia 

entre conocimiento y derechos de decisión

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, se infi ere la 

necesidad de que se haga concurrir en el mismo agente la respon-

sabilidad de la decisión y los conocimientos relevantes para adop-

tarla. Esta concurrencia se revela esencial para la supervivencia de 

la empresa, dependiendo el rendimiento de una organización de la 

ubicación del poder de decisión al lado del conocimiento relevante 

para la toma de decisiones. Cuando un conocimiento es valioso 

para la toma de decisiones será benefi cioso situar el poder de deci-

sión donde éste se encuentre. 

En el ámbito de las organizaciones empresariales, esta concurren-

cia es resuelta mediante un conjunto de reglas de juego organiza-

tivas:

Sistemas de asignación de derechos de decisión a los indivi-a) 

duos con conocimiento. La asignación de los derechos persigue 

minimizar los costes debidos a las subóptimas decisiones que 

pueden ser adoptadas cuando se carece del conocimiento pre-

ciso para ello, costes que vendrían determinados por la suma 

del coste de adquisición del conocimiento relevante más el cos-

te de la mala decisión debida al precio excesivo pagado por la 

adquisición de aquél.

Sistemas de control del comportamiento del individuo que tiene b) 

asignados estos derechos de decisión. Este sistema va a estar 

compuesto por dos elementos: (i) un sistema de medida y eva-

luación del rendimiento de cada unidad de la empresa y de cada 

agente decisor, el cual evalúa las actuaciones de los agentes en 

relación al conjunto de derechos de decisión que tengan asigna-

dos, y (ii) un sistema de incentivos que vincula la gratifi cación 

de los agentes al rendimiento desarrollado, a través de fórmulas 

que pueden o no ser monetarias.

En defi nitiva, estas reglas de juego organizativas, que conforman 

la denominada arquitectura organizativa, hacen posible, por un 

lado, que el individuo que haya de tomar una determinada deci-

sión posea el conocimiento pertinente para ello y, por otro, que 

los decisores estén adecuadamente motivados para utilizarlo de 

forma efi ciente.

En el ámbito de la Contabilidad de Gestión se han desarrollado dife-

rentes herramientas que pueden ser interpretadas como instrumen-

tos para facilitar dicha concurrencia y albergar los mencionados 

sistemas que lo hacen posible, asumiendo las funciones de trans-

ferir conocimiento a los individuos con capacidades de decisión, 

asignar capacidad de decisión a los individuos con conocimiento, 

medir la actuación de los individuos y regular los incentivos que 

actúen sobre su comportamiento. 

Precisamente estas funciones constituyen los dos propósitos fun-

damentales de la Contabilidad de Gestión: proporcionar parte del 

conocimiento que se necesita para la toma de decisiones en dife-

rentes áreas de la organización y controlar el comportamiento de 

los trabajadores, cuestiones que materializan lo que se ha dado en 

llamar, respectivamente, la gestión y el control de la decisión. 

Del conjunto de procedimientos que la Contabilidad de Gestión uti-

liza para llevar a cabo estos propósitos, entendemos que gozan 

de especial preferencia los llamados los sistemas de medición del 

rendimiento –SMR–, y con ellos hemos llevado a cabo el estudio 

empírico que a continuación sintetizamos.

esencialmente al entorno en que la empresa desarrollaba su 

actividad, es decir, a la estructura de la industria, lo que provo-

caba que se relegara a un segundo término el análisis de lo que 

ocurría en el interior de la organización. 

Mantener la competitividad en entornos caracterizados por un 

alto grado de incertidumbre y dinamismo pone en tela de juicio 

el supuesto de que los recursos están homogéneamente distri-

buidos entre las empresas que componen una industria y dirige 

la mirada hacia los recursos que la fi rma posee internamente y 

que en absoluto son coincidentes con los de otras. 

Así, se enfatiza la necesidad de que exista y se desarrolle den-

tro de las organizaciones una capacidad para crear respuestas 

oportunas que les ayude a garantizar su supervivencia y obtener 

rendimientos sostenidos en el tiempo. Respuestas que deben 

reunir la doble condición de que no se deprecien o resulten ob-

soletas en el corto plazo, pudiendo ser renovadas y reforzadas, 

y de que sean difícilmente trasladables de una empresa a otra, 

con escasas posibilidades de ser imitada. 

En nuestros días, un recurso que satisface las condiciones men-

cionadas es la dotación de conocimientos que una organización 

posee y es capaz de aplicar en sus procesos. En particular, las 

compañías que se desenvuelvan exitosamente en este entorno 

son aquéllas que saben crear constantemente nuevo conoci-

miento, diseminarlo por toda la organización e incluirlo en nue-

vas tecnologías y productos. 

Si tenemos en cuenta que el conocimiento se origina y acumula 

en las personas, éstas se convierten en el principal activo dentro 

de la empresa y donde se centra el máximo potencial para lograr 

que la organización desarrolle con éxito los procesos objeto de 

su actividad. 

Considerar el conocimiento como el recurso empresarial clave 

para la creación de valor conlleva implicaciones con respecto 

a algunos de los aspectos más relevantes de la organización, 

los cuales se contemplan desde un punto de vista diferente del 

sostenido desde la perspectiva de la era industrial. 

Para los economistas neoclásicos el problema con el que se 

enfrentaban las organizaciones se traducía en una mera cues-

tión de cálculo lógico que resolviera cuál es la mejor forma de 

asignar unos recursos dados. Hoy el problema organizativo 

puede ser abordado considerando la importancia que tiene el 

conocimiento y su distribución para el buen funcionamiento de 

una economía y, por ende, para el caso concreto de una organi-

zación empresarial. Así, si el conjunto de oportunidades de una 

empresa es función de los conocimientos de sus individuos, su 

buena marcha pasará por la utilización óptima de este conoci-

miento, es decir, aquel uso que tenga potencial para crear valor 

para la organización. Dicha utilización ha de tener en cuenta 

la existencia de un conocimiento disperso entre los miembros 

de la organización, cuya transmisión supondrá costes mayores 

en la medida en que este conocimiento sea más específi co, y 

la limitada capacidad del ser humano para almacenar y proce-

sar todo el conocimiento necesario y relevante para una óptima 

toma de decisiones.

Dadas estas circunstancias, si la gerencia adoptara las decisio-

nes partiendo exclusivamente del conocimiento que ella posee, 

es posible que tomara unas decisiones subóptimas dado que 

carece de parte del conocimiento relevante, el cual muy impro-

bablemente puede residir en este nivel jerárquico en su totali-

dad.
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El resto de empresas, a las que denominamos “desconfi adas”, sí 

utilizaban indicadores para medir la formación de su personal, gra-

do de satisfacción de clientes, calidad del funcionamiento de los 

procesos y siniestralidad laboral, entre otros aspectos. Además, 

manifestaron utilizar la información proporcionada por estos in-

dicadores para la toma de decisiones en relación a su política de 

inversiones, a los recursos humanos y a clientes y proveedores. No 

obstante, estas empresas señalaban su preferencia por no difundir 

esta información al exterior. Este grupo de empresas conforma las 

tres quintas partes de la muestra.

Tal y como hemos mencionado, la evidencia previa sobre el interés 

de las organizaciones empresariales en la implantación y uso de 

sistemas de indicadores de rendimiento, nos ha permitido con-

tinuar con el estudio de la posible relación entre dicho grado de 

despliegue y uso de estos sistemas, y algunas variables represen-

tativas de la creación de valor extraídas de las cuentas anuales de 

las empresas de la muestra durante el período 2004-2011, ambos 

incluidos. Este período es el que tras algunas consultas hemos 

considerado como contorno de infl uencia para el análisis expues-

to, confi rmando que las respuestas obtenidas son el resultado de 

al menos dos periodos de aplicación previa. De las medidas de 

creación de valor extraídas de la base de datos SABI se pueden 

obtener algunas conclusiones:

Son las empresas comprometidas las que muestran mayores • 

niveles en relación a la productividad, tanto para ventas por 

empleado –224 mil € de promedio durante el referido perío-

do– como para benefi cio de explotación por empleado –15,5 

mil € de promedio durante el referido período–; alcanzando di-

ferencias signifi cativas durante el referido período con respecto 

a las empresas desconfi adas –177 y 7 respectivamente– y las 

empresas escépticas –166 y 6 respectivamente–. 

Son igualmente las empresas comprometidas las que alcanzan • 

mejores índices de creación de valor medido a través del creci-

miento en ventas (15,5%), llegando a triplicar el promedio del 

período de las empresas desconfi adas (5,5%) y quintuplicar el 

de las desconfi adas (3,2%). 

Con respecto al indicador de Rentabilidad Económica (ROA), • 

son las empresas que no utilizan estos sistemas de medición las 

que arrojan niveles ligeramente superiores a las que sí los utili-

zan (4,6% frente al 3,5% de las desconfi adas y comprometidas). 

Una posible explicación podría ser que los sectores competiti-

vos y globales en los que operan las empresas comprometidas 

proporcionan reducidos márgenes, lo que implica que para que 

sean capaces de actuar y responder de forma oportuna deben 

ser conscientes de la posición que ocupan en cada momento. 

Es precisamente esta necesidad que las empresas experimen-

tan de conocer en tiempo real el funcionamiento y resultados de 

su gestión, lo que las ha conducido a implantar un sistema de 

información para la gestión a través del cual puedan controlar 

y modifi car, si procede, la respuesta que adoptan frente a la 

complejidad en la que desarrollan sus actividades. 

No obstante, cabe destacar que a partir de 2010 se observa la 

inversión de los porcentajes de rentabilidad económica a favor 

de las empresas comprometidas, alcanzando una diferencia de 

cuatro puntos sobre los otros grupos, a pesar de haber registra-

do tasas negativas durante los tres períodos anteriores.

Los datos referidos a la Rentabilidad Financiera (ROE) muestran • 

de nuevo una clara posición favorable para las empresa com-

prometidas (28,4%), llegando a triplicar el índice promedio de 

las escépticas (9,8%) y a más que doblar el de las desconfi adas 

(12%).

Los Sistemas de Medición del Rendimiento y su impacto 

en la creación de valor. Un estudio empírico

Con el objetivo de obtener evidencia sobre el nivel de implantación 

y utilidad de los sistemas de medición del rendimiento, durante el 

bienio 2005-2007 se extrajeron resultados a partir de una serie de 

cuestionarios a los que respondieron aleatoriamente 200 empresas 

ubicadas en Castilla-León tras el envío del mismo a la población de 

empresas de diferentes sectores (excepto el fi nanciero) con más 

de 25 trabajadores. 

Recientemente, junto a los resultados de este cuestionario y con 

el fi n de observar la posible vinculación entre el uso de estas he-

rramientas y la creación de valor, se ha analizado la información 

económico-fi nanciera de las empresas de la muestra que, a fecha 

de hoy, se encuentra disponible en la base de datos SABI.

Con las limitaciones que se pudieran derivar de esta metodología y 

sin la pretensión de generalizar resultados, en la primera etapa se 

analizaron (mediante el programa de tratamiento de datos SPAD) 

las interrelaciones entre todas las preguntas del cuestionario de 

manera simultánea para identifi car grupos de empresas con carac-

terísticas similares, constatándose la existencia de tres grupos de 

empresas en relación al grado de compromiso que presentaban en 

la utilización de esta herramienta de gestión: empresas comprome-

tidas, empresas desconfi adas y empresas escépticas. 

De todas ellas, en una segunda etapa, se ha realizado adicional-

mente su seguimiento a través de sus cuentas anuales, con el fi n 

de observar si existen diferencias signifi cativas entre los grupos en 

cuando a su capacidad para generar valor en el complejo período 

actual analizado, en la idea de que la utilización de estas herra-

mientas pudiera conllevar ventajas competitivas, tal y como hemos 

anticipado en la primera parte de este artículo.

Las empresas que denominamos comprometidas representan en 

torno de la quinta parte de la muestra. En el cuestionario mani-

festaron utilizar indicadores para medir sus actividades de I + D, 

inversión en tecnologías de la información, desarrollo de carreras 

profesionales, calidad del funcionamiento de los procesos (produc-

tivos o de otra naturaleza), entre otros. Se caracterizaban por hacer 

pública hacia usuarios externos la información referida a estos as-

pectos porque creían que podrían mejorar la imagen de la empresa 

y atraer a nuevos clientes, aunque en su mayoría no habían rea-

lizado un estudio del impacto de esta publicación. En este grupo 

se encuentran empresas pertenecientes a sectores competitivos y 

globales, tales como empresas de componentes del automóvil y 

desarrollo de software. La elevada competitividad del mercado en 

el que están inmersas bien pudiera considerarse el factor determi-

nante fundamental de la existencia de indicadores de rendimiento 

de forma estructurada y con mayores niveles de implantación.

En el extremo opuesto, las empresas escépticas se caracterizaban 

por un escaso, sino nulo, desarrollo de indicadores de rendimiento. 

En este grupo, que también representaba en torno a una quinta 

parte de la muestra, la aplicación de sistemas de indicadores de 

rendimiento como sistemas de control formal se veía relegada y 

sustituida por sistemas de control informal vinculados a una es-

tructura más caracterizada por la autonomía en la toma de deci-

siones, siendo los efectos de éstas más fácilmente observables y 

dando lugar a una regulación de incentivos más ágil. Las empre-

sas de transporte y de publicidad se encuentran en este grupo, lo 

que podría ser debido a la existencia de procesos que requieren 

comportamientos con respuesta inmediata, ágil, con soluciones 

creativas a cuestiones puntuales y, en consecuencia, con difícil es-

tandarización de los comportamientos deseados.
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Es intensiva en paro.• 

Es intensiva en crisis inmobiliaria.• 

Es intensiva en ajustes de défi cit exterior y en infl ación relativa.• 

Puede terminar siendo intensiva en ajuste fi nanciero.• 

Es intensiva en défi cit público.• 

En esta ocasión el artículo analiza cómo ha evolucionado la situa-

ción de la economía española desde el año 2011 y cómo la úni-

ca solución viable para superar la recesión pasa por la recupera-

ción del espíritu empresarial por parte de la sociedad española. 

Contando con que las políticas del sector público, como mínimo, 

no sean un lastre para ello. 

II. Situación actual de la economía española

Como primera conclusión debe reconocerse que el fuerte ajuste 

acometido por la economía española en los dos últimos años ha 

supuesto una mejora gradual de los principales indicadores econó-

micos: reducción del défi cit público (a pesar del continuo aumen-

to de las prestaciones sociales y sin contar las ayudas al sector 

bancario), proceso de desapalancamiento de empresas y hogares, 

crecimiento de las exportaciones con mejora de la balanza comer-

cial, aumento de productividad del factor trabajo y fortalecimiento 

del sector fi nanciero.

Por otra parte, esta mejora de los indicadores llega tarde, ya que 

tanto el desempleo como la deuda pública han llegado a niveles 

alarmantes y de difícil digestión para una economía con una de-

manda interna deprimida y un sector fi nanciero, que aunque re-

capitalizado, mantendrá las restricciones crediticias por la certeza 

que el deterioro de los activos continuará.

En este contexto, la capacidad del sector público para actuar como 

la punta de lanza del nuevo crecimiento económico está muy li-

mitada y por tanto, si este impulso no viene del sector privado, 

la economía española continuará, aun estabilizada, deprimida por 

muchos años.

Este nuevo crecimiento económico, que debería partir de nuevas 

empresas y de la recuperación (en algunos casos aún es posible) 

de las antiguas, está íntimamente asociado a la internalización por 

parte de los empresarios y sus directivos, de los valores digamos 

calvinistas: competencia, esfuerzo, austeridad, calidad, rigor, ética. 

Incorporando a su estrategia lasnuevas ventajas competitivas, las 

antiguas empresas, aún con ajustes por reestructuraciones, po-

drán recuperar su valor y seguir creciendo. Especialmente, asig-

nando recursos a nuevas actividades intensivas en innovación y 

exportaciones.

Las nuevas empresas, deberían nacer de nuevos empresarios que, 

incorporando los valores citados, desarrollen actividades intensi-

vas en innovación y exportaciones que contribuyan al crecimiento 

de la economía y a la creación de empleo.

Pero, para que este proceso tenga éxito hay una condición esen-

cial, y este es que las políticas del sector público no sean un lastre 

para ello. 

III. Políticas del sector público 

Hemos comentado las difi cultades del sector público para actuar 

como punta de lanza de la recuperación económica, pero, ¿qué 

No podemos sin embargo confi rmar la posición privilegiada de • 

las empresas comprometidas en relación con la variable refe-

rida al Valor Agregado del Coefi ciente Intelectual (VAIC, Value 

Added Intellectual Coeffi cient), obteniéndose para éstas y las 

desconfi adas la cifra del 4%, y un punto más para las escépti-

cas. Dado el carácter agregado de esta variable en cuanto a sus 

diferentes componentes (VACA: Efi ciencia del Capital Emplea-

do, VAHU: Efi ciencia del Capital Humano, y STVA: Efi ciencia del 

Capital Estructural), bien pudiera refl ejar el efecto compensado 

de las variables anteriormente descritas, requiriendo un análisis 

más minucioso. 

Estos resultados se encuentran en sintonía con otros trabajos 

empíricos que han obtenido evidencia sobre la infl uencia positiva 

en la adquisición de conocimiento que genera la utilización de es-

tos sistemas de medición del rendimiento y, con ello, la obtención 

de resultados empresariales superiores. No obstante, la mayor 

parte de los trabajos se centra en el estudio de la infl uencia de 

los diferentes componentes del capital intelectual, debidamente 

cuantifi cados a través de sus indicadores de rendimiento, y la 

creación de valor. 

El presente estudio se halla más interesado en observar si la uti-

lización de los sistemas de medición del rendimiento, como guías 

para el aprendizaje y la adquisición de conocimiento, infl uyen en 

la generación de valor, y por consiguiente si suponen una ventaja 

competitiva durante el período actual de crisis y recesión, habién-

dose obtenido evidencia sobre la relación positiva entre su mayor 

nivel de utilización y la Rentabilidad Financiera, el Crecimiento de 

las Ventas y la Productividad. 

Enric Ribas Miràngels
Antoni Clapés Donadeu
UAB

Estancamiento, reformas
y modelo económico (II)

I. Antecedentes

Este artículo se formula como la segunda entrega del publicado 

hace dos años con ocasión del XVI Congreso AECA de Granada.

En la primera entrega de este artículo se apuntaba que en España 

los principales efectos de la gran recesión (cierre del crédito a las 

empresas, en especial las PYMES, caída de la actividad junto a la 

destrucción de empleo) se vieron agravados por no haber seguido 

el modelo de la Unión Europea. En efecto, en lugar de estimular la 

demanda de inversión (infraestructuras e intangibles) y las expor-

taciones, se optó por la demanda de consumo (sector inmobiliario 

y turismo).

En el modelo económico de la UE, la estrategia de crecimiento se 

fundamenta en potenciar la demanda de inversión y la demanda 

exterior, moderando el crecimiento de la demanda de consumo. 

España eligió el modelo anglosajón en lugar del europeo.

Esta deriva era conocida desde hace tiempo. Y cuando en 2007 

llega la crisis internacional, este proceso, cuyo punto clave fue el 

tipo de interés real negativo, dio lugar a una doble crisis en España: 

la externa (sistema fi nanciero internacional) y la interna (modelo 

no europeo)

Cinco son los aspectos relevantes, en palabras del Profesor Gámir, 

de la crisis de la economía en España:
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En conclusión, tales recetas son la vía efi ciente para que el sector 

público no sea obstáculo al crecimiento y constituyen fundamentos 

para la creación de valor asociado al modelo económico.

Pedro Rivero Torre
Catedrático de Economía Financiera y Contabilidad

Presidente de la Comisión de RSC de AECA

Congreso AECA- Pamplona

El futuro de la RSC

Para poder opinar sobre cuál puede ser el futuro de la 

Responsabilidad Social Corporativa y dada la situación actual de 

la misma, conviene, en primer lugar, establecer qué se entiende 

por RSC, puesto que existen distintas acepciones que implican 

alcances distintos del concepto, tales como: Responsabilidad 

Social (RS), Responsabilidad Social de las Empresas (RSE) y 

otros.

En el documento sobre Marco Conceptual de la RSC de AECA, se 

adoptó el nombre de RSC con la siguiente defi nición: “Es el modo 

en que las empresas, integran voluntariamente en su estrategia, 

gestión y operaciones comerciales, su preocupación, respeto e 

interrelaciones con su entorno social, económico y medioam-

biental”. Es con este alcance con el que se quiere plantear cuál 

será el futuro de la RSC.

En la defi nición queda claro que la RSC, así entendida, engloba 

algo más que el importante campo de la relación de la Empresa 

con la Sociedad en la que y para la que, actúa. La RSC, así conce-

bida, obliga a tener en cuenta, como parte de la misma, el propio 

concepto de Empresa, el Buen Gobierno de la misma y la perse-

cución, desde su estrategia, organización y actividad, de objeti-

vos económicos, sociales y ambientales. Imprescindible resulta 

también que todo ello se realice de forma voluntaria, buscando, 

con la optimización del logro de ese “triple objetivo”, alcanzar 

la excelencia, utilizando las ventajas competitivas que de ello se 

derivan, como base de la sostenibilidad de todo el proceso pro-

ductivo, que opera en una Economía de Mercado.

En lo hasta aquí expuesto, estimamos que están las notas prin-

cipales que determinarán el éxito o fracaso futuro del Concepto, 

que aspira, entonces, a transformarse en el nuevo modelo que de 

respuestas a la crisis o debilidades estructurales que plantea el 

modelo clásico de empresa y el de mercado. En el fondo, aspira a 

ser una reforma-rupturista, que algunos presentan incluso como 

una posible revolución, dadas las carencias aparecidas como 

consecuencia de la globalización de la economía y de la crisis 

económico-social en que la misma está teniendo lugar.

Reforma o revolución, se trata, en cualquier caso, de cambios 

profundos y no de meras apariencias o maquillajes coyunturales 

porque, si no es así, se quedará en una moda pasajera. Su voca-

ción es la de “respuesta válida a las carencias” y, si se logra, es 

evidente que perdurará.

Como todo ser vivo, la RSC tiene su incubación y su proceso de 

desarrollo y, para ello, necesita encontrar, para su permanencia o 

sostenibilidad, el ambiente adecuado que no la impida asentarse 

y crecer. Por ello, la RSC afecta a la propia Empresa, a la Sociedad 

y al Mercado en que ha de implantarse.

Fundamentalmente, en cuanto al modelo de empresa, ésta ha de 

evolucionar desde el modelo esencialmente fi nanciero (sharehol-

der) basado en la maximización de los resultados económicos 

para el Empresario-Propietario, respetando los límites impues-

debe hacer el sector público para no lastrar una posible recupera-

ción de la economía desde el sector privado, ligada a nuevas ven-

tajas competitivas y a la irrupción de nuevos empresarios y a la 

recuperación de los antiguos?

Las recetas en este caso son claras:

Seguridad jurídica: los continuos cambios en la normativa fi s-• 

cal y en sus interpretaciones por parte de la administración 

tributaria inciden en el desaliento del empresario. Es preciso 

una reforma tributaria que dé a la economía un marco fi scal 

estable y que incentive las inversiones, crecimiento y desarro-

llo de las empresas. 

Priorizar los escasos recursos que se puedan destinar a inver-• 

sión pública hacia las infraestructuras y equipamientos que 

sirvan al desarrollo de la economía productiva: transporte de 

mercancías y actividad logística cerca y hacia donde se lo-

caliza el tejido industrial. En este caso el corredor ferroviario 

mediterráneo debería ser prioritario. 

Un sistema educativo con garantía de estabilidad a largo plazo, • 

de consenso entre todas las sensibilidades, y que permita que 

la formación dada a las generaciones futuras sea la adecuada 

a cada circunstancia, primando la calidad.

Transparencia en las fi nanzas públicas y de los partidos po-• 

líticos. La imagen de continuos casos de corrupción lastra la 

imagen exterior de la economía española, en este sentido es 

necesario cerrar cuando antes los casos abiertos y acometer 

una ley de fi nanciación de partidos que pueda evitar en el fu-

turo estas situaciones.

La administración pública juntamente con el soporte familiar y • 

de las entidades sociales debe seguir amortiguando el impacto 

del alto nivel de desempleo. En este sentido es prácticamen-

te imposible reducirlo a corto y medio plazo, y por tanto es 

esencial el papel del sector público para conseguir mantener 

la paz social, factor indispensable para el crecimiento de la 

economía.

Actuar efi cientemente como supervisor de la estabilidad del • 

sector fi nanciero y a su vez no drenar (crowding-out) los 

recursos que éste puede destinar a fi nanciar a las empresas 

como ha ocurrido en los últimos años. La asignación de re-

cursos a las pymes que desarrollen actividades intensivas en 

innovación y exportaciones es ineludible para el crecimiento 

de la economía.

Mantener la reforma laboral como instrumento para salvar las • 

empresas en difi cultades y como incentivo para las de nueva 

creación o en crecimiento.

Finalmente. No olvidar sus deberes. Es decir, persistir en las • 

políticas dirigidas a la consolidación económica, fi scal y fi nan-

ciera, y que han permitido en los dos últimos años la mejora 

gradual delos principales indicadores económicos.

Finalmente, un apunte, la encuesta de población activa del segundo 

trimestre del 2013 registra un aumento de la ocupación de 149.000 

personas respecto la reducción de 322.300 personas del primer tri-

mestre. Podría ser un cambio de tendencia si no fuera por el hecho 

de que la mayor parte se concentra en el sector servicios (efecto de 

la temporada turística), en todo caso, pronto se verá si representa 

un cambio de tendencia.
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Para alcanzar todo lo anterior, quedan además algunos temas 

pendientes, que afectan directamente al desarrollo de la RSC y 

que será necesario completar para el éxito de la misma. Entre los 

que consideramos esenciales cabe destacar los siguientes:

De acuerdo con la composición de los activos de las nue- –

vas empresas, hay que desarrollar modelos de valoración 

cuantitativa de sus activos intangibles que, en muchas de 

ellas, han adquirido importancia incluso superior a los acti-

vos tangibles (capital humano, capital organizacional, capital 

relacional, capital reputacional, etc.) para completar la tradi-

cional información fi nanciera y, sin los cuales, es imposible 

adquirir la confi anza a largo plazo en el proceso productivo 

de la empresa; ya que son elementos en los que se basa 

esencialmente la competitividad, como capacidad para com-

petir y la permanencia en los mercados.

Especial importancia en esos campos de los intangibles,  –

adquiere el desarrollo e implementación de modelos para 

la valoración y gestión de los riesgos empresariales, tanto 

globales como económicos (rentabilidad y productividad), 

ambientales o fi nancieros, especialmente los referidos al 

apalancamiento y a la capacidad de atender con sus ingresos 

corrientes, a los vencimientos de los créditos invertidos en 

el negocio (refi nanciación).

Desde el punto de vista de la transparencia y de la com- –

parabilidad, así como para facilitarla creación de ventajas 

competitivas “medibles”, es importante la convergencia de 

criterios y normas de contabilidad e información fi nanciera, 

entre los distintos organismos normalizadores internaciona-

les. Especial relevancia en este aspecto, tienen la conver-

gencia entre las normas procedentes de IASB y FASB, dado 

el peso de las economías que las aplican en los mercados 

mundiales.

Como elemento esencial también para la transparencia y  –

comparabilidad, es muy importante que se afi ance la im-

plantación del “Informe Integrado”, promovido desde el 

IIRC (International Integrated Reporting Committee) (AECA. 

Información Integrada: El Cuadro Integrado de Indicadores 

(CII-FESG) y su taxonomía XBRL – Documentos 8, 10 y 28, 

Madrid, septiembre de 2012) que, como se indica desde el 

propio IIR, no es la combinación, agrupación, superposición 

o resumen de los informes habituales sobre información fi -

nanciera y no fi nanciera. Es un informe único (One Report 

según Eccles y Krzus) que debe proporcionar información 

relevante (material) acerca de la estrategia, el gobierno, el 

comportamiento y las perspectivas de la empresa y su co-

nexión con el contexto económico, social y ambiental en el 

que opera…, mostrando las interconexiones entre ellos y ex-

plicando la manera en que ello afecta a la habilidad de crear 

valor en el corto, medio y largo plazo… En él se consideran 

los distintos recursos o capitales y sus interrelaciones: ca-

pital fi nanciero, capital productivo, capital intelectual, capital 

natural y capital social.

Con este informe se pretende pues el doble objetivo de servir, 

en un solo documento, a los fi nes de la RSC (resultados so-

ciales, económicos y ambientales), a la vez que se convierte 

en un instrumento apto para orientar la gestión y hacer trans-

parentes y comparables los resultados.

tos por las leyes sociales y ambientales, al modelo participativo 

(stakeholder), en el que la empresa se constituye en el lugar de 

encuentro para la participación, de todos los que están dispues-

tos a implicarse en el mismo y que son imprescindibles para que 

la empresa exista: trabajadores, clientes, proveedores, fi nancia-

dores o administraciones públicas; ya que, si alguno de ellos no 

acude o no participa, simplemente la Empresa no se crea o deja 

de existir.

El empresario tiene, en este entorno de la empresa participativa, 

una doble tarea: la de elegir la combinación óptima de los partici-

pantes (en cantidad, calidad y cualidad), dirigiendo el proceso de 

producción de forma que todos aporten lo mejor de sí mismos, 

ya que de ello dependerá el éxito o fracaso del propio proceso de 

producción en su aspecto de creación de valores añadidos o ri-

queza y, por otro, establecer el arbitraje en el reparto, entre todos 

los participantes, de los resultados obtenidos en dicho proceso. 

La retribución o renta del empresario, tendrá, así, el carácter de 

residual; es decir, lo que quede después de lograr el éxito en la 

producción y de repartir a cada uno la parte que exigen como 

compensación a su participación en forma de: salarios, precios 

de compra o venta, intereses, impuestos. Del logro del equili-

brio de ambas funciones dependerá la satisfacción de todos los 

participantes y será la base necesaria para que continúen colabo-

rando en el proceso de producción y sea posible la continuidad 

del mismo.

Los distintos agentes que componen y participan en el proce-

so de producción, se transforman así, en lo que podría llamarse 

stakeholders internos o afectados directos por la empresa y, con 

ellos, y para la sostenibilidad de la misma, es imprescindible la 

“confi anza” basada en la transparencia para conseguir la motiva-

ción positiva, como se ha dicho, en la participación en el proceso 

y aceptación del reparto a corto, medio y largo plazo.

Pero la actividad de la Empresa no solo afecta a los intervinientes 

directamente en el proceso de producción, sino que también afec-

ta al resto de la Sociedad en la que está inmersa (medioambiente, 

mercados de materias, productos y fi nancieros) y a los propios 

mercados globales en que ella se alimenta; por lo que aparecen 

los stakeholders externos y, en defi nitiva, la propia Sociedad en 

su conjunto, en mayor medida cuanto más globalizados estén, y 

por eso es también a ellos, a los que debe extenderse la RSC a la 

hora de ofrecer resultados en la línea de la “Triple Botom Line” es 

decir, económicos, sociales y medioambientales.

En este contexto de voluntariedad, la necesidad de confi anza y 

transparencia también alcanza al global Sociedad-Empresa, como 

base de la sostenibilidad de todo el Sistema Económico.

En cuanto al Sistema Económico de Mercado, es necesario volver 

a la concepción del mismo como “Economía Social de Mercado”, 

para que las anteriores características se desarrollen y mantengan. 

Pero ¿qué Economía Social de Mercado? Como dice Horst Albach 

(IDOE. Universidad de Alcalá de Henares; documentos a debate. 

n.º 52, octubre de 2012) no se trata de sustituir la “mano invisible 

de mercado”, por la “mano visible del Estado”, sino de buscar las 

complementariedades que hagan posible la competencia basada 

en la competitividad, la transparencia y la confi anza; incorporan-

do las exigencias de responsabilidad social, en un entorno en el 

que ni la excesiva regulación ni la total desregulación, ahoguen 

la actividad productiva, responsable y efi ciente, sino que creen el 

marco adecuado que la fortalezca. Es decir el “Ordoloberalismo” 

vs. “Neocapitalismo”. Es en este ambiente en el que la RSC puede 

encontrar el adecuado campo para su implantación, desarrollo y 

permanencia.
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sido si la organización del control externo se hubiera asentado 

sobre la descentralización del Tribunal de Cuentas cuya trayec-

toria en la efi cacia y la oportunidad del control de los fondos 

públicos hubiera sido, sin duda todas luces más insatisfactoria 

que la que es. Así pues, la trayectoria seguida por los OCEX y 

el Tribunal de Cuentas no ha sido precisamente la de un camino 

juntos, sino más bien ha llevado a derroteros diferentes y con 

diferentes niveles de intensidad del control externo en las Comu-

nidades Autónomas y con importantes inefi ciencias en el ámbito 

de la oportunidad de trabajos por parte del Tribunal de Cuentas1. 

A lo largo de las décadas de los ochenta y noventa, sucesivamen-

te, fueron creándose otros OCEX autonómicos aparte de los de 

Navarra, Cataluña y Valencia, con el objeto de dar cobertura a la 

auditoría de los fondos públicos de las respectivas comunidades 

autónomas y del sector público local, hasta alcanzar un total de 

13 OCEX autonómicos, no contando con este tipo de órgano de 

control externo las comunidades autónomas de Cantabria, Extre-

madura, La Rioja y Murcia.

Con la actual situación de crisis económica se agrava profunda-

mente el papel poco efi ciente del control externo en España, en 

el que se evidencia todavía con mayor claridad el papel poco útil 

de estos órganos que en la mayoría de las situaciones ha brillado 

por su ausencia y que no han sabido responder a la demanda de 

transparencia en la gestión de los fondos públicos que les piden 

los ciudadanos.

2.  ¿Cuáles han sido los factores que han 

contribuido a que los OCEX no hayan alcanzado 

un grado satisfactorio de desarrollo de la auditoría 

del Sector Público?

En primer lugar debemos analizar la estructura organizativa de 

estos organismos.

A excepción de los OCEX de Navarra y Castilla La Mancha, que 

son órganos unipersonales, el resto, incluido el Tribunal de 

Cuentas de España, son instituciones colegiadas que, si bien sus 

miembros al igual que en los unipersonales son elegidos por el 

respectivo Parlamento Autonómico, suponen una mayor rigidez a 

la hora de tomar decisiones y en cierto modo menor dinamismo 

en la toma de decisiones que en los órganos unipersonales. Ade-

más, la vinculación en muchos casos de los miembros de estos 

órganos colegiados al nombramiento de los políticos, podría en 

principio ser un indicio de la menor independencia que se debe 

exigir al cumplimiento de sus funciones en tales órganos aunque 

la independencia no tiene porque estar unida a esa dependencia 

política. Así pues, los órganos unipersonales, en principio, pre-

sentan mayores ventajas de cara a un funcionamiento más diná-

mico y más fl exible que los colegiados.

Otro de los aspectos que se debe poner de manifi esto es la do-

tación de recursos humanos y técnicos con los que cuentan los 

OCEX y que salvo la excepción de Navarra, en la que por su di-

mensión territorial y tamaño poblacional cuenta con una dota-

ción de recursos sufi ciente para su funcionamiento, en el resto 

1 El Informe sobre la Reforma de las Administraciones Públicas recientemente pu-

blicado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en su página 

100, propone suprimir los OCEX autonómicos por considerarlos redundantes con 

el Tribunal de Cuentas y crear Secciones Territoriales en las Comunidades Autonó-

mas que cuenten en la actualidad con OCEX. Sorprende que el fundamento de esta 

propuesta para la supresión de los OCEX sea la infeciencia y el bajo rendimiento, 

siendo a toda luces ese fundamento falso que no resiste el más mínimo análisis si 

tenemos en cuenta el número de informes emitidos al año por los citados OCEX y 

el Tribunal de Cuentas así como el presupuesto asignado y el número de informes 

emitidos. En absoluto los OCEX son organos de control duplicados o redundantes, 

ya que gozan de competencias autónomicas propias en materia de fi scalización de 

las Comunidades Autónomas y en ningún caso se produciría el ahorro de recursos 

que pone de manifi esto la propuesta del citado informe de suprimirlos y sustituir-

los por secciones territoriales del Tribunal de Cuentas.

La AECA ha desarrollado, en su Documento sobre la 

Información Integrada, una propuesta para el Cuadro 

Integrado de Indicadores así como una aplicación de su taxo-

nomía XBRL como lenguaje que facilita la aplicación y la com-

parabilidad, que ya ha sido aceptado por el IIR. Además la 

AECA ha aplicado a sus cuentas de 2011 estos componentes 

de su RSC y la verifi cación de los mismos.

Es así mismo esencial que, junto a los desarrollos anteriores,  –

se desarrollen también en paralelo, los procedimientos de ve-

rifi cación y auditoría externa, de forma que lleguen a ser audi-

tables, por ejemplo, documentos como el Informe Integrado 

al que nos hemos referido; ya que ello sería tanto como dar 

confi anza a la RSC, transformando también así la auditoría 

externa en una fórmula para alcanzar ventajas competitivas 

en el mercado.

La propia Comisión Europea ha lanzado ya una propuesta de 

directiva exigiendo a las empresas cotizadas, a partir de cierto 

tamaño, la presentación de información no fi nanciera junto a 

la fi nanciera, lo que abre la puerta indudablemente a la pre-

sentación de informes de auditoría sobre todo ello.

Para el futuro de la RSC será así mismo imprescindible que  –

sus desarrollos sean adoptados por las PYMES, ya que és-

tas constituyen una parte esencial de los sistemas produc-

tivos. En España, Alemania, Austria etc., representan más 

del 90%.

Una última refl exión que, a nuestro juicio, avala la salud y el pro-

metedor futuro que le auguramos a la RSC tal y como la hemos 

concebido en esta aportación. Se trata de la gran aceptación que 

la misma está teniendo en todos los ámbitos empresariales e ins-

titucionales y gobiernos; dando lugar, entre otros, a la creación de 

observatorios, al Pacto Global de ONU, al Índice Down Jones de 

sostenibilidad, al Global Reporting Initiative (GRI) y, así mismo, 

en prácticamente todas las universidades españolas se han crea-

do cátedras, máster o postgrados sobre RSC.

La situación actual de crisis, la necesidad de unas respuestas 

adecuadas para la sostenibilidad y la concienciación y el cami-

no ya emprendido en esta senda, amparan, en nuestra opinión, 

un futuro más que esperanzador a la RSC y podemos concluir 

afi rmando que creemos que la RSC ha venido, sin duda, para 

quedarse como alternativa válida.

Helio Robleda
Presidente de la Cámara de Comptos de Navarra

El control externo de las cuentas 
públicas en España: en busca 
de una reforma efi caz

1.  Origen y conformación del sistema de control 

externo en España

A pesar de que la situación inicial era la de haber creado delega-

ciones del Tribunal de Cuentas de España en las diferentes Comu-

nidades Autónomas, en una estructura muy similar a la que hoy 

en día se da en Francia, el Estado de las Autonomías hizo que, 

felizmente, no prospera esa iniciativa. Digo, lo de felizmente, ya 

que aunque el camino recorrido con la estructura vigente no ha 

sido lo efi caz que hubiéramos deseado, todavía peor lo hubiera 
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2.ª  Reforzar la independencia de las personas llamadas a dirigir 

estas instituciones, primando su perfi l técnico y un amplio 

consenso en su designación, más allá de cualquier sospe-

cha partidista.

Las instituciones de control fi nanciero externo no son entidades 

políticas o semipolíticas que deban refl ejar el sistema de mayo-

rías parlamentario, sino instituciones técnicas de control cuyo 

prestigio y credibilidad radica en la cualifi cación y el rigor técnico 

de sus informes de fi scalización y asesoramiento, y en la máxima 

independencia de sus rectores.

3.ª  Acercar el control a la gestión en el tiempo y en el espacio.

En mi opinión, es evidente que cuanto más cercano se encuentra 

el control a la gestión más efi caz es. El control lejano en el tiempo 

y en el espacio pierde fuerza, y su papel preventivo y disuasorio 

se difumina. Por ello, es fundamental que, en un estado autonó-

mico como el nuestro, existan órganos autonómicos de control 

externo cercanos a los gestores públicos, que conozcan de pri-

mera mano los problemas de gestión existentes y puedan actuar 

con rapidez e inmediatez, haciéndose presentes y visibles con 

frecuencia ante esos gestores. Es así mismo esencial, para que 

sean efectivos, que las instituciones de control emitan informes 

cercanos en el tiempo a la gestión fi scalizada que, salvo excep-

ciones, debieran referirse al último ejercicio cerrado de la entidad 

y publicarse dentro del ejercicio siguiente para ser oportunos y 

útiles a sus destinatarios.

4.ª  Hacerse más visibles a la sociedad a la que sirven.

Si nuestras instituciones de control externo tienen asignadas una 

serie de funciones para mejorar el grado de transparencia y con-

trol de la gestión pública, es de pura coherencia que ellas mis-

mas deben de ser transparentes ante la sociedad, explicando sus 

actuaciones e informes y enviando mensajes recomendaciones 

claras y contundentes a los gestores sobre la necesidad de una 

gestión fi nanciera pública responsable y efi caz. Para ello, deben 

ser instituciones abiertas a la opinión pública y a los medios de 

comunicación, practicando la transparencia informativa y actuan-

do con responsabilidad. De hecho, en el ámbito de la adminis-

tración local ni tan siquiera las 105 ciudades de más de 50.000 

habitantes se auditan anualmente.

5.ª  Elaborar más y mejores informes.

Llegando a muchas más entidades públicas a las que el control 

externo no llega, como la gran mayoría de ayuntamientos, dipu-

taciones, mancomunidades, universidades, hospitales, centros 

educativos y de investigación, organismos y entes instrumentales 

de todo tipo, órganos jurisdiccionales, órganos constitucionales 

y un largo etcétera de entidades que nunca han sido fi scalizadas, 

evitando áreas de sombras en el control de la gestión pública.

No es de recibo en estos tiempos, en los que hay que procurar la 

máxima efi cacia y efi ciencia en la gestión pública, que miles de 

administraciones, entidades e instituciones públicas nunca hayan 

sido fi scalizadas y tampoco es serio que, con la excusa de evitar 

duplicidades, que prácticamente no existen, entre el Tribunal de 

Cuentas y las instituciones autonómicas de control externo, se 

esté planteando eliminar estas últimas, con la excusa de falsos 

ahorros, cuando la realidad es que a muchas entidades públi-

cas, como se ha señalado, no les llega ni el control del Tribunal 

de Cuentas ni el de las instituciones autonómicas de control y 

de los OCEX es evidente la escasa dotación de los mismos para 

afrontar una cobertura efi caz del control de los fondos públicos 

autonómicos teniendo en cuenta su extensión territorial y tamaño 

poblacional (tal es el caso, por ejemplo, de Andalucía, Castilla 

La Mancha o Castilla-León). No obstante, si bien este es un fac-

tor importante a tener en cuenta acerca de la escasa presencia 

del control externo en las instituciones públicas, lo cierto es que 

tampoco es motivo que justifi que la escasa presencia de estos 

órganos de control.

También cabe señalar el poco entusiasmo que los políticos han 

puesto para que los OCEX cumplan sus funciones, sino todo lo 

contrario las trabas que a menudo han puesto para que su funcio-

namiento fuera más efi ciente.

Así pues, el modelo organizativo, la dotación de recursos a me-

nuda escasa y el escaso apoyo político a que estos órganos de 

control cumplan con su verdadero papel y generen confi anza uni-

do a los numerosos escándalos de corrupción a los que, salvo en 

contadas ocasiones, han llegado a tiempo los OCEX para poner-

los de manifi esto y velar así por el adecuado control de los fondos 

público, hace concluir que los factores anteriormente señalados 

expliquen claramente el por qué el control externo en España está 

muy lejos de la transparencia que los ciudadanos piden sobre la 

gestión de los fondos públicos.

3.  ¿Cómo mejorar la auditoría del Sector Público 

en España ante la situación actual de crisis 

económica?

En primer lugar debo señalar que si bien el control externo es 

siempre necesario, todavía se hace más imprescindible si cabe 

en épocas de crisis económica.

En ese sentido me gustaría plantear aspectos importantes para 

hacer una propuesta de mejora y que sea oportuna en el tiempo. 

Las carencias o los efectos negativos que se puedan apuntar a 

los OCEX, incluyendo el Tribunal de Cuentas de España que es el 

primero que tiene un grado de inefi ciencia importantísimo, deben 

remediarse. No podemos renunciar a un control de los fondos 

públicos ni parapetarnos en la austeridad o en la eliminación de 

estos órganos de control porque eso no es posible. Es necesario 

que se produzca un control, una auditoría, del gasto público. No 

podemos renunciar a ello.

Por ello, se hace necesario afrontar con urgencia una reforma 

profunda del control externo que se fundamente en los siguientes 

aspectos:

1.ª  Transformar el actual modelo colegiado de gobierno de la 

mayoría de las instituciones de control externo de nuestro 

país, por el modelo unipersonal.

Frente a la burocratización y complejidad organizativa del prime-

ro, el modelo unipersonal se presenta como más ágil y efi cien-

te. La posible concentración de poder en una sola persona que 

podría argumentarse en su contra, puede contrapesarse, por un 

lado, con mecanismos de participación de los auditores y cen-

sores jefes de área en la toma de decisiones de la institución en 

aspectos relativos al trabajo fi scalizador que les afecte y, por otro, 

con instrumentos de salvaguarda de sus trabajos técnicos y de 

las conclusiones y recomendaciones alcanzadas frente a posibles 

manipulaciones que pudieran darse, como ya está experimentado 

con éxito en algunas instituciones. Las razones institucionales e 

históricas que pueden invocarse, para mantener modelos inefi -

cientes y no evolucionar hacia nuevas formas de organización 

más acordes con lo que demandan los nuevos tiempos no son de 

recibo en nuestros días.
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cuando los verdaderos ahorros en la gestión pública, se producen 

con un control recurrente, adecuado y profundo de la misma y 

a través de la puesta en práctica de recomendaciones claras y 

precisas de buena gestión que estas instituciones formulen en 

sus informes.

Es esencial también a este respecto, mejorar el ipo de informes 

que se elaboran, su contenido, su claridad expositiva y su pre-

sentación, con opiniones y recomendaciones claras y precisas 

sobre los diversos aspectos de la gestión fi nanciera pública sobre 

los que estas instituciones deben pronunciarse, que concluyan 

con recomendaciones claras y factibles de mejora de la gestión 

pública.

6.ª  Reforzar las fi scalizaciones operativas o de gestión, comple-

tando los tradicionales informes de regularidad fi nanciera y 

de legalidad, con análisis de efi cacia y efi ciencia de la ges-

tión fi nanciera pública, en los que se ponga de manifi esto la 

utilización que hacen los gestores de los fondos y recursos 

públicos que tienen asignados, con el fi n de evitar tantas 

corruptelas y despilfarros.

En esta línea los informes de fi scalización deben avanzar en el ca-

mino de exigir a las entidades públicas que conozcan sus costes 

de gestión para poder aplicar políticas realistas de precios a los 

servicios que prestan; de exigir a las mismas estudios y planes 

económicos que aseguren la fi nanciación de las inversiones que 

aborden y los gastos futuros de funcionamiento que generen; de 

exigirles planes de viabilidad y equilibrio fi nanciero globales y 

realistas sobre sus ingresos y gastos que, ante situaciones de 

crisis como las que nos encontramos, aseguren su adecuado fun-

cionamiento económico-fi nanciero.

7.ª  Ser más efi cientes en la utilización de sus propios recursos 

y dando ejemplo ante los gestores y entidades a los que fi s-

calizan de una buena gestión pública, ya que de lo contrario 

no resultarán creíbles.

Ello incluye, en ocasiones, saber colaborar con profesionales del 

sector privado de la auditoría, tanto para reforzar el contenido 

técnico de los informes en materias especializadas y complejas, 

como para ampliar el ámbito del control a entidades, como las 

locales, que por su número exceden de las posibilidades de ac-

tuación de las instituciones de control y en las que esta colabo-

ración, debidamente supervisada y dirigida, permitiría extender 

de manera periódica el control a entidades públicas que de otro 

modo quedarían sin fi scalizar, contrariamente a lo que dice la ley. 

Para terminar esta breve refl exión, quisiera poner de relieve la 

trascendencia que tiene, y más en momento de crisis la estrecha 

colaboración en el control interno y externo, crucial para un efi -

caz control del de los fondos públicos. Sin duda alguna, y buena 

prueba de ello, es lo que mis compañeros de mesa han puesto de 

manifi esto en sus intervenciones, esta colaboración es impres-

cindible. La experiencia que estoy teniendo como Presidente de 

la Cámara de Comptos me confi rma que cuando el control interno 

ha funcionado adecuadamente el apoyo que el control externo 

conlleva a la institución auditada es muy benefi cioso para la mis-

ma y por supuesto para el control de los fondos públicos. Por el 

contrario, cuando el control interno no ha funcionado, las difi -

cultades de auditoría se incrementan notablemente, aumentando 

signifi cativamente el riesgo de auditoría. Por ello, es necesario 

compartir y colaborar muy estrechamente para conseguir que los 

informes de auditoría revelen si el control interno es efi ciente y 

asegura que el seguimiento de los fondos públicos está garan-

tizado.

Como refl exión fi nal quisiera apuntar que el control externo de 

las cuentas públicas en España debe afrontarse desde una pers-

pectiva integradora del Tribunal de Cuentas con los Organos de 

Control Externos autónomicos, aprovechando las sinergías y la 

experiencia adquirida a lo largo de estas ultimas décadas con el 

trabajo desarrollado por todos ellos, con el objeto de garantizar 

al ciudadano que los fondos públicos son fi scalizados de forma 

efi caz y oportuna en el tiempo.

José Miguel Rodríguez Antón
Catedrático de Organización de Empresas 

de la Universidad Autónoma de Madrid

Presidente de la Comisión de Estudios de Turismo de AECA

Ética y responsabilidad social 
en el sector turismo

En momentos de difi cultad y de riesgo, en momentos en los que 

las personas ven peligrar su existencia, suelen afl orar tanto los 

más bajos instintos como las más elevadas virtudes. Si se nos 

permite la analogía, la profunda crisis que está azotando nuestra 

economía desde hace ya un lustro ha puesto en evidencia com-

portamientos variados en el ámbito empresarial turístico. Frente a 

conocidos casos de prácticas fraudulentas que han afectado muy 

negativamente a empleados, clientes y proveedores de grandes 

grupos turísticos españoles, otras empresas están asumiendo 

la responsabilidad que debería guiar el comportamiento de cual-

quier empresa en todo momento, pero especialmente en épocas 

de crisis.

Pero, ¿qué hay detrás de esa responsabilidad? Planteado de otra 

forma, ¿qué sustenta el comportamiento responsable de una em-

presa y, en general, de cualquier organización? Desde nuestro 

punto de vista, la respuesta es la ética. La ética debe ser la premi-

sa necesaria para que las empresas asuman su responsabilidad 

social (RS). Sin una base ética no parece posible hablar de RS. 

Dicho de otra forma, si una empresa no actúa de una manera 

ética, nunca le va a surgir la necesidad de implantar políticas de 

RS que vayan más allá de la mera orientación económica de su 

actividad –por supuesto, necesaria–, olvidando en muchos casos 

la satisfacción de las necesidades de la sociedad en general y de 

sus clientes en particular.

En la vigésima segunda edición del diccionario de la Real Acade-

mia Española se recoge, en su quinta acepción, que ética es el 

“Conjunto de normas morales que rigen la conducta humana”, 

defi nición que sigue la misma línea de la segunda acepción, la 

cual indica que ético es “Recto, conforme a la moral”. Es la ética 

de las personas que trabajan en una organización -desde el ápice 

estratégico hasta el puesto más bajo del núcleo de operaciones- 

la que determina el funcionamiento ético de dicha organización. 

En muchos casos, planteamientos poco éticos de personas situa-

das en cualquiera de los niveles organizativos han dado al traste 

con la actuación ética del resto de empleados y directivos de la 

empresa. Esta posibilidad aún es mayor en el sector turismo dado 

que múltiples empleados de estas empresas están en contacto 

directo con sus clientes a la hora de prestar sus servicios. 

Uno de los mayores fi lósofos que nos ha dado la historia, Aris-

tóteles (2001), defi ende que la ética procede de la costumbre y 

que no surge por la propia naturaleza de las personas. Es decir, 

la ética se adquiere como resultado de actos ya realizados, por 

tanto, del comportamiento. De ahí la importancia de implementar 

políticas éticas que se concreten en actos específi cos. El propio 
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Los principios básicos que subyacen a la RS corporativa, siguien-

do la propuesta de AECA (2004), son:

Transparencia, entendida como la visibilidad externa de las • 

acciones emprendidas por la empresa en material social; 

verifi cabilidad, por parte de los agentes sociales y expertos • 

externos;

materialidad, en tanto que la RSC debe tener en cuenta las • 

necesidades de los agentes implicados en la misma;

visión amplia, afectando al contexto más amplio posible;• 

mejora continua, buscando la supervivencia de la empresa a • 

medio y largo plazo, y 

naturaleza social de la organización, lo que supone aceptar • 

este aspecto por encima de las meras actuaciones técnicas 

o económicas.

La RS está confi gurada por tres tipos de aspectos o considera-

ciones: económicas, ambientales y sociales, los cuales subyacen 

en el Código Ético del Turismo anteriormente citado. Así lo con-

templa el Cuadro Central de Indicadores sobre RS corporativa 

(Lizcano, García y Fernández, 2010) al considerar que existen 

indicadores de cada una de estas tres categorías. 

Los indicadores económicos hacen referencia al volumen de 

ingresos, valor económico distribuido –retribución del trabajo, 

pago a proveedores, a propietarios e inversores, pago de im-

puestos y donaciones a la comunidad– y resultados del ejercicio. 

No cabe duda de que las empresas deben asumir una RS eco-

nómica que debe pasar por producir bienes o prestar servicios 

que satisfagan sus necesidades, lo cual debe desembocar en 

la obtención de unos resultados positivos que también satisfa-

gan los requerimientos de otros stakeholders distintos de sus 

clientes, como son sus propietarios, sus empleados, sus pro-

veedores o las Administraciones Públicas, los cuales tienen un 

interés especial en que la empresa sea rentable, asegurando su 

supervivencia. Los indicadores ambientales hacen mención a los 

consumos –especialmente energéticos y de agua–, a las emisio-

nes contaminantes y a la generación de residuos y su reciclado. 

Por último, los indicadores sociales están relacionados, princi-

palmente, con los empleados, y tienen en cuenta su número, 

diversidad de género tanto en los niveles operativos como en la 

alta dirección, estabilidad laboral, accidentalidad y enfermedad 

en el trabajo, absentismo laboral, rotación, antigüedad y forma-

ción. También están incluidos en esta categoría son los clientes 

y los proveedores. 

En esta misma línea, la Guía 3.1 (GRI, 2011) establecida por el 

Global Reporting Iniciative (GRI) para la elaboración de la Me-

moria de Sostenibilidad establece 79 indicadores de desempeño: 

9 de desempeño económico, 30 de desempeño medio ambien-

tal y 40 indicadores para el desempeño social (Marimon et al., 

2012). 

La mayor parte de las prácticas de RS que están realizando las 

empresas del sector hotelero están encaminadas al desarrollo de 

su dimensión medio ambiental (Enz y Singnuen, 1999; Goodman, 

2000; Alvarez-Gil et al., 2001; Carmona-Moreno et al., 2004; Mo-

Aristóteles enunciaba y analizada una serie de virtudes, que él 

denominó éticas, y que diferenció de las virtudes intelectuales. 

Virtudes como la generosidad, la magnifi cencia, la magnanimi-

dad, la ambición, la mansedumbre, la afabilidad, la sinceridad, 

el buen humor, el pudor, la justicia, la reciprocidad y la equidad 

deben guiar las actuaciones de las personas tanto en sus activi-

dades particulares como en las profesionales. A pesar de haber 

pasado más de veintitres siglos desde estas aportaciones, aún 

están vigentes y pueden servirnos de guía para impulsar nuestras 

actividades éticas a nivel personal y profesional. 

El sector turismo cuenta, gracias a la OMT, con un código ético 

que sirve de base y de referencia a un turismo responsable y 

sostenible. La Asamblea General de la OMT, reunida en Santiago 

de Chile el 1 de octubre de 1999, aprobó el Código Ético Mundial 

para el Turismo -que dos años más tarde sería reconocido formal-

mente por las Naciones Unidas- como un conjunto de principios 

que deben seguir los principales actores del sector -gobiernos, 

empresas turísticas, comunidades y turistas-. Aunque este Có-

digo no tiene fuerza jurídica y su aplicación es voluntaria, existe 

un órgano, que es el Comité Mundial de Ética del Turismo, que se 

encarga de la resolver los problemas relacionados con la aplica-

ción e interpretación del Código.

Los diez principios que confi guran el Código Ético Mundial para 

el Turismo son los siguientes 1:

Contribución del turismo al entendimiento y al respeto mu- –

tuos entre hombres y sociedades.

El turismo, instrumento de desarrollo personal y colectivo. –

El turismo, factor de desarrollo sostenible. –

El turismo, factor de aprovechamiento y enriquecimiento del  –

patrimonio cultural de la humanidad.

El turismo, actividad benefi ciosa para los países y las comu- –

nidades de destino.

Obligaciones de los agentes del desarrollo turístico. –

Derecho al turismo. –

Libertad de desplazamiento turístico. –

Derechos de los trabajadores y de los empresarios del sector  –

turístico.

Aplicación de los principios del Código Ético Mundial para el  –

Turismo.

Volviendo al tema inicial de la responsabilidad, el concepto de 

RS 2 es mucho más reciente que el de ética. La RS corporativa 

es “el compromiso que asume una empresa de actuar de for-

ma positiva y comprometida en la consecución de sus objetivos 

económicos y fi nancieros, creando valor para sus accionistas, y 

teniendo en cuenta el efecto que estas acciones tienen en los gru-

pos de interés que conforman y dan sentido a la propia realidad 

empresarial” (Alzaga, 2009), o bien, “el compromiso voluntario 

de las empresas con el desarrollo de la sociedad y la preservación 

del medio ambiente, desde su composición social y un compor-

tamiento responsable hacia las personas y grupos sociales con 

quienes se interactúa” (AECA, 2004).

1 http://ethics.unwto.org/es/content/codigo-etico-mundial-para-el-turismo

2 Los contenidos del presente artículo relacionados con Responsabilidad Social tie-

nen su fundamento en Rodríguez-Antón, Alonso-Almeida y Celemín (2013)
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En estos últimos lustros las grandes cadenas hoteleras interna-

cionales han asumido novedosos programas de RS. Así, la ca-

dena Accor cuenta con el programa “Earth Guest Program” que 

tiene como objetivo preservar y proteger el entorno e incentivar 

el desarrollo local. Este programa también abarca sus esfuerzos 

por eliminar el turismo sexual y el sida. Intercontinental Hotels 

Group posee una serie de programas que realizan esfuerzos de 

protección ambiental para la efi ciencia energética, conservación 

del agua, campañas de conciencia del cambio ambiental y la 

adquisición de café –uno de los productos más consumidos en 

sus hoteles– a los proveedores que practican operaciones sos-

tenibles. De forma similar, la cadena hotelera Marriott practica 

el programa “Green Marriott”, con el fi n de realizar operaciones 

conscientes del medio ambiente para conservar y proteger el en-

torno y los recursos naturales (Lee y Park, 2009).

En España, los grandes grupos hoteleros también han asumi-

do el reto de la RS. Por citar, tan sólo, algunos ejemplos, nos 

referiremos a las cadenas Meliá, NH y Confortel. Estas tres ca-

denas hoteleras están haciendo grandes esfuerzos en el ámbito 

medioambiental. En concreto, las tres han implantado políticas 

relacionadas con el ahorro de energía y de consumo de agua, así 

como prácticas encaminadas a la reducción de emisiones de CO
2
 

o gases contaminantes a la atmósfera y a la reducción de la ge-

neración de residuos. De manera concreta, hay que destacar que 

están sustituyendo la tecnología de iluminación convencional 

por tecnología LED o tecnología de bajo consumo para conse-

guir una mayor efi ciencia energética en todos sus hoteles. Tanto 

NH como Meliá, que son las únicas cadenas hoteleras españolas 

que realizan el Informe de Sostenibilidad bajo los criterios del 

Global Reporting Inititative, están apostando por la defensa del 

medio ambiente y por la reducción y el uso más efi ciente de los 

recursos energéticos. Por otro lado, Confortel, que ha sido la 

primera cadena hotelera mundial en conseguir el Sello AENOR de 

Accesibilidad Universal en todos sus hoteles, ha puesto todo su 

empeño en lograr una accesibilidad universal en todos los hote-

les del grupo y está implantando políticas de recursos humanos 

que impiden cualquier tipo de discriminación potenciando, de 

manera expresa, la inserción laboral en la cadena de personas 

con discapacidad.

En este ámbito de la gestión ambiental, NH y Meliá, están consi-

guiendo un número elevado de certifi cados por su compromiso 

con el medio ambiente. Además, NH y Confortel tienen compro-

misos o acuerdos medio ambientales con sus proveedores. Igual-

mente, estas cadenas hoteleras han apostado por la formación, la 

igualdad de género, las oportunidades de desarrollo profesional y 

por la seguridad profesional de sus empleados. 

En conclusión, el sector turístico está tratando de que se asu-

man comportamientos éticos en sus actuaciones a través del 

seguimiento de su Código Ético y las grandes cadenas hoteleras 

están implantando políticas de RS que se están orientando, prio-

ritariamente, a temas medio ambientales, que en muchos casos 

suponen importantes reducciones de consumos energéticos, y 

a temas sociales, orientados tanto a sus empleados como a sus 

clientes. Dada la importancia de estas cuestiones, serán tratadas 

en un futuro próximo por la Comisión de Estudios de Turismo 

de la Asociación, tal y como se recoge en su documento marco 

(AECA, 2013).
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Las nuevas tecnologías y la einclusión. 
Una visión de la sociedad española y 
vías para su desarrollo

El problema de la inclusión versus exclusión digital

Aunque internet se ha convertido en una herramienta esencial de 

las administraciones públicas para dar acceso a la ciudadanía al 

cada vez más sofi sticado mundo de la información y servicios 

públicos (Selwyn, 2002; Foley, 2004), las investigaciones previas 

han puesto de manifi esto que el acceso a dichos servicios e infor-

mación es desigual, e incluso muy limitado, para una gran parte 

de la población (Molina, 2003), dando lugar a su exclusión social. 

Esta limitación no sólo hace referencia al acceso en sí mismo, 

sino también la manera en la que las personas pueden usar inter-

net (Gibbs et al., 2004; Codagnone, 2009). Además, tampoco se 

concentra en determinados países o zonas geográfi cas, sino que 

es una limitación que alcanza en mayor o menor medida a todas 

las sociedades (OCDE, 2005). De hecho son características per-

sonales o socioeconómicas las que principalmente determinan 

que los ciudadanos puedan quedarse al margen de poder acceder 

a la información y servicios públicos en igualdad de condiciones 

(Richardson et al., 2000).

Es más, si bien el efecto combinado del aumento de la capacidad 

de las TIC, la reducción del coste en la transmisión de informa-

ción y la convergencia de las diferentes tecnologías de la comu-

nicación e información podría hacer pensar en internet como 

un medio para superar la exclusión social (World Bank, 1998; 

Van Winden, 2001), lo que se ha puesto de manifi esto es que 

estas tecnologías no necesariamente aportan soluciones a la bre-

cha existente dentro de las sociedades (Richardson et al., 2000; 

Campbell, 2001), sino que incluso puede agravarlas (Chigona y 

Mbhele, 2008). 

Es por ello que organismos internacionales, como la OCDE (2005) 

o la Unión Europea (1999, 2001, 2002, 2004, 2005, 2009 y 2010), 

hayan visto la necesidad de establecer iniciativas que pretenden 

evitar, o al menos reducir, estas desigualdades. Así, el principio 

de inclusión ha estado presente en los sucesivos planes de acción 

de la Sociedad de la información de la Unión Europea hasta la 

actual estrategia i2020, bajo la creencia de que la falta del acce-

so a las TIC o la imposibilidad de utilizarlas constituye cada vez 

más una forma grave de exclusión social y económica (Comisión 

Europea, 2010). 

Pese a estos esfuerzos, los últimos estudios en Europa indican 

que aún existen grandes desigualdades entre los países miem-

bros y entre los grupos sociales con especial difi cultad en la in-

clusión digital, como es el caso de la población de mayor edad y 

los que presentan un menor nivel de educación (Comisión Euro-

pea, 2009). 

Estos esfuerzos de organismos internacionales se han visto 

también acompañados por proyectos nacionales que, dando res-

puesta a sus llamamientos, han impulsado de manera paralela la 

erradicación de la exclusión digital. Así, por ejemplo, en España 

(Ministerio de Economía y Hacienda, 2009) se ha emitido norma-

tiva que favorece la inclusión de los ciudadanos en un espacio 

tecnológicamente avanzado con la fi nalidad de que, con indepen-

dencia de sus conocimientos y capacidades, éstos puedan ad-

quirir las habilidades necesarias para tener un completo acceso 

electrónico a los servicios de las administraciones.

En el siguiente apartado nos centramos en la situación actual de 

la einclusión en España haciendo especial referencia a las Comu-

nidades Autónomas y el papel que los municipios podrían jugar 

para ayudar a solucionar este problema.

Einclusión en la sociedad española

Si bien el gobierno español ha formulado distintos planes de ac-

ción dirigidos a mejorar y encauzar la sociedad de la información 

(plan Info XXI, plan Internet Rural, plan Avanza I y II, entre otros), 

quizás el principal impulso hacia la inclusión digital haya venido 

de la mano de la aprobación de la Ley 11/2007 de 22 de junio de 

Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos 

(LAECSP), en la que se han insertado diversos preceptos que pre-

tenden impulsar esta inclusión de los ciudadanos en la sociedad 

de la información. 

Así, el artículo 3.2 de esta Ley determina como una de las fi nalida-

des de la LAECSP, la necesidad de facilitar el acceso por medios 

electrónicos de los ciudadanos a la información y al procedimien-

to administrativo con especial atención a la eliminación de las 

barreras que limiten dicho acceso (accesibilidad), y el artículo 4 

y 6.2 amplían dicho mandato al acceso electrónico de todos los 

ciudadanos a los servicios públicos en condiciones de igualdad. 

Además, la disposición séptima de la LAECSP recogía la nece-

sidad de desarrollar reglamentariamente este acceso electrónico 

a la información y servicios públicos para garantizar que todos 

los ciudadanos se relacionaran con la Administración General del 

Estado en igualdad de condiciones con independencia de sus cir-

cunstancias personales, medios o conocimientos. Este mandato 

reglamentario se ejecutó parcialmente con la aprobación del Real 

Decreto 1494/2007, de Condiciones Básicas para el Acceso de 

las Personas con Discapacidad y la Ley 56/2007, de Medidas de 

Impulso de la Sociedad de la Información, que amplía las normas 

de accesibilidad también al ámbito privado. Con posterioridad, 

el desarrollo de la disposición séptima de la LAECSP se ha visto 

refrendado con el Real Decreto 1671/2009 y, fi nalmente, con la 

aprobación en el Consejo de Ministros (27-7-2012), y reciente-

mente en la Comisión Constitucional del Congreso (1-8-2013), 

de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Buen Gobierno.

Este reconocimiento explícito de derechos de los ciudadanos re-

cogidos en la LAECSP y posteriores desarrollos legislativos se 

transforma, desde el lado de los Ayuntamientos y Comunidades 

Autonómicas, en una declaración de deberes. Pese a ello, los 

esfuerzos de las administraciones públicas para alcanzar estos 

objetivos aún sigue siendo irregular. De hecho, la plena aplica-

ción de la LAECSP -prevista para 2010- ha sido desigual en nues-

tras Comunidades Autonómicas españolas, ya que ni todas han 

puesto el mismo énfasis en el desarrollo de las TIC, ni el actual 

clima económico ha permitido, en muchas ocasiones, hacer el 

esfuerzo fi nanciero necesario para la adecuar la infraestructura 

tecnológica.

En este sentido, el último estudio eEspaña 2013 desarrollado por 

la Fundación Orange, pone de manifi esto que la exclusión digital 

es un problema presente en nuestros días (Fundación Orange, 

2013). El mayor riesgo de exclusión digital se encuentra en las 

disparidades existentes en el acceso electrónico a la información 



78
aeca ES P EC I A L  XVII  CO N G R E S O

X
V

II 
Co

ng
re

so
 A

EC
A

 
· 

Pa
m

pl
on

a,
 s

ep
tie

m
br

e 
20

13

nacionales e internacionales en relación a la inclusión digital de 

los colectivos tradicionalmente más desfavorecidos, la situación 

actual en España delata aún unos grandes desequilibrios tanto 

entre Comunidades Autónomas, como entre municipios.

Más aún, se observa una gran divergencia de políticas públicas 

que han dado lugar a diferentes estadios de desarrollo y de equi-

librio regional y municipal digital en España. Así, por ejemplo, ni 

las Comunidades Autónomas presentan igualdad de condiciones 

de acceso electrónico a los ciudadanos, ni los municipios espa-

ñoles presentan catálogos de servicios o trámites con contenidos 

y diseños homogéneos (Fundación Orange, 2013).

En este sentido, la posible falta de coordinación en iniciativas, 

estrategias y planes nacionales quizás haya podido ser una fuente 

para no poder superar la exclusión digital existente hoy día en Es-

paña. Además, en los últimos años, y tal vez como consecuencia 

de los continuos recortes realizados por la administración central 

española, hay gobiernos, tanto regionales como municipales, que 

no han actualizado sus programas e iniciativas de inclusión social 

para el cumplimiento de los objetivos fi jados por la estrategia 

Europa para el año 2020. Por lo tanto, en la actualidad es difícil 

predecir cuáles serán las consecuencias de la falta de programas 

e iniciativas en este campo en el futuro.
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y a los servicios de las administraciones públicas en las distintas 

regiones autonómicas españolas, con especial incidencia en la 

población mayor (Fundación Orange, 2013). También se obser-

van diferencias entre la población de acuerdo a su nivel econó-

mico y nivel de educación, especialmente en Castilla-La Mancha, 

Castilla-León y Extremadura, para el primero de los casos, y en 

Galicia para el caso particular del nivel educativo (Fundación 

Orange, 2013).

Todo ello ha llevado a estas Comunidades Autónomas a dirigir 

sus esfuerzos en superar estas barreras. De hecho, mientras que 

las Comunidades de Castilla-La Mancha, Castilla-León y Extre-

madura han apostado por la promoción de políticas de inclusión 

digital cuya población objetivo son los ciudadanos que viven en 

las zonas rurales más remotas, en Navarra, Galicia y Asturias se 

han llevado a cabo iniciativas para poner en marcha programas 

relacionados con la inclusión social y la cultura digital en el cam-

po de la educación (Alcaide et al., 2013).

Por su parte, son cada vez más las investigaciones que indican 

que los municipios deben jugar un papel esencial en la inclusión 

digital. De hecho, investigaciones previas han puesto de mani-

fi esto que la inclusión social comienza desde los niveles de la 

administración más cercana al ciudadano, bajo la premisa de que 

un impulso en las nuevas tecnologías a nivel local podría ayu-

dar a integrar a la ciudadanía en su propia comunidad y salvar la 

brecha digital (Balhoff y Rowe, 2005; Clark y Baker, 2003). Esto 

ha llevado a plantear la necesidad de que las medidas que vayan 

destinadas a la inclusión digital tengan un efecto esencial a nivel 

local (Brewer, 2007).

La racionalidad de esta defensa de las políticas a nivel municipal 

varían desde la propia efi ciencia de la administración local para 

llegar al ciudadano, hasta la necesidad de ser precursores y ejem-

plos de buenas prácticas en relación a la utilización de las nuevas 

tecnologías para salvar la brecha digital. Como herramientas fun-

damentales en este proceso, en los últimos años se está impul-

sando la necesidad de introducir la banda ancha y la tecnología 

wireless en los municipios ya que estas tecnologías presentan 

una gran potencialidad de conexión para todos los ciudadanos 

siempre y cuando los municipios cuenten con los medios adecua-

dos para ello (Baker y Bell, 2007). El objetivo principal es claro: 

llegar a conectar a las comunidades rurales y de bajos ingresos 

que tradicionalmente no han tenido acceso a internet debido a la 

falta de disponibilidad de servicios o a precios altos de los mis-

mos (Sirbu et al., 2006).

Pese a ello, existen actualmente grandes divergencias en la im-

plementación de estas infraestructuras a nivel municipal español 

ya que el tamaño poblacional, tanto por sus implicaciones en la 

densidad de población como por razones de carácter comercial, 

ha demostrado ser un factor fuerte de desequilibrio en el acceso 

a la banda ancha por parte de los ciudadanos (Fundación Orange, 

2013). Además, presentan también defi ciencias en relación a su 

incorporación a la red SARA. En este caso particular, quizás el 

apoyo de las Diputaciones pudiera soslayar, al menos en parte, 

esta defi ciencia.

Conclusiones

Las nuevas tecnologías de la información y comunicación, lejos 

de permitir superar los problemas existentes de exclusión social, 

han puesto de manifi esto el contraste que existe en el acceso de 

los ciudadanos a la información y servicios públicos. En este con-

texto, pese a la diversidad de políticas iniciadas por organismos 
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tora en el ámbito europeo. Su artículo 26 obligaba a los Estados 

miembros a que las auditorías de cuentas se realizaran de acuer-

do con las “normas internacionales de auditoría adoptadas por 

la Comisión…” (NIAs), entendiendo por tales las emitidas por el 

IAASB (International Auditing and Assurance Board), de la IFAC 

(International Federation of Accountants).

En cumplimiento de tal mandato, la Comisión encargó a los 

Estados miembros la traducción de las NIA a su lengua ofi cial, 

al mismo tiempo que se empezó a participarcomo observador en 

el proceso de clarifi cación de las NIAs iniciado por el IAASB, me-

diante un grupo de trabajo en el que participaban representantes 

del ICAC.

Sin embargo, a fi nales de 2011 todavía la Comisión no había 

adoptado las NIAs, dando signos de que no lo iba a hacer. Así, 

primero con el Libro verde (octubre de 2010), y después, con la 

propuesta de la modifi cación de la Directiva (noviembre de 2011) 

parecía renunciar a adoptar las NIAs. En paralelo, la mayoría de 

los Estados miembros habían iniciado o fi nalizado dicha adopción 

a nivel local, cuando en España –junto con otros Estados miem-

bros de gran tradición normativa como Alemania y Francia– se 

había tomado la decisión de esperar a la adopción en bloque a 

nivel europeo.

Ante la inacción de la Comisión y la adopción mayoritaria en el 

ámbito comunitario, en España a fi nales de 2011 se tomó la de-

cisión de adaptar, que no adoptar, el conjunto que forman las 

NIAs de modo que, comonuevas normas técnicas de auditoría, 

integraran el nuevo corpus normativo que regulara la actividad 

de auditoría de cuentas, de conformidad con el procedimiento 

de elaboración nacional. Se convergía así hacia la práctica inter-

nacional.

Partiendo de las normas traducidas bajo el protocolo de la IFAC, 

se constituyó un grupo de trabajo en el seno del ICAC en el que, 

con la participación activa de las Corporaciones, se inició una 

labor de examen y estudio al objeto de detectar aquellos aspectos 

que pudieran ser confusos o contrarios a nuestra normativa y 

que precisaran de aclaración o de su supresión. Todo ello con el 

objetivo de facilitar una adecuada comprensión de su contenido. 

A ello también ha coadyuvado, debe reconocerse, el proceso de 

modifi cación de las actuales normas técnicas de auditoria que 

se produjo desde el 2000 hasta el 2006, que tomo como refe-

rencia las NIAs y, sobre todo, las modifi caciones producidas en 

los años 2010 y 2011 basadas prácticamente en el contenido de 

las citadas normas (así, las del valor razonable, las de informes, 

información comparativa y relación entre auditores).

Resolución del ICAC

El 14 de febrero de 2013 fue publicada en el BOE la Resolución de 

31 de enero de 2013 por la que se sometía a información pública 

las nuevas normas técnicas de auditoria, resultado de la adapta-

ción de las NIAs, acometido por el grupo de trabajo.

Dicha Resolución recoge la adaptación de las NIAs referentes a 

la auditoría de estados fi nancieros, entendidos principalmente 

como la de cuentas anuales regulada en nuestra normativa, esto 

es, las correspondientes a las NIAs de las series 200, 300, 400, 

500, 600 y 700. Tales normas se distribuyen en bloques concep-

tuales: marco, defi niciones y responsabilidades; evaluación del 

riesgo y respuesta a los riesgos evaluados; evidencia de audito-

ria; utilización del trabajo de otros; y conclusiones e informe de 
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Subdirector General de Normas Técnicas de Auditoria

Normas internacionales de auditoría: 
implicaciones en el trabajo de auditoría

Antecedentes: adopción

La Directiva 2006/43/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 17 de mayo de 2006, relativa a la auditoría legal de las cuen-

tas anuales y de las cuentas consolidadas, supuso un importante 

impulso en el camino para alcanzar una mayor armonización de 

los requisitos que se exigen para el ejercicio de la actividad audi-
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Las nuevas normas técnicas de auditoria: las NIAs 

adaptadas

La adaptación de las NIAs como nuevo corpus normativo va a 

suponer aplicar en 2014 treinta y tres normas, cuyo proceso de 

comprensión previo va requerir tener en cuenta, como conside-

raciones comunes a todas ellas, los siguientes factores, que las 

diferencias de nuestras normas técnicas de auditoría:

Las normas están redactadas en un lenguaje distinto al utili- –

zado en nuestras normas técnicas tradicionales, empleando 

terminología y conceptos no habituales.

Recogen en ocasiones opciones que dependen de la jurisdic- –

ción dónde se apliquen. En algunos casos, al ser contraria a la 

normativa española, se ha optado por su supresión.

Las NIAs, agrupadas en los citados bloques, presentan una  –

estructura común determinada distinta de la utilizada en las 

normas actuales, integrada por las secciones: “Introducción”, 

“Objetivo”, “Defi niciones”, “Requerimientos” y “Guía de apli-

cación y otras anotaciones explicativas”, debiendo conocer 

el auditor el texto completo de las NIAs, incluido esta última 

sección.

Respecto a ésta, destacar –por la novedad que representan–, 

que proporciona una explicación más detallada de los dis-

tintos aspectos tratados en cada NIA y, en particular, orien-

taciones que son relevantes para la adecuada aplicación de 

los requerimientos recogidos, bien sea precisando su signi-

fi cado o alcance, bien poniendo ejemplos de procedimientos 

a aplicar o de situaciones en las que pudiera encontrarse el 

auditor. Por ello, constituyen una parte esencial para enten-

der y aplicar adecuadamente la norma. 

Los requerimientos de cada norma deben ser cumplidos 

por el auditor salvo que contemple una condición que no se 

auditoría. Ha de resaltarse que en algunos apartados o párrafos 

de las NIAs se han incluido, en recuadro, notas aclaratorias para 

precisar y clarifi car su contenido y, así evitar dudas, en aras de 

facilitar su adecuada aplicación en España. Con el mismo fi n, se 

han suprimido apartados que regulaban cuestiones que excedían 

de nuestro ambito normativo (como las referencias a las audito-

rías en el sector público o a la entrada en vigor de las NIAs) y se 

ha recogido el glosario de términos que acompaña a esas NIAs, 

adaptándolo igualmente. 

Además de ordenar el proceso de entrada en vigor y sustitución/

derogación de normas, la Resolución también incorpora en su 

contenido unos criterios de interpretación que son de obligada 

observancia en la aplicación de las nuevas normas en la realiza-

ción de los trabajos de auditoría de cuentas.

Dichos criterios son útiles porque vienen a indicar cómo y a qué 

deben entenderse realizadas ciertas referencias. No debe perder-

se de vista que el tratamiento de ciertos conceptos en las NIAs 

se hace de forma amplia y fl exible, y siempre atendiendo a la di-

mensión, diversidad y norma jurídica que le resulte de aplicación 

a la entidad auditada, con la fi nalidad de permitir su adaptación 

a los distintos regímenes nacionales y a los diferentes tipos de 

entidades a auditar. Es en cada proceso de adopción a nivel local 

dónde debe hacerse la concreta precisión de signifi cados y re-

ferencias que resultará, como hace la Resolución aprobada, en 

cada caso, en función de la naturaleza y estructura de la entidad 

auditada, y según su normativa reguladora. Así ocurre, de hecho, 

con las menciones a la jurisdicción, a la Norma internacional de 

control de calidad de la IAASB, a las normas profesionales, a los 

requerimientos de ética y de independencia, a las denominacio-

nes del tipo de opinión, y a los responsables del gobierno y a la 

dirección.

Finalmente, se dispone su aplicación a las auditorías de cuentas 

correspondientes a ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero 

de 2014.

Nuevas normas técnicas
de auditoría

Bloques Estructura común

Serie 200

Definiciones y 
responsabilidad

Evidencia de
auditoría

Evaluación del
riesgo y 

respuesta a los 
riesgos 

evaluados

Utilización
trabajo de

otros

Conclusiones
e informe

de auditoría

Serie 500 Serie 600 Serie 700
Series 

300 y 400
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secciones tituladas diferenciadas y descripciones de responsabi-

lidad en relación con el control interno), el contrato de auditoría, 

y la carta de manifestaciones.

No está de más recordar que las NIAs, por razón de las particu-

laridades o necesidades que pudieran presentar las auditorias de 

cuentas de las entidades de pequeña dimensión, incorporan en 

las guías de aplicación determinadas consideraciones específi cas 

en la realización de dichas auditorias sin que ello suponga elimi-

nar o relajar el requerimiento correspondiente exigido. 

Por último, no debe olvidarse que este nuevo enfoque norma-

tivo basado en las NIAs emitidas por el IAASB viene a suponer 

la introducción de un marco más dinámico, al estar sometido 

por los propios órganos competentes de la IAASB a revisiones 

periódicas. Dichas actualizaciones, en el caso de que supongan 

modifi caciones de alguna de las NIA adaptadas o nuevas NIAs 

(que se incluya en nuestro ámbito de aplicación), se someterán 

al mismo proceso de adaptación para su aplicación en España. 

En estos momentos se ha publicado ya la revisión de la NIA 610 

“Utilización del trabajo del auditor interno” (con los correspon-

dientes cambios de concordancia en la NIA 315) y está en proce-

so de toda la serie 700 de conclusiones e informes. Y lo anterior, 

sin perder de vista lo que resulte del proceso normativo que se 

está discutiendo en la Unión europea.

Lo anterior no puede ser motivo para aparcar el esfuerzo de com-

prensión de las nuevas normas. Todo lo contrario, resulta nece-

sariamente imprescindible aprovechar este proceso para adaptar 

y comprender las NIAs, sin perjuicio de que luego se conozcan 

las ulteriores modifi caciones que en todo caso serán cambios 

menores. 

En defi nitivo, las NIAs adoptadas van a permitir que aquí se cuen-

te con el mismo lenguaje que se aplica en el ámbito de la Unión 

europea. Si bien podría parecer que se ha llegado al fi nal del ca-

mino, en realidad se está al inicio de un proceso de implantación 

que precisará de necesidades formativas por parte del auditor, 

cuyas difi cultades ha tratado de allanar el trabajo de adaptación 

realizado.

Ricardo J. Server Izquierdo
Catedrático de la Universitat Politècnica de València

Presidente de la Comisión de Contabilidad de Cooperativas de AECA

Natalia Lajara-Camilleri
Prof. Ayudante de Universitat Politècnica de València

Centro de Investigación en Gestión de Empresas (CEGEA)

Las cooperativas como base de 
emprendimiento colectivo y ética 
empresarial

1. Introducción y objetivos

Las cooperativas como forma jurídica ofrecen ciertos alicientes a 

las iniciativas colectivas de emprendimiento. No sólo la gestión 

democrática, los benefi cios fi scales o las escasas necesidades 

iniciales de capitalización convierten a esta forma de asociacio-

cumpla o no concurra en la circunstancia concreta no sea 

aplicable.

Las nuevas normas están basadas en un enfoque basado en  –

un trabajo de evaluación de riesgos de incorrección material 

en los estados a auditar y de respuesta a dichos riesgos, que 

podría califi carse como una de las principales novedades y 

la que puede suponer un mayor esfuerzo de adaptación, en 

función de las metodologías aplicadas por cada auditor.

Adicionalmente, debe resaltarse que, como nuestras actuales 

normas técnicas, las NIAs tampoco imponen ni delimitan respon-

sabilidades en el seno de la entidad auditada (entre responsables 

del gobierno y dirección), debiéndose entenderse aplicables éstas 

a sus estructuras organizativas según la norma que sea aplicable 

en función de su naturaleza. En su aplicación ayudará tanto el 

criterio de interpretación (apartado 16) como las diferentes notas 

aclaratorias que se han añadido en los apartados correspondien-

tes. Frente a lo que se ha podido decir, no parece que pudieran 

exigirse actuaciones o previsiones que pudieran entrar en contra-

dicción con nuestra normativa o que fueran nuevas respecto a las 

actualmente vigentes. 

En cuanto al contenido de cada NIA adaptada, cuya descripció-

nescaparía del objetivo y extensión de este artículo, me limito a 

señalar las principales novedades o implicaciones que el auditor 

se encontrara en la realización de sus trabajos.

En este sentido, si bien es cierto que en la última década se ha 

producido una aproximación hacia las NIAs, las nuevas normas 

presentan diferencias signifi cativas con las actuales motivadas, 

principalmente, por cambios en las NIAs posteriores al proce-

so de clarifi cación que fi nalizó el 2009, por NIAs cuyo conteni-

do no fue adoptado anteriormente en nuestra normativa (560 

“Comunicaciones con órganos de gobierno de la entidad audi-

tada” y 550 “Partes vinculadas”) y por la necesidad de adaptar 

las metodologías existentes al citado enfoque de riesgos y res-

puestas.

Así, el nuevo corpus normativo puede o va a suponer, en princi-

pio, cambios en el ejercicio práctico en las siguientes áreas: 

Planifi cación, en relación con la citada evaluación de riesgos - 

y al desaparecer las actuales tablas orientativas en la fi jación 

de las cifras de importancia relativa tradicionalmente aplica-

das casi de manera automática; 

Fraude, por los procedimientos de valoración de riesgos y - 

de respuesta, con especial incidencia en los componentes de 

control interno (conceptos que se introducen) y en la búsque-

da de sesgos en las estimaciones contables, incorporándose 

unos anexos valiosos con circunstancias indicativas de posi-

bilidades de indicios, ejemplos de factores de riesgo de fraude 

y de procedimientos de respuesta a los riesgos valorados.

Comunicaciones a los responsables del órgano de gobierno y - 

a la dirección de la entidad auditada, más fl uidas y regulares;

Partes vinculas, siendo objeto de tratamiento en una sola nor-- 

ma dónde se incide en la exigencia de identifi car los factores 

de riesgo con relación a partes vinculadas y transacciones y 

relaciones, y se incorporan unas guías sobre procedimientos 

de respuesta a tales riesgos;

Utilización del trabajo de experto del auditor (externo o inter-- 

no), distinto del experto de la entidad auditada.

Adicionalmente, las NIAs adoptadas obligarán al auditor a adaptar, 

por ejemplo, el formato del informe de auditoria (incorporando 
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cremento se ha concentrado especialmente en los últimos meses 

del año, obteniéndose una variación del 16,43% entre el último 

trimestre de 2011 y el mismo periodo de 2012 (tabla 1). 

Estos datos apuntan a un resurgimiento de la cooperativa como 

fórmula empresarial. Varias son las razones que convierten a este 

tipo de entidades en una opción empresarial adecuada en tiem-

pos como los actuales de restricción al crédito empresarial. Tal 

como establece la ACI, las cooperativas “son el resultado de una 

búsqueda colectiva de la sostenibilidad, que intenta optimizar los 

resultados de varias partes interesadas en vez de maximizar las 

ganancias de una de ellas” (ACI, 2013). Se trata de una forma jurí-

dica que posibilita el emprendimiento colectivo, en las que los so-

cios asumen riesgos y responsabilidades compartidas al tiempo 

que se caracteriza por su gestión democrática. Además permiten 

que se pueda abordar la creación de empresas de mayor enverga-

dura que las formadas por emprendedores unipersonales. 

En este sentido cabe recordar que la Ley de apoyo a los empren-

dedores y su internacionalización, aprobada en julio de 2013, deja 

en cierta forma de lado las formas de emprendimiento colectivo, 

centrando el foco en las cuestiones relacionadas con los empresa-

rios autónomos. Sí se debe reconocer que dicho Proyecto de Ley 

plantea una nueva fórmula empresarial, la sociedad de responsa-

bilidad limitada de formación sucesiva, que surge como refl ejo de 

iniciativas similares llevadas a cabo en Alemania y Bélgica. 

Este tipo de sociedad de responsabilidad limitada plantea meno-

res exigencias iniciales de capital puesto que no se requiere el 

depósito del capital mínimo de 3.000 euros en el momento de la 

constitución, en cambio los socios extienden de forma solidaria 

su responsabilidad hasta dicha cifra desde su constitución, lle-

vando aparejadas una serie de restricciones relacionadas con el 

reparto de dividendos y la dotación de reservas mientras el capital 

de la empresa no alcance el mínimo legal establecido, momento 

a partir del cual es califi cada como sociedad de responsabilidad 

limitada.

A nuestro entender esta iniciativa es insufi ciente a la hora de in-

centivar el emprendimiento de forma grupal puesto que no su-

pone un avance signifi cativo respecto a las formas ya existentes. 

Creemos que acciones que incluyeran fi guras de la economía 

social tales como las cooperativas, con probados resultados en 

tiempos de crisis, tendrían una mayor repercusión en la dinami-

zación de la actividad empresarial. 

3. Ética empresarial en cooperativas

La Alianza Cooperativa Internacional es actualmente, como he-

mos señalado, el organismo encargado de unir, representar y co-

ordinar a las cooperativas de todo el mundo, es el garante de la 

identidad cooperativa, valores y principios (ACI, 2013). Como tal 

ha estado a cargo de las sucesivas revisiones de los “principios 

cooperativos”. La última formulación realizada es de 1995 y resu-

me las pautas de comportamiento en siete puntos:

Adhesión voluntaria y libre. –

Control democrático de los miembros. –

Participación económica de los miembros. –

Autonomía e independencia. –

Educación, formación e información. –

Cooperación entre cooperativas. –

Interés por la comunidad. –

nismo empresarial en una alternativa viable para proyectos que 

emergen en momentos de crisis.

La creación de una empresa, y su posterior gestión, a través de la 

forma cooperativa tiene sin embargo otras diferencias que resul-

tan signifi cativas respecto al resto de formas jurídicas. Hemos de 

recordar que las cooperativas se rigen por los llamados “princi-

pios cooperativos”. Se trata de grandes líneas de solidaridad que 

determinan el funcionamiento de las entidades cooperativas. Su 

formulación se ha adaptado a lo largo del tiempo, condensándo-

se en los siete enunciados aprobados por la Alianza Cooperativa 

Internacional (ACI) en 1995. 

Las cooperativas constituidas, sea cual sea su tipo, deben obser-

var y atenerse a dichos principios que son recogidos en las distin-

tas leyes de cooperativas nacionales. Supone para la sociedad un 

valor añadido respecto a otras formas empresariales e intensifi ca 

de forma implícita el comportamiento socialmente responsable 

de la cooperativa (Server y Villalonga, 2007).

Tal como afi rma Méndez (2005), los principios éticos empresa-

riales están muy relacionados con la responsabilidad social de las 

empresas, ya que la sociedad no sólo espera de las organizacio-

nes que asuman objetivos económicos sino también otros rela-

cionados con la conservación del medio ambiente o la mejora de 

la calidad de vida de los grupos de interés que se relacionan con 

ellas. Adicionalmente se exige que los objetivos de generación de 

riqueza no sólo se limiten al presente sino que se proyecten al 

futuro, lo cual conecta de nuevo con postulados de la responsabi-

lidad social empresarial, que mantiene posturas claras en cuanto 

a la sostenibilidad económica, medioambiental y social.

El objetivo de este trabajo es por una parte analizar la alternativa 

que suponen las cooperativas como forma de emprendimiento 

colectiva en el contexto actual así como señalar el estrecho vín-

culo entre los principios cooperativos, la responsabilidad social 

corporativa y la ética empresarial de las organizaciones. 

2. Caracterización del emprendimiento cooperativo

Según datos del Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2013), 

en 2012 se crearon 1.005 cooperativas, lo que supone un creci-

miento del 3,2% respecto al año anterior. Analizando con mayor 

detalle la información mensual disponible se observa que el in-

Tabla 1
Cooperativas creadas mensualmente (2011-2012). Fuente: 

Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

2011 2012

Enero 78 58

Febrero 104 91

Marzo 107 74

Abril 84 95

Mayo 89 94

Junio 100 116

Julio 75 93

Agosto 59 68

Septiembre 71 75

Octubre 66 80

Noviembre 82 99

Diciembre 59 62

Total 974 1.005



83
ES P EC I A L  XVII  CO N G R E S O aeca

X
V

II 
Co

ng
re

so
 A

EC
A

 
· 

Pa
m

pl
on

a,
 s

ep
tie

m
br

e 
20

13

Legal – : la empresa y las actividades que desarrolla deben ate-

nerse a la normativa jurídica vigente

Ética – : todas las actividades y prácticas de la empresa serán 

juzgadas como correctas o incorrectas por la sociedad, más 

allá de lo establecido por ley.

Discrecional – : aquellas actividades que no son exigidas por 

ley ni por la moral de la sociedad pero que contribuyen a 

mejorar el entorno.

Por tanto, de nuevo encontramos un vínculo estrecho entre los 

conceptos de RSE y ética en las empresas, bien sea éste de tipo 

causal o no.

En defi nitiva, una forma de establecer el comportamiento ético de 

una empresa puede basarse en si se trata de una empresa social-

mente responsable, es decir si cumple los postulados que preco-

niza la responsabilidad social corporativa. En este sentido cabe 

señalar que existe una correspondencia entre los postulados de la 

RSE formulados por la Comisión Europea (2002) y los principios 

cooperativos, tal como concluyen Server y Capó (2009).

En definitiva, las cooperativas cuya gestión y toma de decisio-

nes tenga efectivamente integrados los principios cooperati-

vos, tienen una vinculación clara con la responsabilidad social 

y por extensión también podría considerarse una empresa 

ética. 

4. Comentarios a modo de conclusión

Las cooperativas se pueden considerar como modelo de empren-

dimiento colectivo, ofreciendo ventajas como los benefi cios fi s-

cales, la escasa necesidad de capitalización y la forma de gestión. 

De este modo ofrecen una alternativa para la creación de empre-

sas de mayor envergadura que aquéllas promovidas por empre-

sarios individuales, máxime considerando el crecimiento, aunque 

sea discreto, de esta fi gura empresarial aún en tiempos de crisis, 

por lo que consideramos que podría haber sido interesante su 

inclusión en la reciente Ley de apoyo a los emprendedores y su 

internacionalización.

No obstante, el hecho de que dichos principios existan no com-

porta necesariamente que sean observados por todas las coope-

rativas o por todos sus miembros. Las cooperativas como orga-

nizaciones pueden adolecer de las mismas cuestiones que otras 

formas jurídicas sin embargo sí que es cierto que el arraigo y la 

implicación con el territorio de estas entidades son superiores a 

los que presentan las sociedades mercantilistas.

AECA (2003) ha defi nido la ética empresarial como “el conjunto 

de valores, normas y providencias que vinculan a los miembros 

del mundo de la empresa en forma de ideales compartidos y obli-

gaciones, en torno a lo que es bueno y malo, a lo que es correcto 

e incorrecto”. En la misma línea Crane y Matten (2007) establecen 

que la ética empresarial es “el estudio de situaciones empresaria-

les, actividades y decisiones en las que las cuestiones de lo que 

está bien y lo que está mal”. Existe otra defi nición del concepto 

propuesta por Lizcano (2004) en la que se entiende comporta-

miento ético de la empresa es “la empresa (conocimiento y recur-

sos) en busca inteligente de la felicidad (bienestar) de las perso-

nas, es decir de todos los grupos de interés o stakeholders”. En 

este sentido se deduce que el fi n de la empresa es el desarrollo y 

el bienestar de las personas y de la sociedad en su conjunto. 

García-Marzá (2009) sostiene que la responsabilidad social es 

“una parte de la ética empresarial, ocupada de las condiciones 

que subyacen a la confi anza depositada en la empresa”. En defi -

nitiva, como aproximación podríamos encontrar una correlación 

entre la responsabilidad social y la ética, entendiendo la respon-

sabilidad social como “el compromiso con la idea de organización 

como conjunto de personas que interactúan en la sociedad, tanto 

desde el punto de vista de su composición elemental como desde 

la óptica de miembro integrante de un sistema social, caracteriza-

do por su contribución a la sociedad” (AECA, 2003).

Vargas y Vaca (2005) afi rman, citando a Carroll (1998), que la 

RSE consta de cuatro dimensiones principales, que caracterizan 

su postura frente a la sociedad: 

Económica – : vertiente tradicional que considera a la empresa 

como una unidad productora de bienes y servicios y gene-

radora de benefi cios.

Principio cooperativo Postulado RSE (Comisión Europea)

1. Adhesión libre y voluntaria Naturaleza voluntaria de la RSC.

2. Gestión democrática por parte de los asociados

3. Participación económica de los asociados

4. Autonomía e independencia

5. Educación, formación e información Transparencia y credibilidad de las actividades de la RSE.

Atención a las necesidades específi cas de las PYMES.

Enfoque equilibrado de la RSE en los ámbitos económico, social y 

medioambiental, así como para los intereses de los consumidores.

8. Cooperación entre cooperativas

9. Interés por la comunidad Localización de la acción comunitaria en actividades en las que la intervención 

de la comunidad aporte un verdadero valor añadido.

Respeto de los acuerdos e instrumentos internacionales existentes.

Fuente: Server y Capó, 2009.
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Interciencia vol, 32 (6). Caracas.

Vargas, A., y Vaca, R. M. (2005. “Responsabilidad social corporativa 

y cooperativismo: vínculos y potencialidades”. Revista de Economía 
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Paralelamente, en el trabajo se ha expuesto la particular idiosin-

crasia de las cooperativas, cuyo funcionamiento debería contem-

plar los principios cooperativos establecidos por la ACI. Éstos, 

como hemos puesto de manifi esto, mantienen en muchos aspec-

tos una correspondencia clara con los postulados de la responsa-

bilidad social empresarial, la cual a su vez se muestra como una 

parte importante de la ética empresarial, relacionada no sólo con 

la sostenibilidad medioambiental, económica y social sino tam-

bién con la preocupación por el entorno y la sociedad. El compor-

tamiento socialmente responsable de las cooperativas las situaría 

en una posición de ética empresarial. 
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